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PRESENTACIÓN

En la Comisión Nacional de los Derechos Humanos existen diversos progra-
mas y acciones dirigidos a combatir la discriminación en sus diferentes moda-
lidades, pues todas ellas suponen violaciones a los derechos fundamentales de
la población.

En este sentido, la Comisión Nacional está estrechamente vinculada con la
realización de actividades dentro del ámbito de su competencia para lograr en
México los objetivos establecidos en los instrumentos internacionales para
luchar contra la discriminación, el racismo y todas las formas de intolerancia.

De esta manera, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, como
Institución nacional de promoción y protección de los derechos fundamenta-
les, participó activamente en la Conferencia Mundial contra el Racismo, la
Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia,
celebrada del 31 de agosto al 8 de septiembre de 2001, en Durban, Sudáfrica,
así como en la reunión regional preparatoria de este evento realizada en San-
tiago de Chile.

Como lo manifestó la Comisión Nacional en esos foros, las instituciones
nacionales se encuentran profundamente comprometidas con la lucha y la pre-
vención del racismo, la discriminación, la xenofobia y la intolerancia, a través
de la investigación de quejas, la elaboración de informes, la emisión de Re-
comendaciones y la realización de actividades de promoción de los derechos
humanos, como son la impartición de cursos de capacitación y la edición de
publicaciones.

En México, la Comisión Nacional es el Organismo que por ley tiene las fa-
cultades de protección, observancia, promoción, estudio y divulgación de los
derechos humanos. Por medio de estas tareas la Comisión Nacional contribu-
ye a construir una cultura de los derechos humanos en el país, que promueva
la pluralidad, la tolerancia y la inclusión.
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Una actividad de especial relevancia para la Comisión Nacional consiste en
difundir el conocimiento de los derechos humanos y divulgar los documentos
y tratados internacionales que los protegen. De tal manera que dicho conoci-
miento sea accesible para el público en general.

Con este objetivo como meta, y con la finalidad de impulsar en México los
principios reconocidos en la Conferencia Mundial de Durban, se ha prepara-
do la presente recopilación, en la que se han reunido los principales instrumen-
tos internacionales en materia de discriminación y racismo en el ámbito de la
Organización de las Naciones Unidas, así como las disposiciones jurídicas
mexicanas más relevantes.

De tal manera que la presente obra está dividida en cuatro partes: en la pri-
mera se reúnen instrumentos declarativos (declaraciones internacionales); en
la segunda los instrumentos convencionales, o sea los tratados internacionales
obligatorios para los Estados, adoptados por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas o por organismos especializados, como la Organización Inter-
nacional del Trabajo o la UNESCO; en la tercera parte se incluyen los docu-
mentos emanados de las tres Conferencias Mundiales contra el racismo que se
han celebrado hasta la fecha, y, en la cuarta están contenidas las disposiciones
más importantes sobre la materia en el país, como son el artículo 1o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación, que reflejan la incorporación de los prin-
cipios internacionales a nuestro orden jurídico.

Cada documento incluye un breve comentario introductorio, en el que se
explica el contexto en el que fue adoptado y los aspectos más relevantes del
mismo, de tal manera que se pueda apreciar el avance en el combate al racis-
mo y a la discriminación a lo largo del tiempo, fundamentalmente en la esfera
de acción de la Organización de las Naciones Unidas. Por lo que respecta a
México, se destaca la importancia de consagrar en el texto constitucional la no
discriminación.

Esta recopilación refleja el esfuerzo que se ha realizado en el ámbito inter-
nacional a partir de la década de los cincuenta del siglo veinte y que se ha
extendido a esta nueva centuria, en la que aún queda camino por recorrer. Por
ello esta obra ofrece a todos aquellos preocupados por salvaguardar la digni-
dad humana, la oportunidad de conocer otros documentos que protegen los
derechos fundamentales de las personas.



DECLARACIONES INTERNACIONALES
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DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE
LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS

DE DISCRIMINACIÓN RACIAL

Proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviem-
bre de 1963 mediante Resolución 1904 (XVIII).

La Declaración fue aprobada en una época histórica en la que esta-
ban surgiendo nuevos Estados independientes, principalmente en
África y Asia, después de una etapa de colonialismo por parte de
diversas naciones europeas.

Esta Declaración fue la primera que elaboró la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas respecto de la discriminación originada
por la raza o el origen étnico o el color de las personas. Si bien se
trata de un instrumento declarativo, ya establece de manera firme
que la discriminación racial es una violación a los derechos huma-
nos y un atentado contra la dignidad de la persona. Por tal razón pide
a los Estados que tomen las medidas para eliminar la discriminación
y fomentar la comprensión entre las naciones.

* * *

La Asamblea General,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en el prin-

cipio de dignidad e igualdad de todos los seres humanos y tiene, entre otros
propósitos fundamentales, el de realizar la cooperación internacional en el
desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades
fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idio-
ma o religión,
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Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos procla-
ma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos,
y que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en la mis-
ma, sin distinción alguna, en particular por motivos de raza, color u origen
nacional,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos procla-
ma, además, que todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho
a igual protección de la ley, y que todos tienen derecho a igual protección contra
toda discriminación y contra toda provocación a tal discriminación,

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y
todas las prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan, y que
la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos
coloniales proclama entre otras cosas la necesidad de poner fin al colonialis-
mo rápida e incondicionalmente,

Considerando que toda doctrina de diferenciación o superioridad racial es
científicamente falsa, moralmente condenable, socialmente injusta y peligro-
sa, y que nada permite justificar la discriminación racial, ni en la teoría ni en
la práctica,

Teniendo en cuenta las demás resoluciones aprobadas por la Asamblea
General y los instrumentos internacionales aprobados por los organismos es-
pecializados, en particular la Organización Internacional del Trabajo y la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu-
ra, en la esfera de la discriminación,

Teniendo en cuenta que, si bien gracias a la acción internacional y a los
esfuerzos realizados en varios países ha sido posible lograr progresos en esta
esfera, las discriminaciones por motivos de raza, color u origen étnico en al-
gunas regiones del mundo siguen siendo causa de gran preocupación,

Alarmada por las manifestaciones de discriminación racial que aún existen
en el mundo, algunas de las cuales son impuestas por determinados gobiernos
mediante disposiciones legislativas, administrativas o de otra índole, en forma,
entre otras, de apartheid, segregación o separación, así como por el fomen-
to y difusión de doctrinas de superioridad racial y expansionismo en algunas
regiones,

Convencida de que todas las formas de discriminación racial y, más aún, las
políticas gubernamentales basadas en el prejuicio de la superioridad o en el
odio racial, a más de constituir una violación de los derechos humanos funda-



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 15

mentales, tienden a poner en peligro las relaciones amistosas entre los pueblos,
la cooperación entre las naciones y la paz y la seguridad internacionales,

Convencida asimismo de que la discriminación racial daña no sólo a quie-
nes son objeto de ella, sino también a quienes la practican,

Convencida también de que la edificación de una sociedad universal libre
de todas las formas de segregación y discriminación raciales, que son facto-
res de odio y división entre los hombres, es uno de los objetivos fundamentales
de las Naciones Unidas,

1. Afirma solemnemente la necesidad de eliminar rápidamente, en todas las
partes del mundo, la discriminación racial en todas sus formas y manifestacio-
nes, y de asegurar la comprensión y el respeto de la dignidad de la persona
humana;

2. Afirma solemnemente la necesidad de adoptar con tal objeto medidas de
carácter nacional e internacional, incluidas medidas en las esferas de la ense-
ñanza, la educación y la información, para asegurar el reconocimiento y la
observancia universales y efectivos de los principios que se enuncian seguida-
mente;

3. Proclama la presente Declaración:

Artículo 1

La discriminación entre los seres humanos por motivos de raza, color u origen
étnico es un atentado contra la dignidad humana y debe condenarse como una
negación de los principios de la Carta de las Naciones Unidas, una violación
de los derechos humanos y las libertades fundamentales proclamados en la
Declaración Universal de Derechos Humanos, un obstáculo para las relacio-
nes amistosas y pacíficas entre las naciones y un hecho susceptible de pertur-
bar la paz y la seguridad entre los pueblos.

Artículo 2

1. Ningún Estado, institución, grupo o individuo establecerá discriminación
alguna en materia de derechos humanos y libertades fundamentales en el tra-
to de las personas, grupos de personas o instituciones, por motivos de raza,
color u origen étnico.
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2. Ningún Estado fomentará, propugnará o apoyará, con medidas policíacas
o de cualquier otra manera, ninguna discriminación fundada en la raza, el co-
lor o el origen étnico, practicada por cualquier grupo, institución o individuo.

3. Se adoptarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especia-
les y concretas para asegurar el adecuado desenvolvimiento o protección de las
personas que pertenezcan a determinados grupos raciales, con el fin de garan-
tizar el pleno disfrute por dichas personas de los derechos humanos y de las
libertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán tener como
consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los
diversos grupos raciales.

Artículo 3

1. Se pondrá particular empeño en impedir las discriminaciones fundadas en
motivos de raza, color u origen étnico, especialmente en materia de derechos
civiles, acceso a la ciudadanía, educación, religión, empleo, ocupación y vi-
vienda.

2. Toda persona tendrá acceso en condiciones de igualdad a todo lugar o
servicio destinado al uso del público, sin distinción por motivos de raza, color
u origen étnico.

Artículo 4

Todos los Estados deben adoptar medidas efectivas para revisar las políticas
gubernamentales y otras políticas públicas a fin de abolir las leyes y los regla-
mentos que tengan como consecuencia el crear la discriminación racial y per-
petuarla allí donde todavía exista. Deben promulgar leyes encaminadas a pro-
hibir esa discriminación y adoptar todas las medidas apropiadas para combatir
aquellos prejuicios que dan lugar a la discriminación racial.

Artículo 5

Debe ponerse término sin demora a las políticas gubernamentales y otras po-
líticas de segregación racial y especialmente a la política de apartheid, así como
a todas las formas de discriminación y segregación raciales resultantes de esas
políticas.
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Artículo 6

No debe admitirse ninguna discriminación por motivos de raza, color u origen
étnico en cuanto al disfrute por toda persona en su país de los derechos políti-
cos y de ciudadanía, en particular del derecho de tomar parte en las elecciones
por medio del sufragio universal e igual y de participar en el gobierno. Toda
persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funcio-
nes públicas de su país.

Artículo 7

1. Toda persona tiene derecho a la igualdad ante la ley y a que se le haga jus-
ticia conforme a la ley y en condiciones de igualdad. Toda persona, sin distin-
ción por motivos de raza, de color o de origen étnico, tiene derecho a la segu-
ridad personal y a la protección del Estado contra todo acto de violencia o
atentado contra su integridad personal cometido por funcionarios públicos,
o por cualquier individuo, grupo o institución.

2. Toda persona tiene derecho a un recurso y amparo efectivos contra toda
discriminación de que pueda ser víctima en sus derechos y libertades funda-
mentales por motivos de raza, de color o de origen étnico ante tribunales na-
cionales independientes y competentes para examinar esas cuestiones.

Artículo 8

Deben tomarse inmediatamente todas las medidas efectivas, en las esferas de
la enseñanza, de la educación y de la información, para eliminar la discrimi-
nación y los prejuicios raciales y para fomentar la comprensión, la tolerancia
y la amistad entre las naciones y los grupos raciales, así como para propagar
los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos y de la Declaración sobre la concesión
de la independencia a los países y pueblos coloniales.

Artículo 9

1. Toda clase de propaganda y organizaciones basadas en ideas o teorías de
superioridad de una raza o de un grupo de personas de determinado color u
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origen étnico, que tengan por objeto la justificación o promoción de la discri-
minación racial en cualquier forma, serán severamente condenadas.

2. Toda incitación a la violencia, o actos de violencia, cometidos por indi-
viduos u organizaciones, contra cualquier raza o grupo de personas de otro
color u origen étnico, deben ser considerados como una ofensa contra la socie-
dad y punibles con arreglo a la ley.

3. Con el fin de realizar los propósitos y principios de la presente Declara-
ción, todos los Estados deben tomar medidas inmediatas y positivas, incluidas
las legislativas y otras, para enjuiciar y, llegado el caso, para declarar ilegales las
organizaciones que promuevan la discriminación racial o inciten a ella, que
inciten al uso de la violencia o que usen de la violencia con propósitos de dis-
criminación basados en raza, color u origen étnico.

Artículo 10

Las Naciones Unidas, los organismos especializados, los Estados y las orga-
nizaciones no gubernamentales tienen el deber de hacer cuanto les sea posible
para fomentar una acción enérgica que, combinando medidas jurídicas y otras
medidas de índole práctica, permita la abolición de todas las formas de discri-
minación racial. En particular, deben estudiar las causas de dicha discrimina-
ción a fin de recomendar medidas adecuadas y eficaces para combatirla y eli-
minarla.

Artículo 11

Todos los Estados deben fomentar el respeto y la observancia de los derechos
humanos y las libertades fundamentales, en conformidad con la Carta de las
Naciones Unidas, y cumplir plena y fielmente las disposiciones de la presen-
te Declaración, de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de la
Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos
coloniales.
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DECLARACIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN
DE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

Proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 7 de noviem-
bre de 1967 mediante Resolución 2263 (XXII).

Esta Declaración fue aprobada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas prácticamente un año después de que fueron adop-
tados el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les, ante la preocupación de que la mujer continuaba siendo objeto
de prácticas discriminatorias en diversos ámbitos, pese al princi-
pio de igualdad reconocido en la Declaración Universal de Derechos
Humanos y en los Pactos.

La Declaración establece que la discriminación contra la mujer
es una ofensa a la dignidad humana y señala diferentes medidas para
ser adoptadas por los Estados a fin de garantizar la igualdad de
derechos del hombre y la mujer en materia política, familiar, edu-
cativa, laboral, económica y social.

* * *

La Asamblea General,
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la

Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor
de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece
el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos
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nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona tiene todos
los derechos y libertades proclamados en dicha Declaración, sin distinción
alguna, incluida la distinción por razón de sexo,

Teniendo en cuenta las resoluciones, declaraciones, convenciones y reco-
mendaciones de las Naciones Unidas y los organismos especializados cuyo
objeto es eliminar todas las formas de discriminación y fomentar la igualdad
de derechos de hombres y mujeres,

Preocupada de que, a pesar de la Carta de las Naciones Unidas, de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos, de los Pactos Internacionales de
Derechos Humanos y de otros instrumentos de las Naciones Unidas y los or-
ganismos especializados y a pesar de los progresos realizados en materia de
igualdad de derechos, continúa existiendo considerable discriminación en
contra de la mujer,

Considerando que la discriminación contra la mujer es incompatible con la
dignidad humana y con el bienestar de la familia y de la sociedad, impide su
participación en la vida política, social, económica y cultural de sus países en
condiciones de igualdad con el hombre, y constituye un obstáculo para el ple-
no desarrollo de las posibilidades que tiene la mujer de servir a sus países y a
la humanidad,

Teniendo presente la importancia de la contribución de la mujer a la vida
social, política, económica y cultural, así como su función en la familia y es-
pecialmente en la educación de los hijos,

Convencida de que la máxima participación tanto de las mujeres como de
los hombres en todos los campos es indispensable para el desarrollo total de un
país, el bienestar del mundo y la causa de la paz,

Considerando que es necesario garantizar el reconocimiento universal, de
hecho y en derecho, del principio de igualdad del hombre y la mujer,

Proclama solemnemente la presente Declaración:

Artículo 1

La discriminación contra la mujer, por cuanto niega o limita su igualdad de
derechos con el hombre, es fundamentalmente injusta y constituye una ofen-
sa a la dignidad humana.
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Artículo 2

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas a fin de abolir las leyes, cos-
tumbres, reglamentos y prácticas existentes que constituyan una discriminación
en contra de la mujer, y para asegurar la protección jurídica adecuada de la
igualdad de derechos del hombre y la mujer, en particular:

a) El principio de la igualdad de derechos figurará en las constituciones o
será garantizado de otro modo por ley;

b) Los instrumentos internacionales de las Naciones Unidas y de los orga-
nismos especializados relativos a la eliminación de la discriminación en
contra de la mujer se aceptarán mediante ratificación o adhesión y se
aplicarán plenamente tan pronto como sea posible.

Artículo 3

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para educar a la opinión pú-
blica y orientar las aspiraciones nacionales hacia la eliminación de los prejui-
cios y la abolición de las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índo-
le que estén basadas en la idea de la inferioridad de la mujer.

Artículo 4

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar a la mujer en
igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna:

a) El derecho a votar en todas las elecciones y a ser elegible para formar
parte de todos los organismos constituidos mediante elecciones públicas;

b) El derecho a votar en todos los referéndums públicos;
c) El derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones pú-

blicas.

Estos derechos deberán ser garantizados por la legislación.
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Artículo 5

La mujer tendrá los mismos derechos que el hombre en materia de adquisición,
cambio, o conservación de una nacionalidad. El matrimonio con un extranje-
ro no debe afectar automáticamente la nacionalidad de la mujer, ya sea convir-
tiéndola en apátrida o imponiéndole la nacionalidad de su marido.

Artículo 6

1. Sin perjuicio de la salvaguardia de la unidad y la armonía de la familia, que
sigue siendo la unidad básica de toda sociedad, deberán adoptarse todas las
medidas apropiadas, especialmente medidas legislativas, para que la mujer,
casada o no, tenga iguales derechos que el hombre en el campo del derecho civil
y en particular:

a) El derecho a adquirir, administrar y heredar bienes y a disfrutar y dispo-
ner de ellos, incluyendo los adquiridos durante el matrimonio;

b) La igualdad en la capacidad jurídica y en su ejercicio;
c) los mismos derechos que el hombre en la legislación sobre circulación de

las personas.

2. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar el princi-
pio de la igualdad de condición del marido y de la esposa, y en particular:

a) La mujer tendrá el mismo derecho que el hombre a escoger libremente
cónyuge y a contraer matrimonio sólo mediante su pleno y libre consen-
timiento;

b) La mujer tendrá los mismos derechos que el hombre durante el matrimo-
nio y a la disolución del mismo. En todos los casos el interés de los hi-
jos debe ser la consideración primordial;

c) El padre y la madre tendrán iguales derechos y deberes en lo tocante a sus
hijos. En todos los casos el interés de los hijos debe ser la consideración
primordial.

3. Deberán prohibirse el matrimonio de niños y los esponsales de las jóve-
nes antes de haber alcanzado la pubertad y deberán adoptarse medidas efica-
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ces, inclusive medidas legislativas, a fin de fijar una edad mínima para contraer
matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un registro
oficial.

Artículo 7

Todas las disposiciones de los códigos penales que constituyan una discrimi-
nación contra las mujeres serán derogadas.

Artículo 8

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas, inclusive medidas legislati-
vas, para combatir todas las formas de trata de mujeres y de explotación de la
prostitución de mujeres.

Artículo 9

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar a la joven y a
la mujer, casada o no, derechos iguales a los del hombres en materia de edu-
cación en todos los niveles, y en particular:

a) Iguales condiciones de acceso a toda clase de instituciones docentes,
incluidas las universidades y las escuelas técnicas y profesionales, e igua-
les condiciones de estudio en dichas instituciones;

b) La misma selección de programas de estudios, los mismos exámenes,
personal docente del mismo nivel profesional, y locales y equipo de la
misma calidad, ya se trate de establecimientos de enseñanza mixta o no;

c) Iguales oportunidades en la obtención de becas y otras subvenciones de
estudio;

d) Iguales oportunidades de acceso a los programas de educación comple-
mentaria, incluidos los programas de alfabetización de adultos;

e) Acceso a material informativo para ayudarla a asegurar la salud y bien-
estar de la familia.
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Artículo 10

1. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer,
casada o no, los mismos derechos que al hombre en la esfera de la vida econó-
mica y social, y en particular:

a) El derecho, sin discriminación alguna por su estado civil o por cualquier
otro motivo, a recibir formación profesional, trabajar, elegir libremente
empleo y profesión, y progresar en la profesión y en el empleo;

b) El derecho a igual remuneración que el hombre y a igualdad de trato con
respecto a un trabajo de igual valor;

c) El derecho a vacaciones pagadas, prestaciones de jubilación y medidas
que le aseguren contra el desempleo, la enfermedad, la vejez o cualquier
otro tipo de incapacidad para el trabajo;

d) El derecho a recibir asignaciones familiares en igualdad de condiciones
con el hombre.

2. A fin de impedir que se discrimine contra la mujer por razones de matri-
monio o maternidad y garantizar su derecho efectivo al trabajo, deberán
adoptarse medidas para evitar su despido en caso de matrimonio o maternidad,
proporcionarle licencia de maternidad con sueldo pagado y la garantía de vol-
ver a su empleo anterior, así como para que se le presten los necesarios servi-
cios sociales, incluidos los destinados al cuidado de los niños.

3. Las medidas que se adopten a fin de proteger a la mujer en determinados
tipos de trabajo por razones inherentes a su naturaleza física no se considera-
rán discriminatorias.

Artículo 11

1. El principio de la igualdad de derechos del hombre y la mujer exige que todos
los Estados lo apliquen en conformidad con los principios de la Carta de las
Naciones Unidas y de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

2. En consecuencia, se encarece a los gobiernos, las organizaciones no gu-
bernamentales y los individuos que hagan cuanto esté de su parte para promo-
ver la aplicación de los principios contenidos en esta Declaración.
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DECLARACIÓN SOBRE LA RAZA
Y LOS PREJUICIOS RACIALES

Aprobada y proclamada el 27 de noviembre de 1978 en la vigésima reunión de
la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), celebrada en París.

La Declaración fue aprobada por la UNESCO en el marco del pri-
mer Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación
Racial, iniciado en diciembre de 1973.

Este instrumento afirma que todos los seres humanos pertenecen
a la misma especie y tienen el mismo origen. Las diferencias entre
las realizaciones de los pueblos encuentran su explicación en fac-
tores geográficos, históricos, políticos, económicos, sociales y cul-
turales, los cuales de ninguna manera pueden servir de pretexto para
hacer una clasificación jerarquizada de los pueblos o sustentar los
prejuicios raciales.

En la Declaración se reconoce que la cultura es obra de todos los
seres humanos y, por lo tanto, patrimonio común de la humanidad. Un
aspecto interesante de este documento es que no sólo señala debe-
res a los Estados, sino también a los individuos, quienes tienen, res-
pecto de sus semejantes, la obligación de contribuir a la eliminación
de todas las formas de discriminación racial.

* * *
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Preámbulo

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, reunida en París, en su 20.ª reunión, del 24
de octubre al 28 de noviembre de 1978,

Recordando que en el Preámbulo de la Constitución de la UNESCO, apro-
bada el 16 de noviembre de 1945, se dice que “la grande y terrible guerra que
acaba de terminar no hubiera sido posible sin la negación de los principios
democráticos de la dignidad, la igualdad y el respeto mutuo de los hombres, y
sin la voluntad de sustituir tales principios, explotando los prejuicios y la ig-
norancia, por el dogma de la desigualdad de los hombres y de las razas”, y que
según el artículo I de dicha Constitución, la UNESCO “se propone contribuir
a la paz y a la seguridad estrechando, mediante la educación, la ciencia y la
cultura, la colaboración entre las naciones, a fin de asegurar el respeto universal
a la justicia, a la ley, a los derechos humanos y a las libertades fundamentales
que sin distinción de raza, sexo, idioma o religión, la Carta de las Naciones
Unidas reconoce a todos los pueblos del mundo”,

Reconociendo que, más de tres decenios después de fundarse la UNESCO,
esos principios siguen siendo tan importantes como en la época en que se ins-
cribieron en su Constitución,

Consciente del proceso de descolonización y de otros cambios históricos que
han conducido a la mayor parte de los pueblos otrora dominados a recobrar la
soberanía, haciendo de la comunidad internacional un conjunto a la vez uni-
versal y diversificado y creando nuevas posibilidades de eliminar la plaga del
racismo y de poner fin a sus manifestaciones odiosas en todos los planos de la
vida social y política en el marco nacional y en el internacional,

Persuadida de que la unidad intrínseca de la especie humana y, por consi-
guiente, la igualdad fundamental de todos los seres humanos y todos los pue-
blos, reconocidas por las más elevadas manifestaciones de la filosofía, de la
moral y de la religión, reflejan un ideal hacia el cual convergen hoy día la éti-
ca y la ciencia,

Persuadida de que todos los pueblos y todos los grupos humanos, sea cual
sea su composición y origen étnico, contribuyen con arreglo a su propio ge-
nio al progreso de las civilizaciones y de las culturas que, en su pluralidad y
gracias a su interpenetración, constituyen el patrimonio común de la huma-
nidad,
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Confirmando su adhesión a los principios proclamados por la Carta de las
Naciones Unidas y por la Declaración Universal de Derechos Humanos, así
como su voluntad de promover la aplicación de los Pactos internacionales
relativos a los derechos humanos y de la Declaración sobre el establecimien-
to de un nuevo orden económico internacional,

Resuelta a promover asimismo la aplicación de la Declaración y de la Con-
vención internacional de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación racial,

Tomando nota de la Convención internacional para la prevención y la san-
ción del delito de genocidio, la Convención internacional sobre la represión y
el castigo del crimen de apartheid y la Convención sobre la imprescriptibilidad
de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad,

Recordando también los instrumentos internacionales ya aprobados por la
UNESCO, y en particular la Convención y la Recomendación relativas a la lu-
cha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, la Recomendación
relativa a la situación del personal docente, la Declaración de los principios de
la cooperación cultural internacional, la Recomendación sobre la educación
para la comprensión, la cooperación y la paz internacionales y la educación re-
lativa a los derechos humanos y las libertades fundamentales, la Recomenda-
ción relativa a la situación de los investigadores científicos y la Recomendación
relativa a la participación y la contribución de las masas populares en la vida
cultural,

Teniendo presente las cuatro declaraciones sobre el problema de la raza
aprobadas por expertos reunidos por la UNESCO,

Reafirmando su deseo de participar de modo enérgico y constructivo en la
aplicación del Programa del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Dis-
criminación Racial, definido por la Asamblea General de las Naciones Unidas
en su vigésimo octavo período de sesiones,

Observando con la más viva preocupación que el racismo, la discriminación
racial, el colonialismo y el apartheid siguen causando estragos en el mundo bajo
formas siempre renovadas, tanto por el mantenimiento de disposiciones legisla-
tivas y de prácticas de gobierno y de administración contrarias a los principios
de los derechos humanos, como por la permanencia de estructuras políticas y
sociales y de relaciones y actitudes caracterizadas por la injusticia y el despre-
cio de la persona humana y que engendran la exclusión, la humillación y la ex-
plotación, o la asimilación forzada de los miembros de grupos desfavorecidos,
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Manifestando su indignación ante estos atentados contra la dignidad del
hombre, deplorando los obstáculos que oponen a la comprensión mutua entre
los pueblos y alarmada ante el peligro que entrañan de perturbar seriamente la
paz y la seguridad internacionales,

Aprueba y proclama solemnemente la presente Declaración sobre la raza y
los prejuicios raciales;

Artículo 1

1. Todos los seres humanos pertenecen a la misma especie y tienen el mismo
origen. Nacen iguales en dignidad y derechos y todos forman parte integrante
de la humanidad.

2. Todos los individuos y los grupos tienen derecho a ser diferentes, a con-
siderarse y ser considerados como tales. Sin embargo, la diversidad de las
formas de vida y el derecho a la diferencia no pueden en ningún caso servir de
pretexto a los prejuicios raciales; no pueden legitimar ni en derecho ni de he-
cho ninguna práctica discriminatoria, ni fundar la política de apartheid que
constituye la forma extrema del racismo.

3. La identidad de origen no afecta en modo alguno la facultad que tienen
los seres humanos de vivir diferentemente, ni las diferencias fundadas en la
diversidad de las culturas, del medio ambiente y de la historia, ni el derecho de
conservar la identidad cultural.

4. Todos los pueblos del mundo están dotados de las mismas facultades que
les permiten alcanzar la plenitud del desarrollo intelectual, técnico, social,
económico, cultural y político.

5. Las diferencias entre las realizaciones de los diferentes pueblos se expli-
can enteramente por factores geográficos, históricos, políticos, económicos,
sociales y culturales. Estas diferencias no pueden en ningún caso servir de
pretexto a cualquier clasificación jerarquizada de las naciones y los pueblos.

Artículo 2

1. Toda teoría que invoque una superioridad o inferioridad intrínseca de gru-
pos raciales o étnicos que dé a unos el derecho de dominar o eliminar a los
demás, presuntos inferiores, o que haga juicios de valor basados en una dife-
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rencia racial, carece de fundamento científico y es contraria a los principios mo-
rales y éticos de la humanidad.

2. El racismo engloba las ideologías racistas, las actitudes fundadas en los
prejuicios raciales, los comportamientos discriminatorios, las disposiciones
estructurales y las prácticas institucionalizadas que provocan la desigualdad
racial, así como la idea falaz de que las relaciones discriminatorias entre gru-
pos son moral y científicamente justificables; se manifiesta por medio de dispo-
siciones legislativas o reglamentarias y prácticas discriminatorias, así como por
medio de creencias y actos antisociales; obstaculiza el desenvolvimiento de sus
víctimas, pervierte a quienes lo ponen en práctica, divide a las naciones en su
propio seno, constituye un obstáculo para la cooperación internacional y crea
tensiones políticas entre los pueblos; es contrario a los principios fundamen-
tales del derecho internacional y, por consiguiente, perturba gravemente la paz
y la seguridad internacionales.

3. El prejuicio racial, históricamente vinculado a las desigualdades de po-
der, que tiende a agudizarse a causa de las diferencias económicas y sociales
entre los individuos y los grupos humanos y a justificar, todavía hoy, esas
desigualdades, está solamente desprovisto de fundamento.

Artículo 3

Es incompatible con las exigencias de un orden internacional justo y que ga-
rantice el respeto de los derechos humanos, toda distinción, exclusión, restric-
ción o preferencia basada en la raza, el color, el origen étnico o nacional, o la
intolerancia religiosa motivada por consideraciones racistas, que destruye o
compromete la igualdad soberana de los Estados y el derecho de los pueblos
a la libre determinación o que limita de un modo arbitrario o discriminatorio
el derecho al desarrollo integral de todos los seres y grupos humanos; este
derecho implica un acceso en plena igualdad a los medios de progreso y de
realización colectiva e individual en un clima de respeto por los valores de la
civilización y las culturas nacionales y universales.

Artículo 4

1. Toda traba a la libre realización de los seres humanos y a la libre comuni-
cación entre ellos, fundada en consideraciones raciales o étnicas es contraria
al principio de igualdad en dignidad y derechos, y es inadmisible.
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2. El apartheid es una de las violaciones más graves de ese principio y, como
el genocidio, constituye un crimen contra la humanidad que perturba gravemen-
te la paz y la seguridad internacionales.

3. Hay otras políticas y prácticas de segregación y discriminación raciales
que constituyen crímenes contra la conciencia y la dignidad de la humanidad
y pueden crear tensiones políticas y perturbar gravemente la paz y la seguri-
dad internacionales.

Artículo 5

1. La cultura, obra de todos los seres humanos y patrimonio común de la hu-
manidad, y la educación, en el sentido más amplio de la palabra, proporcionan
a los hombres y a las mujeres medios cada vez más eficaces de adaptación, que
no sólo les permiten afirmar que nacen iguales en dignidad y derechos, sino
también reconocer que deben respetar el derecho de todos los grupos humanos
a la identidad cultural y al desarrollo de su propia vida cultural en el marco
nacional e internacional, en la inteligencia de que corresponde a cada grupo el
decidir con toda libertad si desea mantener y, llegado el caso, adaptar o enri-
quecer los valores que considere esenciales para su identidad.

2. El Estado, de conformidad con sus principios y procedimientos constitu-
cionales, así como todas las autoridades competentes y todo el cuerpo docen-
te, tienen la responsabilidad de procurar que los recursos en materia de educa-
ción de todos los países se utilicen para combatir el racismo, en particular
haciendo que los programas y los libros de texto den cabida a nociones cien-
tíficas y éticas sobre la unidad y la diversidad humanas y estén exentos de
distinciones odiosas respecto de algún pueblo; asegurando la formación del
personal docente con esos fines; poniendo los recursos del sistema escolar a
disposición de todos los grupos de población sin restricción ni discriminación
alguna de carácter racial y tomando las medidas adecuadas para remediar las
restricciones impuestas a determinados grupos raciales o étnicos en lo que res-
pecta al nivel de educación y al nivel de vida y con el fin de evitar en particu-
lar que sean transmitidas a los niños.

3. Se exhorta a los grandes medios de información y a quienes los contro-
lan o están a su servicio, así como a todo grupo organizado en el seno de las
comunidades nacionales —teniendo debidamente en cuenta los principios
formulados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en especial el
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principio de la libertad de expresión— a que promuevan la comprensión, la
tolerancia y la amistad entre las personas y los grupos humanos, y a que con-
tribuyan a erradicar el racismo, la discriminación y los prejuicios raciales,
evitando en particular que se presente a las personas y a los diferentes grupos
humanos de manera estereotipada, parcial, unilateral o capciosa. La comuni-
cación entre los grupos raciales y étnicos deberá constituir un proceso recíproco
que les permita manifestarse y hacerse entender plenamente y con toda liber-
tad. En consecuencia, los grandes medios de información deberían abrirse a las
ideas de las personas y de los grupos que facilitan esa comunicación.

Artículo 6

1. El Estado asume responsabilidades primordiales en la aplicación de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales por todos los individuos
y todos los grupos humanos en condiciones de plena igualdad de dignidad y
derechos.

2. En el marco de su competencia y de conformidad con sus disposiciones
constitucionales, el Estado debería tomar todas las medidas adecuadas, inclu-
so por vía legislativa, sobre todo en las esferas de la educación, la cultura y la
información, con el fin de prevenir, prohibir y eliminar el racismo, la propa-
ganda racista, la segregación racial y el apartheid, así como de fomentar la
difusión de conocimientos y de los resultados de investigaciones pertinentes
en materia de ciencias naturales y sociales sobre las causas y la prevención de
los prejuicios raciales y de las actitudes racistas, teniendo debidamente en
cuenta los principios formulados en la Declaración Universal de Derechos
Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

3. Dado que la legislación que proscribe la discriminación racial puede no
bastar por sí sola para lograr tales fines, corresponderá también al Estado com-
pletarla mediante un aparato administrativo encargado de investigar sistemá-
ticamente los casos de discriminación racial, mediante una gama completa de
recursos jurídicos contra los actos de discriminación racial y por medio de pro-
gramas de educación y de investigación de gran alcance destinados a luchar
contra los prejuicios raciales y la discriminación racial, así como mediante
programas de medidas positivas de orden político, social, educativo y cultural
adecuadas para promover un verdadero respeto mutuo entre los grupos huma-
nos. Cuando las circunstancias lo justifiquen, deberán aplicarse programas



32 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

especiales para promover la mejora de la situación de los grupos menos favo-
recidos y, cuando se trate de nacionales, para lograr su participación eficaz en
los procesos decisorios de la comunidad.

Artículo 7

Junto a las medidas políticas, económicas y sociales, el derecho constituye uno
de los principales medios de conseguir la igualdad, en dignidad y en derechos,
entre los individuos, y de reprimir toda propaganda, toda organización y toda
práctica que se inspiren en ideas o teorías basadas en la pretendida superiori-
dad de grupos raciales o étnicos o que pretendan justificar o estimular cualquier
forma de odio y de discriminación raciales. Los Estados deberán tomar medi-
das jurídicas apropiadas y velar por que todos sus servicios las cumplan y
apliquen, teniendo debidamente en cuenta los principios formulados en la
Declaración Universal de Derechos Humanos. Esas medidas jurídicas deben
insertarse en un marco político, económico y social adecuado para favorecer
su aplicación. Los individuos y las demás entidades jurídicas, públicas o pri-
vadas, deberán observarlas y contribuir por todos los medios adecuados a su
comprensión y puesta en práctica por toda la población.

Artículo 8

1. Los individuos, habida cuenta del derecho que tienen a que reine en los
planos nacional e internacional un orden económico, social, cultural y jurídi-
co tal que les permita ejercer todas sus facultades con plena igualdad de dere-
chos y oportunidades, tienen los deberes correspondientes respecto de sus
semejantes, de la sociedad en que viven y de la comunidad internacional. Tie-
nen, por consiguiente, el deber de promover la armonía entre los pueblos, de
luchar contra el racismo y los prejuicios raciales y de contribuir con todos los
medios de que dispongan a la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción racial.

2. En lo que respecta a los prejuicios, los comportamientos y las prácticas
racistas, los especialistas de las ciencias naturales, las ciencias sociales y los
estudios culturales, así como las organizaciones y asociaciones científicas, es-
tán llamados a realizar investigaciones objetivas sobre unas bases ampliamente
interdisciplinarias; todos los Estados deben alentarles a ello.
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3. Incumbe, en particular, a los especialistas procurar por todos los medios
de que dispongan que sus trabajos no sean presentados de una manera fraudu-
lenta y ayudar al público a comprender sus resultados.

Artículo 9

1. El principio de la igualdad en dignidad y derechos de todos los seres huma-
nos y de todos los pueblos, cualquiera que sea su raza, su color y su origen, es
un principio generalmente aceptado y reconocido por el derecho internacional.
En consecuencia, toda forma de discriminación racial practicada por el Esta-
do constituye una violación del derecho internacional que entraña su respon-
sabilidad internacional.

2. Deben tomarse medidas especiales a fin de garantizar la igualdad en dig-
nidad y derechos de los individuos y los grupos humanos, dondequiera que ello
sea necesario, evitando dar a esas medidas un carácter que pudiera parecer
discriminatorio en el plano racial. A este respecto, se deberá prestar una aten-
ción particular a los grupos raciales o étnicos social o económicamente
desfavorecidos, a fin de garantizarles, en un plano de total igualdad y sin dis-
criminaciones ni restricciones, la protección de las leyes y los reglamentos, así
como los beneficios de las medidas sociales en vigor, en particular en lo que
respecta al alojamiento, al empleo y a la salud, de respetar la autenticidad de
su cultura y de sus valores, y de facilitar, especialmente por medio de la edu-
cación, su promoción social y profesional.

3. Los grupos de población de origen extranjero, en particular los trabaja-
dores migrantes y sus familias, que contribuyen al desarrollo del país que los
acoge, deberán beneficiar de medidas adecuadas destinadas a garantizarles la
seguridad y el respeto de su dignidad y de sus valores culturales, y a facilitar-
les la adaptación en el medio ambiente que les acoge y la promoción profesio-
nal, con miras a su reintegración ulterior a su país de origen y a que contribu-
yan a su desarrollo; también debería favorecerse la posibilidad de que se enseñe
a los niños su lengua materna.

4. Los desequilibrios existentes en las relaciones económicas internacionales
contribuyen a exacerbar el racismo y los prejuicios raciales; en consecuencia,
todos los Estados deberían esforzarse en contribuir a reestructurar la economía
internacional sobre la base de una mayor equidad.
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Artículo 10

Se invita a las organizaciones internacionales, universales y regionales, guber-
namentales y no gubernamentales, a que presten su cooperación y ayuda den-
tro de los límites de sus competencias respectivas y de sus medios, a la apli-
cación plena y entera de los principios enunciados en la presente Declaración,
contribuyendo así a la lucha legítima de todos los seres humanos, nacidos igua-
les en dignidad y en derechos, contra la tiranía y la opresión del racismo, de la
segregación racial, del apartheid y del genocidio, a fin de que todos los pue-
blos del mundo se libren para siempre de esos azotes.
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DECLARACIÓN SOBRE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES
RELATIVOS A LA CONTRIBUCIÓN DE LOS MEDIOS

DE COMUNICACIÓN DE MASAS AL FORTALECIMIENTO DE
LA PAZ Y LA COMPRENSIÓN INTERNACIONAL, A LA

PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y
A LA LUCHA CONTRA EL RACISMO, EL APARTHEID

Y LA INCITACIÓN A LA GUERRA

Proclamada el 28 de noviembre de 1978 en la vigésima reunión de la Confe-
rencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura (UNESCO), celebrada en París.

La Declaración reconoce que el ejercicio de la libertad de opinión,
de la libertad de expresión y de la libertad de información es un fac-
tor de la mayor importancia para fortalecer la paz y la comprensión
entre las naciones. Los medios de comunicación deben responder
a las preocupaciones de los pueblos y de los individuos, por ello es
necesario que favorezcan la participación del público en la elabo-
ración de la información.

Con el fin de que se respeten las libertades antes referidas, la
Declaración subraya la importancia de que se publiquen los puntos
de vista presentados por aquellas personas que consideren que la
información publicada o difundida sobre ellas ha dañado las acti-
vidades que realizan para fortalecer la paz, la comprensión interna-
cional y combatir el racismo.

Este instrumento declarativo también señala la necesidad de que
los periodistas y otros agentes de los medios de comunicación dis-
fruten de un marco jurídico que les garantice las mejores condicio-
nes para su ejercicio profesional.

De acuerdo con este documento, los medios de comunicación
representan un papel destacado en la difusión de los principios de
las Naciones Unidas.

* * *
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Preámbulo

La Conferencia General,
Recordando que en virtud de su Constitución, la UNESCO se propone “con-

tribuir a la paz y a la seguridad estrechando, mediante la educación, la ciencia
y la cultura, la colaboración entre las naciones a fin de asegurar el respeto
universal a la justicia, a la ley, a los derechos humanos y a las libertades fun-
damentales” (art. I, 1), y que para realizar tal finalidad la Organización se pre-
ocupará de “facilitar la libre circulación de las ideas, por medio de la palabra
y de la imagen” (art. I, 2),

Recordando además que, en virtud de su Constitución, los Estados Miem-
bros de la UNESCO, “persuadidos de la necesidad de asegurar a todos el ple-
no e igual acceso a la educación, la posibilidad de investigar libremente la
verdad objetiva y el libre intercambio de ideas y de conocimientos, resuelven
desarrollar e intensificar las relaciones entre sus pueblos, a fin de que éstos se
comprendan mejor entre sí y adquieran un conocimiento más preciso y verda-
dero de sus respectivas vidas” (Preámbulo, párrafo sexto),

Recordando los objetivos y los principios de las Naciones Unidas tal como
son definidos en su Carta,

Recordando la Declaración Universal de Derechos Humanos aprobada por
la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1948 y en particular el artículo
19 que estipula que “todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de
expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opinio-
nes, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas,
sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”, así como el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la Asamblea
General de las Naciones Unidas en 1966, que proclama los mismos principios
en su artículo 19 y que en su artículo 20 condena la incitación a la guerra, la
apología del odio nacional, racial o religioso, así como toda forma de discri-
minación, de hostilidad o de violencia,

Recordando el artículo 4 de la Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación Racial, aprobada por la Asamblea
General de las Naciones Unidas en 1965, y la Convención internacional sobre
la represión y el castigo del crimen de apartheid, aprobada por la Asamblea
General de las Naciones Unidas en 1973, que estipulan que los Estados adhe-
ridos a esas convenciones se comprometen a adoptar inmediatamente medidas
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positivas para eliminar toda incitación a esa discriminación o todo acto de
discriminación y han decidido impedir que se estimule de cualquier modo que
sea el crimen de apartheid y otras políticas segregacionistas similares,

Recordando la Declaración sobre el fomento entre la juventud de los idea-
les de paz, respeto mutuo y comprensión entre los pueblos, aprobada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas en 1965,

Recordando las declaraciones y las resoluciones aprobadas por los diversos
organismos de las Naciones Unidas relativas al establecimiento de un nuevo
orden económico internacional, y el papel que la UNESCO está llamada a
desempeñar en esta esfera,

Recordando la Declaración de los principios de la cooperación cultural in-
ternacional, aprobada por la Conferencia General de la UNESCO en 1966,

Recordando la resolución 59 (1) de la Asamblea General de las Naciones
Unidas, adoptada en 1946, que declara:

“La libertad de información es un derecho humano fundamental y piedra de to-
que de todas las libertades a las cuales están consagradas las Naciones Unidas
[...] La libertad de información requiere, como elemento indispensable, la volun-
tad y la capacidad de usar y no abusar de sus privilegios. Requiere además, como
disciplina básica, la obligación moral de investigar los hechos sin perjuicio y
difundir las informaciones sin intención maliciosa [...]”,

Recordando la resolución 110 (II) aprobada en 1947 por la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas, que condena toda propaganda destinada a pro-
vocar o a estimular amenazas contra la paz, la ruptura de la paz o todo acto de
agresión,

Recordando la resolución 127 (II) de la misma Asamblea General, que in-
vita a los Estados Miembros a luchar dentro de los límites constitucionales
contra la difusión de noticias falsas o deformadas que puedan perjudicar las
buenas relaciones entre Estados, así como las demás resoluciones de la citada
Asamblea relativas a los medios de comunicación de masas y su contribución
al desarrollo de la confianza y de las relaciones de amistad entre los Estados,

Recordando la resolución 9.12 aprobada por la Conferencia General de la
UNESCO en 1968, que reafirma el objetivo de la Organización de contribuir
a la eliminación del colonialismo y del racismo, así como la resolución 12.1
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aprobada por la Conferencia General en 1976, que declara que el colonialis-
mo, el neocolonialismo y el racismo en todas sus formas y manifestaciones son
incompatibles con los objetivos fundamentales de la UNESCO,

Recordando la resolución 4.301, aprobada en 1970 por la Conferencia Ge-
neral de la UNESCO, relativa a la contribución de los grandes medios de co-
municación de masas al fortalecimiento de la comprensión y la cooperación
internacionales en interés de la paz y del bienestar de la humanidad, y a la lucha
contra la propaganda en favor de la guerra, el racismo, el apartheid y el odio
entre los pueblos, y consciente del papel fundamental que los medios de comu-
nicación de masas pueden desempeñar en esas esferas,

Recordando la Declaración sobre la raza y los prejuicios raciales aprobada
por la Conferencia General en su 20.ª reunión,

Consciente de la complejidad de los problemas que plantea a la sociedad
moderna la información y de la diversidad de soluciones que se les ha aporta-
do, y que ha puesto de manifiesto principalmente la reflexión llevada a cabo
en el seno de la UNESCO, y en particular de la legítima preocupación de unos
y otros por que se tomen en cuenta sus aspiraciones, sus opiniones y su perso-
nalidad cultural,

Consciente de las aspiraciones de los países en desarrollo en lo que respecta
al establecimiento de un nuevo orden mundial de la información y la comuni-
cación,

Proclama en este día veintiocho del mes de noviembre de 1978 la presente
Declaración sobre los Principios Fundamentales relativos a la Contribución de
los Medios de Comunicación de Masas al Fortalecimiento de la Paz y la Com-
prensión Internacional, a la Promoción de los Derechos Humanos y a la Lucha
contra el Racismo, el Apartheid y la Incitación a la Guerra.

Artículo I

El fortalecimiento de la paz y de la comprensión internacional, la promoción
de los derechos humanos, la lucha contra el racismo, el apartheid y la incita-
ción a la guerra exigen una circulación libre y una difusión más amplia y equi-
librada de la información. Para ese fin, los órganos de información deben apor-
tar una contribución primordial, contribución que será más eficaz si la
información refleja los diferentes aspectos del asunto examinado.
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Artículo II

1. El ejercicio de la libertad de opinión, de la libertad de expresión y de la li-
bertad de información, reconocido como parte integrante de los derechos hu-
manos y de las libertades fundamentales, constituye un factor esencial del
fortalecimiento de la paz y de la comprensión internacional.

2. El acceso del público a la información debe garantizarse mediante la
diversidad de las fuentes y de los medios de información de que disponga,
permitiendo así a cada persona verificar la exactitud de los hechos y fundar
objetivamente su opinión sobre los acontecimientos. Para ese fin, los periodis-
tas deben tener la libertad de informar y las mayores facilidades posibles de
acceso a la información. Igualmente, los medios de comunicación deben res-
ponder a las preocupaciones de los pueblos y de los individuos, favoreciendo
así la participación del público en la elaboración de la información.

3. Con miras al fortalecimiento de la paz y de la comprensión internacional,
de la promoción de los derechos humanos y de la lucha contra el racismo, el
apartheid y la incitación a la guerra, los órganos de información, en todo el mun-
do, dada la función que les corresponde, contribuyen a promover los derechos
humanos, en particular haciendo oír la voz de los pueblos oprimidos que luchan
contra el colonialismo, el neocolonialismo, la ocupación extranjera y todas las
formas de discriminación racial y de opresión y que no pueden expresarse en
su propio territorio.

4. Para que los medios de comunicación puedan fomentar en sus activida-
des los principios de la presente Declaración, es indispensable que los perio-
distas y otros agentes de los órganos de comunicación, en su propio país o en
el extranjero, disfruten de un estatuto que les garantice las mejores condicio-
nes para ejercer su profesión.

Artículo III

1. Los medios de comunicación deben aportar una contribución importante al
fortalecimiento de la paz y de la comprensión internacional y a la lucha con-
tra el racismo, el apartheid y la propaganda belicista.

2. En la lucha contra la guerra de agresión, el racismo y el apartheid, así
como contra las otras violaciones de los derechos humanos que, entre otras
cosas, son resultado de los prejuicios y de la ignorancia, los medios de comu-
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nicación, por medio de la difusión de la información relativa a los ideales,
aspiraciones, culturas y exigencias de los pueblos, contribuyen a eliminar la
ignorancia y la incomprensión entre los pueblos, a sensibilizar a los ciudada-
nos de un país a las exigencias y las aspiraciones de los otros, a conseguir el
respeto de los derechos y la dignidad de todas las naciones, de todos los pue-
blos y de todos los individuos, sin distinción de raza, de sexo, de lengua, de
religión o de nacionalidad, y a señalar a la atención de los grandes males que
afligen a la humanidad, tales como la miseria, la desnutrición y las enferme-
dades. Al hacerlo así favorecen la elaboración por los Estados de las políticas
más aptas para reducir las tensiones internacionales y para solucionar de ma-
nera pacífica y equitativa las diferencias internacionales.

Artículo IV

Los medios de comunicación de masas tienen una participación esencial en la
educación de los jóvenes dentro de un espíritu de paz, de justicia, de libertad,
de respeto mutuo y de comprensión, a fin de fomentar los derechos humanos,
la igualdad de derechos entre todos los seres humanos y naciones, y el progreso
económico y social. Igualmente desempeñan un papel importante para dar a
conocer las opiniones y las aspiraciones de la nueva generación.

Artículo V

Para que se respete la libertad de opinión, de expresión y de información, y para
que la información refleje todos los puntos de vista, es importante que se pu-
bliquen los puntos de vista presentados por aquellos que consideren que la
información publicada o difundida sobre ellos ha perjudicado gravemente la ac-
ción que realizan con miras a fortalecer la paz y la comprensión internacional,
la promoción de los derechos humanos, o a luchar contra el racismo, el
apartheid y la incitación a la guerra.

Artículo VI

La instauración de un nuevo equilibrio y de una mejor reciprocidad de la circu-
lación de la información, condición favorable para el logro de una paz justa y
durable y para la independencia económica y política de los países en desa-
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rrollo, exige que se corrijan las desigualdades en la circulación de la informa-
ción con destino a los países en desarrollo, procedente de ellos, o entre unos y
otros de esos países. Para tal fin es esencial que los medios de comunicación
de masas de esos países dispongan de las condiciones y los medios necesarios
para fortalecerse, extenderse y cooperar entre sí y con los medios de comuni-
cación de masas de los países desarrollados.

Artículo VII

Al difundir más ampliamente toda la información relativa a los objetivos y a
los principios universalmente aceptados, que constituyen la base de las rela-
ciones aprobadas por los diferentes órganos de las Naciones Unidas, los me-
dios de comunicación de masas contribuyen eficazmente a reforzar la paz y la
comprensión internacional, a la promoción de los derechos humanos, y al es-
tablecimiento de un nuevo orden económico internacional más justo y equita-
tivo.

Artículo VIII

Las organizaciones profesionales, así como las personas que participan en la
formación profesional de los periodistas y demás agentes de los grandes me-
dios de comunicación y que les ayudan a desempeñar sus tareas de manera
responsable, deberían acordar particular importancia a los principios de la
presente Declaración en los códigos deontológicos que establezcan y por cuya
aplicación velan.

Artículo IX

En el espíritu de la presente Declaración, incumbe a la comunidad internacional
contribuir a establecer las condiciones necesarias para una circulación libre de
la información y para su difusión más amplia y más equilibrada, así como las
condiciones necesarias para la protección, en el ejercicio de sus funciones, de
los periodistas y demás agentes de los medios de comunicación. La UNESCO
está bien situada para aportar una valiosa contribución en esa esfera.
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Artículo X

1. Con el debido respeto de las disposiciones institucionales que garantizan la
libertad de información y de los instrumentos y acuerdos internacionales apli-
cables, es indispensable crear y mantener en todo el mundo las condiciones que
permitan a los órganos y a las personas dedicados profesionalmente a la difu-
sión de la información alcanzar los objetivos de la presente Declaración.

2. Es importante que se estimule una circulación libre y una difusión más
amplia y más equilibrada de la información.

3. Con tal fin, es necesario que los Estados faciliten la obtención para los
medios de comunicación de los países en desarrollo, de las condiciones y los me-
dios necesarios para fortalecerse y extenderse, y que favorezcan la cooperación
entre ellos y con los medios de comunicación de los países desarrollados.

4. Asimismo, basándose en la igualdad de derechos, en la ventaja mutua y
en el respeto de la diversidad de las culturas, elementos del patrimonio común
de la humanidad, es esencial que se alienten y desarrollen los intercambios de
información tanto bilaterales como multilaterales entre todos los Estados, en
particular entre los que tienen sistemas económicos y sociales diferentes.

Artículo XI

Para que la presente Declaración sea plenamente eficaz, es preciso que, con el
debido respeto de las disposiciones legislativas y administrativas y de las de-
más obligaciones de los Estados Miembros, se garantice la existencia de con-
diciones favorables para la acción de los medios de comunicación, de confor-
midad con las disposiciones de la Declaración Universal de Derechos Humanos
y los principios correspondientes enunciados en el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos aprobado por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas en 1966.



[43]

DECLARACIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS
LAS FORMAS DE INTOLERANCIA Y DISCRIMINACIÓN
FUNDADAS EN LA RELIGIÓN O LAS CONVICCIONES

Proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 25 de noviem-
bre de 1981 mediante Resolución 36/55.

Toda vez que la religión o las convicciones constituyen un elemento
fundamental para la persona en su concepción de la vida, esta De-
claración reconoce que toda persona tiene derecho a la libertad de
pensamiento, de conciencia y de religión, sin que pueda ser objeto
de discriminación por parte del Estado, instituciones o particulares.
Para estos efectos, el artículo 2 de este documento ofrece una defi-
nición de “intolerancia y discriminación basadas en la religión o las
convicciones”.

La Declaración destaca los derechos de los padres o tutores en
cuanto a la educación religiosa de los niños y ofrece un catálogo de
las libertades comprendidas dentro del derecho a la libertad de pen-
samiento, de conciencia y de religión.

* * *

La Asamblea General,
Considerando que uno de los principios fundamentales de la Carta de las Na-

ciones Unidas es el de la dignidad e igualdad propias de todos los seres huma-
nos, y que todos los Estados Miembros se han comprometido a tomar medidas
conjuntas y separadamente, en cooperación con la Organización de las Nacio-
nes Unidas, para promover y estimular el respeto universal y efectivo de los
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derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin distinción de
raza, sexo, idioma ni religión,

Considerando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en
los Pactos internacionales de derechos humanos se proclaman los principios
de no discriminación y de igualdad ante la ley y el derecho a la libertad de
pensamiento, de conciencia, de religión o de convicciones,

Considerando que el desprecio y la violación de los derechos humanos y las
libertades fundamentales, en particular el derecho a la libertad de pensamien-
to, de conciencia, de religión o de cualesquiera convicciones, han causado
directa o indirectamente guerras y grandes sufrimientos a la humanidad, espe-
cialmente en los casos en que sirven de medio de injerencia extranjera en los
asuntos internos de otros Estados y equivalen a instigar el odio entre los pue-
blos y las naciones,

Considerando que la religión o las convicciones, para quien las profesa,
constituyen uno de los elementos fundamentales de su concepción de la vida
y que, por tanto, la libertad de religión o de convicciones debe ser íntegramente
respetada y garantizada,

Considerando que es esencial promover la comprensión, la tolerancia y el
respeto en las cuestiones relacionadas con la libertad de religión y de convic-
ciones y asegurar que no se acepte el uso de la religión o las convicciones con
fines incompatibles con la Carta, con otros instrumentos pertinentes de las
Naciones Unidas y con los propósitos y principios de la presente Declaración,

Convencida de que la libertad de religión o de convicciones debe contribuir
también a la realización de los objetivos de paz mundial, justicia social y
amistad entre los pueblos y a la eliminación de las ideologías o prácticas del
colonialismo y de la discriminación racial,

Tomando nota con satisfacción de que, con los auspicios de las Naciones
Unidas y de los organismos especializados, se han aprobado varias convencio-
nes, y de que algunas de ellas ya han entrado en vigor, para la eliminación de
diversas formas de discriminación,

Preocupada por las manifestaciones de intolerancia y por la existencia de
discriminación en las esferas de la religión o las convicciones que aún se ad-
vierten en algunos lugares del mundo,

Decidida a adoptar todas las medidas necesarias para la rápida eliminación
de dicha intolerancia en todas sus formas y manifestaciones y para prevenir y
combatir la discriminación por motivos de religión o convicciones,
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Proclama la presente Declaración sobre la eliminación de todas las formas
de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones:

Artículo 1

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de
religión. Este derecho incluye la libertad de tener una religión o cualesquiera
convicciones de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o
sus convicciones individual o colectivamente, tanto en público como en priva-
do, mediante el culto, la observancia, la práctica y la enseñanza.

2. Nadie será objeto de coacción que pueda menoscabar su libertad de te-
ner una religión o convicciones de su elección.

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias convicciones
estará sujeta únicamente a las limitaciones que prescriba la ley y que sean ne-
cesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los
derechos y libertades fundamentales de los demás.

Artículo 2

1. Nadie será objeto de discriminación por motivos de religión o convicciones
por parte de ningún Estado, institución, grupo de personas o particulares.

2. A los efectos de la presente Declaración, se entiende por “intolerancia y
discriminación basadas en la religión o las convicciones” toda distinción, ex-
clusión, restricción o preferencia fundada en la religión o en las convicciones
y cuyo fin o efecto sea la abolición o el menoscabo del reconocimiento, el goce
o el ejercicio en pie de igualdad de los derechos humanos y las libertades fun-
damentales.

Artículo 3

La discriminación entre los seres humanos por motivos de religión o convic-
ciones constituye una ofensa a la dignidad humana y una negación de los prin-
cipios de la Carta de las Naciones Unidas, y debe ser condenada como una
violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales proclama-
dos en la Declaración Universal de Derechos Humanos y enunciados detalla-
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damente en los Pactos internacionales de derechos humanos, y como un obs-
táculo para las relaciones amistosas y pacíficas entre las naciones.

Artículo 4

1. Todos los Estados adoptarán medidas eficaces para prevenir y eliminar
toda discriminación por motivos de religión o convicciones en el reconoci-
miento, el ejercicio y el goce de los derechos humanos y de las libertades fun-
damentales en todas las esferas de la vida civil, económica, política, social
y cultural.

2. Todos los Estados harán todos los esfuerzos necesarios por promulgar o
derogar leyes, según el caso, a fin de prohibir toda discriminación de ese tipo
y por tomar las medidas adecuadas para combatir la intolerancia por motivos
de religión o convicciones en la materia.

Artículo 5

1. Los padres o, en su caso, los tutores legales del niño tendrán el derecho de
organizar la vida dentro de la familia de conformidad con su religión o sus
convicciones y habida cuenta de la educación moral en que crean que debe
educarse al niño.

2. Todo niño gozará del derecho a tener acceso a educación en materia de
religión o convicciones conforme con los deseos de sus padres o, en su caso,
sus tutores legales, y no se le obligará a instruirse en una religión o conviccio-
nes contra los deseos de sus padres o tutores legales, sirviendo de principio
rector el interés superior del niño.

3. El niño estará protegido de cualquier forma de discriminación por moti-
vos de religión o convicciones. Se le educará en un espíritu de comprensión,
tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y hermandad universal, respeto de la
libertad de religión o de convicciones de los demás y en la plena conciencia de
que su energía y sus talentos deben dedicarse al servicio de la humanidad.

4. Cuando un niño no se halle bajo la tutela de sus padres ni de sus tutores
legales, se tomarán debidamente en consideración los deseos expresados por
aquéllos o cualquier otra prueba que se haya obtenido de sus deseos en mate-
ria de religión o de convicciones, sirviendo de principio rector el interés supe-
rior del niño.
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5. La práctica de la religión o convicciones en que se educa a un niño no
deberá perjudicar su salud física o mental ni su desarrollo integral teniendo en
cuenta el párrafo 3 del artículo 1 de la presente Declaración.

Artículo 6

De conformidad con el artículo 1 de la presente Declaración y sin perjuicio de
lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 1, el derecho a la libertad de pensamien-
to, de conciencia, de religión o de convicciones comprenderá, en particular, las
libertades siguientes:

a) La de practicar el culto o de celebrar reuniones en relación con la religión
o las convicciones, y de fundar y mantener lugares para esos fines;

b) La de fundar y mantener instituciones de beneficencia o humanitarias
adecuadas;

c) La de confeccionar, adquirir y utilizar en cantidad suficiente los artícu-
los y materiales necesarios para los ritos o costumbres de una religión o
convicción;

d) La de escribir, publicar y difundir publicaciones pertinentes en esas
esferas;

e) La de enseñar la religión o las convicciones en lugares aptos para esos
fines;

f) La de solicitar y recibir contribuciones voluntarias financieras y de otro
tipo de particulares e instituciones;

g) La de capacitar, nombrar, elegir y designar por sucesión los dirigentes que
correspondan según las necesidades y normas de cualquier religión o con-
vicción;

h) La de observar días de descanso y de celebrar festividades y ceremonias
de conformidad con los preceptos de una religión o convicción;

i) La de establecer y mantener comunicaciones con individuos y comuni-
dades acerca de cuestiones de religión o convicciones en el ámbito nacio-
nal y en el internacional.
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Artículo 7

Los derechos y libertades enunciados en la presente Declaración se concede-
rán en la legislación nacional de manera tal que todos puedan disfrutar de ellos
en la práctica.

Artículo 8

Nada de lo dispuesto en la presente Declaración se entenderá en el sentido de
que restrinja o derogue ninguno de los derechos definidos en la Declaración
Universal de Derechos Humanos y en los Pactos internacionales de derechos
humanos.



[49]

DECLARACIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS
PERTENECIENTES A MINORÍAS NACIONALES O ÉTNICAS,

RELIGIOSAS Y LINGÜÍSTICAS

Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciem-
bre de 1992 mediante Resolución 47/135.

La Declaración tiene como finalidad señalar el deber de los Esta-
dos de proteger la existencia y la identidad nacional o étnica, cul-
tural, religiosa y lingüística de las minorías que se ubican en sus
territorios.

De conformidad con la Declaración, es necesario que ese deber
se vea reflejado en la legislación de cada país, la cual permitirá el
ejercicio de los derechos de las personas pertenecientes a minorías
en un plano de igualdad y sin discriminación alguna frente al resto
de la población. La propia Declaración enuncia una serie de dere-
chos para las personas que pertenecen a minorías.

* * *

La Asamblea General,
Reafirmando que uno de los propósitos básicos de las Naciones Unidas,

proclamados en la Carta, es el desarrollo y el estímulo del respeto de los dere-
chos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por
motivos de raza, sexo, idioma o religión,

Reafirmando la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad
y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y
mujeres y de las naciones grandes y pequeñas,
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Deseando promover la realización de los principios enunciados en la Car-
ta, la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención para la
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, la Convención Internacio-
nal sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración sobre la eliminación
de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o
las convicciones y la Convención sobre los Derechos del Niño, así como en
otros instrumentos internacionales pertinentes aprobados a nivel mundial o
regional y los celebrados entre distintos Estados Miembros de las Naciones
Unidas,

Inspirada en las disposiciones del artículo 27 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos relativas a los derechos de las personas pertene-
cientes a minorías étnicas, religiosas o lingüísticas,

Considerando que la promoción y protección de los derechos de las perso-
nas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas
contribuyen a la estabilidad política y social de los Estados en que viven,

Subrayando que la promoción y la realización constantes de los derechos de las
personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas,
como parte integrante del desarrollo de la sociedad en su conjunto y dentro de
un marco democrático basado en el imperio de la ley, contribuirían al robuste-
cimiento de la amistad y de la cooperación entre los pueblos y los Estados,

Considerando que las Naciones Unidas tienen un importante papel que
desempeñar en lo que respecta a la protección de las minorías,

Teniendo presente la labor realizada hasta la fecha dentro del sistema de las
Naciones Unidas, en particular por la Comisión de Derechos Humanos y la
Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías,
así como por los órganos establecidos de conformidad con los Pactos Interna-
cionales de Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales pertinen-
tes sobre derechos humanos, en cuanto a la promoción y protección de los
derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, reli-
giosas y lingüísticas,

Teniendo en cuenta la importante labor que realizan las organizaciones
intergubernamentales y no gubernamentales en lo que respecta a la protección
de las minorías y la promoción y la protección de los derechos de las personas
pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas,
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Reconociendo la necesidad de lograr una aplicación aún más eficiente de los
instrumentos internacionales sobre derechos humanos en lo que respecta a los de-
rechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas
y lingüísticas,

Proclama la presente Declaración sobre los derechos de las personas perte-
necientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas,

Artículo 1

1. Los Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cul-
tural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de sus territorios respecti-
vos y fomentarán las condiciones para la promoción de esa identidad.

2. Los Estados adoptarán medidas apropiadas, legislativas y de otro tipo,
para lograr esos objetivos.

Artículo 2

1. Las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y
lingüísticas (en lo sucesivo denominadas personas pertenecientes a minorías)
tendrán derecho a disfrutar de su propia cultura, a profesar y practicar su pro-
pia religión, y a utilizar su propio idioma, en privado y en público, libremente
y sin injerencia ni discriminación de ningún tipo.

2. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de participar
efectivamente en la vida cultural, religiosa, social, económica y pública.

3. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de participar
efectivamente en las decisiones que se adopten a nivel nacional y, cuando pro-
ceda, a nivel regional respecto de la minoría a la que pertenezcan o de las re-
giones en que vivan, de toda manera que no sea incompatible con la legislación
nacional.

4. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de establecer
y mantener sus propias asociaciones.

5. Las personas pertenecientes a minorías tendrán derecho a establecer y
mantener, sin discriminación de ninguno tipo, contactos libres y pacíficos con
otros miembros de su grupo y con personas pertenecientes a otras minorías, así
como contactos transfronterizos con ciudadanos de otros Estados con los que
estén relacionados por vínculos nacionales o étnicos, religiosos o lingüísticos.
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Artículo 3

1. Las personas pertenecientes a minorías podrán ejercer sus derechos, inclui-
dos los que se enuncian en la presente Declaración, individualmente así como
en comunidad con los demás miembros de su grupo, sin discriminación
alguna.

2. Las personas pertenecientes a minorías no sufrirán ninguna desventaja
como resultado del ejercicio o de la falta de ejercicio de los derechos enuncia-
dos en la presente Declaración.

Artículo 4

1. Los Estados adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las per-
sonas pertenecientes a minorías puedan ejercer plena y eficazmente todos sus
derechos humanos y libertades fundamentales sin discriminación alguna y en
plena igualdad ante la ley.

2. Los Estados adoptarán medidas para crear condiciones favorables a fin
de que las personas pertenecientes a minorías puedan expresar sus caracterís-
ticas y desarrollar su cultura, idioma, religión, tradiciones y costumbres, sal-
vo en los casos en que determinadas prácticas violen la legislación nacional y
sean contrarias a las normas internacionales.

3. Los Estados deberán adoptar medidas apropiadas de modo que, siempre
que sea posible, las personas pertenecientes a minorías puedan tener oportu-
nidades adecuadas de aprender su idioma materno o de recibir instrucción en
su idioma materno.

4. Los Estados deberán adoptar, cuando sea apropiado, medidas en la esfe-
ra de la educación, a fin de promover el conocimiento de la historia, las tradi-
ciones, el idioma y la cultura de las minorías que existen en su territorio. Las
personas pertenecientes a minorías deberán tener oportunidades adecuadas de
adquirir conocimientos sobre la sociedad en su conjunto.

5. Los Estados deberán examinar medidas apropiadas de modo que las per-
sonas pertenecientes a minorías puedan participar plenamente en el progreso
y el desarrollo económicos de su país.
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Artículo 5

1. Las políticas y programas nacionales se planificarán y ejecutarán teniendo
debidamente en cuenta los intereses legítimos de las personas pertenecientes
a minorías.

2. Los programas de cooperación y asistencia entre Estados deberán plani-
ficarse y ejecutarse teniendo debidamente en cuenta los intereses legítimos de
las personas pertenecientes a minorías.

Artículo 6

Los Estados deberán cooperar en las cuestiones relativas a las personas perte-
necientes a minorías, entre otras cosas, el intercambio de información y de
experiencia, con el fin de promover la comprensión y la confianza mutuas.

Artículo 7

Los Estados deberán cooperar a fin de promover el respeto por los derechos
enunciados en la presente Declaración.

Artículo 8

1. Ninguna de las disposiciones de la presente Declaración impedirá el cum-
plimiento de las obligaciones internacionales de los Estados en relación con las
personas pertenecientes a minorías. En particular, los Estados cumplirán de
buena fe las obligaciones y los compromisos contraídos en virtud de los trata-
dos y acuerdos internacionales en que sean partes.

2. El ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración se
entenderá sin perjuicio del disfrute por todas las personas de los derechos
humanos y las libertades fundamentales reconocidos universalmente.

3. Las medidas adoptadas por los Estados a fin de garantizar el disfrute efec-
tivo de los derechos enunciados en la presente Declaración no deberán ser
consideradas prima facie contrarias al principio de igualdad enunciado en la
Declaración Universal de Derechos Humanos.
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Artículo 9

Los organismos especializados y demás organizaciones del sistema de las
Naciones Unidas contribuirán a la plena realización de los derechos y princi-
pios enunciados en la presente Declaración, en sus respectivas esferas de com-
petencia.



TRATADOS INTERNACIONALES





[57]

CONVENIO (NÚM. 100) RELATIVO A LA IGUALDAD DE
REMUNERACIÓN ENTRE LA MANO DE OBRA MASCULINA

Y LA MANO DE OBRA FEMENINA POR UN TRABAJO
DE IGUAL VALOR

Adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) el 29 de junio de 1951 en su trigésima cuarta reunión.

Entrada en vigor general: 23 de mayo de 1953, de conformidad con
el artículo 6.
Ratificación de México: 23 de agosto de 1952.
Publicada en el Diario Oficial de la Federación: 9 de octubre de
1952.
Entrada en vigor para México: 23 de agosto de 1953.

Este tratado adoptado por la OIT tiene por finalidad evitar cualquier
tipo de discriminación por razón de sexo en el pago de salarios o
sueldos. Para ese efecto, los Estados Partes en el tratado, como es
el caso de México, se obligan a aplicar de manera efectiva el prin-
cipio de igualdad de remuneración a través de los medios previstos
por el Convenio, entre los que destaca la legislación nacional. En
México el artículo 123 constitucional y la Ley Federal del Trabajo
reconocen este principio.

El tratado hace práctico y obligatorio el principio de igualdad
entre hombres y mujeres, ya reconocido en la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos, adoptada en 1948.

* * *
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La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo,
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina In-

ternacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 6 de junio de 1951 en
su trigésima cuarta reunión,

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al prin-
cipio de igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano
de obra femenina por un trabajo de igual valor, cuestión que está comprendi-
da en el séptimo punto del orden del día de la reunión, y

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un
convenio internacional,

Adopta, con fecha veintinueve de junio de mil novecientos cincuenta y uno,
el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre igualdad
de remuneración, 1951:

Artículo 1

A los efectos del presente Convenio:

a) El término “remuneración” comprende el salario o sueldo ordinario,
básico o mínimo, y cualquier otro emolumento en dinero o en especie pa-
gados por el empleador, directa o indirectamente, al trabajador, en con-
cepto del empleo de este último;

b) La expresión “igualdad de remuneración entre la mano de obra mascu-
lina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor” designa
las tasas de remuneración fijadas sin discriminación en cuanto al sexo.

Artículo 2

1. Todo miembro deberá, empleando medios adaptados a los métodos vigen-
tes de fijación de tasas de remuneración, promover y, en la medida en que sea
compatible con dichos métodos, garantizar la aplicación a todos los trabajado-
res del principio de igualdad de remuneración entre la mano de obra masculi-
na y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor.

2. Este principio se deberá aplicar sea por medio de:

a) La legislación nacional;
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b) Cualquier sistema para la fijación de la remuneración establecido o re-
conocido por la legislación;

c) Contratos colectivos celebrados entre empleadores y trabajadores, o
d) La acción conjunta de estos diversos medios.

Artículo 3

1. Se deberán adoptar medidas para promover la evaluación objetiva del em-
pleo, tomando como base los trabajos que éste entrañe, cuando la índole de
dichas medidas facilite la aplicación del presente Convenio.

2. Los métodos que se adopten para esta evaluación podrán ser decididos por
las autoridades competentes en lo que concierne a la fijación de las tasas de
remuneración o cuando dichas tasas se fijen por contratos colectivos, por las
partes contratantes.

3. Las diferencias entre las tasas de remuneración que correspondan, inde-
pendientemente del sexo, a diferencias que resulten de dicha evaluación obje-
tiva de los trabajos que han de efectuarse, no deberán considerarse contrarias
al principio de igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la
mano de obra femenina por un trabajo de igual valor.

Artículo 4

Todo miembro deberá colaborar con las organizaciones interesadas de
empleadores y de trabajadores, en la forma que estime más conveniente, a fin
de aplicar las disposiciones del presente Convenio.

Artículo 5

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su
registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 6

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director
General.
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2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones
de dos miembros hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada miem-
bro, doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratifi-
cación.

Artículo 7

1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacio-
nal del Trabajo, de acuerdo con el párrafo 2 del artículo 35 de la Constitución
de la Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar:

a) Los territorios respecto de los cuales el miembro interesado se obliga a
que las disposiciones del Convenio sean aplicadas sin modificaciones;

b) Los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del
Convenio sean aplicadas con modificaciones, junto con los detalles de
dichas modificaciones;

c) Los territorios respecto de los cuales sea inaplicable el Convenio y los
motivos por los cuales sea inaplicable;

d) Los territorios respecto de los cuales reserva su decisión en espera de un
examen más detenido de su situación.

2. Las obligaciones a que se refieren los apartados a y b del párrafo 1 de este
artículo se considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus
mismos efectos.

3. Todo miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una
nueva declaración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en
virtud de los apartados b, c o d del párrafo 1 de este artículo.

4. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de
conformidad con las disposiciones del artículo 9, todo miembro podrá comu-
nicar al Director General una declaración por la que modifique, en cualquier
otro respecto, los términos de cualquier declaración anterior y en la que indi-
que la situación en territorios determinados.
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Artículo 8

1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacio-
nal del Trabajo, de conformidad con los párrafos 4 y 5 del artículo 35 de la
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar si
las disposiciones del Convenio serán aplicadas en el territorio interesado con
modificaciones o sin ellas; cuando la declaración indique que las disposicio-
nes del Convenio serán aplicadas con modificaciones, deberá especificar en
qué consisten dichas modificaciones.

2. El miembro, los miembros o la autoridad internacional interesados po-
drán renunciar, total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior,
al derecho a invocar una modificación indicada en cualquier otra declaración
anterior.

3. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de
conformidad con las disposiciones del artículo 9, el miembro, los miembros o
la autoridad internacional interesados podrán comunicar al Director General
una declaración por la que modifiquen, en cualquier otro respecto, los térmi-
nos de cualquier declaración anterior, y en la que indiquen la situación en lo
que se refiere a la aplicación del Convenio.

Artículo 9

1. Todo miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la
expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Direc-
tor General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá
efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.

2. Todo miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un
año después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo,
quedará obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá
denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las
condiciones previstas en este artículo.
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Artículo 10

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a to-
dos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de
cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los miembros
de la Organización.

2. Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la aten-
ción de los miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vi-
gor el presente Convenio.

Artículo 11

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al
Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de con-
formidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una informa-
ción completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denun-
cia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.

Artículo 12

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la
aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden
del día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 13

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una
revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio conten-
ga disposiciones en contrario:

a) La ratificación, por un miembro, del nuevo convenio revisor implicará,
ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las dispo-
siciones contenidas en el artículo 9, siempre que el nuevo convenio re-
visor haya entrado en vigor;
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b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los miem-
bros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y conteni-
do actuales, para los miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el con-
venio revisor.

Artículo 14

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente
auténticas.





[65]

CONVENIO (NÚM. 111) RELATIVO A LA DISCRIMINACIÓN
EN MATERIA DE EMPLEO Y OCUPACIÓN

Adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) el 25 de junio de 1958 en su cuadragésima segunda reunión.

Entrada en vigor general: 15 de junio de 1960, de conformidad con
el artículo 8.
Ratificación de México: 11 de septiembre de 1961.
Publicada en el Diario Oficial de la Federación: 11 de agosto de
1962.
Entrada en vigor para México: 11 de septiembre de 1962.

Este tratado de la OIT tiene como objetivo proteger la igualdad de
las personas, de tal manera que en materia de empleo no sean ex-
cluidas o distinguidas por la existencia de factores como la raza, el
color, el sexo, la religión, la opinión política y el origen nacional o
social. El Convenio obliga a los Estados Partes a llevar a cabo las
medidas necesarias para promover de manera efectiva la igualdad
de oportunidades y de trato en materia de empleo en su territorio.

Es de destacar que este tratado ofrece una definición de discri-
minación en su artículo 1, lo que permite a los Estados conocer de
forma clara las prácticas que se deben evitar para dar cumplimien-
to a este instrumento internacional.

* * *
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La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo,
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina In-

ternacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 4 de junio de 1958 en
su cuadragésima segunda reunión,

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la
discriminación en materia de empleo y ocupación, cuestión que constituye el
cuarto punto del orden del día de la reunión,

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un
convenio internacional,

Considerando que la Declaración de Filadelfia afirma que todos los seres
humanos, sin distinción de raza, credo o sexo, tienen derecho a perseguir su
bienestar material y su desarrollo espiritual en condiciones de libertad y dig-
nidad, de seguridad económica y en igualdad de oportunidades, y

Considerando además que la discriminación constituye una violación de los
derechos enunciados por la Declaración Universal de los Derechos Humanos,

Adopta, con fecha veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y ocho,
el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre la discri-
minación (empleo y ocupación), 1958:

Artículo 1

1. A los efectos de este Convenio, el término “discriminación” comprende:

a) Cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza,
color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen
social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades
o de trato en el empleo y la ocupación;

b) Cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por efecto
anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u
ocupación, que podrá ser especificada por el Miembro interesado previa
consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de tra-
bajadores, cuando dichas organizaciones existan, y con otros organismos
apropiados.

2. Las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones
exigidas para un empleo determinado no serán consideradas como discriminación.
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3. A los efectos de este Convenio, los términos “empleo” y “ocupación”
incluyen tanto el acceso a los medios de formación profesional y la admisión
en el empleo y en las diversas ocupaciones como también las condiciones de
trabajo.

Artículo 2

Todo Miembro para el cual este Convenio se halle en vigor se obliga a formu-
lar y llevar a cabo una política nacional que promueva, por métodos adecua-
dos a las condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad de oportunidades
y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier
discriminación a este respecto.

Artículo 3

Todo Miembro para el cual el presente Convenio se halle en vigor se obliga,
por métodos adaptados a las circunstancias y a las prácticas nacionales, a:

a) Tratar de obtener la cooperación de las organizaciones de empleadores y
de trabajadores y de otros organismos apropiados en la tarea de fomen-
tar la aceptación y cumplimiento de esa política;

b) Promulgar leyes y promover programas educativos que por su índole
puedan garantizar la aceptación y cumplimiento de esa política;

c) Derogar las disposiciones legislativas y modificar las disposiciones o
prácticas administrativas que sean incompatibles con dicha política;

d) Llevar a cabo dicha política en lo que concierne a los empleos sometidos
al control directo de una autoridad nacional;

e) Asegurar la aplicación de esta política en las actividades de orientación
profesional, de formación profesional y de colocación que dependan de
una autoridad nacional;

f) Indicar en su memoria anual sobre la aplicación de este Convenio las
medidas adoptadas para llevar a cabo esa política y los resultados obte-
nidos.
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Artículo 4

No se consideran como discriminatorias las medidas que afecten a una perso-
na sobre la que recaiga sospecha legítima de que se dedica a una actividad
perjudicial a la seguridad del Estado, o acerca de la cual se haya establecido
que de hecho se dedica a esta actividad, siempre que dicha persona tenga de-
recho a recurrir a un tribunal competente conforme a la práctica nacional.

Artículo 5

1. Las medidas especiales de protección o asistencia previstas en otros conve-
nios o recomendaciones adoptadas por la Conferencia Internacional del Tra-
bajo no se consideran como discriminatorias.

2. Todo Miembro puede, previa consulta con las organizaciones de
empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, definir
como no discriminatorias cualesquiera otras medidas especiales destinadas a
satisfacer las medidas particulares de las personas a las que, por razones tales
como el sexo, la edad, la invalidez, las cargas de familia o el nivel social o
cultural, generalmente se les reconozca la necesidad de protección o asisten-
cia especial.

Artículo 6

Todo Miembro que ratifique el presente Convenio se obliga a aplicarlo a los
territorios no metropolitanos, de conformidad con las disposiciones de la
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo.

Artículo 7

La ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su
registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 8

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director
General.
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2. Entrará en vigor dos meses después de la fecha en que las ratificaciones
de dos Miembros hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miem-
bro, doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 9

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la
expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Direc-
tor General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá
efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de
un año después de la expiración del período de diez años mencionado en el
párrafo precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este ar-
tículo, quedará obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo suce-
sivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez
años, en las condiciones previstas en este artículo.

Artículo 10

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a to-
dos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de
cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros
de la Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la aten-
ción de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vi-
gor el presente Convenio.

Artículo 11

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al
Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de con-
formidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una informa-
ción completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denun-
cia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.
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Artículo 12

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la
aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden
del día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 13

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una
revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio conten-
ga disposiciones en contrario:

a) La ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará,
ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las dispo-
siciones contenidas en el artículo 9, siempre que el nuevo convenio re-
visor haya entrado en vigor;

b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los
Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y conteni-
do actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el con-
venio revisor.

Artículo 14

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente
auténticas.
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CONVENCIÓN RELATIVA A LA LUCHA CONTRA
LAS DISCRIMINACIONES EN LA ESFERA

DE LA ENSEÑANZA

Adoptada el 14 de diciembre de 1960 por la Conferencia General de la Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO).

Entrada en vigor general: 22 de mayo de 1962, de conformidad con
el artículo 14.
México no es parte de este tratado.

Este tratado internacional adoptado por la UNESCO, organismo es-
pecializado de las Naciones Unidas, tiene como finalidad preservar
la igualdad de trato en materia educativa. Para este efecto, estable-
ce definiciones de discriminación y de enseñanza en su artículo 1.
Asimismo, señala qué actividades de exclusión o limitación cons-
tituyen discriminación.

Para dar cumplimiento a la Convención, los Estados se compro-
meten a aplicar una política nacional, así como disposiciones legis-
lativas y administrativas para impulsar la igualdad de trato en mate-
ria de enseñanza, tomando en consideración que la educación debe
tender al pleno desenvolvimiento de la personalidad humana y a
reforzar el respeto de los derechos humanos.

De conformidad con esta Convención, los Estados Partes en la
misma tienen la obligación de presentar informes periódicos a la Con-
ferencia General de la UNESCO respecto de las medidas que han
adoptado para cumplir con los compromisos adquiridos.

* * *
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La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, en su undécima reunión, celebrada en
París, del 14 de noviembre al 15 de diciembre de 1960,

Recordando que la Declaración Universal de Derechos Humanos afirma el
principio de que no deben establecerse discriminaciones y proclama el dere-
cho de todos a la educación,

Considerando que las discriminaciones en la esfera de la enseñanza cons-
tituyen una violación de derechos enunciados en la Declaración Universal de
Derechos Humanos,

Considerando que, según lo previsto en su Constitución, la Organización de
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura se propone
instituir la cooperación entre naciones a fin de asegurar el respeto universal de
los derechos humanos y una igualdad de posibilidades de educación,

Consciente de que, en consecuencia, incumbe a la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, con el debido
respeto a la diversidad de sistemas educativos nacionales, no sólo proscribir
todas las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, sino también procurar
la igualdad de posibilidades y de trato para todas las personas en esa esfera,

Habiendo recibido propuestas sobre los diferentes aspectos de las discrimi-
naciones en la enseñanza, cuestión que constituye el punto 17.1.4 del orden del
día de la reunión,

Después de haber decidido, en su décima reunión, que esta cuestión sería
objeto de una convención internacional y de recomendaciones a los Estados
Miembros,

Aprueba hoy, catorce de diciembre de 1960, la presente Convención:

Artículo 1

1. A los efectos de la presente Convención, se entiende por “discriminación”
toda distinción, exclusión, limitación o preferencia fundada en la raza, el co-
lor, el sexo, el idioma, la religión, las opiniones políticas o de cualquier otra
índole, el origen nacional o social, la posición económica o el nacimiento, que
tenga por finalidad o por efecto destruir o alterar la igualdad de trato en la esfera
de la enseñanza y, en especial:
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a) Excluir a una persona o a un grupo del acceso a los diversos grados y tipos
de enseñanza;

b) Limitar a un nivel inferior la educación de una persona o de un grupo;
c) A reserva de lo previsto en el artículo 2 de la presente Convención, ins-

tituir o mantener sistemas o establecimientos de enseñanza separados para
personas o grupos; o

d) Colocar a una persona o a un grupo de personas en una situación incom-
patible con la dignidad humana;

2. A los efectos de la presente Convención, la palabra “enseñanza” se refiere
a la enseñanza en sus diversos tipos y grados, y comprende el acceso a la en-
señanza, el nivel y la calidad de ésta y las condiciones en que se da.

Artículo 2

En el caso de que el Estado las admita, las situaciones siguientes no serán
consideradas como constitutivas de discriminación en el sentido del artículo
1 de la presente Convención:

a) La creación o el mantenimiento de sistemas o establecimientos de ense-
ñanza separados para los alumnos de sexo masculino y para los de sexo
femenino, siempre que estos sistemas o establecimientos ofrezcan faci-
lidades equivalentes de acceso a la enseñanza, dispongan de un personal
docente igualmente calificado, así como de locales escolares y de un
equipo de igual calidad y permitan seguir los mismos programas de es-
tudio o programas equivalentes;

b) La creación o el mantenimiento, por motivos de orden religioso o lin-
güístico, de sistemas o establecimientos separados que proporcionen una
enseñanza conforme a los deseos de los padres o tutores legales de los
alumnos, si la participación en esos sistemas o la asistencia a estos esta-
blecimientos es facultativa y si la enseñanza en ellos proporcionada se
ajusta a las normas que las autoridades competentes puedan haber fija-
do o aprobado particularmente para la enseñanza del mismo grado;

c) La creación o el mantenimiento de establecimientos de enseñanza priva-
dos, siempre que la finalidad de esos establecimientos no sea la de lograr
la exclusión de cualquier grupo, sino la de añadir nuevas posibilidades de
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enseñanza a las que proporciona el poder público, y siempre que funcio-
nen de conformidad con esa finalidad, y que la enseñanza dada correspon-
da a las normas que hayan podido prescribir o aprobar las autoridades
competentes, particularmente para la enseñanza del mismo grado.

Artículo 3

A fin de eliminar o prevenir cualquier discriminación en el sentido que se da
a esta palabra en la presente Convención, los Estados Partes se comprometen a:

a) Derogar todas las disposiciones legislativas y administrativas y abando-
nar todas las prácticas administrativas que entrañen discriminaciones en
la esfera de la enseñanza;

b) Adoptar las medidas necesarias, inclusive disposiciones legislativas, para
que no se haga discriminación alguna en la admisión de los alumnos en
los establecimientos de enseñanza;

c) No admitir, en lo concerniente a los gastos de matrícula, la adjudicación
de becas o cualquier otra forma de ayuda a los alumnos, ni en la conce-
sión de permisos y facilidades que puedan ser necesarios para la conti-
nuación de los estudios en el extranjero, ninguna diferencia de trato en-
tre nacionales por los poderes públicos, salvo las fundadas en el mérito
o las necesidades;

d) No admitir, en la ayuda, cualquiera que sea la forma que los poderes
públicos puedan prestar a los establecimientos de enseñanza, ninguna pre-
ferencia ni restricción fundadas únicamente en el hecho de que los alum-
nos pertenezcan a un grupo determinado;

e) Conceder, a los súbditos extranjeros residentes en su territorio, el acce-
so a la enseñanza en las mismas condiciones que a sus propios nacionales.

Artículo 4

Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen, además, a
formular, desarrollar y aplicar una política nacional encaminada a promover,
por métodos adecuados a las circunstancias y las prácticas nacionales, la igual-
dad de posibilidades y de trato en la esfera de la enseñanza y, en especial, a:
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a) Hacer obligatoria y gratuita la enseñanza primaria, generalizar y hacer
accesible a todos la enseñanza secundaria en sus diversas formas; hacer acce-
sible a todos, en condiciones de igualdad total y según la capacidad de cada
uno, la enseñanza superior; velar por el cumplimiento por todos de la obliga-
ción escolar prescrita por la ley;

b) Mantener en todos los establecimientos públicos del mismo grado una
enseñanza del mismo nivel y condiciones equivalentes en cuanto se refiere a
la calidad de la enseñanza proporcionada;

c) Fomentar e intensificar, por métodos adecuados, la educación de las per-
sonas que no hayan recibido instrucción primaria o que no la hayan recibido
en su totalidad, y permitirles que continúen sus estudios en función de sus
aptitudes;

d) Velar por que, en la preparación para la profesión docente, no existan
discriminaciones.

Artículo 5

1. Los Estados Partes en la presente Convención convienen:

a) En que la educación debe tender al pleno desenvolvimiento de la perso-
nalidad humana y a reforzar el respeto de los derechos humanos y de las
libertades fundamentales, y que debe fomentar la comprensión, la tole-
rancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos raciales o
religiosos, y el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para
el mantenimiento de la paz;

b) En que debe respetarse la libertad de los padres o, en su caso, de los tu-
tores legales, 1º de elegir para sus hijos establecimientos de enseñanza
que no sean los mantenidos por los poderes públicos, pero que respeten
las normas mínimas que puedan fijar o aprobar las autoridades compe-
tentes, y 2º de dar a sus hijos, según las modalidades de aplicación que
determine la legislación de cada Estado, la educación religiosa y moral
conforme a sus propias convicciones; en que, además, no debe obligar-
se a ningún individuo o grupo a recibir una instrucción religiosa incom-
patible con sus convicciones;

c) En que debe reconocerse a los miembros de las minorías nacionales el
derecho a ejercer actividades docentes que les sean propias, entre ellas
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la de establecer y mantener escuelas y, según la política de cada Estado
en materia de educación, emplear y enseñar su propio idioma, siempre y
cuando:

i) Ese derecho no se ejerza de manera que impida a los miembros de las
minorías comprender la cultura y el idioma del conjunto de la colec-
tividad y tomar parte en sus actividades, ni que comprometa la sobe-
ranía nacional;

ii) El nivel de enseñanza en estas escuelas no sea inferior al nivel general
prescrito o aprobado por las autoridades competentes;

iii) La asistencia a tales escuelas sea facultativa.

2. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a tomar
todas las disposiciones necesarias para garantizar la aplicación de los princi-
pios enunciados en el párrafo 1 de este artículo.

Artículo 6

Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a prestar, en la
aplicación de la misma, la mayor atención a las recomendaciones que pueda
aprobar la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura con el fin de definir las medidas que hayan
de adoptarse para luchar contra los diversos aspectos de las discriminaciones
en la enseñanza y conseguir la igualdad de posibilidades y de trato en esa es-
fera.

Artículo 7

Los Estados Partes en la presente Convención deberían indicar, en informes
periódicos que habrán de someter a la Conferencia General de la Organización
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en las fe-
chas y en la forma en que ésta determine, las disposiciones legislativas o regla-
mentarias, y las demás medidas que hubieren adoptado para aplicar la presente
Convención, inclusive las que hubieren adoptado para formular y desarrollar
la política nacional definida en el artículo 4, los resultados obtenidos y los
obstáculos que hayan encontrado en su aplicación.
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Artículo 8

Cualquier controversia entre dos o varios Estados Partes en la presente Con-
vención respecto a su interpretación o aplicación que no se hubiere resuelto
mediante negociaciones, se someterá, a petición de las partes en la controver-
sia, a la Corte Internacional de Justicia para que resuelva al respecto, a falta de
otro procedimiento para resolver la controversia.

Artículo 9

No se admitirá ninguna reserva a la presente Convención.

Artículo 10

La presente Convención no tendrá por efecto menoscabar los derechos de que
disfruten los individuos o los grupos en virtud de acuerdos concertados entre
dos o más Estados, siempre que esos derechos no sean contrarios a la letra o
al espíritu de la presente Convención.

Artículo 11

La presente Convención ha sido redactada en español, francés, inglés y ruso;
los cuatro textos son igualmente auténticos.

Artículo 12

1. La presente Convención será sometida a los Estados Miembros de la Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura para
su ratificación o aceptación de conformidad con sus respectivos procedimien-
tos constitucionales.

2. Los instrumentos de ratificación o de aceptación serán depositados en
poder del Director General de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura.
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Artículo 13

1. La presente Convención estará abierta a la adhesión de cualquier Estado que
no sea miembro de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura y que sea invitado a adherirse a ella por el Consejo
Ejecutivo de la Organización.

2. La adhesión se hará mediante el depósito de un instrumento de adhesión
en poder del Director General de la Organización de las Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura.

Artículo 14

La presente Convención entrará en vigor tres meses después de la fecha en que
se deposite el tercer instrumento de ratificación, aceptación o adhesión, pero
únicamente respecto de los Estados que hubieren depositado sus respectivos
instrumentos de ratificación, aceptación o adhesión en esa fecha o anteriormen-
te. Asimismo, entrará en vigor respecto de cada uno de los demás Estados tres
meses después del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación o
adhesión.

Artículo 15

Los Estados Partes en la presente Convención reconocen que ésta es aplica-
ble no sólo en su territorio metropolitano, sino también en todos aquellos te-
rritorios no autónomos, en fideicomiso, coloniales o cualesquiera otros cu-
yas relaciones internacionales tengan a su cargo. Los Estados Partes se
comprometen a consultar, si fuera necesario, al gobierno o demás autorida-
des competentes de esos territorios, antes o en el momento de la ratificación,
aceptación o adhesión, para obtener la aplicación de la Convención a esos te-
rritorios, y a notificar al Director General de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura a qué territorio se
aplicará la Convención, notificación que surtirá efecto tres meses después de
recibida.
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Artículo 16

1. Todo Estado Parte en la presente Convención tendrá la facultad de denun-
ciarla en su propio nombre o en el de cualquier territorio cuyas relaciones in-
ternacionales tenga a su cargo.

2. La denuncia será notificada mediante un instrumento escrito que se de-
positará en poder del Director General de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

3. La denuncia surtirá efecto doce meses después de la fecha de recibo del
correspondiente instrumento de denuncia.

Artículo 17

El Director General de la Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura informará a los Estados Miembros de la Orga-
nización, a los Estados no miembros a que se refiere el artículo 13 y a las
Naciones Unidas, del depósito de cualquiera de los instrumentos de ratifica-
ción, aceptación o adhesión a que se refieren los artículos 12 y 13, así como de
las notificaciones y denuncias previstas en los artículos 15 y 16 respectivamente.

Artículo 18

1. La presente Convención podrá ser revisada por la Conferencia General de
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la
Cultura. No obstante, la revisión no obligará sino a los Estados que lleguen a
ser Partes en la Convención revisada.

2. En el caso de que la Conferencia General aprobara una nueva convención
que constituya una revisión total o parcial de la presente Convención, y a me-
nos que la nueva convención disponga otra cosa, la presente Convención de-
jará de estar abierta a la ratificación, la aceptación o la adhesión desde la fe-
cha de entrada en vigor de la nueva convención revisada.

Artículo 19

De conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, la
presente Convención será registrada en la Secretaría de las Naciones Unidas
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a petición del Director General de la Organización de las Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura.

Hecho en París, el quince de diciembre de 1960, en dos ejemplares auténticos,
firmados por el Presidente de la undécima reunión de la Conferencia General,
y por el Director General de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, ejemplares que quedarán depositados en los
archivos de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura y de los que se enviarán copias certificadas conformes a
todos los Estados a que se hace referencia en los artículos 12 y 13, así como
a las Naciones Unidas.

Lo anterior es el texto auténtico de la Convención aprobada en buena y de-
bida forma por la Conferencia General de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en su undécima reunión,
celebrada en París y terminada el quince de diciembre de 1960.

En fe de lo cual estampan sus firmas, en este día quince de diciembre de
1960.
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PROTOCOLO PARA INSTITUIR UNA COMISIÓN DE
CONCILIACIÓN Y BUENOS OFICIOS FACULTADA PARA
RESOLVER LAS CONTROVERSIAS A QUE PUEDA DAR

LUGAR LA CONVENCIÓN RELATIVA A LA LUCHA CONTRA
LAS DISCRIMINACIONES EN LA ESFERA DE LA ENSEÑANZA

Adoptado el 10 de diciembre de 1962 por la Conferencia General de la Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO).

Entrada en vigor: 24 de octubre de 1968, de conformidad con el
artículo 24.
México no es parte de este tratado.

Dos años después de la adopción de la Convención relativa a la
Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza, y
en el año en que ésta entró en vigor, la UNESCO aprobó este Pro-
tocolo con la finalidad facilitar la aplicación de la Convención. Cabe
señalar que la Convención prevé la posibilidad de acudir a la Cor-
te Internacional de Justicia en el caso de que se presente una con-
troversia entre los Estados Partes, a falta de otro procedimiento.

En ese sentido, el Protocolo establece ese otro procedimiento a
que se refiere la Convención. El Protocolo crea una Comisión de
Conciliación y de Buenos Oficios encargada de buscar una solución
amigable a las controversias planteadas entre los Estados Partes,
debido a la aplicación o a la interpretación de la Convención. La
Comisión está integrada por 11 miembros, elegidos por la Confe-
rencia General de la UNESCO.

De conformidad con el Protocolo, la Comisión sólo puede inter-
venir en un caso cuando se han agotado los recursos internos pre-
vistos en la legislación de los Estados. El trabajo de la Comisión se
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concreta a realizar un informe y en la formulación de recomenda-
ciones para llegar a una solución. Si no se logra una solución, el Pro-
tocolo prevé que los Estados podrán someter el asunto a la Corte In-
ternacional de Justicia.

* * *

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, reunida en París del 9 de noviembre al 12
de diciembre de 1962, en su duodécima reunión,

Habiendo aprobado, en su undécima reunión, la Convención relativa a la
Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza,

Deseosa de facilitar la aplicación de esa Convención,
Considerando que a este efecto es conveniente instituir una Comisión de

Conciliación y de Buenos Oficios para buscar solución amigable a las contro-
versias que puedan plantearse entre Estados Partes y que se refieren a la apli-
cación o a la interpretación de la Convención,

Aprueba, el día diez de diciembre de 1962, el presente Protocolo:

Artículo 1

Se crea, bajo los auspicios de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, una Comisión de Conciliación y de Bue-
nos Oficios, que se denominará en el presente instrumento la Comisión, para
buscar solución amigable a las controversias que se planteen entre Estados
Partes en la Convención, que se denominará en adelante la Convención, rela-
tiva a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza, y que
se refieren a la aplicación o la interpretación de dicha Convención.

Artículo 2

1. La Comisión se compondrá de once miembros que habrán de ser personali-
dades conocidas por su elevada moralidad y su imparcialidad, y serán elegidos
por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, que se denominará en adelante Conferen-
cia General.
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2. Los miembros de la Comisión formarán parte de ella con carácter per-
sonal.

Artículo 3

1. Los miembros de la Comisión serán elegidos de una lista de personas pre-
sentadas a este efecto por los Estados Partes en el presente Protocolo. Cada
Estado presentará, después de consultar con su Comisión Nacional de la
UNESCO, cuatro personas como máximo. Esas personas deberán ser naciona-
les de Estados Partes en el presente Protocolo.

2. Cuatro meses por lo menos antes de cualquier elección para la Comisión,
el Director General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura, que se denominará el adelante el Director Gene-
ral, invitará a los Estados Partes en el presente Protocolo a presentar, en un
plazo de dos meses, los nombres de las personas indicadas en el párrafo 1 del
presente artículo. Redactará la lista alfabética de las personas presentadas y la
comunicará, un mes por lo menos antes de la elección, al Consejo Ejecutivo
de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la
Cultura, que se denominará en adelante Consejo Ejecutivo, así como a los
Estados Partes en la Convención. El Consejo Ejecutivo transmitirá a la Con-
ferencia General la mencionada lista con las sugerencias que estime convenien-
tes. La Conferencia General procederá a la elección de los miembros de la
Comisión, de conformidad con el procedimiento que sigue normalmente para
las elecciones a varios puestos.

Artículo 4

1. No podrán figurar en la Comisión dos nacionales de un mismo Estado.
2. Al efectuar la elección de los miembros de la Comisión, la Conferencia

General procurará que figuren en ella personalidades competentes en materia
de enseñanza y personalidades que posean una experiencia judicial o jurídica
principalmente en la esfera internacional. Tendrá también en cuenta la nece-
sidad de una distribución geográfica equitativa y la de que estén representadas
las diversas formas de civilización y los principales sistemas jurídicos.
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Artículo 5

Los miembros de la Comisión serán elegidos por seis años. Serán reelegibles
si se presentan de nuevo. Sin embargo, el mandato de cuatro de los miembros
designados en la primera elección finalizará a los dos años, y el de otros tres a
los cuatro años. Inmediatamente después de la primera elección, el Presiden-
te de la Conferencia General procederá a designar esos miembros por sorteo.

Artículo 6

1. En caso de fallecimiento o dimisión de un miembro, el Presidente de la Co-
misión informará inmediatamente al Director General, quien declarará vacante
el puesto a partir de la fecha del fallecimiento o de la fecha en que surta efec-
to la dimisión.

2. Si, a juicio unánime de los demás miembros, uno de los miembros de la
Comisión hubiere dejado de desempeñar sus funciones por cualquier causa
distinta de una ausencia de carácter temporal, o se encontrare incapacitado para
continuar desempeñándolas, el Presidente de la Comisión informará al Director
General y declarará entonces vacante el puesto.

3. El Director General comunicará a los Estados Miembros de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, así
como a los Estados no miembros que sean Partes en el presente Protocolo,
según lo dispuesto en su artículo 23, las vacantes que se hayan producido en
los casos previstos en los párrafos 1 y 2 del presente artículo.

4. En cada uno de los casos previstos en los párrafos 1 y 2 del presente ar-
tículo, la Conferencia General procederá a reemplazar, por el tiempo restante
del mandato, al miembro cuyo puesto haya quedado vacante.

Artículo 7

A reserva de lo dispuesto en el artículo 6, todo miembro de la Comisión con-
servará su mandato hasta la fecha en que tome posesión su sucesor.

Artículo 8

1. Si en la Comisión no figura ningún miembro que sea nacional de uno de los
Estados Partes en la controversia sometida a ella de conformidad con lo dis-
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puesto en el artículo 12 o en el artículo 13, ese Estado, o si se trata de más de
un Estado, cada uno de ellos, podrá designar a una persona elegida por él en
calidad de miembro ad hoc.

2. El Estado que haga esta designación deberá tener en cuenta las cualida-
des exigidas a los miembros de la Comisión en virtud del párrafo 1 del artícu-
lo 2 y de los párrafos 1 y 2 del artículo 4. Todo miembro ad hoc, designado de
esta manera, habrá de ser nacional del Estado que le nombre o de un Estado
Parte en el presente Protocolo; formará parte de la Comisión a título personal.

3. Cuando varios Estados Partes en la controversia hagan causa común, fi-
gurarán sólo como una parte a los efectos de designar a los miembros ad hoc.
Las modalidades de aplicación de la presente disposición serán determinadas
por el Reglamento de la Comisión a que se refiere el artículo 11.

Artículo 9

Los miembros y miembros ad hoc de la Comisión designados en virtud de lo
dispuesto en el artículo 8, percibirán por el período de tiempo en que estén
dedicados a los trabajos de la Comisión, viáticos y dietas con cargo a los fon-
dos de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y la Cultura, en las condiciones que fije el Consejo Ejecutivo.

Artículo 10

El Director General facilitará a la Comisión los servicios de secretaría.

Artículo 11

1. La Comisión elegirá un Presidente y un Vicepresidente por un período de dos
años. Ambos serán reelegibles.

2. La Comisión dictará su propio Reglamento, que deberá en todo caso
contener, entre otras, las disposiciones siguientes:

a) El quórum estará constituido por los dos tercios de los miembros, inclui-
dos, llegado el caso, los miembros ad hoc;

b) Las decisiones de la Comisión se tomarán por mayoría de los miembros
y miembros ad hoc presentes; en caso de empate, el Presidente tendrá
voto de calidad;
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c) Si un Estado somete un asunto a la Comisión con arreglo al artículo 12 o
al artículo 13:

i) Ese Estado, objeto de la queja, y cualquier otro Estado Parte en el pre-
sente Protocolo, uno de cuyos nacionales esté interesado en el asun-
to, podrán formular observaciones por escrito a la Comisión;

ii) Ese Estado y el Estado objeto de la queja tendrán el derecho de estar
representados en las audiencias en que se examine el asunto y el de
formular observaciones orales.

3. La Comisión, cuando prepare por primera vez su Reglamento, enviará el
texto en forma de proyecto a los Estados que sean Parte en el presente Proto-
colo, los cuales podrán formular en un plazo de tres meses las observaciones
y sugerencias que consideren oportunas. La Comisión procederá a hacer un
nuevo examen de su Reglamento siempre que lo pida cualquier Estado Parte
en el Protocolo.

Artículo 12

1. Si un Estado Parte en el presente Protocolo estimare que otro Estado tam-
bién Parte en este Protocolo no aplica las disposiciones de la Convención, podrá
señalar el hecho a la atención de ese Estado mediante comunicación escrita.
Dentro del plazo de tres meses, contados a partir del recibo de la comunicación,
el Estado destinatario comunicará por escrito al Estado que haya presentado
la queja, explicaciones o declaraciones que deberán contener, en toda la me-
dida de lo posible y conveniente, indicaciones sobre sus normas procesales y
sobre los recursos interpuestos, en tramitación o utilizables.

2. Si, seis meses después de la fecha en que el Estado destinatario hubiere
recibido la comunicación original, no estuviere resuelto el asunto a satisfacción
de los dos Estados, sea por negociaciones bilaterales, o por cualquier otro pro-
cedimiento que puedan utilizar, tanto el uno como el otro tendrá derecho a
someterla a la Comisión, dirigiendo una comunicación al Director General y
al otro Estado interesado.

3. Las disposiciones de los párrafos que preceden dejan a salvo los derechos
de los Estados Partes en el presente Protocolo de recurrir, en virtud de los
acuerdos internacionales generales y especiales por los que estén ligados, a
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otros procedimientos para la solución de sus controversias y, entre ellos, some-
terlos de común acuerdo a la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya.

Artículo 13

A partir del principio del sexto año siguiente a la entrada en vigor del presen-
te Protocolo, la Comisión podrá encargarse también de buscar solución a cual-
quier controversia sobre la aplicación o interpretación de la Convención, plan-
teada entre Estados que sean Partes en la mencionada Convención y no sean,
o no sean todos, Partes en el presente Protocolo, si esos Estados convienen en
someter esa controversia a la Comisión. El Reglamento de la Comisión fijará
las condiciones que deberá reunir el acuerdo entre esos Estados.

Artículo 14

La Comisión no podrá intervenir en ningún asunto que se le someta con arreglo
al artículo 12 o al artículo 13 del presente Protocolo sino cuando tenga la segu-
ridad de que se hayan utilizado y agotado los recursos internos disponibles, de
conformidad con los principios de derecho internacional generalmente aceptados.

Artículo 15

Salvo en los casos en que le sean comunicados nuevos elementos, la Comisión
no podrá intervenir en asuntos de que haya tratado ya.

Artículo 16

En todos cuantos asuntos se le sometan, la Comisión podrá pedir a los Estados
interesados que le proporcionen todas las informaciones pertinentes.

Artículo 17

1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 14, y después de haber obtenido todas
las informaciones que estime necesarias, la Comisión determinará los hechos
y ofrecerá sus buenos oficios a los Estados interesados, a fin de llegar a una
solución amigable del asunto, basada en el respeto a la Convención.
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2. En todo caso la Comisión, dentro de un plazo máximo de dieciocho me-
ses, contados a partir del día en que el Director General hubiere recibido la
notificación a que se refiere el párrafo 2 del artículo 12, deberá redactar, de
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 3 infra, un informe que se enviará
a los Estados interesados y se comunicará luego al Director General para su
publicación. Cuando se pida una opinión consultiva a la Corte Internacional de
Justicia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18, se prorrogarán
debidamente los plazos.

3. Si se logra una solución con arreglo a las disposiciones del párrafo 1 del
presente artículo, la Comisión limitará su informe a una breve exposición de
los hechos y de la solución obtenida. En caso contrario, la Comisión redacta-
rá un informe sobre los hechos e indicará las recomendaciones que hubiere
formulado con miras a la conciliación. Si el informe no expresa en todo o en
parte la opinión unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos
tendrá derecho a que figure en el informe su opinión personal. Se unirán al in-
forme las observaciones escritas y orales formuladas por las Partes en la con-
troversia, con arreglo a lo previsto en el apartado c, párrafo 2, del artículo 11.

Artículo 18

La Comisión podrá recomendar al Consejo Ejecutivo o a la Conferencia Ge-
neral, si la recomendación quedase aprobada dos meses antes de la apertura de
una de sus reuniones, que pida a la Corte Internacional de Justicia una opinión
consultiva sobre cualquier cuestión de derecho relacionada con un asunto so-
metido a la Comisión.

Artículo 19

La Comisión someterá a la Conferencia General, en cada una de sus reuniones
ordinarias, un informe sobre su labor que le será transmitido por el Consejo
Ejecutivo.

Artículo 20

1. El Director General convocará la primera reunión de la Comisión en la Sede
de la Organización, en un plazo de tres meses a partir de la constitución de la
Comisión por la Conferencia General.
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2. En lo sucesivo, la Comisión será convocada, cada vez que sea necesario,
por su Presidente, a quien el Director General transmitirá, así como a todos los
demás miembros de la Comisión, todas las cuestiones sometidas a ésta, de
conformidad con lo dispuesto en el presente Protocolo.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo, cuan-
do un tercio por lo menos de los miembros de la Comisión estimen que una
cuestión debe ser examinada por ella en aplicación de lo dispuesto en el pre-
sente Protocolo, el Presidente convocará a petición de los mismos una reunión
de la Comisión a ese efecto.

Artículo 21

El presente Protocolo ha sido redactado en español, francés, inglés y ruso, sien-
do los cuatro textos igualmente auténticos.

Artículo 22

1. El presente Protocolo será sometido a la ratificación o a la aceptación de los
Estados Miembros de la Organización de las Naciones Unidas para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura que sean Partes en la Convención.

2. Los instrumentos de ratificación o de aceptación serán depositados en
poder del Director General.

Artículo 23

1. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de cualquier Estado que
no sea miembro de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura, que sea Parte en la Convención.

2. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento adecuado
en poder del Director General.

Artículo 24

El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la fecha en que
se hubiere depositado el decimoquinto instrumento de ratificación, aceptación
o adhesión, pero sólo respecto de los Estados que hubieren depositado sus
respectivos instrumentos de ratificación, aceptación o adhesión en esa fecha
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o anteriormente. Entrará en vigor respecto de cada uno de los demás Estados
tres meses después de la fecha en que hubieren depositado su instrumento de
ratificación, de aceptación o de adhesión.

Artículo 25

En el momento de la ratificación, de la aceptación o de la adhesión, o en cual-
quier otro momento posterior, cualquier Estado podrá declarar, mediante no-
tificación al Director General, que se compromete, respecto de cualquier otro
Estado que asuma la misma obligación, a someter a la Corte Internacional de
Justicia, con posterioridad a la redacción del informe previsto en el párrafo 3
del artículo 17, cualquier controversia comprendida en el presente Protocolo
que no hubiere sido resuelta amigablemente mediante el procedimiento previs-
to en el párrafo 1 del artículo 17.

Artículo 26

1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo tendrá la facultad de denunciarlo.
2. La denuncia será notificada en un instrumento escrito depositado en poder

del Director General.
3. La denuncia de la Convención entrañará automáticamente la del presen-

te Protocolo.
4. La denuncia surtirá efecto doce meses después de haberse recibido el

instrumento de denuncia. Sin embargo, el Estado que denuncie el Protocolo
seguirá obligado por sus disposiciones en todos los asuntos que le conciernan
y que se hubieren sometido a la Comisión antes de expirar el plazo fijado en
el presente párrafo.

Artículo 27

El Director General informará a los Estados Miembros de la Organización de
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a los Estados
no miembros a que se refiere el artículo 23 y a las Naciones Unidas, del depó-
sito de cualesquiera de los instrumentos de ratificación, o adhesión menciona-
dos en los artículos 22 y 23, así como de las notificaciones y denuncias esta-
blecidas en los artículos 25 y 26.
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Artículo 28

De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 102 de la Carta de las Nacio-
nes Unidas, el presente Protocolo será registrado en la Secretaría de las Na-
ciones Unidas, a petición del Director General.

En fe de lo cual estampan sus firmas, en este día dieciocho de diciembre de
1962.





[93]

CONVENCIÓN INTERNACIONAL
SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS

DE DISCRIMINACIÓN RACIAL

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 21 de diciembre de 1965, mediante Resolución 2106 A
(XX).

Entrada en vigor general: 4 de enero de 1969, de conformidad con
el artículo 19.
Ratificación de México: 20 de febrero de 1975.
Publicada en el Diario Oficial de la Federación: 13 de junio de
1975.
Entrada en vigor para México: 20 de marzo de 1975.

La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó este tratado
con el fin de hacer obligatoria la aplicación de los principios con-
tenidos en la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación Racial.

A diferencia de la Declaración, esta Convención establece una
definición de discriminación racial y señala para los Estados la obli-
gación de tomar la medidas políticas, legislativas y administrativas
necesarias para eliminar esa discriminación (en especial el apartheid)
en sus territorios. De esta manera, los Estados se comprometen a
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley y, en
particular, a una serie de derechos que especifica el artículo 5 de la
Convención. Asimismo, de conformidad con este tratado, los Esta-
dos deben sancionar los actos de violencia y odio racial, así como
establecer recursos efectivos ante los tribunales u otras institucio-
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nes contra todo acto de discriminación racial, a fin de que las víc-
timas reciban una reparación por el daño sufrido.

La Convención reconoce el importante papel que desempeña la
educación en el combate a la discriminación, por lo que los Estados
se comprometen a aplicar medidas eficaces en este campo.

Este tratado fue el primer instrumento internacional en disponer
medidas diferenciales en beneficio de grupos raciales menos favo-
recidos, esto es, la aplicación de la acción afirmativa.

Se debe destacar que esta Convención también fue el primer tra-
tado en materia de derechos humanos de las Naciones Unidas que
estableció un sistema internacional de supervisión, a través de un
procedimiento para las denuncias presentadas por individuos, y de
la creación del Comité para la Eliminación de la Discriminación
Racial, el cual se encarga de recibir y estudiar los informes perió-
dicos presentados por los Estados en relación con el cumplimiento
del tratado.

* * *

Los Estados partes en la presente Convención,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los princi-
pios de la dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres humanos y que
todos los Estados Miembros se han comprometido a tomar medidas conjunta
o separadamente, en cooperación con la Organización, para realizar uno de los
propósitos de las Naciones Unidas, que es el de promover y estimular el res-
peto universal y efectivo de los derechos humanos y de las libertades funda-
mentales de todos, sin distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión.

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos procla-
ma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos,
y que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en la mis-
ma, sin distinción alguna, en particular por motivos de raza, color u origen
nacional,

Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tienen dere-
cho a igual protección de la ley contra toda discriminación y contra toda inci-
tación a la discriminación,
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Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y
todas las prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan, cual-
quiera que sea su forma y dondequiera que existan, y que la Declaración so-
bre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales, de 14
de diciembre de 1960 [resolución 1514 (XV) de la Asamblea General], ha
afirmado y solemnemente proclamado la necesidad de ponerles fin rápida e
incondicionalmente,

Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la elimina-
ción de todas las formas de discriminación racial, de 20 de noviembre de 1963
[resolución 1904 (XVIII) de la Asamblea General] afirma solemnemente la
necesidad de eliminar rápidamente en todas las partes del mundo la discrimi-
nación racial en todas sus formas y manifestaciones y de asegurar la compren-
sión y el respeto de la dignidad de la persona humana,

Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la diferencia-
ción racial es científicamente falsa, moralmente condenable y socialmente
injusta y peligrosa, y de que nada en la teoría o en la práctica permite justifi-
car, en ninguna parte, la discriminación racial,

Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza,
color u origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pa-
cíficas entre las naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre los
pueblos, así como la convivencia de las personas aun dentro de un mismo
Estado,

Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompatible con
los ideales de toda la sociedad humana,

Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que todavía
existen en algunas partes del mundo y por las políticas gubernamentales basa-
das en la superioridad o el odio racial, tales como las de apartheid, segregación
o separación,

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rápidamen-
te la discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y a prevenir
y combatir las doctrinas y prácticas racistas con el fin de promover el enten-
dimiento entre las razas y edificar una comunidad internacional libre de todas
las formas de segregación y discriminación raciales,

Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en materia de
empleo y ocupación aprobado por la Organización Internacional del Trabajo
en 1958 y la Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la
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esfera de la enseñanza, aprobada por la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura en 1960,

Deseando poner en práctica los principios consagrados en la Declaración de
las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción racial y con tal objeto asegurar que se adopten lo antes posible medidas
prácticas,

Han acordado lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1

1. En la presente Convención la expresión “discriminación racial” denotará
toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza,
color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas
política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pú-
blica.

2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, restriccio-
nes o preferencias que haga un Estado parte en la presente Convención entre
ciudadanos y no ciudadanos.

3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá interpretarse
en un sentido que afecte en modo alguno las disposiciones legales de los Es-
tados partes sobre nacionalidad, ciudadanía o naturalización, siempre que ta-
les disposiciones no establezcan discriminación contra ninguna nacionalidad
en particular.

4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el
adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas
que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizar-
les, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos huma-
nos y de las libertades fundamentales no se considerarán como medidas de
discriminación racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia, al
mantenimiento de derechos distintos para los diferentes grupos raciales y que
no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para los cua-
les se tomaron.
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Artículo 2

1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se comprometen a
seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encami-
nada a eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a promover el
entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto:

a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto o prác-
tica de discriminación racial contra personas, grupos de personas o ins-
tituciones y a velar por que todas las autoridades públicas e institucio-
nes públicas, nacionales y locales, actúen en conformidad con esta
obligación;

b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o apoyar la
discriminación racial practicada por cualesquiera personas u organiza-
ciones;

c) Cada Estado parte tomará medidas efectivas para revisar las políticas
gubernamentales nacionales y locales, y para enmendar, derogar o anu-
lar las leyes y las disposiciones reglamentarias que tengan como conse-
cuencia crear la discriminación racial o perpetuarla donde ya exista;

d) Cada Estado parte prohibirá y hará cesar por todos los medios apropia-
dos, incluso, si lo exigieran las circunstancias, medidas legislativas, la dis-
criminación racial practicada por personas, grupos u organizaciones;

e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el caso, or-
ganizaciones y movimientos multirraciales integracionistas y otros me-
dios encaminados a eliminar las barreras entre las razas, y a desalentar
todo lo que tienda a fortalecer la división racial.

2. Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen,
medidas especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultural y en
otras esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimiento y protección de
ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos grupos, con el fin
de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas perso-
nas de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. Esas medidas
en ningún caso podrán tener como consecuencia el mantenimiento de derechos
desiguales o separados para los diversos grupos raciales después de alcanza-
dos los objetivos para los cuales se tomaron.
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Artículo 3

Los Estados partes condenan especialmente la segregación racial y el apartheid
y se comprometen a prevenir, prohibir y eliminar en los territorios bajo su
jurisdicción todas las prácticas de esta naturaleza.

Artículo 4

Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que
se inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una raza o de un
grupo de personas de un determinado color u origen étnico, o que pretendan
justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que
sea su forma, y se comprometen a tomar medidas inmediatas y positivas des-
tinadas a eliminar toda incitación a tal discriminación o actos de tal discrimi-
nación, y, con ese fin, teniendo debidamente en cuenta los principios incorpo-
rados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, así como los
derechos expresamente enunciados en el artículo 5 de la presente Convención,
tomarán, entre otras, las siguientes medidas:

a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas
basadas en la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discrimi-
nación racial, así como todo acto de violencia o toda incitación a cometer
tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen
étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, incluida su financiación;

b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las activi-
dades organizadas de propaganda y toda otra actividad de propaganda,
que promuevan la discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que
la participación en tales organizaciones o en tales actividades constitu-
ye un delito penado por la ley;

c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas naciona-
les o locales promuevan la discriminación racial o inciten a ella.

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artícu-
lo 2 de la presente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir
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y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el dere-
cho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y
origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes:

a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los de-
más órganos que administran justicia;

b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo
acto de violencia o atentado contra la integridad personal cometido por
funcionarios públicos o por cualquier individuo, grupo o institución;

c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones,
elegir y ser elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de par-
ticipar en el gobierno y en la dirección de los asuntos públicos en cual-
quier nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones
públicas;

d) Otros derechos civiles, en particular:

i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el terri-
torio de un Estado;

ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar
a su país;

iii) El derecho a una nacionalidad;
iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;
v) El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación con

otros;
vi) El derecho a heredar;
vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión;
viii) El derecho a la libertad de opinión y de expresión;
ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas;

e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:

i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equi-
tativas y satisfactorias de trabajo, a la protección contra el desempleo,
a igual salario por trabajo igual y a una remuneración equitativa y
satisfactoria;

ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;
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iii) El derecho a la vivienda;
iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad so-

cial y los servicios sociales;
v) El derecho a la educación y la formación profesional;
vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las activida-

des culturales;

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso
público, tales como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés,
espectáculos y parques.

Artículo 6

Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo su juris-
dicción, protección y recursos efectivos, ante los tribunales nacionales com-
petentes y otras instituciones del Estado, contra todo acto de discriminación
racial que, contraviniendo la presente Convención, viole sus derechos huma-
nos y libertades fundamentales, así como el derecho a pedir a esos tribunales
satisfacción o reparación justa y adecuada por todo daño de que puedan ser
víctimas como consecuencia de tal discriminación.

Artículo 7

Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y eficaces,
especialmente en las esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la in-
formación, para combatir los prejuicios que conduzcan a la discriminación
racial y para promover la comprensión, la tolerancia y la amistad entre las
naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, así como para propagar los
propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración
Universal de Derechos Humanos, de la Declaración de las Naciones Unidas
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial y de la pre-
sente Convención.
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PARTE II

Artículo 8

1. Se constituirá un Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial
(denominado en adelante el Comité) compuesto de dieciocho expertos de gran
prestigio moral y reconocida imparcialidad, elegidos por los Estados partes
entre sus nacionales, los cuales ejercerán sus funciones a título personal; en la
constitución del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica equi-
tativa y la representación de las diferentes formas de civilización, así como de
los principales sistemas jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lis-
ta de personas designadas por los Estados partes. Cada uno de los Estados
partes podrá designar una persona entre sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entra-
da en vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha
de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una
carta a los Estados partes invitándoles a que presenten sus candidaturas en un
plazo de dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfa-
bético de todas las personas designadas de este modo, indicando los Estados
partes que las han designado, y la comunicará a los Estados partes.

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados
partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede
de las Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos
tercios de los Estados partes, se considerarán elegidos para el Comité los can-
didatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los
votos de los representantes de los Estados partes presentes y votantes.

5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstan-
te, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección ex-
pirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el
Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte cuyo experto haya
cesado en sus funciones como miembro del Comité, designará entre sus nacio-
nales a otro experto, a reserva de la aprobación del Comité.

6. Los Estados partes sufragarán los gastos de los miembros del Comité
mientras éstos desempeñen sus funciones.
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Artículo 9

1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario General de las
Naciones Unidas, para su examen por el Comité, un informe sobre las medi-
das legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adop-
tado y que sirvan para hacer efectivas las disposiciones de la presente Conven-
ción: a) dentro del plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención
para el Estado de que se trate; y b) en lo sucesivo, cada dos años y cuando el
Comité lo solicite. El Comité puede solicitar más información a los Estados
partes.

2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario General, a la
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá ha-
cer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen
de los informes y de los datos transmitidos por los Estados partes. Estas suge-
rencias y recomendaciones de carácter general se comunicarán a la Asamblea
General, junto con las observaciones de los Estados partes, si las hubiere.

Artículo 10

1. El Comité aprobará su propio reglamento.
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.
3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitará al Comité los

servicios de secretaría.
4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las

Naciones Unidas.

Artículo 11

1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no cumple las disposi-
ciones de la presente Convención, podrá señalar el asunto a la atención del
Comité. El Comité transmitirá la comunicación correspondiente al Estado parte
interesado. Dentro de los tres meses, el Estado que recibe la comunicación
presentará al Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la
cuestión y exponer qué medida correctiva hubiere, en su caso, adoptado.

2. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, mediante ne-
gociaciones bilaterales o algún otro procedimiento adecuado, en un plazo de
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seis meses a partir del momento en que el Estado destinatario reciba la comu-
nicación inicial, cualquiera de los dos Estados tendrá derecho a someter nue-
vamente el asunto al Comité mediante la notificación al Comité y al otro Es-
tado.

3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo con el
párrafo 2 del presente artículo, cuando se haya cerciorado de que se han inter-
puesto y agotado todos los recursos de jurisdicción interna, de conformidad con
los principios del derecho internacional generalmente admitidos. No se apli-
cará esta regla cuando la substanciación de los mencionados recursos se pro-
longue injustificadamente.

4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados
partes interesados que faciliten cualquier otra información pertinente.

5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del presente
artículo, los Estados partes interesados podrán enviar un representante, que
participará sin derecho a voto en los trabajos del Comité mientras se examine
el asunto.

Artículo 12

1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda la información que
estime necesaria, el Presidente nombrará una Comisión Especial de Concilia-
ción (denominada en adelante la Comisión), integrada por cinco personas que
podrán o no ser miembros del Comité. Los miembros de la Comisión serán
designados con el consentimiento pleno y unánime de las partes en la contro-
versia y sus buenos oficios se pondrán a disposición de los Estados interesa-
dos a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada en el respeto a
la presente Convención.

b) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la controversia no lle-
gan a un acuerdo sobre la totalidad o parte de los miembros de la Comisión, los
miembros sobre los que no haya habido acuerdo entre los Estados partes en la
controversia serán elegidos por el Comité, de entre sus propios miembros, por
voto secreto y por mayoría de dos tercios.

2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal.
No deberán ser nacionales de los Estados partes en la controversia, ni tampo-
co de un Estado que no sea parte en la presente Convención.

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.
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4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de
las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión
decida.

5. La secretaría prevista en el párrafo 3 del artículo 10 prestará también
servicios a la Comisión cuando una controversia entre Estados partes motive
su establecimiento.

6. Los Estados partes en la controversia compartirán por igual todos los
gastos de los miembros de la Comisión, de acuerdo con una estimación que hará
el Secretario General de las Naciones Unidas.

7. El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gastos de los
miembros de la Comisión, antes de que los Estados partes en la controversia
sufraguen los costos de acuerdo con el párrafo 6 del presente artículo.

8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará a la Co-
misión, y ésta podrá pedir a los Estados interesados que faciliten cualquier otra
información pertinente.

Artículo 13

1. Cuando la Comisión haya examinado detenidamente el asunto, preparará y
presentará al Presidente del Comité un informe en el que figuren sus conclu-
siones sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre
las partes y las recomendaciones que la Comisión considere apropiadas para
la solución amistosa de la controversia.

2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión a cada uno
de los Estados partes en la controversia. Dentro de tres meses, dichos Estados
notificarán al Presidente del Comité si aceptan o no las recomendaciones con-
tenidas en el informe de la Comisión.

3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente artículo, el
Presidente del Comité comunicará el informe de la Comisión y las declaracio-
nes de los Estados partes interesados a los demás Estados partes en la presen-
te Convención.

Artículo 14

1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que reconoce la
competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones de personas
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o grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser
víctimas de violaciones, por parte de ese Estado, de cualquiera de los derechos
estipulados en la presente Convención. El Comité no recibirá ninguna comu-
nicación referente a un Estado parte que no hubiere hecho tal declaración.

2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al párrafo 1 del
presente artículo podrá establecer o designar un órgano, dentro de su ordenamiento
jurídico nacional, que será competente para recibir y examinar peticiones de per-
sonas o grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren
ser víctimas de violaciones de cualquiera de los derechos estipulados en la pre-
sente Convención y hubieren agotado los demás recursos locales disponibles.

3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del presente artícu-
lo y el nombre de cualquier órgano establecido o designado con arreglo al
párrafo 2 del presente artículo serán depositados, por el Estado parte interesado,
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copias
de los mismos a los demás Estados partes. Toda declaración podrá retirarse en
cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General, pero
dicha notificación no surtirá efectos con respecto a las comunicaciones que el
Comité tenga pendientes.

4. El órgano establecido o designado de conformidad con el párrafo 2 del
presente artículo llevará un registro de las peticiones y depositará anualmen-
te, por los conductos pertinentes, copias certificadas del registro en poder del
Secretario General, en el entendimiento de que el contenido de las mismas no
se dará a conocer públicamente.

5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano estable-
cido o designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo, el peticionario
tendrá derecho a comunicar el asunto al Comité dentro de los seis meses.

6. a) El Comité señalará confidencialmente toda comunicación que se le
remita a la atención del Estado parte contra quien se alegare una violación de
cualquier disposición de la presente Convención, pero la identidad de las per-
sonas o grupos de personas interesadas no se revelará sin su consentimiento
expreso. El Comité no aceptará comunicaciones anónimas.

b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación presen-
tará al Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cues-
tión y exponer qué medida correctiva, si la hubiere, ha adoptado.

7. a) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en cuenta todos los
datos puestos a su disposición por el Estado parte interesado y por el peticio-
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nario. El Comité no examinará ninguna comunicación de un peticionario sin
antes cerciorarse de que dicho peticionario ha agotado todos los recursos in-
ternos disponibles. Sin embargo, no se aplicará esta regla cuando la substan-
ciación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.

b) El Comité presentará al Estado parte interesado y al peticionario sus
sugerencias y recomendaciones, si las hubiere.

8. El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales comunicacio-
nes y, cuando proceda, un resumen de las explicaciones y declaraciones de los
Estados partes interesados, así como de sus propias sugerencias y recomenda-
ciones.

9. El Comité será competente para desempeñar las funciones previstas en
este artículo sólo cuando diez Estados partes en la presente Convención, por
lo menos, estuvieren obligados por declaraciones presentadas de conformidad
con el párrafo 1 de este artículo.

Artículo 15

1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaración sobre la concesión de
la independencia a los países y pueblos coloniales que figura en la resolución
1514 (XV) de la Asamblea General, de 14 de diciembre de 1960, las disposicio-
nes de la presente Convención no limitarán de manera alguna el derecho de
petición concedido a esos pueblos por otros instrumentos internacionales o por
las Naciones Unidas y sus organismos especializados.

2. a) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del artículo 8 de la pre-
sente Convención recibirá copia de las peticiones de los órganos de las Nacio-
nes Unidas que entienden de asuntos directamente relacionados con los prin-
cipios y objetivos de la presente Convención, y comunicará a dichos órganos,
sobre dichas peticiones, sus opiniones y recomendaciones, al considerar las
peticiones presentadas por los habitantes de los territorios bajo administración
fiduciaria o no autónomos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales se
aplique la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, relativas a asuntos
tratados en la presente Convención y sometidos a examen de los mencionados
órganos.

b) El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones Unidas
copia de los informes sobre las medidas legislativas, judiciales, administrati-
vas o de otra índole que, en relación directa con los principios y objetivos de
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esta Convención, hayan aplicado las Potencias administradoras en los territo-
rios mencionados en el anterior inciso a, y comunicará sus opiniones y reco-
mendaciones a esos órganos.

3. El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un resumen de
las peticiones e informes que haya recibido de los órganos de las Naciones
Unidas y las opiniones y recomendaciones que les haya comunicado acerca de
tales peticiones e informes.

4. El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas toda la
información disponible que guarde relación con los objetivos de la presente
Convención y que se refiera a los territorios mencionados en el inciso a) del
párrafo 2 del presente artículo.

Artículo 16

Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de controver-
sias o denuncias regirán sin perjuicio de otros procedimientos para solucionar
las controversias o denuncias en materia de discriminación establecidos en los
instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y sus organismos espe-
cializados o en convenciones aprobadas por ellos, y no impedirán que los
Estados partes recurran a otros procedimientos para resolver una controversia,
de conformidad con convenios internacionales generales o especiales que es-
tén en vigor entre ellos.

PARTE III

Artículo 17

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miem-
bros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así
como de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia
y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones
Unidas a ser parte en la presente Convención.

2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.
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Artículo 18

1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera de los
Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra.

2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

Artículo 19

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fe-
cha en que haya sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratifica-
ción o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella
después de haber sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratifica-
ción o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de
la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o
de adhesión.

Artículo 20

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos
los Estados que sean o lleguen a ser partes en la presente Convención los tex-
tos de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación
o de la adhesión. Todo Estado que tenga objeciones a una reserva notificará al
Secretario General que no la acepta, y esta notificación deberá hacerse dentro
de los noventa días siguientes a la fecha de la comunicación del Secretario
General.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósi-
to de la presente Convención, ni se permitirá ninguna reserva que pueda inhi-
bir el funcionamiento de cualquiera de los órganos establecidos en virtud de
la presente Convención. Se considerará que una reserva es incompatible o
inhibitoria si, por lo menos, las dos terceras partes de los Estados partes en la
Convención formulan objeciones a la misma.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, enviándose para
ello una notificación al Secretario General. Esta notificación surtirá efecto en
la fecha de su recepción.
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Artículo 21

Todo Estado parte podrá denunciar la presente Convención mediante notifica-
ción dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia sur-
tirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya reci-
bido la notificación.

Artículo 22

Toda controversia entre dos o más Estados partes con respecto a la interpreta-
ción o a la aplicación de la presente Convención, que no se resuelva mediante
negociaciones o mediante los procedimientos que se establecen expresamen-
te en ella, será sometida a la decisión de la Corte Internacional de Justicia a
instancia de cualquiera de las partes en la controversia, a menos que éstas
convengan en otro modo de solucionarla.

Artículo 23

1. Todo Estado parte podrá formular en cualquier tiempo una demanda de re-
visión de la presente Convención por medio de notificación escrita dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas
que deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda.

Artículo 24

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados
mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en los
artículos 17 y 18;

b) La fecha en que entre en vigor la presente Convención, conforme a lo
dispuesto en el artículo 19;

c) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los artículos
14, 20 y 23;

d) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 21.
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Artículo 25

1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y
ruso son igualmente auténticos, será depositada en los archivos de las Nacio-
nes Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas
de la presente Convención a todos los Estados pertenecientes a cualquiera de
las categorías mencionadas en el párrafo 1 del artículo 17 supra.
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CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA REPRESIÓN
Y EL CASTIGO DEL CRIMEN DE APARTHEID

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 30 de noviembre de 1973, mediante Resolución 3068
(XXVIII).

Entrada en vigor general: 18 de julio de 1976, de conformidad con
el artículo XV.
Adhesión de México: 4 de marzo de 1980.
Publicada en el Diario Oficial de la Federación: 3 de abril de 1980.
Entrada en vigor para México: 3 de abril de 1980.

Ante la situación que prevalecía principalmente en el sur del con-
tinente africano con el régimen en el poder en Sudáfrica, el cual
incluso había ocupado en forma violenta el territorio de Namibia,
la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó esta Conven-
ción, a fin de reconocer al apartheid como un crimen de lesa huma-
nidad. La propia Convención, en su artículo II, establece una defi-
nición de este delito y de las conductas que lo conforman.

Este tratado impone a los Estados Partes la obligación de adoptar
medidas legislativas, judiciales y administrativas para prevenir, re-
primir y castigar a las personas responsables del crimen de apartheid.
Incluso se prevé su extradición por dichos Estados.

La supervisión de la aplicación de este tratado se lleva por el
llamado Grupo de Tres, integrado por tres miembros de la Comisión
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, representantes de
los Estados Partes de la Convención, quienes revisan los informes



112 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

periódicos presentados por los Estados. Cabe señalar que este me-
canismo de aplicación se dejó en suspenso a partir del cambio de
circunstancias operado en el sur del continente africano, en don-
de Namibia se constituyó en Estado independiente y en Sudáfrica
se abolió el régimen de apartheid y se estableció un gobierno sus-
tentado en elecciones democráticas.

* * *

Los Estados Partes en la presente Convención,
Recordando las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, en virtud

de la cual todos los Miembros se han comprometido a tomar medidas conjun-
ta o separadamente, en cooperación con la Organización, para lograr el respe-
to universal de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos,
sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efecti-
vidad de tales derechos y libertades,

Considerando la Declaración Universal de Derechos Humanos, que pro-
clama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y de-
rechos y que toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados
en la Declaración, sin distinción alguna, en particular de raza, color u origen
nacional,

Considerando la Declaración sobre la concesión de la independencia a los
países y pueblos coloniales, en la que la Asamblea General señala que el pro-
ceso de liberación es irresistible e irreversible y que, en pro de la dignidad
humana, del progreso y de la justicia, es preciso poner fin al colonialismo y a
todas las prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan,

Observando que, conforme a la Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación Racial, los Estados condenan es-
pecialmente la segregación racial y el apartheid y se comprometen a prevenir,
prohibir y eliminar todas las prácticas de esa naturaleza en los territorios bajo
su jurisdicción,

Observando que en la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito
de Genocidio ciertos actos que pueden calificarse también de actos de apartheid
constituyen un delito de derecho internacional;

Observando que, conforme a la Convención sobre la imprescriptibilidad de
los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, “los actos inhu-
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manos debidos a la política de apartheid” están calificados de crímenes de lesa
humanidad;

Observando que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha aprobado
varias resoluciones en las que se condenan la política y las prácticas de
apartheid como crímenes de lesa humanidad,

Observando que el Consejo de Seguridad ha subrayado que el apartheid y
su intensificación y expansión constantes perturban y amenazan gravemente
la paz y la seguridad internacionales,

Convencidos de que una convención internacional sobre la represión y el
castigo del crimen de apartheid permitiría adoptar medidas más eficaces, tan-
to en el plano internacional como en el nacional, con objeto de reprimir y cas-
tigar el crimen de apartheid,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo I

1. Los Estados Partes en la presente Convención declaran que el apartheides
un crimen de lesa humanidad y que los actos inhumanos que resultan de las
políticas y prácticas de apartheid y las políticas y prácticas análogas de segre-
gación y discriminación racial que se definen en el artículo II de la presente
Convención son crímenes que violan los principios del derecho internacional,
en particular los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, y
que constituyen una amenaza seria para la paz y la seguridad internacionales.

2. Los Estados Partes en la presente Convención declaran criminales las
organizaciones, las instituciones y los particulares que cometen el crimen de
apartheid.

Artículo II

A los fines de la presente Convención, la expresión “crimen de apartheid”, que
incluirá las políticas y prácticas análogas de segregación y discriminación racial
tal como se practican en el África meridional, denotará los siguientes actos
inhumanos cometidos con el fin de instituir y mantener la denominación de un
grupo racial de personas sobre cualquier otro grupo racial de personas y de
oprimirlo sistemáticamente:
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a) La denegación a uno o más miembros de uno o más grupos raciales del
derecho a la vida y a la libertad de la persona:

i) Mediante el asesinato de miembros de uno o más grupos raciales;
ii) Mediante atentados graves contra la integridad física o mental, la li-

bertad o la dignidad de los miembros de uno o más grupos raciales,
o su sometimiento a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o
degradantes;

iii) Mediante la detención arbitraria y la prisión ilegal de los miembros
de uno o más grupos raciales;

b) La imposición deliberada a uno o más grupos raciales de condiciones de
existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

c) Cualesquiera medidas legislativas o de otro orden destinadas a impedir
a uno o más grupos raciales la participación en la vida política, social,
económica y cultural del país y a crear deliberadamente condiciones que
impidan el pleno desarrollo de tal grupo o tales grupos, en especial de-
negando a los miembros de uno o más grupos raciales los derechos hu-
manos y libertades fundamentales, entre ellos el derecho al trabajo, el
derecho a formar asociaciones sindicales reconocidas, el derecho a la
educación, el derecho a salir de su país y a regresar al mismo, el derecho
a una nacionalidad, el derecho a la libertad de circulación y de residen-
cia, el derecho a la libertad de opinión y de expresión y el derecho a la
libertad de reunión y de asociación pacíficas;

d) Cualesquiera medidas, incluidas las de carácter legislativo, destinadas a
dividir la población según criterios raciales, creando reservas y guetos se-
parados para los miembros de uno o más grupos raciales, prohibiendo los
matrimonios mixtos entre miembros de distintos grupos raciales y expro-
piando los bienes raíces pertenecientes a uno o más grupos raciales o a
miembros de los mismos;

e) La explotación del trabajo de los miembros de uno o más grupos racia-
les, en especial sometiéndolos a trabajo forzoso;

f) La persecución de las organizaciones y personas que se oponen al
apartheid privándolas de derechos y libertades fundamentales.
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Artículo III

Se considerarán criminalmente responsables en el plano internacional, cual-
quiera que sea el móvil, los particulares, los miembros de las organizaciones
e instituciones y los representantes del Estado, tanto si residen en el territorio
del Estado en que se perpetran los actos como en cualquier otro Estado que:

a) Cometan los actos enumerados en el artículo II de la presente Conven-
ción, o que participen en su comisión, la inciten directamente o se con-
fabulen para ella;

b) Alienten o estimulen directamente la comisión del crimen de apartheid
o cooperen directamente en ella.

Artículo IV

Los Estados Partes en la presente Convención se obligan:

a) A adoptar las medidas legislativas o de otro orden que sean necesarias
para reprimir e impedir el aliento al crimen de apartheid y las políticas
segregacionistas similares o sus manifestaciones y para castigar a las per-
sonas culpables de tal crimen;

b) A adoptar medidas legislativas, judiciales y administrativas para perse-
guir, enjuiciar y castigar conforme a su jurisdicción a las personas respon-
sables o acusadas de los actos enumerados en el artículo II de la presen-
te Convención, independientemente de que tales personas residan en el
territorio del Estado en que se han cometido los actos o sean nacionales
de ese Estado o de algún otro Estado o sean personas apátridas.

Artículo V

Las personas acusadas de los actos enumerados en el artículo II de la presente
Convención podrán ser juzgadas por un tribunal competente de cualquier Es-
tado Parte en la Convención que tenga jurisdicción sobre esas personas, o por
cualquier tribunal penal internacional que sea competente respecto a los Esta-
dos Partes que hayan reconocido su jurisdicción.
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Artículo VI

Los Estados Partes en la presente Convención se obligan a aceptar y cumplir
con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas las decisiones adoptadas por el
Consejo de Seguridad encaminadas a prevenir, reprimir y castigar el crimen de
apartheid, así como a cooperar en la ejecución de las decisiones que adopten
otros órganos competentes de las Naciones Unidas con miras a la realización
de los propósitos de la Convención.

Artículo VII

1. Los Estados Partes en la presente Convención se obligan a presentar perió-
dicamente informes al grupo establecido con arreglo al artículo IX sobre las
medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otro orden que hayan
adoptado para poner en práctica las disposiciones de la Convención.

2. Por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas se transmi-
tirán copias de esos informes al Comité Especial del Apartheid.

Artículo VIII

Todo Estado Parte en la presente Convención podrá pedir a cualquier órgano
competente de las Naciones Unidas que adopte, de conformidad con la Carta
de las Naciones Unidas, todas las medidas que considere indispensables para
la prevención y represión del crimen de apartheid.

Artículo IX

1. El Presidente de la Comisión de Derechos Humanos nombrará un grupo
compuesto de tres miembros de dicha comisión, que sean al mismo tiempo
representantes de Estados Partes en la presente Convención, el cual se encar-
gará de examinar los informes presentados por los Estados Partes con arreglo
al artículo VII.

2. En caso de que entre los miembros de la Comisión de Derechos Huma-
nos no figuren representantes de Estados Partes en la presente Convención o
sean menos de tres, el Secretario General de las Naciones Unidas nombrará,
previa consulta con todos los Estados Partes en la presente Convención, a uno
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o más representantes de Estados Partes en la presente Convención que no sean
miembros de la Comisión de Derechos Humanos para que participen en los
trabajos del grupo constituido con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 1 del
presente artículo, hasta que sean elegidos miembros de la Comisión de Dere-
chos Humanos representantes de Estados Partes en la Convención.

3. Dicho grupo podrá reunirse para examinar los informes presentados con
arreglo a lo dispuesto en el artículo VII por un período no mayor de cinco días
antes o después de los períodos de sesiones de la Comisión de Derechos Hu-
manos.

Artículo X

1. Los Estados Partes en la presente Convención autorizan a la Comisión de
Derechos Humanos para que:

a) Pida a los órganos de las Naciones Unidas que, cuando transmitan copias
de las peticiones previstas en el artículo 15 de la Convención Internacio-
nal sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial,
señalen a su atención las denuncias relativas a los actos enumerados en
el artículo II de la presente Convención;

b) Prepare, sobre la base de los informes de los órganos competentes de las
Naciones Unidas y de los informes periódicos de los Estados Partes en
la presente Convención, una lista de los particulares, organizaciones, ins-
tituciones y representantes de Estados que se presumen responsables de
los crímenes enumerados en el artículo II, así como de aquellos contra
quienes los Estados Partes en la presente Convención hayan incoado
procedimientos judiciales;

c) Solicite de los órganos competentes de las Naciones Unidas información
acerca de las medidas adoptadas por las autoridades encargadas de la ad-
ministración de los territorios en fideicomiso y no autónomos y de todos
los demás territorios a que se refiere la resolución 1514 (XV) de 14 de
diciembre de 1960 de la Asamblea General con respecto a los particula-
res que se presuman responsables de crímenes enumerados en el artícu-
lo II de la presente Convención y que se crea se hallan bajo su jurisdic-
ción territorial y administrativa.
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2. En tanto no se logren los objetivos de la Declaración sobre la concesión
de la independencia a los países y pueblos coloniales, contenida en la resolu-
ción 1514 (XV) de Asamblea General, las disposiciones de la presente Con-
vención no limitarán de manera alguna el derecho de petición concedido a esos
pueblos por otros instrumentos internacionales o por las Naciones Unidas y sus
organismos especializados.

Artículo XI

1. Los actos enumerados en el artículo II de la presente Convención no se re-
putarán delitos políticos para los efectos de la extradición.

2. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen en tal caso
a conceder la extradición conforme a su legislación y a los tratados vigentes.

Artículo XII

Toda controversia entre los Estados Partes relativa a la interpretación, la apli-
cación o la ejecución de la presente Convención que no haya sido resuelta
mediante negociaciones se someterá, a instancia de los Estados Partes en la
controversia, a la Corte Internacional de Justicia, a menos que las partes ha-
yan convenido en otro medio de arreglo.

Artículo XIII

La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados. Cualquier
Estado que no firmare la Convención antes de su entrada en vigor podrá adhe-
rirse a ella.

Artículo XIV

1. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ra-
tificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

2. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de ad-
hesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 119

Artículo XV

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día después de la fe-
cha en que se haya depositado en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella
después de haberse depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha
del depósito de su propio instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo XVI

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notifica-
ción por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La
denuncia surtirá efectos un año después de la fecha de recepción de la notifi-
cación por el Secretario General.

Artículo XVII

1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá solicitar en cualquier
momento la revisión de la misma mediante notificación por escrito dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que,
en su caso, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

Artículo XVIII

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados
los siguientes datos:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones con arreglo a los artículos XIII y
XIV;

b) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con arreglo al
artículo XV;

c) Las denuncias hechas con arreglo al artículo XVI;
d) Las notificaciones hechas con arreglo al artículo XVII.
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Artículo XIX

1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y
ruso son igualmente auténticos, se depositará en los archivos de las Naciones
Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certifica-
das de la presente Convención a todos los Estados.
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CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN
DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN

CONTRA LA MUJER

Adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979, mediante Resolución
34/180.

Entrada en vigor general: 3 de septiembre de 1981, de conformi-
dad con el artículo 27.
Ratificación de México: 23 de marzo de 1981.
Publicada en el Diario Oficial de la Federación: 12 de mayo de
1981.
Entrada en vigor para México: 3 de septiembre de 1981.

Esta Convención sigue los principios ya enunciados por la Decla-
ración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
y tiene como fin garantizar la igualdad entre el hombre y la mujer.

Para el logro de este objetivo, el tratado establece una definición
de la expresión “discriminación contra la mujer”, entendida como
una exclusión, distinción o restricción basada en el sexo.

De conformidad con el tratado, los Estados se comprometen a
adoptar todo tipo de medidas para prevenir, suprimir y sancionar
la discriminación contra la mujer. En especial se pide a los Estados la
supresión de la trata y la prostitución de la mujer.
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El tratado señala en diversos artículos los derechos que deben ser
garantizados a las mujeres en el ámbito político, educativo, laboral,
de la salud y de la familia.

La Convención crea un órgano de vigilancia de su aplicación, en
este caso se trata del Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción contra la Mujer, el cual se encarga de examinar los informes
presentados por los Estados Partes en relación con las medidas que
han adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la Conven-
ción. El Comité puede hacer sugerencias o recomendaciones a partir
de la revisión de los citados informes.

* * *

Los Estados Partes en la presente Convención,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los

derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona hu-
mana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafir-
ma el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres huma-
nos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede
invocar todos los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin
distinción alguna y, por ende, sin distinción de sexo,

Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de De-
rechos Humanos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la
igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales,
civiles y políticos,

Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los
auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para
favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomenda-
ciones aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para
favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos ins-
trumentos las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones,

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la
igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la par-
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ticipación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida
política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo
para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el
pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país
y a la humanidad,

Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene
un acceso mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y
las oportunidades de empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades,

Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico interna-
cional basado en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la
promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer,

Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racis-
mo, de discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupa-
ción y dominación extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los
Estados es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del hombre y
de la mujer,

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales,
el alivio de la tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Es-
tados con independencia de sus sistemas sociales y económicos, el desarme
general y completo, en particular el desarme nuclear bajo un control interna-
cional estricto y efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, la igual-
dad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la realización del
derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocu-
pación extranjera a la libre determinación y la independencia, así como el res-
peto de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el pro-
greso social y el desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena
igualdad entre el hombre y la mujer,

Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las es-
feras, en igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el
desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de
la paz,

Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al
desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importan-
cia social de la maternidad y la función tanto del padre como de la madre en
la familia y en la educación de los hijos, y conscientes de que el papel de la
mujer en la procreación no debe ser causa de discriminación, sino que la edu-
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cación de los niños exige la responsabilidad compartida entre hombres y mu-
jeres y la sociedad en su conjunto,

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer
es necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mu-
jer en la sociedad y en la familia,

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la
eliminación de la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las
medidas necesarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus formas
y manifestaciones,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1

A los efectos de la presente Convención, la expresión «discriminación contra
la mujer» denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo
que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce
o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base
de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o
en cualquier otra esfera.

Artículo 2

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus
formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones,
una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal
objeto, se comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en
cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hom-
bre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la reali-
zación práctica de ese principio;
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b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las san-
ciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la
mujer;

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una
base de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tri-
bunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la pro-
tección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación;

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra
la mujer y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen
de conformidad con esta obligación;

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación con-
tra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o em-
presas;

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para
modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan
discriminación contra la mujer;

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan dis-
criminación contra la mujer.

Artículo 3

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas
política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de
carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer,
con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y
las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Artículo 4

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter tem-
poral encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer
no se considerará discriminación en la forma definida en la presente Conven-
ción, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento
de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan
alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato.
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2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las
contenidas en la presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad
no se considerará discriminatoria.

Artículo 5

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y muje-
res, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas
consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea
de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funcio-
nes estereotipadas de hombres y mujeres;

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecua-
da de la maternidad como función social y el reconocimiento de la res-
ponsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al
desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos
constituirá la consideración primordial en todos los casos.

Artículo 6

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter
legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de
la prostitución de la mujer.

PARTE II

Artículo 7

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular,
garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el
derecho a:

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para
todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;
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b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la eje-
cución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones pú-
blicas en todos los planos gubernamentales;

c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que
se ocupen de la vida pública y política del país.

Artículo 8

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la
mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna,
la oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de
participar en la labor de las organizaciones internacionales.

Artículo 9

1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hom-
bres para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en par-
ticular, que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad
del marido durante el matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de
la esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del
cónyuge.

2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hom-
bre con respecto a la nacionalidad de sus hijos.

PARTE III

Artículo 10

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con
el hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condi-
ciones de igualdad entre hombres y mujeres:

a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capaci-
tación profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las
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instituciones de enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rura-
les como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en la enseñanza pre-
escolar, general, técnica, profesional y técnica superior, así como en to-
dos los tipos de capacitación profesional;

b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a
personal docente del mismo nivel profesional y a locales y equipos esco-
lares de la misma calidad;

c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculi-
no y femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza,
mediante el estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación
que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, mediante la mo-
dificación de los libros y programas escolares y la adaptación de los
métodos de enseñanza;

d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvencio-
nes para cursar estudios;

e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación per-
manente, incluidos los programas de alfabetización funcional y de adul-
tos, con miras en particular a reducir lo antes posible toda diferencia de
conocimientos que exista entre hombres y mujeres;

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la orga-
nización de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan deja-
do los estudios prematuramente;

g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la
educación física;

h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la
salud y el bienestar de la familia, incluida la información y el asesora-
miento sobre planificación de la familia.

Artículo 11

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la
mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en
particular:
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a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano;
b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplica-

ción de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo;
c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso,

a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condicio-
nes de servicio, y el derecho a la formación profesional y al readiestra-
miento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el
adiestramiento periódico;

d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de
trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato
con respecto a la evaluación de la calidad del trabajo;

e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación,
desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para traba-
jar, así como el derecho a vacaciones pagadas;

f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones
de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción.

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matri-
monio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los
Estados Partes tomarán medidas adecuadas para:

a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o
licencia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base
del estado civil;

b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestacio-
nes sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o
los beneficios sociales;

c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para
permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con
las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, es-
pecialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red
de servicios destinados al cuidado de los niños;

d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de
trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella.
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3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en
este artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos cien-
tíficos y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda.

Artículo 12

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de ase-
gurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servi-
cios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la
familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes
garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el
parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando
fuere necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo
y la lactancia.

Artículo 13

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social
a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los
mismos derechos, en particular:

a) El derecho a prestaciones familiares;
b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de

crédito financiero;
c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en

todos los aspectos de la vida cultural.

Artículo 14

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace
frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia
económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de
la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplica-
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ción de las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las zonas
rurales.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar
la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desa-
rrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a:

a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos
los niveles;

b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive infor-
mación, asesoramiento y servicios en materia de planificación de la fa-
milia;

c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social;
d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no

académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así
como, entre otros, los beneficios de todos los servicios comunitarios y de
divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica;

e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad
de acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta
propia o por cuenta ajena;

f) Participar en todas las actividades comunitarias;
g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de

comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual
en los planes de reforma agraria y de reasentamiento;

h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas
de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimien-
to de agua, el transporte y las comunicaciones.

PARTE IV

Artículo 15

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante
la ley.
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2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capa-
cidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejer-
cicio de esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos
para firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en to-
das las etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales.

3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro ins-
trumento privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídi-
ca de la mujer se considerará nulo.

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos dere-
chos con respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circu-
lar libremente y a la libertad para elegir su residencia y domicilio.

Artículo 16

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la
discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matri-
monio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones
de igualdad entre hombres y mujeres:

a) El mismo derecho para contraer matrimonio;
b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio

sólo por su libre albedrío y su pleno consentimiento;
c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con

ocasión de su disolución;
d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera

que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos
los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial;

e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus
hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la informa-
ción, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos;

f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela,
custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera
que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos,
los intereses de los hijos serán la consideración primordial;

g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el
derecho a elegir apellido, profesión y ocupación;
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h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propie-
dad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes,
tanto a título gratuito como oneroso.

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de ni-
ños y se adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislati-
vo, para fijar una edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer
obligatoria la inscripción del matrimonio en un registro oficial.

PARTE V

Artículo 17

1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la pre-
sente Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en
el momento de la entrada en vigor de la Convención, de dieciocho y, después
de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veinti-
trés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por
la Convención. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus
nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta una
distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas
de civilización, así como los principales sistemas jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de un lista
de personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Par-
tes podrá designar una persona entre sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entra-
da en vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha
de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una
carta a los Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas en un pla-
zo de dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético
de todas las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes
que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes.

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados
Partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede



134 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

de las Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos
tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité los can-
didatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los
votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes.

5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el
mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al
cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente
del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.

6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará
de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo,
después de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la Convención
o se haya adherido a ella. El mandato de dos de los miembros adicionales ele-
gidos en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente del
Comité, expirará al cabo de dos años.

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya
cesado en sus funciones como miembro del Comité designará entre sus nacio-
nales a otro experto a reserva de la aprobación del Comité.

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General,
percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y
condiciones que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de
las funciones del Comité.

9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal
y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité
en virtud de la presente Convención.

Artículo 18

1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las
Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medi-
das legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado
para hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre los
progresos realizados en este sentido:

a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para
el Estado de que se trate;
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b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Co-
mité lo solicite.

2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afec-
ten al grado de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente
Convención.

Artículo 19

1. El Comité aprobará su propio reglamento.
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.

Artículo 20

1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no
exceda de dos semanas para examinar los informes que se le presenten de
conformidad con el artículo 18 de la presente Convención.

2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las
Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.

Artículo 21

1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anual-
mente a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y
podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el
examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas
sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe
del Comité junto con las observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del
Comité a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su
información.

Artículo 22

Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el
examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que
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correspondan a la esfera de las actividades. El Comité podrá invitar a los or-
ganismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la
Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.

PARTE VI

Artículo 23

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna
que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que
pueda formar parte de:

a) La legislación de un Estado Parte; o
b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese

Estado.

Artículo 24

Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en
el ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos recono-
cidos en la presente Convención.

Artículo 25

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.
2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de

la presente Convención.
3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de

ratificación se depositaran en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados.
La adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.
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Artículo 26

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una
solicitud de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que,
en caso necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

Artículo 27

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fe-
cha en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después
de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión,
la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal
Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 28

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos
los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento
de la ratificación o de la adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósi-
to de la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una
notificación a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas, quien informará de ello a todos los Estados. Esta notificación surtirá
efecto en la fecha de su recepción.

Artículo 29

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a
la interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione
mediante negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si
en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de so-
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licitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma
del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte
Internacional de Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad
con el Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente
Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera
obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no
estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya formula-
do esa reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo
2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al
Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 30

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés
y ruso son igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas.

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman la
presente Convención.
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CONVENCIÓN INTERNACIONAL CONTRA
EL APARTHEID EN LOS DEPORTES

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1985, mediante Resolución 40/64 G.

Entrada en vigor general: 3 de abril de 1988, de conformidad con
el artículo 18.
Ratificación de México: 18 de junio de 1987.
Publicada en el Diario Oficial de la Federación: 7 de septiembre de
1987.
Entrada en vigor para México: 3 de abril de 1988.

Este tratado tiene como finalidad eliminar la aplicación de sistemas
de segregación y discriminación raciales en las actividades depor-
tivas profesionales o de aficionados, ya que el mérito debe ser el
único criterio para la participación en tales actividades. De acuer-
do con este objetivo los Estados Partes se obligan a suprimir cual-
quier contacto deportivo con países que practiquen el apartheid, e,
incluso, tienen el deber de evitar que las organizaciones deportivas
y los deportistas particulares mantengan ese contacto.

La Convención se refiere al principio olímpico de la no discrimi-
nación, por lo que pide a los Estados que tomen las medidas nece-
sarias para expulsar de las organizaciones deportivas internacionales
a los países que practican el apartheid. A este respecto, es necesa-
rio recordar que Sudáfrica fue excluida de los juegos olímpicos preci-
samente por practicar el apartheid. En la actualidad se ha reincor-
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porado al movimiento olímpico, toda vez que en 1991 fue abolido
ese régimen de segregación racial.

La Convención también estableció una Comisión contra el Apar-
theid en los Deportes para conocer de los informes presentados por
los Estados Partes en relación con las medidas adoptadas para dar
cumplimiento al tratado.

* * *

Los Estados Partes en la presente Convención,
Recordando las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, por las

cuales todos los Estados Miembros se comprometen a tomar medidas conjunta
o separadamente, en cooperación con la Organización, para lograr el respeto
universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales de todos, sin distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos procla-
ma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos
y que toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en la
Declaración, sin distinción alguna, en particular por motivos de raza, color u
origen nacional,

Observando que, de acuerdo con los principios de la Convención Interna-
cional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, los
Estados Partes en la dicha Convención condenan especialmente la segregación
racial y el apartheid y se comprometen a prevenir, prohibir y eliminar todas las
prácticas de esa naturaleza en todas las esferas,

Observando que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha aprobado
varias resoluciones en que se condena la práctica del apartheid en los depor-
tes y ha afirmado su apoyo incondicional al principio olímpico de que no se ha
de permitir discriminación alguna por motivos de raza, religión o afiliación
política, y de que el mérito debe constituir el único criterio para la participa-
ción en las actividades deportivas,

Considerando que la Declaración Internacional contra el Apartheid en los
Deportes, aprobada por la Asamblea General el 14 de diciembre de 1977, afir-
ma solemnemente la necesidad de eliminar rápidamente el apartheid en los
deportes,
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Recordando las disposiciones de la Convención Internacional sobre la Re-
presión y el Castigo del Crimen de Apartheid y reconociendo en particular que
la participación en intercambios deportivos con equipos seleccionados sobre la
base del apartheid apoya y alienta en forma directa la comisión del crimen de
apartheid, según se define en esa Convención,

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar la práctica
del apartheid en los deportes y fomentar los contactos deportivos internacio-
nales basados en el principio olímpico,

Reconociendo que los contactos deportivos con cualquier país que practi-
que el apartheid en los deportes condonan y refuerzan el apartheid violando los
principios olímpicos y, en consecuencia, se convierten en una legítima preocu-
pación de todos los gobiernos,

Deseosos de aplicar los principios consagrados en la Declaración Interna-
cional contra el Apartheid en los Deportes y de lograr que se adopten lo antes
posible medidas prácticas para ese fin,

Convencidos de que la aprobación de una Convención Internacional contra
el Apartheid en los Deportes daría lugar a la adopción de medidas más efica-
ces en el plano internacional y nacional, con miras a la eliminación del
apartheid en los deportes,

Han acordado lo siguiente:

Artículo I

A los fines de la presente Convención:

a) La expresión “apartheid” denotará un sistema de segregación y discrimi-
nación raciales institucionalizadas con el fin de establecer y mantener la
dominación de un grupo racial de personas sobre otro grupo racial de
personas y de oprimirlo sistemáticamente, como el que practica Sudá-
frica, y la expresión “apartheid en los deportes” denotará la aplicación de
las políticas y prácticas de tal sistema a las actividades deportivas orga-
nizadas ya sea sobre una base profesional o de aficionados;

b) La expresión “instalaciones deportivas nacionales” denotará cualesquiera
instalaciones deportivas que se utilicen dentro del marco de un progra-
ma de deportes que funcione con los auspicios de un gobierno nacional;
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c) La expresión “principio olímpico” denotará el principio de que no se
permite discriminación alguna por motivos de raza, religión o afiliación
política;

d) La expresión “contrato deportivo” denotará todo contrato concertado para
organizar, promover o realizar cualquier actividad deportiva, incluidos
los contratos relativos a derechos derivados de esas actividades, entre
ellos los relacionados con la prestación de servicios a tales actividades;

e) La expresión “organizaciones deportivas” denotará los comités olímpi-
cos nacionales, las federaciones deportivas nacionales y los comités di-
rectivos de deportes nacionales o cualquier otra organización constitui-
da para organizar actividades deportivas al nivel nacional;

f) La expresión “equipo” denotará a un grupo de deportistas organizados
con el fin de participar en actividades deportivas en competencia con
otros grupos organizados de la misma índole;

g) La expresión “deportistas” denotará los hombres y mujeres que partici-
pan en actividades deportivas en forma particular o en equipo, así como
a los administradores, instructores, entrenadores u otros funcionarios
cuyas actividades sean fundamentales para la actuación de un equipo.

Artículo 2

Los Estados Partes condenan enérgicamente el apartheid y se comprometen a
aplicar inmediatamente y por todos los medios apropiados una política enca-
minada a eliminar la práctica del apartheid en todas sus formas en los deportes.

Artículo 3

Los Estados Partes no permitirán contactos deportivos con los países que prac-
tiquen el apartheid y adoptarán medidas apropiadas para asegurar que sus or-
ganizaciones deportivas, equipos y deportistas particulares no mantengan ta-
les contactos.

Artículo 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para impedir los
contactos deportivos con los países que practiquen el apartheid y asegurarán
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que se disponga de medios eficaces para lograr la observancia de esas me-
didas.

Artículo 5

Los Estados Partes se negarán a prestar asistencia financiera o de otra índole
a sus organizaciones deportivas, equipos y deportistas particulares para que
participen en actividades deportivas en países que practiquen el apartheid, o
con equipos o deportistas particulares que hayan sido seleccionados sobre la
base del apartheid.

Artículo 6

Todo Estado Parte adoptará medidas apropiadas con respecto a sus organiza-
ciones deportivas, equipos y deportistas particulares que participen en activi-
dades deportivas en un país que practique el apartheid o con equipos que re-
presenten a un país que practique el apartheid y, en especial:

a) Se negará a prestar asistencia financiera o de otra índole, cualquiera que
sea su fin, a tales organizaciones deportivas, equipos y deportistas par-
ticulares;

b) Limitará a tales organizaciones deportivas, equipos y deportistas particu-
lares el acceso a las instalaciones deportivas nacionales;

c) No reconocerá la validez de ningún contrato deportivo que entrañe la
realización de actividades deportivas en un país que practique el apar-
theid o con equipos o deportistas particulares elegidos sobre la base del
apartheid;

d) No concederá honores o premios nacionales en los deportes a tales equi-
pos o deportistas particulares y retirará los que les haya conferido;

e) No celebrará recepciones oficiales en honor de tales equipos o deportistas.

Artículo 7

Los Estados Partes no concederán visados a los representantes de organizacio-
nes deportivas, equipos o deportistas particulares que representen a países que
practiquen el apartheid, ni permitirán su ingreso en el país.
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Artículo 8

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para asegurar que
todo país que practique el apartheid sea expulsado de las organizaciones de-
portivas internacionales y regionales.

Artículo 9

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para impedir que
las organizaciones deportivas internacionales impongan sanciones financieras
o de otra índole a las organizaciones afiliadas que, de conformidad con las
resoluciones de las Naciones Unidas, las disposiciones de la presente Conven-
ción y el espíritu del principio olímpico, se nieguen a participar en aconteci-
mientos deportivos con un país que practique el apartheid.

Artículo 10

1. Los Estados Partes no escatimarán esfuerzos para asegurar el cumplimien-
to universal del principio olímpico de no discriminación y las disposiciones de
la presente Convención.

2. Con este fin, los Estados Partes prohibirán el ingreso en sus países de
miembros de equipos y de deportistas particulares que participen o hayan par-
ticipado en competencias deportivas en Sudáfrica y prohibirán el ingreso en sus
países a los representantes de organizaciones deportivas, miembros de equipos
y deportistas particulares que inviten por su propia iniciativa a organizaciones
deportivas, equipos y deportistas que representen oficialmente a un país que
practique el apartheid y participen en competencias bajo su bandera. Los Es-
tados Partes podrán también prohibir el ingreso a los representantes de orga-
nizaciones deportivas, miembros de equipos y deportistas particulares que
mantengan contactos deportivos con organizaciones deportivas, equipos o
deportistas que representen a un país que practique el apartheid y participen en
actividades deportivas bajo su bandera. La prohibición de ingreso no violará
las reglamentaciones de las federaciones deportivas pertinentes que apoyen la
eliminación del apartheid de los deportes y se aplicará solamente a la partici-
pación en actividades deportivas.
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3. Los Estados Partes pedirán a sus representantes nacionales en federacio-
nes deportivas internacionales que tomen todas las medidas posibles y prácti-
cas para impedir la participación de las organizaciones deportivas, equipos y
deportistas a que se hace referencia en el párrafo 2 supra en competencias de-
portivas internacionales y, por intermedio de sus representantes en las organi-
zaciones deportivas internacionales, adoptarán todas las medidas posibles para:

a) Lograr la expulsión de Sudáfrica de todas las federaciones en que siga
siendo miembro y negar a Sudáfrica la readquisición de la calidad de
miembro de cualquier federación de la que haya sido expulsada;

b) En el caso de federaciones nacionales que condonen los intercambios
con un país que practique el apartheid, imponer sanciones contra esas
federaciones nacionales, incluidas, en caso necesario, la expulsión de
la organización deportiva internacional pertinente y la exclusión de sus
representantes de la participación en competencias deportivas interna-
cionales.

4. En los casos de violación abierta de las disposiciones de la presente
Convención, los Estados Partes adoptarán las medidas que consideren apropia-
das, incluidas, en caso necesario, medidas encaminadas a excluir a los órganos
directivos nacionales de deportes responsables, las federaciones deportivas
nacionales o los deportistas de los países interesados de las competencias de-
portivas internacionales.

5. La aplicación de las disposiciones del presente artículo que se relacionan
concretamente con Sudáfrica cesará una vez que se haya abolido el sistema de
apartheid en ese país.

Artículo 11

1. Se establecerá una Comisión contra el Apartheid en los Deportes (deno-
minada en lo que sigue “la Comisión”) compuesta de quince miembros de
probada integridad y dedicación a la lucha contra el apartheid, prestando es-
pecial atención a la participación de personas con experiencia en cuestiones
de administración deportiva, elegidos por los Estados Partes de entre sus na-
cionales teniendo presente la conveniencia de lograr la distribución geográ-
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fica más equitativa posible y la representación de los principales sistemas ju-
rídicos.

2. Los miembros de la Comisión se elegirán por voto secreto de una lista de
personas designadas por los Estados Partes. Cada Estado Parte podrá designar
una persona de entre sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la entrada en vigor
de la presente Convención. Por lo menos tres meses antes de la fecha de cada
elección, el Secretario General de las Naciones Unidas enviará una carta a los
Estados Partes invitándolos a presentar sus nombramientos dentro de un pla-
zo de dos meses. El Secretario General preparará una lista en orden alfabético
de todas las personas así designadas, con indicación de los Estados Partes que
las hayan designado, y enviará esa lista a los Estados Partes.

4. Las elecciones de los miembros de la Comisión se realizarán en una re-
unión de los Estados Partes organizada por el Secretario General en la Sede de
las Naciones Unidas. En esa reunión, para la cual constituirán quórum dos
tercios de los Estados Partes, las personas elegidas para integrar la Comisión
serán aquellas que obtengan el mayor número de votos y una mayoría absolu-
ta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes.

5. Los miembros de la Comisión se elegirán por un período de cuatro años.
Sin embargo, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera
elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la prime-
ra elección, el Presidente de la Comisión elegirá por sorteo los nombres de esos
nueve miembros.

6. Para llenar las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo nacional haya
cesado en el desempeño de sus funciones como miembro de la Comisión de-
signará otra persona de entre sus nacionales, con sujeción a la aprobación del
Comité.

7. Los Estados Partes se encargarán de los gastos de los miembros de la
Comisión mientras presten servicios en la Comisión.

Artículo 12

1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Secretario General de las
Naciones Unidas, para su examen por la Comisión, un informe sobre las me-
didas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adop-
tado para hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención dentro
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del plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención y, en lo
sucesivo, cada dos años. La Comisión podrá solicitar de los Estados Partes más
información al respecto.

2. La Comisión informará todos los años sobre sus actividades a la Asam-
blea General de las Naciones Unidas por conducto del Secretario General, y
podrá hacer sugerencias y recomendaciones generales basadas en el examen
de los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas suge-
rencias y recomendaciones se comunicarán a la Asamblea General, junto con
las observaciones de los Estados Partes pertinentes, si las hubiere.

3. La Comisión vigilará, en particular, la aplicación de las disposiciones del
artículo 10 de la presente Convención y formulará recomendaciones sobre las
medidas que deberán adoptarse.

4. El Secretario General podrá convocar una reunión de los Estados Partes
a solicitud de la mayoría de los Estados Partes para considerar la adopción de
nuevas medidas en relación con la aplicación de las disposiciones del artícu-
lo 10 de la presente Convención. En los casos de violación abierta de las dis-
posiciones de la presente Convención, el Secretario General convocará, a so-
licitud de la Comisión, una reunión de los Estados Partes.

Artículo 13

1. Cualquier Estado Parte podrá declarar en cualquier momento que reconoce
la competencia de la Comisión para recibir y examinar las quejas sobre viola-
ciones de las disposiciones de la presente Convención que presenten los Esta-
dos Partes que también hayan hecho tal declaración. La Comisión podrá deter-
minar las medidas apropiadas que deberán tomarse respecto de las violaciones.

2. Los Estados Partes contra los cuales se presente la queja, de conformidad
con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, tendrán derecho a enviar
a un representante para que participe en las actuaciones de la Comisión.

Artículo 14

1. La Comisión se reunirá por lo menos una vez al año.
2. La Comisión aprobará su propio reglamento.
3. La secretaría de la Comisión será provista por el Secretario General de las

Naciones Unidas.
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4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de
las Naciones Unidas.

5. El Secretario General convocará la reunión inicial de la Comisión.

Artículo 15

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente
Convención.

Artículo 16

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados en la
Sede de las Naciones Unidas hasta que entre en vigor.

2. La presente Convención está sujeta a la ratificación, aceptación o apro-
bación de los Estados signatarios.

Artículo 17

La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados.

Artículo 18

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día después de la fe-
cha en que se haya depositado en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas el vigésimo séptimo instrumento de ratificación, de aceptación, de
aprobación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique, acepte o apruebe la presente Convención
o se adhiera a la misma después de que haya entrado en vigor, la Conven-
ción entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha del depósito del ins-
trumento pertinente.

Artículo 19

Toda controversia entre los Estados Partes relativa a la interpretación, la apli-
cación o la ejecución de la presente Convención que no haya sido resuelta
mediante negociaciones se someterá, a instancia de los Estados Partes en la
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controversia y con su mutuo consentimiento a la Corte Internacional de Justi-
cia, excepto cuando las Partes en la controversia hayan convenido de otro
medio de arreglo.

Artículo 20

1. Cualquier Estado Parte podrá proponer una enmienda o una revisión de la
presente Convención y presentarla al depositario. El Secretario General de las
Naciones Unidas comunicará a continuación la enmienda o la revisión propues-
ta a los Estados Partes en la presente Convención, con la solicitud de que le
notifiquen si están a favor de que se celebre una conferencia de los Estados
Partes para el examen y la votación de la propuesta. En caso de que por lo
menos un tercio de los Estados Partes esté a favor de la celebración de esa
conferencia, el Secretario General convocará la conferencia con los auspicios
de las Naciones Unidas. Las enmiendas o revisiones aprobadas por una mayo-
ría de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia se presentarán
a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación.

2. Las enmiendas o revisiones entrarán en vigor cuando hayan sido aproba-
das por la Asamblea General y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los
Estados Partes, de conformidad con sus procedimientos constitucionales res-
pectivos.

3. Cuando entren en vigor, las enmiendas o revisiones serán obligatorias para
los Estados Partes que las hayan aceptado, y los demás Estados Partes segui-
rán obligados por las disposiciones de la presente Convención y las enmien-
das o revisiones anteriores que hayan aceptado.

Artículo 21

Todo Estado Parte podrá retirarse de la presente Convención mediante notifi-
cación por escrito dirigida al depositario. El retiro surtirá efecto un año después
de la fecha de recepción de la notificación por el depositario.

Artículo 22

La presente Convención a sido concertada en árabe, chino, español, francés,
inglés y ruso, y todos los textos son igualmente auténticos.
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN
SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS

DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

Adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 6 de octubre de
1999 mediante Resolución A/54/4.

Entrada en vigor general: 22 de diciembre de 2000, de conformi-
dad con el artículo 16.
Ratificación de México: 15 de marzo de 2002.
Publicada en el Diario Oficial de la Federación: 3 de mayo de
2002.
Entrada en vigor para México: 15 de junio de 2002.

La finalidad de este Protocolo es reconocer la competencia del
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
para recibir y considerar comunicaciones de una persona o grupo de
personas en las que manifiesten violaciones a los derechos recono-
cidos por la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer cometidas por un Estado Parte.
Tras el examen de la comunicación, el Comité hace recomendacio-
nes a dicho Estado.

El Protocolo también faculta al Comité para realizar visitas al te-
rritorio de los Estados Partes, con su consentimiento por supuesto,
para investigar violaciones graves o sistemáticas a los derechos
enunciados en la citada Convención. En este caso, después de revi-
sar las conclusiones de la investigación, el Comité hace llegar al
Estado Parte las observaciones y recomendaciones que estime per-
tinentes.
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Así pues, el Protocolo complementa el sistema de supervisión
previsto por la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer.

* * *

Los Estados Partes en el presente Protocolo,
Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma la fe en los

derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona hu-
mana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres,

Señalando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos Resolu-
ción 217 A (III). se proclama que todos los seres humanos nacen libres e igua-
les en dignidad y derechos y que toda persona tiene todos los derechos y liber-
tades en ella proclamados sin distinción alguna, inclusive las basadas en el
sexo,

Recordando que los Pactos internacionales de derechos humanos Resolución
2200 A (XXI), anexo. y otros instrumentos internacionales de derechos huma-
nos prohíben la discriminación por motivos de sexo,

Recordando asimismo la Convención sobre la eliminación de todas las for-
mas de discriminación contra la mujer (“la Convención”), en la que los Esta-
dos Partes en ella condenan la discriminación contra la mujer en todas sus
formas y convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilacio-
nes, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer,

Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el disfrute pleno y en con-
diciones de igualdad de todos los derechos humanos y todas las libertades
fundamentales y de adoptar medidas eficaces para evitar las violaciones de esos
derechos y esas libertades,

Acuerdan lo siguiente:

Artículo 1

Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado Parte”) reconoce la com-
petencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
(“el Comité”) para recibir y considerar las comunicaciones presentadas de
conformidad con el artículo 2.
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Artículo 2

Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de perso-
nas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen ser vícti-
mas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los derechos enun-
ciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas.
Cuando se presente una comunicación en nombre de personas o grupos de
personas, se requerirá su consentimiento, a menos que el autor pueda justifi-
car el actuar en su nombre sin tal consentimiento.

Artículo 3

Las comunicaciones se presentarán por escrito y no podrán ser anónimas. El
Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado Parte en
la Convención que no sea parte en el presente Protocolo.

Artículo 4

1. El Comité no examinará una comunicación a menos que se haya cerciora-
do de que se han agotado todos los recursos de la jurisdicción interna, salvo que
la tramitación de esos recursos se prolongue injustificadamente o no sea pro-
bable que brinde por resultado un remedio efectivo.

2. El Comité declarará inadmisible toda comunicación que:

a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por el Comité o ya ha
sido o esté siendo examinada con arreglo a otro procedimiento de examen
o arreglo internacionales;

b) Sea incompatible con las disposiciones de la Convención;
c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada;
d) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación;
e) Los hechos objeto de la comunicación hayan sucedido antes de la fe-

cha de entrada en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte in-
teresado, salvo que esos hechos continúen produciéndose después de
esa fecha.



154 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Artículo 5

1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una conclusión
sobre sus fundamentos, en cualquier momento el Comité podrá dirigir al Es-
tado Parte interesado, a los fines de su examen urgente, una solicitud para que
adopte las medidas provisionales necesarias para evitar posibles daños irrepa-
rables a la víctima o las víctimas de la supuesta violación.

2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en virtud del pá-
rrafo 1 del presente artículo, ello no implica juicio alguno sobre la admisibi-
lidad o sobre el fondo de la comunicación.

Artículo 6

1. A menos que el Comité considere que una comunicación es inadmisible sin
remisión al Estado Parte interesado, y siempre que la persona o personas in-
teresadas consientan en que se revele su identidad a dicho Estado Parte, el
Comité pondrá en conocimiento del Estado Parte, de forma confidencial, toda
comunicación que reciba con arreglo al presente Protocolo.

2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Comité por
escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se in-
diquen las medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, de
haberlas.

Artículo 7

1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba en virtud del presente
Protocolo a la luz de toda la información puesta a su disposición por personas
o grupos de personas, o en su nombre, y por el Estado Parte interesado, siem-
pre que esa información sea transmitida a las partes interesadas.

2. El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que reci-
ba en virtud del presente Protocolo.

3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus opiniones
sobre la comunicación, conjuntamente con sus recomendaciones, si las hubiere,
a las partes interesadas.

4. El Estado Parte dará la debida consideración a las opiniones del Comité,
así como a sus recomendaciones, si las hubiere, y enviará al Comité, en un
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plazo de seis meses, una respuesta por escrito, especialmente información sobre
toda medida que se hubiera adoptado en función de las opiniones y recomen-
daciones del Comité.

5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más información so-
bre cualesquiera medidas que el Estado Parte hubiera adoptado en respuesta
a las opiniones o recomendaciones del Comité, si las hubiere, incluso, si el
Comité lo considera apropiado, en los informes que presente más adelante
el Estado Parte de conformidad con el artículo 18 de la Convención.

Artículo 8

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves o
sistemáticas por un Estado Parte de los derechos enunciados en la Convención,
el Comité invitará a ese Estado Parte a colaborar en el examen de la informa-
ción y, a esos efectos, a presentar observaciones sobre dicha información.

2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el
Estado Parte interesado, así como toda información fidedigna que esté a dis-
posición suya, el Comité podrá encargar a uno o más de sus miembros que
realice una investigación y presente con carácter urgente un informe al Comi-
té. Cuando se justifique y con el consentimiento del Estado Parte, la investi-
gación podrá incluir una visita a su territorio.

3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las trans-
mitirá al Estado Parte interesado junto con las observaciones y recomendacio-
nes que estime oportunas.

4. En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de la investi-
gación y las observaciones y recomendaciones que le transmita el Comité, el
Estado Parte interesado presentará sus propias observaciones al Comité.

5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas se
solicitará la colaboración del Estado Parte.

Artículo 9

1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en el infor-
me que ha de presentar con arreglo al artículo 18 de la Convención pormeno-
res sobre cualesquiera medidas que hubiere adoptado en respuesta a una inves-
tigación efectuada con arreglo al artículo 8 del presente Protocolo.
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2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del artículo
8, el Comité podrá, si es necesario, invitar al Estado Parte interesado a que le
informe sobre cualquier medida adoptada como resultado de la investigación.

Artículo 10

1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del presen-
te Protocolo, o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la competencia del
Comité establecida en los artículos 8 y 9.

2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo al párra-
fo 1 del presente artículo podrá retirar esa declaración en cualquier momento,
previa notificación al Secretario General.

Artículo 11

Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para garantizar que
las personas que se hallen bajo su jurisdicción no sean objeto de malos tratos
ni intimidación como consecuencia de cualquier comunicación con el Comi-
té de conformidad con el presente Protocolo.

Artículo 12

El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo al ar-
tículo 21 de la Convención, un resumen de sus actividades en virtud del pre-
sente Protocolo.

Artículo 13

Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer ampliamente la Convención
y el presente Protocolo y a darles publicidad, así como a facilitar el acceso a
información acerca de las opiniones y recomendaciones del Comité, en par-
ticular respecto de las cuestiones que guarden relación con ese Estado Parte.

Artículo 14

El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará en ejercicio de las
funciones que le confiere el presente Protocolo.
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Artículo 15

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier Estado que haya
firmado la Convención, la haya ratificado o se haya adherido a ella.

2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier Estado que
haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. Los instrumentos de
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier Estado
que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella.

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento correspon-
diente en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 16

1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la
fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas el décimo instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él
después de su entrada en vigor, este Protocolo entrará en vigor una vez trans-
curridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su
propio instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 17

No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo.

Artículo 18

1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente Protocolo y pre-
sentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario Gene-
ral comunicará a los Estados Partes las enmiendas propuestas y les pedirá que
notifiquen si desean que se convoque una conferencia de los Estados Partes
para examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos
de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario Ge-
neral la convocará bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmien-
da aprobada por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la
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conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la
Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos
tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus
respectivos procedimientos constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Es-
tados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes
seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por toda
enmienda anterior que hubiesen aceptado.

Artículo 19

1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier
momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de las
Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto seis meses después de la fecha en
que el Secretario General haya recibido la notificación.

2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del presente
Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunicación presentada, con arreglo
al artículo 2, o cualquier investigación iniciada, con arreglo al artículo 8, an-
tes de la fecha de efectividad de la denuncia.

Artículo 20

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al presente Protocolo;
b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo y cualquier enmienda

en virtud del artículo 18;
c) Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19.

Artículo 21

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés
y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Nacio-
nes Unidas.
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2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas
del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el artículo 25 de la
Convención.





DECLARACIONES Y PROGRAMAS DE ACCIÓN
DE LAS CONFERENCIAS MUNDIALES

CONTRA EL RACISMO





[163]

A la fecha se han celebrado tres Conferencias Mundiales contra el Racismo.
Durante el siglo veinte se efectuaron dos, en 1978 y 1983. Ya en el siglo XXI
se llevó a cabo la tercera de estas reuniones, en el año 2001.

La primera Conferencia Mundial se celebró del 14 al 25 de agosto de 1978
en la ciudad de Ginebra, Suiza. Esta Conferencia fue convocada por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas dentro del Decenio de la Lucha contra
el Racismo y la Discriminación Racial que se había iniciado el 10 de diciem-
bre de 1973. La Conferencia tuvo como tema principal la adopción de méto-
dos efectivos y medidas concretas que permitieran lograr la aplicación plena
y universal de las decisiones y resoluciones de las Naciones Unidas sobre el
tema.

Cabe destacar que esta Conferencia se celebró teniendo como marco la grave
problemática que vivía en ese entonces el sur de África debido a la práctica del
apartheid realizada por Sudáfrica, la ocupación militar por parte de este país
del territorio de Namibia y el conflicto en Rhodesia (hoy Zimbabwe), por lo
que, sin duda, la atención primordial de la Conferencia se dirigió a la situación
africana.

La Conferencia Mundial afirmó que el apartheid constituye un crimen con-
tra la humanidad y destacó que todas las formas de discriminación constituyen
una violación a los derechos humanos. La Conferencia también hizo referen-
cia al caso del pueblo palestino, a las minorías, a las mujeres, a las poblacio-
nes autóctonas, a los niños y a los trabajadores migrantes.

Con el fin de combatir el racismo y la discriminación, la Conferencia Mun-
dial adoptó medidas en los planos nacional, internacional y regional.
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La primera Conferencia Mundial recomendó a la Asamblea General de las
Naciones Unidas que al final del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la
Discriminación Racial se celebrara otra Conferencia Mundial para examinar
y evaluar la labor realizada. En cumplimiento a esta recomendación, en 1980
la Asamblea General decidió celebrar en 1983 la segunda Conferencia Mun-
dial, para tal efecto el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas
inició los trabajos preparatorios de la Conferencia, para lo cual integró un
subcomité preparatorio, que sostuvo diversas sesiones. La segunda Conferencia
Mundial tuvo como tema principal la formulación de medios y la adopción de
medidas concretas encaminados a lograr la aplicación completa y universal
de las resoluciones y decisiones de las Naciones Unidas respecto del racismo,
la discriminación racial y el apartheid.

La segunda Conferencia Mundial se celebró en el Palacio de las Naciones
en Ginebra, Suiza, del 1 al 12 de agosto de 1983, y en ella participaron 128
Estados.

En esta Conferencia se reafirmó la igualdad entre todos los seres humanos
y se subrayó que el apartheid es una afrenta abominable a la conciencia y a la
dignidad de la humanidad. Nuevamente se adoptaron medidas para proteger a
los grupos vulnerables ya mencionados en la Declaración y el Programa de
Acción de la Primera Conferencia. En esta ocasión se manifestó el apoyo a los
movimientos de liberación nacional en África del sur y se solicitó la imposi-
ción de sanciones ejemplares en contra de Sudáfrica; se destacó el importan-
te papel de la educación como medio para erradicar el racismo y la discrimi-
nación racial.

Dieciocho años después de esta Segunda Conferencia, se celebró en Durban,
Sudáfrica, del 31 de agosto al 8 de septiembre de 2001, la Conferencia Mun-
dial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas
Conexas de Intolerancia. En este momento histórico la situación de Sudáfrica
había cambiado por completo, pues en 1991 se abolió oficialmente el apartheid
y en 1994 se realizaron las primeras elecciones libres y multirraciales que lle-
varon a la presidencia de ese país a Nelson Mandela, incansable luchador por
la integración racial.

Esta Conferencia Mundial fue convocada en 1997 por la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas, dentro del Tercer Decenio de la Lucha contra el
Racismo y la Discriminación Racial, y se designó como Secretaria General de
la Conferencia a la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Dere-
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chos Humanos. Es preciso tener en consideración que en el tiempo en que se
realizaron las dos anteriores Conferencias no existía el cargo de Alto Comisio-
nado, ya que éste fue creado en el año de 1993.

En esta nueva Conferencia participaron más de 160 Estados, organizaciones
internacionales, organismos especializados de las Naciones Unidas, institucio-
nes nacionales de derechos humanos (como es el caso de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos de México) y Organizaciones No Gubernamentales.

La Conferencia expresó su preocupación debido a que, pese a los esfuerzos
de la comunidad internacional, no se han alcanzado los principales objetivos de
los tres Decenios de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial que
han sido proclamados por la Asamblea General de las Naciones Unidas; por tal
motivo, la Conferencia tuvo como fin adoptar medidas aplicables en la prác-
tica para enfrentar de forma efectiva esta problemática.

La Conferencia expresó especial preocupación por la situación de los pue-
blos africanos que sufrieron la trata de esclavos; de los afrodescendientes en
diversos continentes del mundo; de los pueblos indígenas; de los migrantes; de
los refugiados y desplazados; de las personas infectadas o afectadas por el VIH/
Sida, y de los romaníes, gitanos, sintis y nómadas. Señaló medidas legislativas,
judiciales y administrativas para la prevención y protección contra el racismo,
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, a
nivel nacional, internacional y regional. Asimismo, se tomaron en considera-
ción los avances en los medios de comunicación y la tecnología, de tal mane-
ra que se manifestó la preocupación por el uso de las nuevas tecnologías, como
internet, con fines contrarios al respecto de los valores humanos, la igualdad,
la no discriminación y la tolerancia.

Cabe señalar que la Conferencia se preocupó especialmente por fomentar
la participación plena y activa de los jóvenes en el combate al racismo y a la
discriminación, motivo por el cual dio especial énfasis a la educación en de-
rechos humanos.

A continuación se reproducen las Declaraciones y los Programas de Acción
de las tres Conferencias Mundiales.
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DECLARACIÓN Y PROGRAMA DE ACCIÓN
DE LA CONFERENCIA MUNDIAL PARA COMBATIR

EL RACISMO Y LA DISCRIMINACIÓN RACIAL
Ginebra, Suiza, 1978

DECLARACIÓN

La Conferencia Mundial para Combatir el Racismo y la Discriminación Racial,
Habiéndose reunido en Ginebra del 14 al 25 de agosto de 1978 de confor-

midad con la resolución 32/129 de la Asamblea General,
Recordando que la Carta de las Naciones Unidas se basa en los principios

de la dignidad y la igualdad de todos los seres humanos y proclama, entre sus
objetivos básicos, el realizar la cooperación internacional en la solución de los
problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humani-
tario y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las
libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza,
sexo, idioma o religión,

Recordando además que la Asamblea General proclamó el período que
comenzó el 10 de diciembre de 1973 Decenio de la Lucha contra el Racismo
y la Discriminación Racial,

Teniendo presente que las metas del Decenio son promover los derechos
humanos y las libertades fundamentales de todos, sin distinción alguna de raza,
color, linaje u origen nacional o étnico, especialmente por medio de la erradi-
cación del racismo, la discriminación racial y los prejuicios raciales; frenar toda
expansión de las políticas racistas; eliminar la persistencia de las políticas
racistas; contrarrestar el surgimiento de alianzas basadas en la adhesión común
al racismo y la discriminación racial; resistir toda política y práctica conducen-
tes al fortalecimiento de los regímenes racistas y que contribuyan al manteni-
miento del racismo y la discriminación racial; identificar, aislar y disipar las
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falaces y míticas creencias, políticas y prácticas que contribuyen al racismo y
a la discriminación racial, y poner fin a los regímenes racistas,

Decidida a promover la aplicación de la Declaración Universal de Derechos
Humanos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Racial, los Pactos Internacionales de Derechos Huma-
nos, la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen
de Apartheid, la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de
Genocidio, el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo sobre la
Discriminación (empleo y ocupación) (1958) y la Convención de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura relati-
va a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza (1960),

Haciendo suyos el Programa de acción contra el apartheid aprobado por la
Asamblea General el 9 de noviembre de 1976, la Declaración de Lagos para
la Acción contra el Apartheid (1977) y la Declaración de Maputo en Apoyo de
los Pueblos de Zimbabwe y Namibia y su Programa de Acción para la Libera-
ción de Zimbabwe y Namibia (1977) y el Seminario internacional sobre la
erradicación del apartheid y la prestación de apoyo a la lucha por la liberación
en Sudáfrica, celebrado en La Habana, Cuba, en 1976.

Teniendo en cuenta las resoluciones pertinentes aprobadas por la Asamblea
General, el Consejo de Seguridad y la Organización de la Unidad Africana y
las aprobadas por otras conferencias internacionales, así como lo instrumen-
tos internacionales adoptados por organismos especializados, en particular la
Organización Internacional del Trabajo y la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, concernientes a la lucha
contra el racismo, la discriminación racial y el apartheid.

Señalando la necesidad fundamental de que los medios de comunicación de
masas informen objetivamente a la opinión publica acerca de la lucha de libe-
ración en el África meridional,

Observando también con suma preocupación que el racismo, la discrimina-
ción racial y el apartheid que siguen afligiendo al mundo, son crímenes con-
tra la conciencia y la dignidad de la humanidad y constituyen graves peligros
que conducirán inevitablemente a un conflicto mayor con enormes repercusio-
nes para la paz y la seguridad internacionales,

Considerando que el racismo y la discriminación racial constituyen graves
violaciones de los derechos humanos fundamentales, y que para el pleno dis-
frute de estos derechos, que son indivisibles e interdependientes, se requieren
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medidas nacionales e internacionales con objeto de mejorar las condiciones de
vida de los hombres y las mujeres de todas las naciones en el plano político,
económico, social y cultural,

Habiendo examinado las actividades nacionales, regionales e internaciona-
les emprendidas en la primera mitad del Decenio,

Animada por el espíritu del 30° aniversario de la Declaración Universal de
Derechos Humanos y del Año Internacional contra el Apartheid a redoblar los
esfuerzos de la comunidad internacional para eliminar todas las formas de
racismo y de discriminación racial,

Reconociendo que las injusticias económicas y sociales que se derivan del
racismo, la discriminación racial y el apartheid exigen que se hagan esfuerzos
totales y continuos por erradicar las causas de estos males,

Destacando la importancia de las medidas de ámbito nacional y local, en
particular la institución de procedimientos de recurso adecuados, para la eli-
minación efectiva del racismo y la discriminación racial,

Decidida a que se eliminen estos males contra la dignidad del ser humano,
suprimiendo así el peligro que constituyen para las relaciones armoniosas y la
seguridad internacional,

Declara solemnemente:

1. Toda doctrina de superioridad racial es científicamente falsa, moralmente
condenable, socialmente injusta y peligrosa y no tiene justificación alguna;

2. Todos los pueblos y todos los grupos humanos han contribuido al progreso
de la civilización y culturas que constituyen el patrimonio común de la huma-
nidad;

3. Todas las formas de discriminación y en particular las políticas guberna-
mentales basadas en la teoría de la superioridad, exclusividad u odio raciales,
constituyen una violación de los derechos humanos fundamentales y ponen en
peligro las relaciones amistosas entre los pueblos, la cooperación entre las
naciones y la paz y la seguridad internacionales;

4. El apartheid, la forma extrema de racismo institucionalizado, constituye
un crimen contra la humanidad y una afrenta a la dignidad humana y es una
amenaza para la paz y la seguridad en el mundo;

5. Las violaciones de los derechos humanos, la negación del derecho de los
pueblos sometidos a dominación colonial o extranjera a la libre determinación,
la ocupación extranjera, la dominación extranjera, la opresión económica y
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política, la injusticia social y el menosprecio cultural son causas profundas de
discriminación y tensión;

6. Todos los Estados han de aislar aún más a los regímenes racistas y han de
aplicar estricta y fielmente las sanciones dispuestas por las Naciones Unidas
contra esos regímenes, ya que la asistencia y la colaboración en las esferas
económica y militar y en otras esferas constituyen un impedimento a la libe-
ración del África meridional; los gobiernos tienen la obligación de crear las
condiciones necesarias para que las empresas transnacionales dejen de:

a) Prestar cualquier asistencia y apoyo a los regímenes racistas de Pretoria
y de Salisbury;

b) Explotar a los pueblos del África meridional y los recursos naturales de
sus países;

7. Todos los que se benefician de la dominación y la explotación racistas en
Sudáfrica o ayudan al régimen de apartheid o facilitan la propaganda en favor
del apartheid son cómplices en la perpetuación de ese crimen de lesa huma-
nidad;

8. Todos los gobiernos y todas las organizaciones internacionales y regio-
nales deben aportar su apoyo y su solidaridad a todos los pueblos oprimidos,
a sus movimientos de liberación nacional reconocidos por las organizaciones
regionales, a los países de la línea del frente que son víctimas de regímenes ra-
cistas y a todas las víctimas del racismo y de la discriminación racial, del co-
lonialismo y del apartheid;

9. La proscripción del racismo y de la discriminación racial por la ley de-
ben ser complementadas mediante una vigorosa labor para asegurar la igual-
dad en las esferas económica, social y cultural;

10. La Conferencia expresa su honda preocupación ante el hecho de que
muchas organizaciones neonazis y fascistas hayan intensificado sus activida-
des, con las que han fomentado tendencias al racismo y a la discriminación
racial;

11. La educación y la información pueden transmitir los prejuicios raciales,
pero también pueden ser un eficaz medio de acción para combatir el racismo
y la discriminación racial; la Conferencia apoya los esfuerzos de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura por
utilizar más eficazmente la. educación y la información para combatir el racis-
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mo y los prejuicios raciales; todos los gobiernos tienen también la obligación
de educar a su pueblo, especialmente los niños y los jóvenes, por todos los
medios disponibles para lograr que cobren conciencia de los males del racis-
mo; de la discriminación racial y del apartheid y para asegurar el respeto a la
dignidad y al valor de todos los seres humanos;

12. Dado que el racismo, la discriminación racial y el apartheid son graves
violaciones de los derechos humanos, sobre los que tienen efectos nefastos,
entre otros factores, las grandes desigualdades existentes en materia de instruc-
ción, de nutrición, de sanidad, de vivienda y de posibilidades de trabajo y de
desarrollo cultural, la acción nacional, regional e internacional dirigida a com-
batir y eliminar las. causas de tales políticas y prácticas y a asegurar el pleno
disfrute de esos derechos debería incluir medidas encaminadas a mejorar las
condiciones de vida de los hombres y mujeres de todas las naciones en los
planos político, económico, social y cultural;

13. Como la eliminación de la discriminación racial es una norma impera-
tiva de la comunidad internacional, el ejercicio de derechos que también han
de ser tenidos en cuenta, como la libertad de asociación o de expresión, no
puede utilizarse como pretexto para la propagación de ideas racistas; los go-
biernos tienen el deber de velar por que, en su legislación nacional, se dé prio-
ridad a la prohibición de la discriminación racial y de la difusión, inclusive a
través de los medios de información, de ideas racistas, así como de desalentar
activamente toda propaganda en apoyo del racismo y de los regímenes racis-
tas, de conformidad con el artículo 4 de la Convención Internacional sobre la
Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial;

14. En el África meridional, la forma más extrema de racismo, agravada por
el colonialismo de los colonos, ha conducido a la peor forma de explotación
y de degradación humana;

15. La creación de bantustanes es una maniobra diabólica para privar al
pueblo africano de sus tierras y para consolidar la dominación política y eco-
nómica de los colonos blancos, y la comunidad mundial debe seguir rechazán-
dola y condenándola;

16. La cooperación con el régimen de apartheid en las esferas militar y
nuclear, especialmente mediante la provisión de capacitación, el suministro de
equipo y de material fisionable, la construcción de instalaciones nucleares o la
transferencia de cualquier forma de tecnología nuclear a Sudáfrica constituye
una amenaza para la paz y la seguridad internacionales;
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17. El llamado arreglo interno de Rhodesia del Sur constituye un descara-
do intento de dividir el movimiento de liberación nacional, de fomentar la
guerra civil y de perpetuar el gobierno de la minoría racista, y no puede ser una
solución aceptable para el problema de Zimbabwe;

18. La Conferencia condena las actuales relaciones -que van en aumento-
entre el Estado sionista de Israel y el régimen racista de Sudáfrica, en particu-
lar las existentes en los sectores económico y militar, y deplora la cooperación
entre ellos en la esfera nuclear, al tiempo que previene contra los peligros de
tal cooperación; la Conferencia deplora en particular la expansión e intensifi-
cación de esas relaciones en momentos en que la comunidad internacional
despliega los máximos esfuerzos para aislar completamente al régimen racis-
ta de Sudáfrica; la Conferencia considera que esa cooperación constituye un
acto deliberado y hostil contra el pueblo oprimido de Sudáfrica, así como una
violación de las resoluciones de las Naciones Unidas y un desafío a los esfuer-
zos de la comunidad de naciones para lograr que reine la paz y la libertad en
el África meridional; la Conferencia -también toma nota con preocupación de
la propaganda insidiosa por parte del Gobierno de Israel, sus defensores
sionistas y otros partidarios suyos, contra los órganos de las Naciones Unidas
y contra los gobiernos que han propugnado la adopción de medidas firmes
contra el apartheid;

19. La Conferencia recuerda con profundo pesar la cruel tragedia que sufrió
el pueblo palestino hace 30 años y que sigue padeciendo hoy en día, la cual se
manifiesta en que se le impide ejercer su derecho a la libre determinación en
el suelo de su patria, en la dispersión de cientos de miles de palestinos, la obs-
taculización del retorno a sus hogares, y el establecimiento en ellos de colonos
del exterior, así como en la utilización de diversas formas de discriminación
racial contra los palestinos, que afectan todos los aspectos de su vida cotidia-
na de un modo que les impide el goce de sus derechos humanos más elemen-
tales sobre la base de igualdad; la Conferencia expresa su profunda preocupa-
ción por la continuación de esta situación, deplora la negativa de Israel a aplicar
las resoluciones pertinentes de las Naciones Unidas y pide la cesación de to-
das las prácticas de discriminación racial a las que se somete a los palestinos,
así como a otros habitantes de los territorios árabes ocupados por Israel; la
Conferencia expresa la esperanza de que el pueblo palestino tenga pronto la po-
sibilidad de ejercer su derecho inalienable a la libre determinación de acuer-
do con las resoluciones pertinentes de las naciones Unidas sobre la cuestión de
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Palestina, y proclama su solidaridad con el pueblo palestino en la lucha que
libra por la liberación y contra la discriminación racial;

20. La Conferencia reconoce que las personas pertenecientes a minorías
nacionales, étnicas y de otro tipo pueden desempeñar un papel importante en
el fomento de la cooperación y el entendimiento internacionales y afirma que
la protección nacional de los derechos de las personas pertenecientes a mino-
rías de conformidad con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos —en particular con el artículo 27 del mismo— es indispensable para per-
mitirles desempeñar ese papel; la Conferencia subraya que la concesión a las
personas pertenecientes. a los grupos minoritarios de la oportunidad de parti-
cipar plenamente en la vida política, económica y social de su país puede con-
tribuir a fomentar el entendimiento, la cooperación y las relaciones armonio-
sas entre los diferentes grupos que viven en un país; la Conferencia reconoce
también que, en ciertos casos, puede ser necesario proteger especialmente los
derechos de las minorías, en particular mediante la adopción de medidas efi-
caces a favor de grupos minoritarios que estén en una situación especialmen-
te desventajosa; la Conferencia aprueba las medidas adoptadas hasta la fecha
por los órganos competentes de las Naciones Unidas para proteger a las per-
sonas pertenecientes a las minorías y confía en que las actividades futuras que
se proyectan en la actualidad aumenten adecuadamente la protección interna-
cional de los derechos de las personas pertenecientes a las minorías; al fomentar
y garantizar los derechos de las personas pertenecientes a las minorías se debe
respetar estrictamente la soberanía, la integridad territorial y la independencia
política de los países en que viven y la no injerencia en sus asuntos internos;

21. La Conferencia apoya el derecho de las poblaciones autóctonas a con-
servar su estructura tradicional de economía y cultura, incluido su propio idio-
ma; reconoce también la relación especial de las poblaciones autóctonas con
su territorio y subraya que no se las debe privar de sus tierras, de sus derechos
a las mismas ni de sus recursos naturales;

22. La Conferencia es consciente de que, cuando existe discriminación ra-
cial, se discrimina doblemente contra las mujeres; en consecuencia, es nece-
sario desarrollar esfuerzos especiales a fin de eliminar las consecuencias de
la discriminación racial para la condición de la mujer y asegurar a las muje-
res que son víctimas de estructuras raciales injustas sus derechos humanos
fundamentales y su plena participación en la vida política y económica de sus
sociedades;
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23. La Conferencia insta a los organismos nacionales e internacionales
pertinentes a que examinen concretamente las consecuencias psicológicas y
físicas en el caso de los niños que son víctimas de discriminación racial, y que
procuren que en las actividades del Año Internacional del Niño, 1979, y acti-
vidades complementarias se incluyan medidas especiales para contrarrestar
esas consecuencias;

24. La Conferencia subraya la urgente necesidad de proteger los derechos
de los inmigrantes, de los trabajadores migrantes —inclusive todos los no
documentados— y de sus familias en todo el mundo; los Estados deben ase-
gurar que sus prácticas legislativas, administrativas y de otra índole se ajustan
plenamente a las normas internacionales que protegen los derechos de los tra-
bajadores migrantes y de sus familias; deberían estudiarse cuidadosamente las
causas sociales, económicas y de otra índole de las medidas o actitudes dis-
criminatorias todavía existentes contra los trabajadores migrantes y sus fa-
milias;

25. La Conferencia, por conducto de la Asamblea General, pide que el
Consejo de Seguridad haga realidad las metas y objetivos del Decenio de la
Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial, mediante la adopción
urgente de medidas para aplicar la Declaración y el Programa de Acción apro-
bados por la Conferencia Mundial para combatir el Racismo y la Discrimina-
ción Racial;

26. Se exhorta a los Estados, organizaciones internacionales, organizacio-
nes gubernamentales y no gubernamentales, instituciones locales y privadas,
instituciones religiosas y sindicatos a que aseguren el logro total y efectivo de
las metas y objetivos del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discri-
minación Racial;

27. A este fin, la Conferencia Mundial para Combatir el Racismo y la Dis-
criminación Racial adopta el siguiente Programa de Acción:

PROGRAMA DE ACCIÓN

A. Medidas en el plano nacional

1. La Conferencia encarece a todos los gobiernos, en la medida en que aún no
lo hayan hecho, a que procuren que se adopten medidas legislativas, judicia-
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les, administrativas y de otra índole a fin de prohibir en sus respectivos países
toda clase de manifestaciones de racismo y de discriminación racial, indepen-
dientemente de que existan o no prácticas discriminatorias. Las medidas que
se adopten a nivel nacional deberían comprender las siguientes:

i) La promulgación de leyes más amplias y más estrictas para poner en
práctica los instrumentos y convenciones patrocinados por las Nacio-
nes Unidas;

ii) La eliminación de todas las leyes, prácticas y prejuicios discrimina-
torios basados en la raza, el linaje, el color o el origen nacional o étni-
co, y en particular los requisitos fundados en la posesión de bienes, el
grado do alfabetización y el conocimiento de un idioma para el ejer-
cicio de los derechos políticos, económicos, sociales y culturales;

iii) La creación de procedimientos de recurso interno adecuados, de carác-
ter judicial y/o administrativo, de que puedan valerse efectivamente las
personas que quieran presentar quejas contra prácticas de racismo o
discriminación racial;

iv) El fomento, por el cauce de las legislaciones nacionales, del uso por
los tribunales e instituciones nacionales de los instrumentos de las Na-
ciones Unidas y de sus organismos especializados relativos al racismo
y a la discriminación racial, especialmente por cuanto el principio de
la no discriminación se ha convertido en una norma imperativa de de-
recho internacional;

v) La promulgación de leyes estrictas por las que se declare acto punible
conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad o
en el odio raciales y se prohíban las organizaciones basadas en el pre-
juicio y el odio raciales, en particular los clubes e instituciones priva-
dos establecidos con arreglo a criterios raciales o que propaguen ideas
de discriminación racial y apartheid, tal como se estipula en el artículo
4 de la Convención. Internacional sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación Racial;

vi) La promulgación, teniendo debidamente en cuenta los principios enun-
ciados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, de medi-
das legales y de otra índole para sancionar toda difusión de informa-
ción o de ideas de superioridad racial o étnica o de odio nacional a
través de materiales impresos o por los medios de comunicación de
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masas y dirigidas contra otros grupos raciales o étnicos o contra otras
naciones, en especial mediante la adopción de todas las medidas indis-
pensables contra las actividades de las organizaciones de propaganda
de los regímenes racistas y de las organizaciones privadas que los
apoyan;

vii) La publicación y amplia difusión de las resoluciones y decisiones de
órganos de las Naciones Unidas relativas al racismo, la discriminación
racial, el apartheid y la descolonización, así como de los resultados,
conclusiones y recomendaciones de conferencias y seminarios donde
se debatan estas políticas y prácticas;

viii) La adopción de todas las medidas necesarias por todos los Estados,
todas sus organizaciones deportivas nacionales y las personas some-
tidas a su jurisdicción para prohibir la discriminación racial en los de-
portes y rechazar todo contacto deportivo con los regímenes racistas
del África meridional o con equipos o deportistas de estos regímenes
seleccionados con arreglo a criterios raciales y para fomentar activi-
dades deportivas en las que no haya el más mínimo indicio de distin-
ción racial;

ix) La prohibición de todo tipo de discriminación racial en las leyes, nor-
mas administrativas y otras medidas que regulen la inmigración;

x) La iniciación de campañas encaminadas a movilizar la opinión pública
nacional contra los males del racismo, la discriminación racial y el
apartheid, y el apoyo a esas campañas, mediante programas adecua-
dos en los medios de comunicación, actividades editoriales, semina-
rios de investigación y publicidad en los medios de comunicación, re-
cabando para ello la cooperación de organizaciones estudiantiles y
juveniles, sindicatos, organizaciones empresariales, agricultores y or-
ganizaciones religiosas y profesionales;

xi) La ratificación, a la mayor brevedad posible, de los instrumentos in-
ternacionales aprobados bajo los auspicios de las Naciones Unidas y
de los organismos especializados, tales como la Convención para la
prevención y la sanción del delito de genocidio (1948), la Convención
internacional sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción racial (1965), el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos (1966), la Convención Internacional sobre la Represión y el



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 177

Castigo del Crimen de Apartheid (1973), el Convenio de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, sobre la Discriminación (empleo y ocu-
pación) (1958) y la Convención de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura relativa a la lucha
contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza (1960), o la
adhesión a esos instrumentos;

xii) El examen de la posibilidad de hacer la declaración prevista en el pá-
rrafo 1 del artículo 14 de la Convención Internacional sobre la Elimi-
nación de todas las Formas de Discriminación Racial, en virtud de la
cual un Estado parte en la Convención reconoce la competencia del
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial para recibir
y examinar comunicaciones de personas o grupos de personas com-
prendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser víctimas de vio-
laciones, por parte de ese Estado, de cualquiera de los derechos esti-
pulados en la Convención;

xiii) El cumplimiento de los requisitos relativos a la presentación de infor-
mes exigidos por las Naciones Unidas o por las convenciones pertinen-
tes y, siempre qué sea aplicable, la inclusión en sus informes de los
problemas experimentados en la ratificación de dichas convenciones,
con miras a solicitar la asistencia jurídica y/o técnica apropiada del
programa de servicios de asesoramiento en materia de derechos huma-
nos para hacer frente a esos problemas y resolverlos.

2. La Conferencia reconoce que las medidas contra el racismo serían más
eficaces si se .combinaran con esfuerzos decididos en materia de educación
a todos los niveles. Por consiguiente, la Conferencia insta a los gobiernos a
que elaboren programas escolares y otros programas educativos en los que
se expongan los mitos y falacias de todas las teorías, filosofías, ideas, actitu-
des y prácticas basadas en diferencias de raza, color, linaje u origen étnico o
nacional. La Conferencia insta asimismo a los Estados a que proporcionen
oportunidades adecuadas en escuelas e instituciones de enseñanza superior para
estudiar las medidas de las Naciones Unidas encaminadas a luchar contra el ra-
cismo.

3. La Conferencia exhorta también a los Estados a que difundan material
educativo contra el racismo por conducto de instituciones, aparte de las insti-
tuciones docentes oficiales, como son los movimientos juveniles, las organi-
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zaciones femeninas, los sindicatos, las sociedades artísticas y dramáticas, etc.
A este fin, la Conferencia insta a los Estados a que elijan procedimientos de
enseñanza adecuados para sus respectivos países. Debería dedicarse atención
también a los métodos por los que se pudiera alentar a los medios de comuni-
cación y a las organizaciones no gubernamentales a difundir las metas y obje-
tivos del Programa para el Decenio.

4. La Conferencia pide a todos los Estados que todavía no lo hayan hecho:

a) Que tomen medidas efectivas, de orden legislativo y de otro orden, inclu-
sive en el campo del derecho penal, para evitar la contratación, la instruc-
ción y otras actividades de los mercenarios que prestan asistencia a los
regímenes racistas de África meridional y para castigar a dichos merce-
narios como criminales de derecho común;

b) Que se abstengan de mantener ninguna relación con las autoridades de los
bantustanes establecidos por el régimen de apartheid y que impidan que
las empresas que dependan de su jurisdicción mantengan ningún tipo de
colaboración con esas autoridades;

c) Que impidan que las empresas transnacionales y otros intereses creados
colaboren con los regímenes racistas de África meridional.

5. La Conferencia, considerando que un grupo minoritario opresor aplica
políticas inhumanas de apartheid y políticas similares de segregación racial
forzosa y de discriminación sistemática contra la abrumadora mayoría de la
población del África meridional, pide una vez más a todos los Estados que
tomen medidas inmediatas y eficaces para poner fin a tales políticas y prácticas.

6. La Conferencia insta a todos los Estados a abolir y prohibir cualquier
discriminación entre sus ciudadanos basada en su origen étnico o nacional y
a proteger y fomentar los derechos humanos de las personas pertenecientes a
minorías nacionales y étnicas, conforme a los Pactos Internacionales de Dere-
chos Humanos y en particular al artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, así como a los demás artículos pertinentes de la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
Racial y de otros instrumentos internacionales.

7. La Conferencia también recomienda que los Estados adopten medidas
específicas en las esferas económica, social, educacional y cultural, así como
en relación con los derechos civiles y políticos, a fin de que todas las personas
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puedan disfrutar de igualdad, tanto de hecho como de derecho, y puedan eli-
minarse las discriminaciones entre mayorías y minorías. Tales medidas espe-
cíficas deberían incluir la prestación de asistencia adecuada a las personas
pertenecientes a los grupos minoritarios para permitirles desarrollar su propia
cultura y para facilitar su pleno desarrollo, particularmente en las esferas de la
educación, la cultura y el empleo.

8. La Conferencia insta a los Estados a que reconozcan los siguientes dere-
chos de las poblaciones indígenas:

a) A llamarse por su propio nombre y a expresar libremente sus caracterís-
ticas étnicas, culturales y de otra índole;

b) A tener una condición jurídica oficial y a formar sus propias organizacio-
nes representativas;

c) A mantener dentro de sus zonas de asentamiento sus estructuras econó-
micas y formas de vida tradicionales; esto no debería afectar en modo
alguno su derecho a participar libremente en condiciones de igualdad en
el desarrollo económico, social y político del país;

d) A conservar y usar su propio idioma, siempre que sea posible, para la
administración y la educación;

e) A recibir educación e información en su propio idioma, teniendo debida-
mente en cuenta las necesidades expresadas por ellos mismos, y a difundir
información acerca de sus necesidades y problemas.

9. Las autoridades facilitarán fondos para inversiones, cuyos usos se deter-
minarán con la participación de las propias poblaciones indígenas, en la vida
económica de las zonas interesadas, así como en todas las esferas de actividad
cultural.

10. La Conferencia insta a los Estados a que permitan a las poblaciones
indígenas dentro de sus territorios, desarrollar vínculos culturales y sociales con
sus parientes y amigos en todas partes, con estricto respeto de la soberanía,
integridad territorial e independencia política y no intervención en los asun-
tos internos de los países en que viven las poblaciones indígenas.

11. La Conferencia insta a los Estados a que faciliten y apoyen el estable-
cimiento de organizaciones internacionales representativas para las poblacio-
nes indígenas a través de las cuales puedan compartir experiencias y promo-
ver intereses comunes.
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12. Los Estados que reciben trabajadores migrantes deberían eliminar todas
las prácticas discriminatorias contra esos trabajadores y sus familias concedién-
doles un trato no menos favorable que el que conceden a sus propios naciona-
les. Esa igualdad de trato debería existir, en particular, con respecto a la for-
mación profesional, el tipo de puestos que pueden ocupar los migrantes, el tipo
de contratos qua se les concede, el derecho a residir en cualquier parte del país,
las reglamentaciones que rigen las condiciones de trabajo, la actividad sindi-
cal y el acceso a los tribunales judiciales y administrativos para formular ale-
gaciones de discriminación.

13. La Conferencia, recomienda asimismo que los Estados:

i) Aseguren que se dé a los trabajadores migrantes la posibilidad de re-
unirse y de establecer organizaciones y que se les ayude asimismo a
facilitar la comunicación en sus propios idiomas, con objeto de que
puedan expresar sus propias opiniones y promover sus intereses espe-
cíficos;

ii) Estudien la posibilidad de conceder el derecho de voto en las eleccio-
nes locales o alguna otra forma de participación en la vida pública a los
migrantes que residen en el país desde un período de tiempo razonable;

iii) Reconozcan que el derecho a la reunión de familias es un derecho fun-
damental;

iv) Promuevan la solución de los problemas de vivienda, con objeto de
hacer que la reunión de las familias pueda tener lugar sin dificultades;

v) Emprendan un estudio a fondo de la situación de los hijos de los tra-
bajadores migrantes, incluidos los de la segunda generación, con ob-
jeto de hacer que reciban un trato realmente igual en todas las esferas,
inclusive la vida profesional, tomando en consideración la adopción
de medidas especiales en la esfera de la enseñanza;

vi) Aseguren a los trabajadores migrantes la igualdad de trato en la esfe-
ra de la seguridad social, inclusive el derecho a una jubilación y dere-
chos sociales análogos;

vii) Tomen medidas efectivas en el sector de la asistencia sanitaria y, en
particular, remedien la insuficiente utilización por los trabajadores
migrantes de los servicios sociales y sanitarios proporcionándoles para
ello una información completa que les permita estar bien enterados de
sus derechos y ayudándolos a superar las barreras lingüísticas;
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viii) Tomen todas las medidas necesarias, en particular utilizando al máxi-
mo los medios de comunicación social, para que la opinión pública de
los países huéspedes conozca mejor la contribución de los trabajado-
res migrantes al crecimiento económico y al desarrollo sociocultural
de esos países y para estimular además un clima de comprensión mutua;

ix) Promuevan la creación de estructuras administrativas que hagan po-
sibles una mayor conciencia y una mejor comprensión de los proble-
mas de los trabajadores migrantes que puedan a su vez facilitar la so-
lución de tales problemas;

x) Ratifiquen los instrumentos internacionales y en particular los conve-
nios pertinentes de la Organización Internacional del Trabajo que tie-
nen por objeto proteger a los migrantes contra la discriminación o se
adhieran a tales instrumentos, y estudien asimismo la posibilidad de
aprobar un convenio internacional sobre los derechos de los trabaja-
dores migrantes;

xi) Presten especial atención a la crueldad inhumana del sistema de mano
de obra migrante practicado en Sudáfrica, que es una manifestación
más del apartheid, y tengan presentes a ese respecto las conclusiones
de la Conferencia sobre mano de obra migrante en el África meridio-
nal, celebrada en Lusaka en abril de 1978;

xii) Adopten, en la esfera de la educación, medidas especiales en favor de
los hijos de los trabajadores migrantes;

xiii) Permitan que los hijos de los trabajadores migrantes,, así como sus
padres, gocen de todas las oportunidades necesarias en la esfera de la
educación para poder participar plenamente en la vida de la sociedad
del país en que trabajan, y les den también todas las oportunidades ne-
cesarias para preservar su identidad cultural.

14. La Conferencia pide a los Estados que eliminen, mediante la promul-
gación de leyes adecuadas o la adopción de medidas administrativas, todas las
prácticas discriminatorias, contra los miembros de las comunidades inmigran-
tes. Deberán asegurar que los inmigrantes y sus familias reciban un trato no
menos favorable que el que se concede a los nacionales del país en cuestiones
como la enseñanza, el empleo, la adquisición de propiedad, los servicios mé-
dicos y de vivienda, la posibilidad de viajar dentro y fuera del país, etc. Con
ese objeto la Conferencia insta a todos los Estados a que examinen la totalidad
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de sus disposiciones jurídicas y administrativas relativas a la inmigración y a
los miembros de las comunidades inmigrantes con objeto de asegurar que
queden totalmente eliminadas todas las medidas y prácticas que sean discrimi-
natorias o tengan efectos discriminatorios. En particular, la Conferencia insta
a los Estados a que:

i) Aseguren que los inmigrantes disfruten del derecho de reunión y de for-
mar sus organizaciones para promover sus intereses específicos;

ii) Reconozcan el derecho a la reunión de las familias como un derecho
fundamental;

iii) Aseguren que los inmigrantes gocen del derecho a la seguridad social,
a la jubilación y a derechos sociales análogos;

iv) Tomen medidas adecuadas para hacer que la población del país hués-
ped tenga una mayor conciencia de la contribución de las comunidades
de inmigrantes al desarrollo social, económico y cultural del país inte-
resado;

v) Estudien la posibilidad de elaborar un convenio internacional sobre los
derechos de los inmigrantes.

B. Medidas en el plano internacional

15. La Conferencia proclama que el racismo, la discriminación racial y el
apartheid en todas sus manifestaciones son crímenes contra la conciencia y la
dignidad de la humanidad y deben erradicarse mediante medidas internacio-
nales efectivas. Reafirma la especial responsabilidad de las Naciones Unidas
y de la comunidad internacional en relación con los pueblos oprimidos de
Sudáfrica, Namibia, Zimbabwe y Palestina y sus movimientos de liberación.
La Conferencia pide al Consejo de Seguridad que examine con urgencia la
imposición de sanciones completas y obligatorias, en virtud del Capítulo VII
de la Carta de las Naciones Unidas, contra el régimen de apartheid de Sudáfrica
y los regímenes racistas de África meridional, y en particular:

i) La cesación de todo tipo de colaboración con Sudáfrica en la esfera
nuclear;
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ii) La prohibición de toda asistencia o colaboración tecnológica en la fa-
bricación de armas y suministros militares en Sudáfrica;

iii) La prohibición de todos los préstamos a Sudáfrica y de las inversiones
en ese país y la terminación de toda actividad de promoción del comer-
cio con Sudáfrica;

iv) La imposición de un embargo a los suministros de petróleo, productos
del petróleo y otros productos estratégicos a Sudáfrica.

16. La Conferencia pide a todos los Estados, organizaciones interguberna-
mentales, instituciones privadas y organizaciones no gubernamentales que
presten una mayor asistencia política y material a los pueblos oprimidos del
África meridional y a sus movimientos de liberación reconocidos por la Orga-
nización de la Unidad Africana, que sigan adoptando todas las medidas nece-
sarias para poner término a cualquier colaboración económica con los regíme-
nes racistas, que busquen todos los medios posibles para impedir el suministro
de fondos, préstamos, créditos y divisas, los intercambios comerciales y todo
tipo de apoyo financiero a las economías de Sudáfrica, Rhodesia y Namibia,
procedentes de bancos privados, gobiernos y organismos internacionales como
el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, la Corporación Finan-
ciera Internacional y el Fondo Monetario Internacional e instituciones análo-
gas y que se abstengan de tomar cualquier medida que pueda llevar consigo el
reconocimiento de la dominación ilegal de esos regímenes en los territorios,
o un apoyo a esa dominación. A este respecto, la Conferencia previene contra
todo intento unilateral de suavizar la aplicación de las sanciones ya impuestas
por el Consejo de Seguridad.

17. La Conferencia pide que se preste asistencia internacional a los Esta-
dos africanos de la línea del frente que están sometidos a la amenaza y a los
actos de agresión de los regímenes racistas y de apartheid del África meri-
dional.

18. La Conferencia insta al sistema de las Naciones Unidas a que conside-
re la posibilidad de:

i) Proclamar que el racismo y el apartheid constituyen una cuestión de la
máxima prioridad para la comunidad internacional y formular una pe-
tición a .todos los organismos especializados para que contribuyan al
máximo, en sus respectivas esferas, a la erradicación de esos males;
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ii) Establecer institutos de capacitación para Sudáfrica y Zimbabwe cuya
naturaleza y finalidades sean similares a las del Instituto para Namibia;

iii) Establecer un programa de radio de 24 horas de duración dirigido al
África meridional, a fin de que los movimientos de liberación nacional
reconocidos por la Organización de la Unidad Africana dispongan de
medios para transmitir por radio a sus respectivos países información
sobre su lucha contra los regímenes racistas del África meridional;

iv) Adoptar medidas para garantizar, mediante convenciones especiales, u
otras disposiciones, asilo y -facilidades de tránsito a quienes desertan
de las fuerzas armadas de los regímenes racistas del África meridional
por razones de conciencia o a quienes se ven obligados a salir del país
a causa de su oposición al apartheid.

19. La Conferencia pide al Fondo Monetario Internacional y otras institu-
ciones financieras internacionales que tomen todas las medidas necesarias para
poner término a los créditos concedidos a Sudáfrica.

20. La. Conferencia declara que los combatientes por la libertad capturados
que son miembros de los movimientos de liberación nacional reconocidos por
la Organización de la Unidad Africana deberían ser considerados como prisio-
neros de guerra de conformidad con las Convenciones de Ginebra pertinentes.

21. La Conferencia pide a las Naciones Unidas y a todos los Estados, orga-
nizaciones intergubernamentales y organizaciones no gubernamentales que
organicen campañas para lograr la liberación de todos los presos políticos
encarcelados por los regímenes racistas a causa de su valiente lucha contra el
apartheid, el racismo y la .discriminación racial y en pro de los derechos de sus
pueblos a la libre determinación y la independencia.

22. La Conferencia recomienda que se pongan al día periódicamente los ac-
tuales estudios de las Naciones Unidas sobre cuestiones relativas a la discrimi-
nación, en particular el Estudio sobre la discriminación en materia de educación,
y que se inicien nuevos estudios. A este respecto la Conferencia recomienda:

i) Que el Secretario General prepare un estudio en el que se analice el
vínculo existente entre la lucha para la eliminación del racismo y la
lucha por la descolonización y la libre determinación;

ii) Que el Secretario General de las Naciones Unidas prepare asimismo un
estudio sobre el vínculo existente entre la discriminación racial y las
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desigualdades en los niveles de instrucción, nutrición, salud, vivienda
y desarrollo cultural;

iii) Que los diversos órganos del sistema de las Naciones Unidas, así como
los gobiernos, continúen estudiando los problemas de los trabajadores
migrantes, especialmente en lo que se refiere a la discriminación racial
de que son objeto los migrantes y sus familias; en particular, el Secre-
tario General debería hacer un estudio a fondo de los tipos y causas de
discriminación contra los trabajadores migrantes y de las medidas es-
pecíficas que podrían adoptarse para luchar contra ellos;

iv) Que el Secretario General estudie la naturaleza y los tipos de los pro-
cedimientos de recurso que pueden ejercer los trabajadores migrantes
para exponer las reivindicaciones que tengan como consecuencia la dis-
criminación racial; se debería prestar particular atención a los trabaja-
dores migrantes que sean apátridas o que no tengan ningún gobierno na-
cional, embajada o consulado que los represente.

23. Se debería pedir al Grupo Especial de Expertos sobre el África meridio-
nal que estudie los medios de aplicar los instrumentos internacionales, tales
como la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen
de Apartheid, en la que se declara que las políticas de apartheid y de racismo
constituyen crímenes de lesa humanidad.

24. Teniendo en cuenta la recomendación del Simposio de las Naciones
Unidas sobre la explotación de los negros en Sudáfrica y Namibia y la situa-
ción en las prisiones sudafricanas, celebrado en Lesotho, en julio de 1975,
acerca del impacto especial del sistema de apartheid sobre los niños y los jó-
venes, los órganos competentes de las Naciones Unidas deberían investigar el
encarcelamiento, la tortura, el abandono, la malnutrición y la falta de servicios,
de educación que contribuyen a la mortalidad infantil y retrasan el debido
desarrollo de los niños y jóvenes negros.

25. Teniendo presente el Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer, la
Conferencia recomienda que las Naciones Unidas, los organismos especiali-
zados y, en particular, la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la
Mujer preparen estudios de investigación y material docente sobre la situación
de las mujeres que viven bajo los regímenes racistas de África meridional,
especialmente bajo el apartheid, y de las mujeres en los territorios árabes
ocupados y en otros territorios ocupados.
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26. Teniendo presente el Año Internacional del Niño, 1979, la. Conferencia
recomienda que la Asamblea General prepare un estudio especial sobre la si-
tuación de los niños que viven bajo los regímenes racistas de África meridio-
nal, especialmente bajo el apartheid, y la de los niños en los territorios árabes
ocupados y en otros territorios ocupados.

27. La Conferencia reitera que el apartheid, el racismo y todas las formas
de discriminación racial son algunos de los obstáculos más graves que se opo-
nen a que muchos países económicamente en desarrollo consigan la igualdad
y la justicia económica. Por consiguiente, pide a las Naciones Unidas y enca-
rece a los países en desarrollo y a los países desarrollados que emprendan se-
riamente la tarea a realizar y tomen medidas positivas para el establecimiento
de un nuevo orden económico internacional tal como está previsto en los pro-
gramas y resoluciones de las Naciones Unidas, particularmente los aprobados
por la Asamblea General en sus períodos extraordinarios de sesiones sexto y
séptimo.

28. La Conferencia pide a la Organización Internacional del Trabajo que
establezca un grupo especial de expertos que siga de cerca la aplicación de las
disposiciones de los instrumentos internacionales que protegen los derechos de
los trabajadores migrantes y que estudie la posibilidad de celebrar nuevos
seminarios regionales e internacionales sobre el tema de la discriminación
racial de que son víctimas los trabajadores migrantes.

29. La Conferencia recomienda que el Instituto de las Naciones Unidas para
Formación Profesional e Investigaciones organice un coloquio internacional
sobre la prohibición del apartheid, el racismo y la discriminación racial y la
libre determinación en el derecho internacional, en el que se preste especial
atención a los principios de la no discriminación y la libre determinación como
normas imperativas del derecho internacional.

30. La Conferencia expresa su reconocimiento por la valiosa labor realiza-
da por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial y por su gran
contribución a la eliminación del racismo, la discriminación racial y el
apartheid, toma nota de sus decisiones y recomendaciones generales e invita
a la Asamblea General a seguir apoyando la labor del Comité y a examinar los
medios de aplicar dichas decisiones y recomendaciones.

31. La Conferencia recomienda a la Comisión de Derechos-Humanos que
continúe sus esfuerzos encaminados a preparar un instrumento internacional
para la protección de los derechos de las personas pertenecientes a minorías.
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32. Teniendo presentes las recomendaciones del Simposio de Lesotho, a que
se refiere el párrafo 24 supra y reconociendo que el apartheid priva sistemá-
ticamente a los negros de todo contacto con otras culturas, debe instarse a los
órganos competentes de las Naciones Unidas a que lleven a cabo proyectos
encaminados a preservar el patrimonio cultural de la población negra, asegu-
rar sus contactos con otras culturas y estimular sus facultades creadoras.

33. La Conferencia recomienda a la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura que prosiga sus esfuerzos y preste
más asistencia a los Estados Miembros para que éstos adopten medidas desti-
nadas a:

i) Asegurar el acceso de las minorías étnicas a la educación y la informa-
ción; en particular los boletines informativos deben no sólo estar diri-
gidos a las minorías étnicas y los grupos raciales sino también ser pre-
parados y producidos por miembros de dichas minorías y grupos;

ii) Desarrollar la educación intercultural y el diálogo entre la educación de
orientación cultural y la de orientación internacional; además, las escue-
las deben presentar las culturas de los distintos países y de las distintas
comunidades de un mismo país con miras a establecer un diálogo cul-
tural mutuamente provechoso; a ese respecto los miembros de las mi-
norías étnicas y los grupos raciales deberían tener ellos mismos la po-
sibilidad de iniciar a los alumnos en el conocimiento de las prácticas y
de los valores de su propia cultura;

iii) Organizar campañas de lucha contra el racismo y la discriminación ra-
cial a través de los varios medios de comunicación social como prensa,
radio, televisión, carteles, folletos, etc.

C. Medidas en el plano regional

34. La Conferencia recomienda a todos los Estados que cooperen en la reali-
zación de esfuerzos concertados y decididos, sobre una base tanto regional
como internacional, para combatir el racismo, la discriminación racial y el
apartheid.

35. La Conferencia recomienda a la Asamblea General que invite al Secre-
tario General a que organice en cada una de las regiones de las Naciones Uni-
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das, en la segunda mitad del Decenio de la lucha contra el racismo y la discri-
minación racial, seminarios regionales sobre los procedimientos de recurso de
que disponen, a nivel nacional o local, las personas que son víctimas del racis-
mo o la discriminación racial y a que estudie la viabilidad de los programas
regionales de acción para combatir el racismo y la discriminación racial.

36. La Conferencia recomienda que los Estados de las diferentes regiones
inviten al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial a celebrar
períodos de sesiones en esas diferentes regiones con objeto de aumentar el
conocimiento de sus actividades y el interés por las mismas.

D. Apoyo a las víctimas del racismo, la discriminación racial y el apartheid

37. La Conferencia pide a todos los gobiernos, organismos especializados,
organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales que:

1) Prosigan y aumenten la asistencia bilateral y multilateral a los pueblos que
son víctimas de la discriminación racial, el colonialismo, la ocupación y la
dominación extranjeras y, en particular, la asistencia a:

a) Las personas perseguidas por su oposición al apartheid;
b) Los refugiados procedentes del África meridional;
c) Los movimientos de liberación nacional reconocidos por la Organización

de la Unidad Africana en la causa de su legítima lucha por la libertad;

2) Apoyen programas (nacionales, regionales e internacionales) destinados
a eliminar todas las formas de discriminación racial y proporcionen asistencia
financiera y técnica a esos programas;

3) Contribuyan, en sus propias esferas de actividad y en cooperación con los
movimientos de liberación, a corregir el desequilibrio social entre los sexos
provocado por el colonialismo o los regímenes racistas, de modo que se ase-
gure a las mujeres un papel activo en el proceso de desarrollo y en la impor-
tante tarea de reconstruir sus sociedades;

4) Otorguen becas a los jóvenes de ambos sexos en los territorios en que
imperan la discriminación racial, el colonialismo, la ocupación y la domina-
ción extranjeras, en particular mediante mayores contribuciones al Programa
de las Naciones Unidas de Enseñanza y Capacitación para el África meridional;
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5) Nieguen toda ayuda militar, económica, política, diplomática o de otra
índole a los regímenes racistas, dado que dicha ayuda permite a dichos regíme-
nes aplicar y perpetuar sus políticas racistas y les alienta a ello;

6) Se aseguren de que todas las resoluciones de las Naciones Unidas relati-
vas al aislamiento de los regímenes racistas en África meridional se apliquen
plenamente;

7) Adopten todas las medidas necesarias para poner fin a las actividades de
las empresas multinacionales, a las transacciones y a otras inversiones en te-
rritorios sometidos a cualquier forma de racismo, discriminación racial, colo-
nialismo y dominación extranjera;

8) Hagan contribuciones generosas al Fondo Fiduciario para la Publicidad
contra el Apartheid y aumenten sus contribuciones a los fondos de asistencia
a los pueblos oprimidos de África meridional.

38. La Conferencia pide al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados que siga intensificando sus esfuerzos para prestar asistencia a los
refugiados en el África meridional.

39. La Conferencia recomienda que la Asamblea General estudie la posibi-
lidad de establecer un fondo internacional, de carácter voluntario, para ayudar
a los pueblos y a los movimientos de liberación nacional reconocidos por la
Organización de la Unidad Africana que luchan contra la discriminación racial
y el apartheid, teniendo presentes las directrices siguientes:

i) Los objetivos del fondo serían proporcionar en todo el mundo asisten-
cia a las víctimas de la discriminación racial y a quienes desean tomar
medidas eficaces para luchar contra el racismo y la discriminación ra-
cial; el fondo debería trabajar en estrecha coordinación y cooperación
con los fondos existentes tales como el Fondo Fiduciario de las Nacio-
nes Unidas para Sudáfrica, el Fondo del Programa de las Naciones
Unidas de Enseñanza y Capacitación para el África Meridional y el
Fondo Fiduciario para la Publicidad contra el Apartheid, y debería com-
plementar los objetivos del Programa para el Decenio, especialmente
mediante proyectos concretos orientados al logro de los objetivos del
Decenio;

ii) La experiencia adquirida por las Naciones Unidas en la creación de fon-
dos semejantes podría utilizarse para determinar el alcance de las acti-
vidades del fondo, su gestión y su coordinación con los fondos existen-
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tes, el sistema de las Naciones Unidas y las organizaciones regionales
pertinentes.

El hecho de que los gobiernos, las organizaciones intergubernamentales, las
organizaciones no gubernamentales y los particulares hiciesen contribuciones
generosas al fondo constituiría un apoyo importante para el logro de los obje-
tivos del Programa para el Decenio.

E. Papel del Consejo Económico y Social

40. La Conferencia recomienda que, a fin de evaluar las actividades del Dece-
nio, como se pide en el párrafo 18 del Programa para el Decenio, el Consejo
Económico y Social estudie la posibilidad de crear un grupo de trabajo de
expertos que le ayude en esa tarea.

41. La Conferencia recomienda además que el Consejo Económico y Social
reconozca como entidad consultiva a la Conferencia Mundial de Pueblos In-
dígenas, de conformidad con los procedimientos establecidos en la resolución
1296 (LXIV) del Consejo, de 23 de mayo de 1968.

F. Nuevo examen de los progresos del Decenio de la lucha
contra el racismo y la discriminación racial

42. La Conferencia recomienda a la Asamblea General que, al final del Dece-
nio, se celebre otra conferencia mundial para examinar y evaluar la labor rea-
lizada durante el Decenio y formular nuevas medidas si es necesario.

15a. sesión plenaria,
25 de agosto de 1978
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DECLARACIÓN Y PROGRAMA DE ACCIÓN DE LA SEGUNDA
CONFERENCIA MUNDIAL PARA COMBATIR EL RACISMO

Y LA DISCRIMINACIÓN RACIAL
Ginebra, Suiza, 1983

DECLARACIÓN

La segunda Conferencia Mundial para Combatir el Racismo y la Discrimina-
ción Racial,

Habiéndose reunido en Ginebra del 1º al 12 de agosto de 1983 de confor-
midad con la resolución 37/41 de la Asamblea General, al culminar el Dece-
nio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial,

Recordando que la Carta de las Naciones Unidas se basa en los principios
de la dignidad y la igualdad de todos los seres humanos y proclama, entre sus
objetivos básicos, el realizar la cooperación internacional en la solución de los
problemas internacionales de carácter político, económico, social, cultural o
humanitario y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos
y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de
raza, sexo, idioma o religión,

Recordando además que la Asamblea General proclamó el periodo decenal
que comenzó el 10 de diciembre de 1973 Decenio de la Lucha contra el Racis-
mo y la Discriminación Racial,

Recordando también la primera Conferencia Mundial para Combatir el
Racismo y la Discriminación Racial, celebrada en Ginebra en 1978,

Reafirmando las metas del Decenio: promover los derechos humanos y las
libertades fundamentales de todos, sin distinción alguna de raza, color, linaje
u origen nacional o étnico, y especialmente resistir todas las políticas y prác-
ticas que contribuyen al fortalecimiento del racismo, la discriminación racial
o el apartheid; identificar, aislar y disipar las falaces y míticas creencias, po-
líticas y prácticas que contribuyen al racismo, a la discriminación racial y al
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apartheid, y contrarrestar la constitución de alianzas basadas en el mutuo apoyo
del racismo y la discriminación racial,

Habiendo examinado las actividades nacionales, regionales e internaciona-
les realizadas en el Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación
Racial,

Decidida a promover la aplicación de la Declaración Universal de Derechos
Humanos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer, los Pactos Internacionales de Dere-
chos Humanos, la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo
del Crimen de Apartheid, la Convención para la Prevención y la Sanción del
Delito de Genocidio, el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo
relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación (1958) y la
Convención de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura relativa a la lucha contra las discriminaciones en la es-
fera de la enseñanza (1960),

Haciendo suyos los Programas de Acción contra el Apartheid aprobados por
la Conferencia Internacional sobre Sanciones contra Sudáfrica, celebrada en
París del 20 al 27 de mayo de 1981, y por la Conferencia Internacional en apoyo
a la lucha del pueblo de Namibia por su independencia, celebrada en París del
25 al 29 de abril de 1983,

Considerando que el racismo y la discriminación racial constituyen graves
violaciones de los derechos humanos fundamentales, y que para el pleno dis-
frute de esos derechos, que son indivisibles e interdependientes, se requieren
medidas nacionales e internacionales con objeto de mejorar las condiciones de
vida de los hombres y las mujeres de todas las naciones en el plano político,
económico, social y cultural,

Observando con suma preocupación que el apartheid, que es un crimen
contra la humanidad, así como el racismo y la discriminación racial, que son
una afrenta a la conciencia y a la dignidad de la humanidad, siguen afligiendo
al mundo y plantean un serio peligro de conflicto mayor y tensión internacio-
nal más aguda,

Reconociendo que las injusticias económicas y sociales derivadas del racis-
mo, la discriminación racial y el apartheid exigen esfuerzos continuos y enér-
gicos para erradicar las causas subyacentes de esos males,

Afirmando la importancia de la educación, la enseñanza y la capacitación
para la eliminación del racismo y de la discriminación racial, que, en particu-
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lar, deben poner de manifiesto los mitos y las teorías erróneas inherentes al
racismo y a la discriminación racial,

Afirmando su convencimiento de que los medios de comunicación de ma-
sas pueden dar a los grupos dominados la posibilidad de expresarse, contribu-
yendo así al entendimiento mutuo y al respeto de las diferencias,

Reconociendo la importancia del apoyo brindado a la Convención Interna-
cional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial por
121 Estados y del apoyo adicional aportado por los Estados que han recono-
cido públicamente la facultad del Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación Racial de recibir comunicaciones de personas y grupos de personas,

Reiterando su llamamiento a todos los Estados que todavía no se hayan ad-
herido a la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial para que lo hagan como parte de su contribución al
logro de los objetivos del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discrimi-
nación Racial, y reafirmando su convencimiento de que tales Estados, hasta que
ratifiquen la Convención, deberían seguir sus disposiciones como directrices para
combatir la discriminación racial y asegurar que se ponga en práctica el princi-
pio de la igualdad, tanto en la esfera nacional como en la internacional,

Reconociendo la importancia capital de las medidas legislativas, judiciales
y administrativas nacionales en la lucha contra la discriminación racial, y el
valor específico de los procedimientos de recurso a efectos de la aplicación de
las normas sobre derechos humanos,

Reconociendo que las personas pertenecientes a minorías nacionales, étnicas
y de otro tipo quedan protegidas por los instrumentos internacionales pertinen-
tes y en particular por la Convención Internacional sobre la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación Racial y el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, incluido su artículo 27, y que es preciso mantener una
constante vigilancia para contrarrestar toda medida que discrimine contra ta-
les grupos, y que las iniciativas de las Naciones Unidas con respecto al dere-
cho de las personas pertenecientes a minorías y poblaciones autóctonas mere-
cen el más amplio apoyo,

Reconociendo que para alcanzar el objetivo de mantener una lucha eficaz
contra el racismo y la discriminación racial es necesario trabajar por el inme-
diato establecimiento de un orden internacional justo y equitativo y que, a ese
efecto, la instauración de un nuevo orden económico internacional sería un
paso muy importante en la lucha contra las causas del racismo y la discrimi-
nación racial,
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Reconociendo que la cooperación internacional es una condición indispen-
sable para combatir eficazmente el racismo, la discriminación racial y el
apartheid,

Reconociendo los derechos de las poblaciones autóctonas establecidos en
los instrumentos internacionales vigentes,

Reconociendo que el apartheid es una política deliberada de la minoría
blanca racista para asegurar y perpetuar la explotación y degradación de la
mayoría negra de Sudáfrica,

Reafirma y declara solemnemente que:
1. Todos los seres humanos nacen iguales en dignidad y derechos. Toda

doctrina de superioridad racial es, por lo tanto, científicamente falsa, moral-
mente condenable y socialmente injusta y peligrosa, y no tiene justificación
alguna;

2. El racismo y la discriminación racial son flagelos permanentes que deben
erradicarse de todo el mundo;

3. En consecuencia, los recursos educativos nacionales, regionales e inter-
nacionales deben aprovecharse y utilizarse de modo que se fomente el mutuo
entendimiento entre todos los seres humanos y se demuestre y enseñe el fun-
damento científico de la igualdad étnica y racial y el valor de la diversidad
cultural, con objeto de suprimir así la base de las actitudes y prácticas racistas;

4. Todos los pueblos y todos los grupos humanos han contribuido al progreso
de la civilización y las culturas que constituyen el patrimonio común de la
humanidad;

5. Todas las formas de discriminación constituyen una violación de los
derechos humanos fundamentales, y las políticas gubernamentales que se ba-
san en la teoría de la superioridad racial, en la exclusión o el odio por motivos
raciales ponen también en peligro las relaciones amistosas entre los pueblos y
la cooperación entre las naciones, y por lo tanto comprometen la paz y la se-
guridad internacionales;

6. El apartheid, como forma institucionalizada del racismo, es una afrenta
deliberada y totalmente abominable a la conciencia y dignidad de la humani-
dad, un crimen contra la humanidad y una amenaza a la paz y la seguridad
internacionales;

7. En Sudáfrica, la forma más extrema de racismo ha conducido a una for-
ma de explotación y de degradación que es manifiestamente contraria al prin-
cipio del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de
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todos sin distinción, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas;
8. La creación de bantustanes es una política inhumana concebida para

desposeer al pueblo africano de sus tierras, privarlo de su ciudadanía y conso-
lidar la dominación política y económica de la minoría blanca de Sudáfrica; esa
política ha sido condenada por la comunidad internacional y ésta debe seguir
rechazándola y condenándola;

9. Todos los Estados deben aplicar estricta y fielmente las sanciones dispues-
tas por las Naciones Unidas contra el régimen racista de Sudáfrica, para ais-
larlo todavía más. La asistencia y colaboración en las esferas económica, mi-
litar, nuclear y otras representa un obstáculo para la lucha contra el apartheid.
Los gobiernos tienen la obligación de preparar leyes y reglamentos apropiados
para evitar que las empresas transnacionales prosigan esas prácticas, que ayu-
dan y apoyan al régimen racista de Pretoria o que explotan los recursos natu-
rales y al pueblo de Sudáfrica y Namibia;

10. Todos los que contribuyen al mantenimiento del sistema de apartheid
son cómplices en la perpetuación de ese crimen;

11. La Conferencia elogia los abnegados esfuerzos del pueblo de Sudáfrica
y de Namibia, bajo la dirección de sus movimientos nacionales de liberación,
por lograr la independencia nacional y el establecimiento de una sociedad
democrática no racial. Reafirma también la legitimidad de las luchas y exhor-
ta a la comunidad internacional a que incremente su apoyo moral, político y
material a aquellos pueblos;

12. Debe aportarse apoyo a los movimientos de liberación nacional recono-
cidos por sus organizaciones regionales respectivas como forma concreta de
solidaridad internacional con todos los pueblos oprimidos y con todas las víc-
timas del racismo y de la discriminación racial, del colonialismo y del
apartheid;

13. La Conferencia condena los frecuentes e injustificados actos de agresión,
destrucción y sabotaje, que el régimen racista sudafricano, directamente o
mediante la utilización de mercenarios y bandidos armados, sigue perpetran-
do contra los Estados de primera línea y otros Estados africanos independien-
tes de la subregión por su oposición al apartheid, su asistencia a refugiados y
su apoyo a los movimientos de liberación. En consecuencia, insta a todos los
Estados a que ofrezcan la asistencia que permita a los Estados de primera lí-
nea y a los demás Estados africanos independientes de la subregión reforzar su
capacidad de defensa y reconstruir pacíficamente sus países;



196 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

14. La Conferencia expresa su profunda preocupación ante el incremento de
las actividades de muchas organizaciones neonazis y fascistas que han alenta-
do las tendencias al racismo y la discriminación racial. En consecuencia, deben
tomarse medidas contra todas las ideologías y prácticas, como el apartheid, el
nazismo, el fascismo y el neofascismo, que se basan en la exclusión o la into-
lerancia, el odio, el terror o la denegación sistemática de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales por motivos raciales o étnicos;

15. La proscripción del racismo y de la discriminación racial por la ley debe
ir acompañada de una vigorosa labor para asegurar la igualdad en las esferas
económica, social y cultural; y en particular deben organizarse programas es-
peciales, como programas de acción afirmativa, para hacer frente al problema
del racismo y la discriminación racial inherentes al sistema e institucionali-
zados;

16. La educación y la información deben ser un eficaz medio de acción para
combatir el racismo y la discriminación racial; la Conferencia apoya los esfuer-
zos de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y la Cultura por utilizar más eficazmente la educación y la información para
combatir el racismo y los prejuicios raciales todos los gobiernos y todos los
dirigentes de la opinión pública en el seno de cada sociedad tienen también la
obligación de educar al pueblo, especialmente a los niños y los jóvenes, por
todos los medios disponibles, para lograr que cobren conciencia de los males
del racismo, de la discriminación racial y del apartheid y para asegurar el res-
peto a la dignidad y al valor de todos los seres humanos. Se debe alentar a los
medios de comunicación de masas a que difundan información sobre las acti-
vidades y los programas de las Naciones Unidas relacionados con la elimina-
ción de la discriminación racial;

17. El apartheid, el racismo y la discriminación racial y sistemática son
violaciones manifiestas de los derechos humanos debidas y conducentes a
grandes desigualdades en las esferas política y económica, así como en mate-
ria de instrucción, sanidad, nutrición, vivienda, posibilidades de trabajo y de-
sarrollo cultural, y, en consecuencia, la acción que se requiere para combatir
tales políticas y prácticas debe incluir medidas en los planos nacional, regio-
nal e internacional para mejorar las condiciones de vida políticas, económicas,
sociales y culturales de los hombres y mujeres de todas las naciones. La coope-
ración internacional para el desarrollo tiene un importante papel que desem-
peñar en la labor de asegurar los recursos que los países en desarrollo necesi-
tan para superar esos obstáculos;
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18. Los gobiernos deben ser explícitos en su condena de toda propaganda
y de todas las organizaciones basadas en ideas y teorías de la superioridad de
una raza o grupo de personas de un color u origen étnico que traten de justifi-
car o promover el odio y la discriminación raciales en cualquiera de sus for-
mas, y deben adoptar medidas destinadas a erradicar toda incitación a tal dis-
criminación, o actos de tal discriminación, de conformidad con el artículo 4 de
la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación Racial;

19. La Conferencia condena toda forma de cooperación con Sudáfrica, es-
pecialmente las actuales relaciones - que van en aumento - entre Israel y el
régimen racista de Sudáfrica, en particular las existentes en las esferas econó-
mica y militar, y deplora la cooperación entre ellos en la esfera nuclear, al tiem-
po que previene contra los peligros de tal cooperación; deplora en particular
la expansión e intensificación de esas relaciones en momentos en que la comu-
nidad internacional despliega los máximos esfuerzos para aislar completamente
al régimen racista de Sudáfrica; la Conferencia considera que esa cooperación
constituye un acto deliberado y hostil contra el pueblo oprimido de Sudáfrica,
así como una violación de las resoluciones de las Naciones Unidas y un desa-
fío a los esfuerzos de la comunidad de naciones para lograr la libertad y la paz
en el África meridional; la Conferencia también toma nota con preocupación
de la propaganda insidiosa de Israel contra las Naciones Unidas y contra los
gobiernos que se oponen firmemente al apartheid;

20. La conferencia recuerda con profundo pesar las prácticas de discrimi-
nación racial contra los palestinos, así como contra otros habitantes de los
territorios árabes ocupados, que tienen tanta repercusión en todos los aspectos
de su existencia cotidiana que impiden que disfruten de sus derechos funda-
mentales; la Conferencia expresa su profunda preocupación por esta situación
y pide que se ponga fin a todas las prácticas de discriminación racial a que están
sometidos los palestinos y los demás habitantes de los territorios árabes ocu-
pados por Israel;

21. Las personas pertenecientes a minorías nacionales, étnicas y de otro tipo
pueden desempeñar un papel importante en el fomento de la cooperación y el
entendimiento internacionales, y la protección nacional de los derechos de las
personas pertenecientes a minorías de conformidad con la Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial
y con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, incluido su ar-
tículo 27, es indispensable para permitirles desempeñar ese papel; la Conferen-
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cia subraya que la concesión a las personas pertenecientes a grupos minorita-
rios dé la oportunidad de participar plenamente en la vida política, económica
y social de su país puede contribuir a fomentar el entendimiento, la coopera-
ción y las relaciones armoniosas entre personas pertenecientes a los diferen-
tes grupos que viven en un país; la Conferencia reconoce también que, en cier-
tos casos, puede ser necesario proteger especialmente los derechos de las
personas pertenecientes a minorías, en particular mediante la adopción de
medidas eficaces a favor de las personas pertenecientes a grupos minoritarios
que estén en una situación especialmente desventajosa; la Conferencia aprueba
las medidas adoptadas hasta la fecha por los órganos competentes de las Na-
ciones Unidas para proteger a las personas pertenecientes a minorías, especial-
mente la actual labor de la Comisión de Derechos Humanos de elaboración de
un proyecto de declaración sobre la protección de los derechos de las perso-
nas pertenecientes a minorías, y confía en que las actividades futuras que se
proyectan en estos momentos aumenten adecuadamente la protección inter-
nacional de los derechos de las personas pertenecientes a minorías; al fomen-
tar y garantizar los derechos de las personas pertenecientes a minorías, se
deben respetar estrictamente la soberanía, la integridad territorial y la inde-
pendencia política de los países en que viven y la no injerencia en sus asun-
tos internos;

22. No se debe privar a las poblaciones autóctonas de sus derechos a man-
tener sus estructuras económicas, sociales y culturales tradicionales, a procu-
rar su propio desarrollo económico, social y cultural y a utilizar y a desarro-
llar su propio idioma, la relación especial que guardan con su territorio y sus
recursos naturales; debe atenderse plenamente la necesidad de celebrar consul-
tas con las poblaciones indígenas en lo referente a las propuestas que las afec-
ten; la Conferencia acoge con agrado el establecimiento del Grupo de las
Naciones Unidas sobre Poblaciones Indígenas;

23. Cuando existe discriminación racial, se discrimina doblemente contra
las mujeres; en consecuencia, es necesario desarrollar más esfuerzos especia-
les a fin de eliminar las consecuencias de la discriminación racial para la con-
dición y la situación de la mujer y asegurar condiciones que promuevan la
igualdad de participación de las mujeres en la vida política, económica, social
y cultural de sus sociedades. Tiene particular importancia en este contexto la
aplicación de la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer;
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24. Los órganos nacionales e internacionales pertinentes deben examinar
concretamente las consecuencias psicológicas y físicas en el caso de los niños
que son víctimas de discriminación racial, y deben procurar que en sus futu-
ros programas se incluyan medidas especiales para contrarrestar esas conse-
cuencias;

25. El principio general de la no discriminación, en particular respecto de
los refugiados que huyen del apartheid, el racismo y la discriminación racial,
debe ser aplicado escrupulosamente a los refugiados, sobre todo en lo que se
refiere a su admisión, trato y no devolución, por los países que les dan refugio,
incluso refugio temporal, y en lo tocante a dar muestras de solidaridad inter-
nacional proporcionando asistencia y promoviendo soluciones duraderas;

26. La urgente necesidad de proteger los derechos de los inmigrantes y de
los trabajadores migratorios, así como los derechos humanos de todos los no
documentados, y de sus familias en todo el mundo, requiere que los Estados
aseguren que sus prácticas legislativas, administrativas y de otra índole se ajus-
ten plenamente a las normas internacionales que protegen los derechos de los
trabajadores migratorios y de sus familias, para mitigar y eliminar las causas
sociales económicas y de otra índole de las medidas o actitudes discrimina-
torias todavía existentes contra los trabajadores migratorios y sus familias; la
Conferencia insta a los Estados que son Miembros de las Naciones Unidas a
que aceleren la labor que actualmente realizan en las Naciones Unidas para
elaborar un proyecto de convención sobre la protección de los derechos de los
trabajadores migratorios y de sus familias;

27. Los Estados, organizaciones internacionales, organizaciones guberna-
mentales y no gubernamentales, instituciones locales y privadas, instituciones
religiosas y sindicatos deben asegurar el logro total y efectivo de las metas y
los objetivos del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación
Racial;

28. La Asamblea General debería proclamar un Segundo Decenio de Lucha
contra el Racismo y la Discriminación Racial con miras a conseguir la total
eliminación del racismo, la discriminación racial y el apartheid;

A este fin la segunda Conferencia Mundial para Combatir el Racismo y la
Discriminación Racial aprueba el siguiente Programa de Acción:
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PROGRAMA DE ACCIÓN

A. Medidas para combatir el apartheid

1. La Conferencia pide a todos los Estados, los órganos de las Naciones Uni-
das y las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales que ga-
ranticen la plena y universal aplicación de las resoluciones de cumplimien-
to obligatorio del Consejo de Seguridad y que hagan esfuerzos por aplicar
otras resoluciones de las Naciones Unidas. Se deberá prestar atención espe-
cial a medidas concretas, incluidas las contenidas en el presente Programa de
Acción, destinadas a asegurar la aplicación de las disposiciones relativas al
apartheid.

2. La Conferencia reafirma que el sistema de apartheid de Sudáfrica es la
forma más extrema de racismo institucionalizado, un crimen de lesa humani-
dad y una afrenta a la conciencia y la dignidad de la humanidad, y que la po-
lítica y las prácticas de Sudáfrica constituyen una grave quiebra de la estabi-
lidad regional y de la paz y la seguridad internacionales y una amenaza a las
mismas. La Conferencia pide a todos los Estados, las organizaciones interna-
cionales, las instituciones privadas y las organizaciones no gubernamentales
que presten una mayor asistencia política y material a los pueblos oprimidos
de Sudáfrica y Namibia y que intensifiquen las campañas encaminadas a ob-
tener la libertad de todos los presos políticos encarcelados por sus actividades
contra el apartheid.

3. La Conferencia reafirma asimismo la legitimidad de la lucha de los pue-
blos oprimidos de Sudáfrica y Namibia y sus movimientos de liberación nacio-
nal para lograr la eliminación del apartheid por todos los medios disponibles,
incluida la lucha armada, y la responsabilidad especial que incumbe a las
Naciones Unidas y a la comunidad internacional en lo que respecta a prestar-
les asistencia moral, política y material en la consecución de su empeño de
ejercer su derecho a la libre determinación.

4. La Conferencia reitera el compromiso contraído por las Naciones Unidas
respecto de la total erradicación del apartheid y del establecimiento de una
sociedad democrática en que todo el pueblo de Sudáfrica, sin distinción por
motivos de raza, color, sexo o religión, goce de iguales y plenos derechos
humanos y libertades fundamentales y participe libremente en la determinación
de su destino.
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5. La Conferencia reafirma el rechazo por parte de la comunidad internacio-
nal de la política de bantustanización y otras medidas similares, que son parte
integrante del sistema discriminatorio del apartheid y que niega a la mayoría
negra sus legítimos derechos a la tierra y a la ciudadanía de Sudáfrica.

6. La Conferencia confirma asimismo el rechazo por la comunidad interna-
cional de las llamadas reformas del régimen, y en especial de la limitada repre-
sentación parlamentaria de los mestizos y los asiáticos, destinada a dividir la
alianza negra y sostener el sistema de apartheid.

7. La Conferencia pide a todos los Estados que apliquen rigurosamente el
embargo sobre la venta y transferencia de armas y otro material militar impues-
to a Sudáfrica en virtud de la resolución 418 (1977) del Consejo de seguridad.
La Conferencia insta también al Consejo de Seguridad a que adopte medidas
urgentes para reforzar el embargo de armas, de conformidad con las recomen-
daciones del Comité del Consejo establecido por su resolución 421 (1977).

8. La Conferencia pide al Consejo de Seguridad que considere urgentemente
la imposición de sanciones obligatorias, en virtud del Capítulo VII de la Car-
ta de las Naciones Unidas, contra el régimen de apartheid de Sudáfrica y, en
particular:

a) La cesación de toda colaboración con Sudáfrica en la esfera nuclear, pues
tal colaboración aumentaría la capacidad de Sudáfrica para desarrollar
armas nucleares;

b) La prohibición de toda asistencia o colaboración tecnológica en la fabri-
cación de armas y suministros militares en Sudáfrica;

c) El cese de las inversiones extranjeras en Sudáfrica y de los préstamos fi-
nancieros a ese país;

d) Un embargo del suministro de petróleo, productos del petróleo y otros
productos estratégicos que permitirían a Sudáfrica continuar aplicando
su política de apartheid;

e) La interrupción de las relaciones comerciales con Sudáfrica.

9. La Conferencia condena enérgicamente al régimen racista de Sudáfrica
por la sistemática opresión y discriminación de que hace objeto a la mayoría
abrumadora de la población de Sudáfrica y por la continua ocupación ilegal de
Namibia. La Conferencia condena asimismo los Pactos de agresión militar y
los actos de desestabilización política y económica perpetrados por Sudáfrica
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contra los Estados vecinos independientes de Angola, Botswana, Lesotho,
Mozambique, Seychelles, Swazilandia, Zambia y Zimbabwe, así como las
prácticas de Sudáfrica de contratar, entrenar, financiar y armas mercenarios
para atacar y desestabilizar a los Estados vecinos, lo cual crea inestabilidad en
esa parte del mundo.

10. La Conferencia pide que aumenten la asistencia y el apoyo internacional
a los Estados de primera línea y a otros Estados independientes de la subregión
sometidos a amenazas y actos de agresión y desestabilización por el régimen de
apartheid de Sudáfrica, a fin de que les sea posible reforzar su capacidad
de defensa, defender su soberanía y su integridad territorial, luchar contra la pro-
paganda adversa de Sudáfrica y de otras fuentes que socava la armonía racial
y la paz en la subregión, y reconstruir y desarrollar en paz sus países.

11. La Conferencia insta a todos los Estados a que rompan todos los víncu-
los deportivos, culturales y científicos con el régimen racista y con las organi-
zaciones o instituciones de Sudáfrica que practiquen el apartheid, y a que di-
suadan a sus nacionales de mantener esos contactos.

12. La Conferencia exhorta a todos los Estados que aún no lo hayan hecho
a que:

a) Se abstengan de toda relación con el régimen de apartheid que pueda
contribuir al mantenimiento de la política de apartheid;

b) Disuadan a todas las empresas comerciales, incluidas las empresas
transnacionales, en la medida en que estén bajo su jurisdicción o control,
de cualquier colaboración con el régimen racista de Sudáfrica, o impidan
tal colaboración, ya que ésta puede contribuir al mantenimiento de su
política de apartheid.

13. La Conferencia, reafirmando la responsabilidad directa que incumbe a
las Naciones Unidas respecto de Namibia en espera del logro de su auténtica
independencia nacional, libre determinación e integridad territorial, exige la
aplicación inmediata e incondicional de la resolución 435 (1978) del Consejo
de Seguridad, de 29 de septiembre de 1978, y hace un llamamiento a todos los
Estados, organizaciones intergubernamentales, instituciones privadas y orga-
nizaciones no gubernamentales para que aporten una contribución activa a esa
finalidad. La Conferencia insta además a todos los gobiernos y empresas
transnacionales a que apliquen el Decreto No. 1 para la protección de los re-
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cursos naturales de Namibia, aprobado por el Consejo de las Naciones Unidas
para Namibia, y pide también que se apliquen las medidas a que se hace refe-
rencia en la sección C de la resolución 37/233 de la Asamblea General, relati-
va a Namibia.

14. La Conferencia exhorta a todos los Estados, organizaciones interguber-
namentales, instituciones privadas y organizaciones no gubernamentales a que
continúen adoptando todas las medidas necesarias a fin de asegurar la ter-
minación de toda colaboración económica y financiera con el régimen racista
de Sudáfrica, ya que tal asistencia contribuirá al mantenimiento de la política de
apartheid, y a que se abstengan de adoptar toda medida que implique recono-
cimiento de la ocupación ilegal del territorio de Namibia por ese régimen o
apoyo a dicha ocupación ilegal. En tal sentido, la Conferencia hace una adver-
tencia contra los intentos unilaterales de relajar la aplicación de las sanciones
ya impuestas por el Consejo de Seguridad.

15. La Conferencia insta al Banco Internacional de Reconstrucción y Fo-
mento y al Fondo Monetario Internacional, así como a instituciones similares,
a que se abstengan de conceder créditos al régimen racista de Sudáfrica.

B. Educación, enseñanza y capacitación

16. La Conferencia exhorta a todos los Estados a utilizar eficazmente la edu-
cación, la enseñanza y la capacitación a fin de crear un ambiente propicio para
la erradicación del racismo y la discriminación racial. Estos medios deben
servir para poner al descubierto los mitos y falacias de las teorías, filosofías,
ideas y actitudes inherentes a las medidas discriminatorias basadas en diferen-
cias de raza, color, linaje y origen étnico o nacional. Es imperativo que todos
los Estados apliquen rigurosamente el principio de la no discriminación y la
igualdad en lo relativo a la educación, establecido en la Convención de la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza. La
Conferencia invita a los Estados a:

a) Examinar los libros de texto de historia, geografía y temas sociales, con
miras a corregir toda evaluación errónea o presentación desequilibrada
de datos históricos y sociales que pueda dar lugar a prejuicio racial;
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b) Hacer que los maestros tomen conciencia del grado en que pueden reflejar
los prejuicios de la sociedad en que viven y aprendan a evitar tales pre-
juicios;

c) Ofrecer en las escuelas e instituciones de enseñanza superior suficientes
oportunidades para estudiar las actividades de las Naciones Unidas en la
lucha contra el racismo, la discriminación y el apartheid;

d) Permitir que los alumnos y estudiantes de todos los niveles tengan acce-
so a libros y documentos sobre el racismo, la discriminación racial y el
apartheid;

e) Asegurarse de que el personal docente de las instituciones refleje, en la
medida de lo posible, la composición racial y étnica de la comunidad. De-
berán crearse programas de acción afirmativa para facilitar la contrata-
ción de profesores que representen la composición racial, étnica y lingüís-
tica de la comunidad;

f) Poner a disposición de personas pertenecientes a todos los grupos de
población los recursos de las escuelas y de las instituciones de enseñan-
za y capacitación;

g) Adoptar medidas correctivas en los casos en que existan grupos raciales,
étnicos, lingüísticos o de otra índole que se hayan encontrado en situa-
ción de desventaja debido a su origen, y en que tal situación haya contri-
buido a que personas pertenecientes a diversos grupos de población ten-
gan un nivel de educación y de vida más bajo. Esto es responsabilidad de
la sociedad y podría requerir programas especiales de educación a todos
los niveles de la sociedad;

h) Asegurarse de que, al formarse, los agentes encargados de hacer aplicar
la ley tomen conciencia de la posibilidad de reflejar el prejuicio de su so-
ciedad;

i) Asegurarse de que en los programas de estudio de las escuelas se fomente
el diálogo entre personas pertenecientes a los distintos grupos sociales.
Tales programas deberán responder a las necesidades y antecedentes his-
tóricos de todas esas personas y fomentar, siempre que sea posible, el in-
tercambio de experiencia cultural. En ese sentido, deberá permitirse a las
personas pertenecientes a minorías étnicas y grupos raciales que incul-
quen en los estudiantes las costumbres y los valores de sus respectivas
culturas. Deberá procurarse asimismo que la idea de los derechos huma-
nos esté presente en todos los aspectos de esos programas.
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17. Las instituciones nacionales deberán informar al público en general
sobre los derechos humanos que se les reconocen en los instrumentos interna-
cionales encaminados a combatir el racismo, la discriminación racial y el
apartheid, así como en otros instrumentos basados en los principios conteni-
dos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, o integrados en la
legislación nacional. Las instituciones nacionales deberán poner en conoci-
miento del público en general la forma de gozar de sus derechos, de conformi-
dad con las leyes nacionales. Las instituciones nacionales deberán asegurar que
las personas conozcan sus derechos y los de los demás, y deberán prestarles
asistencia para proteger y ejercer sus derechos. Esas instituciones deberán
movilizar la opinión pública en sus países contra las violaciones de los dere-
chos humanos, especialmente las violaciones manifiestas y masivas y, en par-
ticular, contra las prácticas del apartheid, el racismo y el genocidio.

18. Uno de los objetivos fundamentales de los programas de educación y de
investigación científica que realicen los organismos nacionales deberá consistir
en erradicar la discriminación y los prejuicios.

19. Es imperativo que todos los Estados apliquen rigurosamente el princi-
pio de la no discriminación y la igualdad en lo relativo a la educación y se
adhieran a los principios establecidos en la Convención de la Organización de
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura relativa a la
lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza. Es importante
que se garantice a todos los niños el derecho a ingresar en cualquier escuela.
La disponibilidad de una educación especial o suplementaria para niños per-
tenecientes a grupos raciales y étnicos en situación desventajosa puede ser
apropiada en algunos casos para su desarrollo.

20. Los organismos internacionales tales como la UNESCO deben proseguir
su labor en la esfera de la educación en materia de derechos humanos y pro-
mover esos programas de manera permanente como directrices para el análi-
sis de los libros de texto, la formación de maestros, la elaboración de progra-
mas de estudio y otras actividades y, en particular, deben preparar material en
que se explique cómo se puede atacar la discriminación inherente en el siste-
ma e institucionalizada mediante programas correctivos tales como planes de
acción afirmativa.

21.  Como recomendó la Conferencia Internacional sobre el Apartheid y la
Salud, celebrada en Brazzaville del 16 al 20 de noviembre de 1981, la Orga-
nización Mundial de la Salud debe continuar aplicando el Plan de Acción a
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favor de las víctimas del apartheid, en especial en las esferas de la salud, la
educación y la formación.

C. Difusión de información y papel de los medios de comunicación
de masas para combatir el racismo y la discriminación racial

22. Los medios de comunicación de masas deben desempeñar un papel primor-
dial en la difusión de información sobre los métodos y técnicas empleados en
la lucha contra el racismo, la discriminación racial y el apartheid. Los medios
de comunicación de masas, teniendo en cuenta la Declaración de los princi-
pios fundamentales relativos a la contribución de los medios de comunicación
de masas al fortalecimiento de la paz y la comprensión internacional, a la pro-
moción de los derechos humanos y a la lucha contra el racismo, el apartheid
y la incitación a la guerra, aprobada por la UNESCO en 1978, deben conside-
rar, al difundir información sobre las finalidades, aspiraciones, culturas y ne-
cesidades de todos los pueblos, que su tarea es contribuir a suprimir la igno-
rancia y la incomprensión entre los pueblos, hacer que los nacionales de un país
sean sensibles a las necesidades y deseos de los demás, asegurar el respeto de
los derechos y la dignidad de todas las naciones todos los pueblos e individuos,
sin distinciones por motivos de raza, sexo, idioma, religión o nacionalidad, y,
de ese modo, ayudar a protegerlos de toda influencia de la propaganda en pro del
racismo y los regímenes racistas.

23. Los medios de comunicación de masas deben contribuir a lograr que los
pueblos tengan mayor conciencia de la estrecha relación existente entre la lucha
contra el apartheid y todas las formas de racismo y discriminación racial y la
lucha por la paz y la seguridad internacionales, de conformidad con las dispo-
siciones contenidas en la Declaración de la UNESCO de 1978.

24. La falta de posibilidad de las personas pertenecientes a minorías racia-
les y étnicas en una sociedad de expresarse a través de los medios de comuni-
cación puede a menudo ser causa de que esos medios difundan información
tendenciosa o falsa. Los medios de toda índole, radio, televisión, cine, prensa,
publicidad, folletos y reuniones públicas, así como formas tradicionales tales
como el teatro y los relatos, podrían desempeñar un papel vital.

25. Los medios de comunicación deben informar ampliamente sobre los
acontecimientos y actividades organizados para combatir el racismo y la dis-
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criminación racial. Al respecto, cabe mencionar la información sobre activida-
des tales como conferencias, seminarios, cursos prácticos y mesas redondas;
así como sobre las reuniones de órganos de las Naciones Unidas que se ocu-
pan de algún aspecto de la cuestión, y la publicación y amplia difusión de las
resoluciones y decisiones pertinentes de dichos órganos. Debe darse publici-
dad a los éxitos logrados en la lucha contra la discriminación racial mediante
leyes, medidas del gobierno o programas de acción de la comunidad, y debe
destacarse el lado negativo y pernicioso del racismo y la discriminación racial.
Deben someterse a examen las historietas gráficas, las películas y las revistas
para niños y adultos, con miras a eliminar toda forma de estereotipo racial,
favorable o desfavorable. Los acontecimientos que tengan aspectos raciales
deben presentarse en su contexto económico y social, cultural y político no
deben tratarse meramente como noticias.

26. Deben estudiarse las influencias negativa y positiva que ejercen los
medios de comunicación de masas en su función de agentes de difusión de
información, entretenimiento, educación y publicidad. Además, los medios de co-
municación deben tratar de despertar la conciencia pública acerca del papel
positivo y los logros de los grupos raciales y étnicos en todas las capas de la
sociedad a lo largo de la historia. Es necesario hacer esfuerzos para producir
programas de radio y televisión que describan los males de la discriminación
racial en forma vívida, ilustrando, por ejemplo, el sufrimiento de las personas
que son víctimas de la discriminación racial. Dichas presentaciones auditivas
y visuales seguramente tendrán una gran repercusión en particular en las zo-
nas donde la alfabetización no es general.

27. Los medios de comunicación de masas deben brindar oportunidades
apropiadas a las personas pertenecientes a grupos que son víctimas de dis-
criminación para que expresen sus propios puntos de vista, particularmente
dándoles la posibilidad de producir sus propios programas o noticias. Ade-
más, los miembros de dichos grupos deben tener igualdad de acceso a las
profesiones vinculadas a los medios de información, especialmente el perio-
dismo.

28. Las instituciones nacionales deben dar amplia publicidad a los textos
básicos relativos a la eliminación del racismo, la discriminación racial y el apar-
theid, así como a otros textos sobre los derechos humanos.
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D.Medidas para la promoción y protección de los derechos humanos
de las personas pertenecientes a grupos minoritarios, poblaciones
y pueblos autóctonos, y los trabajadores migratorios
que están sometidos a discriminación racial

29. En las distintas regiones del mundo existe una gran diversidad de pueblos,
culturas, tradiciones y religiones que, en muchos casos, comprenden diversos
grupos minoritarios. Es necesario que todos los gobiernos hagan un esfuerzo
constante y ejerzan una vigilancia continua para eliminar toda forma de discri-
minación racial basada en la raza, el color, el linaje o el origen nacional o ét-
nico, de conformidad con el artículo 1 de la Convención Internacional sobre
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial.

30. Las instituciones nacionales y locales, adaptadas a las necesidades y
condiciones de los distintos países, pueden desempeñar una importante función
en el fomento y la protección de los derechos humanos, en la prevención de la
discriminación y en la protección de los derechos de las personas pertenecientes
a minorías nacionales y étnicas, poblaciones autóctonas y refugiados. Esas
instituciones nacionales y locales pueden ser de diferentes clases, incluso de
carácter judicial, administrativo, de conciliación, social y educacional. Algu-
nas de esas clases de instituciones, o todas ellas, podrían ser utilizadas por los
distintos países según sus propias circunstancias y necesidades.

31. En la esfera de la legislación, los gobiernos deben abolir y prohibir toda
discriminación dentro de su jurisdicción. Las leyes deben tratar de promover
y proteger los derechos humanos de las personas pertenecientes a grupos mi-
noritarios, de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Ra-
cial y otros instrumentos internacionales pertinentes. Las personas pertenecien-
tes a minorías deben disfrutar de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales sin discriminación por origen nacional o étnico, idioma, religión
o sexo.

32. Los gobiernos deben crear condiciones favorables y adoptar medidas que
permitan que las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas bajo
su jurisdicción se expresen libremente y desarrollen su educación, cultura,
idioma, tradiciones y costumbres, y participen en condiciones no discrimina-
torias y de igualdad en la vida cultural, social, económica y política del país en
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que viven. Al mantener su cultura y sus tradiciones, esas personas deben tener
la posibilidad de desarrollar los contactos necesarios dentro y fuera de su país,
con el debido respeto de la soberanía, la integridad territorial, el principio de
no injerencia de un Estado en los asuntos internos de otro Estado y la indepen-
dencia política de los Estados interesados.

33. Los Estados deben comprometerse a combatir las causas de antagonis-
mo entre grupos, adoptando medidas concretas destinadas a promover la com-
prensión, la cooperación y las relaciones armoniosas entre los miembros de los
distintos grupos de población. Cuando existan tirantez y fricción, no se podrá
conseguir su eliminación si no se tienen en cuenta las realidades de las diferen-
cias políticas, económicas, culturales, religiosas y lingüísticas entre los diversos
componentes de la sociedad de que se trate.

34. Con respecto a las poblaciones autóctonas, los gobiernos deben recono-
cer y respetar los siguientes derechos básicos de esos pueblos:

a) Llamarse por su propio nombre y expresar libremente su propia identidad;
b) Tener reconocimiento oficial y formar sus propias organizaciones repre-

sentativas;
c) Mantener en las zonas en que viven su estructura económica y su modo

de vida tradicionales; esto en ninguna forma debe afectar su derecho a
participar libremente y en igualdad de condiciones en el desarrollo eco-
nómico, social y político del país;

d)  Mantener y usar su propio idioma, siempre que sea posible, para la ad-
ministración y la educación;

e) Tener libertad de culto y creencias;
f) Tener acceso a la tierra y los recursos naturales, habida cuenta sobre todo

de la importancia fundamental de sus derechos a la tierra y los recursos
naturales, y a sus tradiciones y aspiraciones;

g) Estructurar, dirigir y controlar sus propios sistemas educacionales.

35. Las poblaciones autóctonas deben tener libertad para dirigir sus propios
asuntos, en la mayor medida posible, y ser consultadas en todas las cuestiones
que afecten a sus intereses y bienestar, mediante acuerdos consultivos oficia-
les siempre que ello sea posible. Deberán adoptarse medidas especiales para
corregir la desposesión, la dispersión y la discriminación sistemática ocurridas
en el pasado.
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36. Las autoridades nacionales deberían facilitar fondos destinados a inver-
siones en la actividad económica de las zonas correspondientes, así como en
todas las esferas de la actividad cultural, fondos cuya utilización habría de
determinarse con la participación de las propias poblaciones autóctonas.

37. Los gobiernos deben permitir que las poblaciones autóctonas de sus
territorios desarrollen relaciones culturales y sociales con poblaciones afines
o similares, teniendo en cuenta la importancia de las organizaciones o asocia-
ciones internacionales que se ocupan de las poblaciones autóctonas y con el
debido respeto de la soberanía, integridad territorial e independencia política
de los países en que viven las poblaciones autóctonas.

38. La Conferencia insta además a los Estados a que faciliten y apoyen el
establecimiento de organizaciones internacionales no gubernamentales para las
poblaciones autóctonas, mediante las cuales puedan éstas compartir experien-
cias y promover intereses comunes. La Subcomisión de Prevención de Discri-
minación y Protección a las Minorías deberá asegurar que continúe la urgen-
te labor que realiza su Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Autóctonas, a fin
de que puedan analizarse las complejas cuestiones del caso y adaptarse las
medidas pertinentes a los niveles internacional y nacional.

39. Dada la vulnerabilidad de las poblaciones autóctonas a la discriminación
y a la violación de sus derechos humanos, y vista la gravedad de la amenaza
con que se enfrentan esas poblaciones en algunas partes del mundo, los gobier-
nos deben prestar una gran atención a aquellas situaciones en que puedan
violarse o negarse los derechos de las poblaciones aut6ctonas, a fin de evitar
esas violaciones, a las cuales deberá darse amplia publicidad tan pronto como
se descubran.

40. Los Estados que reciben a trabajadores migratorios deben eliminar to-
das las prácticas discriminatorias en contra de ellos y de sus familias, conce-
diéndoles un trato no menos favorable que el que dan a sus propios naciona-
les. Los Países receptores deberán suprimir de su ordenamiento jurídico
cualquier tipo de disposición legal o de otra índole que pueda discriminar
contra los trabajadores migratorios en razón de sus respectivas nacionalidades.
Esto debe hacerse, entre otras, en esferas tales como la formación profesional,
el tipo de puestos que pueden ocupar los trabajadores migratorios, el tipo de
contrato que ha de otorgarse a los trabajadores migratorios, el derecho a bus-
car trabajo en cualquier parte del país, las normas que rigen las condiciones de
trabajo, las actividades sindicales y el acceso a tribunales judiciales y adminis-
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trativos para presentar denuncias de discriminación. Con el fin de combatir la
xenofobia, los países receptores organizarán campañas informativas para di-
fundir la idea de igualdad entre los nacionales del país y los trabajadores mi-
gratorios.

41. Los gobiernos también podrían adoptar las medidas siguientes para pro-
teger los derechos de los trabajadores migratorios:

a) La Asamblea General debería finalizar lo antes posible la elaboración de
una convención internacional sobre la protección de los derechos de to-
dos los trabajadores migratorios y sus familias. La Conferencia considera
que la aprobación por las Naciones Unidas de esa convención constitui-
ría sin duda una importante contribución a su labor de protección de los
derechos humanos fundamentales, pues la convención se sumaría a otros
instrumentos destinados a la protección de esos derechos; la Conferen-
cia recomienda que, en espera de la aprobación de esa convención, se es-
tablezca en los países receptores un mecanismo consultivo mixto que
contribuya a mejorar las relaciones y el entendimiento mutuo;

b) Los Estados deberían ratificar los instrumentos internacionales encami-
nados a proteger a los trabajadores migratorios contra la discriminación,
incluso las convenciones o convenios pertinentes de la Organización
Internacional del Trabajo, y adherirse a ellos y aplicarlos;

c) Los trabajadores migratorios y los miembros de sus familias deberían
tener los mismos derechos que los ciudadanos del Estado de que se trate
en lo que se refiere al acceso a cortes y tribunales y al trato que reciban
en ellos;

d) Todos los trabajadores migratorios deberían disfrutar de un trato no
menos favorable que el concedido a los nacionales del Estado de acogi-
da con respecto a la remuneración;

e) Se debería asegurar a los trabajadores migratorios la igualdad de trato con
los trabajadores nacionales en materia de seguridad social, incluso el de-
recho a una pensión de jubilación y derechos sociales análogos, mientras
tuvieran residencia legal en el país receptor;

f) Debería invitarse a los países receptores a cooperar con los países de
origen a fin de proporcionar a los trabajadores migratorios y a sus fami-
lias los servicios necesarios en la esfera de la educación y la información
para salvaguardar su identidad cultural;
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g) Se debería permitir a los hijos de los trabajadores migratorios que reci-
bieran educación en su lengua materna y en distintos aspectos de sus
logros culturales con miras a preservar su identidad nacional;

h) El Estado de origen y el Estado de empleo deberían cooperar en la me-
dida de lo posible con miras a ayudar a crear nuevas oportunidades de
empleo en el Estado de origen para los trabajadores migratorios que re-
gresasen a él.

E. Procedimientos de recurso para las víctimas
de discriminación racial

42. La Conferencia invita a los Estados a que tengan en cuenta, en sus proce-
dimientos de recurso internos, las siguientes consideraciones:

a) El acceso a esos procedimientos debe ser lo más amplio posible;
b) Los Estados deben dar a conocer los procedimientos de recurso que exis-

tan en sus respectivas jurisdicciones y, cuando proceda, deben prestar
asistencia a las víctimas de discriminación racial en la utilización de di-
chos procedimientos;

c) En cada jurisdicción, las normas relativas a la formulación de denuncias
deben ser sencillas y flexibles y permitir la presentación de ellas en el
idioma del denunciante;

d) Las denuncias de discriminación racial deben tratarse del modo más rá-
pido posible y debe fijarse un plazo razonable para la duración de las in-
vestigaciones;

e) Las víctimas indigentes de actos de discriminación racial deben recibir
ayuda y asistencia jurídica en la presentación de su denuncia en juicios
civiles o penales, con ayuda de un intérprete cuando sea necesario.

43. Las víctimas de discriminación racial deben tener derecho a solicitar de
los tribunales una reparación o satisfacción justa y adecuada por cualquier
perjuicio sufrido como consecuencia de tal discriminación.
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F. Aplicación de la Convención Internacional sobre la Eliminación
de todas las Formas de Discriminación Racial y otros Instrumentos
internacionales conexos

44. La Conferencia exhorta a los Estados que aún no lo hayan hecho a que
pasen a ser partes en la Convención Internacional sobre la Eliminación de to-
das las Formas de Discriminación Racial como parte de su contribución a los
objetivos del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminaci6n
Racial, y señala que esos Estados, hasta tanto hayan ratificado la Convención,
deben utilizar las disposiciones de la Convención como directrices para com-
batir la discriminación racial y hacer efectivos los principios de igualdad tan-
to a nivel nacional como internacional. La Conferencia exhorta a los Estados
partes en la Convención a que consideren la posibilidad de hacer la Declara-
ción prevista en el artículo 14 de la Convención.

45. Dichos Estados deben promulgar, como cuestión de máxima prioridad,
legislación apropiada y adoptar otras medidas adecuadas para prohibir la dis-
criminación racial y ponerle término, y para abrogar, enmendar, derogar o
anular cualesquiera políticas o disposiciones reglamentarias que tengan como
consecuencia crear o perpetuar el odio racial, y deben declarar que la difusión
de ideas basadas en la superioridad y el odio raciales constituyen un delito
penado por la ley, teniendo debidamente en cuenta las disposiciones conteni-
das en la Convención Internacional sobre la Eliminaci6n de todas las Formas
de Discriminación Racial.

46. La Conferencia también formula un llamamiento a todos los Estados que
aún no lo hayan hecho para que consideren la posibilidad de ratificar, tan pronto
como sea posible, otros instrumentos internacionales pertinentes aprobados con
el patrocinio de las Naciones Unidas y organismos especializados, tales como
la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (1948), el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966),
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), la Convención
sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa
humanidad (1968), la Convención Internacional sobre la Represión y el Cas-
tigo del Crimen de Apartheid (1973), el Convenio de la Organización Interna-
cional del Trabajo relativo a la discriminación (empleo y ocupación) (1958),
la Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la
enseñanza (1960) de la organización de las Naciones Unidas para la Educación,
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la Ciencia y la Cultura, y la Convención sobre la eliminación de todas las for-
mas de discriminación contra la mujer (1979), o la posibilidad de adherirse a
dichos instrumentos internacionales; se insta a los Estados a que cumplan los
requisitos en materia de presentación de informes que se establecen en las
convenciones pertinentes.

G. Leyes e instituciones nacionales

47. La Conferencia sugiere que los Estados que aún no lo hayan hecho con-
sideren la promulgación urgente, como cuestión de máxima prioridad, de
medidas legislativas y otras medidas adecuadas para prohibir y eliminar la dis-
criminación racial, abrogar, enmendar, revocar o anular las políticas o regla-
mentaciones que tengan por efecto crear o perpetuar el odio racial y, teniendo
debidamente en cuenta los principios enunciados en la Declaración Universal
de Derechos Humanos, la Declaración de las Naciones Unidas sobre la elimi-
nación de todas las formas de discriminación racial, la Declaración de la
UNESCO sobre los principios fundamentales relativos a la contribución de los
medios de comunicación de masas al fortalecimiento de la paz y la compren-
sión internacional, a la promoción de los derechos humanos y a la lucha con-
tra el racismo, el apartheid y la incitación a la guerra (1978), la Declaración
de la UNESCO sobre la raza y los prejuicios raciales (1978) y los derechos
establecidos en la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación Racial, declarar que es un delito punible por la ley
la difusión de ideas basadas en la superioridad o el odio racial.

48. La Conferencia pide a todos los Estados que aún no lo hayan hecho que
adopten medidas eficaces, legislativas y de otra índole, incluso en el campo del
derecho penal, para evitar el reclutamiento, la utilización, la financiación, el
entrenamiento, el tránsito y el transporte de mercenarios, en particular cuan-
do tienen por objeto ayudar a los regímenes racistas, y que castiguen a esos
mercenarios como a delincuentes comunes. La Conferencia hace un llama-
miento al Comité ad hoc establecido por la Asamblea General en su trigésimo
quinto periodo de sesiones para que complete a la brevedad posible el proyecto
de convención internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financia-
ción y el entrenamiento de mercenarios.
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49. La Conferencia insta a todos los Estados a que adopten severas medidas
legislativas para declarar delito punible por la ley la difusión de ideas basa-
das en el odio o la superioridad racial y prohibir las organizaciones basadas en
el odio o el prejuicio racial, incluidas las organizaciones neonazis y fascistas,
y los clubes e instituciones privados establecidos sobre la base de criterios ra-
ciales o que propaguen ideas de discriminación racial y apartheid.

50. En lo que respecta a la legislación nacional, la Conferencia recomien-
da que:

a) Los gobiernos, cuando sea necesario, garanticen la no discriminación por
motivos de raza y la igualdad de derechos para todas las personas en su
constitución y su legislación;

b) Los gobiernos, cuando sea necesario, se ocupen de revisar y actualizar
toda su legislación nacional y eliminar todas las disposiciones discrimi-
natorias;

c) La legislación se ajuste a las normas internacionales enunciadas en los
instrumentos internacionales pertinentes;

d) Se informe y asesore a las víctimas de discriminación acerca de sus de-
rechos, por todos los medios posibles, y se les preste asistencia para que
ejerzan esos derechos;

e) Los gobiernos, cuando sea necesario, establezcan mecanismo apropiados
y eficaces, incluso procedimientos de conciliación y mediación y comi-
siones nacionales, para velar por que la legislación se aplique en forma
efectiva y, de ese modo, promover la igualdad de oportunidades y las
buenas relaciones raciales.

51. Se debe mantener un sistema de examen y evaluación para que todos los
Estados Miembros, las organizaciones del sistema de las Naciones Unidas,
incluidos los órganos regionales pertinentes y las organizaciones no guberna-
mentales, puedan evaluar las medidas adoptadas para el logro de los fines y
objetivos del Decenio.

52. En el marco de su legislación y su política nacional, y según sus medios,
los Estados deben establecer instituciones nacionales para promover y prote-
ger los derechos humanos. Las instituciones nacionales deben estudiar los
avances en la esfera jurídica y examinar las leyes y políticas del gobierno na-
cional con miras a conseguir la eliminación de todas las leyes, prejuicios y
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prácticas discriminatorios por motivos de raza, sexo, linaje, color y origen
nacional y étnico.

H.Seminarios y estudios

53. La Conferencia recomienda que, como parte de las actividades futuras para
combatir el racismo y la discriminación racial, se considere la posibilidad de
organizar seminarios internacionales y regionales sobre temas como los si-
guientes:

a) Los factores políticos, históricos, económicos, sociales y culturales que
conducen al racismo, la discriminación racial y el apartheid;

b) El apoyo y la asistencia internacionales a los pueblos y movimientos que
luchan contra el colonialismo, el racismo, la discriminación racial y el
apartheid;

c) Los medios para negar todo apoyo a los regímenes racistas a fin de ha-
cerles cambiar sus políticas;

d) Las dimensiones históricas y actuales del tribalismo;
e) Los principales obstáculos para la plena erradicación del racismo, la dis-

criminación racial y el apartheid;
f) Los derechos humanos de las personas pertenecientes a grupos étnicos

en los países de inmigración;
g) La igualdad de trato a las personas pertenecientes a minorías étnicas y

raciales y a los grupos en condiciones desventajosas, como las poblacio-
nes autóctonas;

h) Las comisiones encargadas de las relaciones de la comunidad y sus fun-
ciones.

54. La Conferencia recomienda también que se sigan realizando estudios
sobre los medios para asegurar la aplicación de las resoluciones de las Na-
ciones Unidas sobre el apartheid, el racismo y la discriminación racial. En
particular, la Conferencia insta encarecidamente al Instituto de las Naciones
Unidas para Formación Profesional e Investigaciones a que continúe la in-
vestigación, el estudio y la celebración de seminarios sobre racismo y discri-
minación racial.
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I. Medidas que han de adoptar las organizaciones no gubernamentales

55. Por su condición de entidades independientes, las organizaciones no guber-
namentales, individual y colectivamente, pueden contribuir de manera impor-
tante a alcanzar los objetivos del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la
Discriminación Racial. mediante las diversas actividades que se desarrollan
con su patrocinio, las organizaciones no gubernamentales pueden contribuir
eficazmente a determinar y dar a conocer algunos aspectos de la discrimina-
ción racial que de otra forma tal vez no se harían manifiestos, y a fomentar entre
los jóvenes una mayor comprensión práctica de la importancia de luchar acti-
vamente contra todas las formas de discriminación, en sus propios países y en
la comunidad internacional.

56. Las organizaciones no gubernamentales tienen la posibilidad de crear y
mantener entre sus miembros y en la sociedad en general una conciencia de los
males del racismo y la discriminación racial. Esa conciencia puede transmitirse
de una organización nacional a una organización internacional, con el benefi-
cio adicional que representa la experiencia concreta en un país determinado.
En consecuencia, los gobiernos deben velar por que las organizaciones no
gubernamentales puedan funcionar libre y abiertamente en sus sociedades, para
así contribuir eficazmente a la eliminación del racismo y la discriminación
racial en todo el mundo.

J. Cooperación internacional

57. Para lograr la plena promoción y protección de los derechos humanos de
los individuos y los pueblos es necesario intensificar las medidas nacionales,
regionales e internacionales que tienen por objeto combatir y eliminar las cau-
sas de las políticas y prácticas del racismo, la discriminación racial y el
apartheid.

58. La Conferencia destaca que el mantenimiento y el fortalecimiento de la
cooperación internacional, la paz, el ejercicio de los derechos humanos y la lu-
cha contra el apartheid y la discriminación racial están claramente vincula-
dos entre sí. Para mejorar el entendimiento mutuo entre los pueblos, deben
ampliarse las visitas de intercambio y los programas de intercambio educati-
vos, culturales y científicos. Debe garantizarse la libre circulación de informa-
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ción e ideas respecto de la lucha contra el racismo y la discriminación racial.
La Conferencia exhorta a los Estados a que intercambien información e ideas
respecto de la lucha contra el racismo y la discriminación racial.

59. La Conferencia insta a la Conferencia Mundial para el Examen y la
Evaluación de los Logros del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer,
que se celebrará en 1985, a que contribuya a la lucha contra el racismo, la dis-
criminación racial y el apartheid, recomendando que se adopten medidas en-
caminadas a lograr la participación activa de la mujer en la lucha contra esos
males.

60. Teniendo en cuenta el Año Internacional de la Juventud (1985), la Con-
ferencia recomienda que las Naciones Unidas y los organismos especializados
emprendan actividades para fomentar la participación efectiva de la juventud
en la lucha contra el racismo, la discriminación racial y el apartheid.

61. La conferencia exhorta a todos los gobiernos y organizaciones interna-
cionales a que hagan máximos esfuerzos para modificar las condiciones eco-
nómicas, políticas y sociales en que se basan las políticas y prácticas del ra-
cismo, la discriminación racial y el apartheid y presten todo su apoyo a las
víctimas del racismo, la discriminación racial y el apartheid, y declara que la
lucha contra los vestigios del colonialismo y el apoyo a los movimientos de
liberación reconocidos por las organizaciones regionales merecen particular
atención.

62. En el artículo 28 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se
estipula que toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e
internacional en que los derechos y libertades proclamados por la Declaración
se hagan plenamente efectivos. Para lograr este propósito, es necesario traba-
jar en pro del establecimiento de un orden internacional justo y equitativo. El
establecimiento de un nuevo orden económico internacional sería una medi-
da importante para combatir las causas que generan el racismo y la discrimi-
nación racial.

63. Las actividades nacionales, regionales e internacionales para combatir
y eliminar las causas de las políticas y prácticas del racismo, la discriminación
racial y el apartheid deben comprender medidas encaminadas a mejorar las
condiciones de vida de los pueblos y los individuos en las esferas económica,
política, social y cultural, para que desaparezcan las grandes desigualdades que
existen actualmente en materia de empleo, nutrición, salud, vivienda y educa-
ción, entre otras cosas. Corresponde a la cooperación internacional para el
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desarrollo desempeñar un cometido importante en conseguir los recursos que
los países en desarrollo necesitan para alcanzar esos objetivos.

64. La Conferencia exhorta a los gobiernos a que, con la cooperación de las
organizaciones internacionales competentes, considere la posibilidad de adop-
tar medidas para que, mediante convenciones especiales u otras disposiciones,
se pueda prestar asilo y facilidades de tránsito a los que deserten de las fuer-
zas armadas del régimen racista de Sudáfrica por razones de conciencia, o se
vean obligados a salir del país por su oposición al apartheid.

65. La Conferencia proclama que la eliminación de todas las formas de dis-
criminación racial es un asunto de elevada prioridad para las Naciones Unidas
y para la comunidad internacional. Proclama asimismo que el racismo y la
discriminación racial en todas sus manifestaciones constituyen delitos contra
la conciencia y la dignidad de la humanidad y se deben erradicar por medio de
una acción internacional eficaz y concertada. La Conferencia rinde homenaje
a la UNESCO por sus actividades durante el Decenio y recomienda a esta or-
ganización que, en el marco de su Segundo Plan a Plazo Medio (1984-1989),
prosiga:

i) Sus trabajos (investigaciones y estudios) sobre los factores que influyen
en el mantenimiento, la transmisión y la modificación de los prejuicios,
así como las causas y los efectos de las distintas formas de racismo y dis-
criminación racial y étnica;

ii) Sus esfuerzos para garantizar que todos los grupos que sean víctimas de
discriminación en las esferas de la educación, la ciencia, la cultura y la
información disfruten de iguales oportunidades que otros y que los
miembros de esos grupos estén plenamente representados y puedan
ejercer todos sus derechos en esas esferas;

iii) Su programa para el estudio de las distintas culturas, así como la pro-
moción y el reconocimiento de la igualdad de las culturas y de los
pueblos;

iv) Sus investigaciones y estudios sobre el apartheid, y la labor de dar la
difusión más amplia posible a los resultados de sus trabajos.

66. A pesar de todos los esfuerzos que realizó la comunidad internacional
durante el Decenio en los planos nacional, regional e internacional, el racismo,
la discriminación racial y el apartheid siguen tan fuertes como antes y no han
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dado muestras de disminuir. Con miras a reafirmar su determinación inaltera-
ble de lograr que se ejerzan las máximas presiones internacionales para alcan-
zar los objetivos del Decenio, la Conferencia recomienda enérgicamente que
la Asamblea General declare un segundo Decenio de la Lucha contra el Racis-
mo y la Discriminación Racial al finalizar el presente Decenio, en diciembre
de 1983.
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DECLARACIÓN Y PROGRAMA DE ACCIÓN DE LA
CONFERENCIA MUNDIAL CONTRA EL RACISMO,
LA DISCRIMINACIÓN RACIAL, LA XENOFOBIA
Y LAS FORMAS CONEXAS DE INTOLERANCIA

Durban, Sudáfrica, 2001

DECLARACIÓN

Habiéndonos reunido en Durban (Sudáfrica), del 31 de agosto al 8 de septiem-
bre de 2001,

Expresando nuestro profundo agradecimiento al Gobierno de Sudáfrica por
actuar de anfitrión de esta Conferencia Mundial,

Alentados por el ejemplo de la heroica lucha del pueblo de Sudáfrica con-
tra el sistema institucionalizado del apartheid y a favor de la igualdad y la
justicia en un clima de democracia, desarrollo, imperio de la ley y respeto de
los derechos humanos, recordando a este respecto la importante contribución
de la comunidad internacional a esa lucha y, en particular, el papel central de
los pueblos y gobiernos de África, y tomando nota de la importante función
de diferentes agentes de la sociedad civil, incluidas las organizaciones no gu-
bernamentales, en esa lucha y en los esfuerzos que se siguen desplegando por
combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia,

Recordando que la Declaración y Programa de Acción de Viena, aprobada
por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en junio de 1993, exige la
rápida y completa eliminación de todas las formas de racismo, discriminación
racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia,

Recordando la resolución 1997/74 de 18 de abril de 1997 de la Comisión de
Derechos Humanos, la resolución 52/111 de 12 de diciembre de 1997 de la
Asamblea General y las resoluciones posteriores de esos órganos sobre la con-
vocación de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación
Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, y recordando asi-
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mismo las dos Conferencias Mundiales para Combatir el Racismo y la Discri-
minación Racial, celebradas en Ginebra en 1978 y 1983, respectivamente,

Observando con grave preocupación que, pese a los esfuerzos de la comu-
nidad internacional, no se han alcanzado los principales objetivos de los tres
Decenios de Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial, y que aún
hoy un sinfín de seres humanos siguen siendo víctimas del racismo, la discri-
minación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia,

Recordando que el año 2001 es el Año Internacional de la Movilización
contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Cone-
xas de Intolerancia, año que tiene por objeto señalar a la atención del mundo
los objetivos de la Conferencia Mundial y dar nuevo impulso al compromiso
político respecto de la eliminación de todas las formas de racismo, discrimi-
nación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia,

Celebrando la decisión de la Asamblea General de proclamar el año 2001
Año de las Naciones Unidas del Diálogo entre Civilizaciones, poniendo de re-
lieve la tolerancia y el respeto por la diversidad, así como la necesidad de
encontrar elementos comunes entre las civilizaciones y en el seno de las civi-
lizaciones a fin de hacer frente a los desafíos comunes de la humanidad que
amenazan los valores compartidos, los derechos humanos universales y la lu-
cha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia mediante la cooperación, la colaboración y la inclusión,

Celebrando también la proclamación por la Asamblea General del período
2001-2010 Decenio de una cultura de paz y no violencia para los niños del
mundo, así como la aprobación por el Asamblea General de la Declaración y
Plan de Acción sobre una Cultura de Paz,

Reconociendo que la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discrimi-
nación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, junto con
el Decenio Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo, ofrece una
oportunidad única de examinar las inestimables contribuciones de los pueblos
indígenas al desarrollo político, económico, social, cultural y espiritual de nues-
tras sociedades en todo el mundo, así como los retos con que se enfrentan, en
particular el racismo y la discriminación racial,

Recordando la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Concesión de
la Independencia a los Países y Pueblos Coloniales, de 1960,

Reafirmando nuestra determinación de defender los propósitos y principios
consagrados en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos,



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 223

Afirmando que el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las for-
mas conexas de intolerancia constituyen una negación de los propósitos y prin-
cipios de la Carta de las Naciones Unidas,

Reafirmando los principios de igualdad y no discriminación reconocidos en
la Declaración Universal de Derechos Humanos y alentando el respeto de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos sin distinción de
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra ín-
dole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra
condición,

Convencidos de la importancia fundamental de la adhesión universal a la
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación Racial, así como de su ratificación universal y del pleno cumplimien-
to de nuestras obligaciones que de ella dimanan como principal instrumento
internacional para eliminar el racismo, la discriminación racial, la xenofobia
y las formas conexas de intolerancia,

Reconociendo la importancia fundamental de que los Estados, al combatir
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de in-
tolerancia, consideren la posibilidad de firmar o ratificar todos los instrumentos
internacionales de derechos humanos pertinentes, o de adherirse a ellos, con
miras a lograr la adhesión universal,

Habiendo tomado nota de los informes de las conferencias regionales orga-
nizadas en Estrasburgo, Santiago, Dakar y Teherán y de otras aportaciones de
los Estados, así como de los informes de los seminarios de expertos, las reunio-
nes regionales de organizaciones no gubernamentales y otras reuniones orga-
nizadas en preparación de la Conferencia Mundial,

Tomando nota con reconocimiento de la Declaración titulada “Visión para
el Siglo XXI”, hecha por el Sr. Thabo Mbeki, Presidente de Sudáfrica, suscri-
ta por el Sr. Nelson Mandela, primer Presidente de la nueva Sudáfrica, por
iniciativa de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos y Secretaria General de la Conferencia Mundial, y firmada por 74
Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y dignatarios,

Reafirmando que la diversidad cultural es un valioso elemento para el ade-
lanto y el bienestar de la humanidad en general, y que debe valorarse, disfru-
tarse, aceptarse auténticamente y adoptarse como característica permanente que
enriquece nuestras sociedades,

Reconociendo que la prohibición de la discriminación racial, el genocidio,
el crimen de apartheid y la esclavitud, según se definen en las obligaciones
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que imponen los instrumentos de derechos humanos pertinentes, no admite
excepción,

Habiendo escuchado a los pueblos del mundo y reconociendo sus aspiracio-
nes a la justicia, la igualdad de oportunidades para todos, el disfrute de sus
derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo, a vivir en paz y libertad
y a la participación en condiciones de igualdad y sin discriminación en la vida
económica, social, cultural, civil y política,

Reconociendo que la participación equitativa de todos los individuos y
pueblos en la formación de sociedades justas, equitativas, democráticas y no
excluyentes puede contribuir a un mundo libre de racismo, discriminación
racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia,

Destacando la importancia de la participación equitativa de todos, sin dis-
criminación alguna, en la adopción de decisiones a nivel nacional y mundial,

Afirmando que el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las for-
mas conexas de intolerancia, cuando equivalen a racismo y discriminación
racial, constituyen graves violaciones de todos los derechos humanos y obs-
táculos al pleno disfrute de esos derechos, niegan la verdad evidente de que to-
dos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y en derechos, cons-
tituyen un obstáculo a las relaciones pacíficas y de amistad entre los pueblos
y las naciones, y figuran entre las causas básicas de muchos conflictos inter-
nos e internacionales, incluidos conflictos armados, y el consiguiente despla-
zamiento forzado de poblaciones,

Reconociendo que es preciso tomar medidas a nivel nacional e internacional
para combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia a fin de asegurar el pleno disfrute de todos los derechos
humanos, económicos, sociales, culturales, civiles y políticos, que son universa-
les, indivisibles, interdependientes e interrelacionados, y para mejorar las con-
diciones de vida de los hombres, las mujeres y los niños de todas las naciones,

Reafirmando la importancia de aumentar la cooperación internacional para
la promoción y protección de los derechos humanos y para el logro de los ob-
jetivos de la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y
las formas conexas de intolerancia,

Reconociendo que la xenofobia, en sus diferentes manifestaciones, es una
de las principales fuentes y formas contemporáneas de discriminación y con-
flicto, y que para combatirla los Estados y la comunidad internacional tienen
que prestarle urgente atención y adoptar rápidamente medidas,
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Plenamente conscientes de que, pese a los esfuerzos realizados por la co-
munidad internacional, los gobiernos y las autoridades locales, el flagelo del
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia persiste y sigue siendo causa de violaciones de los derechos humanos,
sufrimientos, desventajas y violencia, que deben combatirse por todos los medios
disponibles y apropiados como cuestión de la máxima prioridad, de preferen-
cia en cooperación con las comunidades afectadas,

Observando con preocupación que persisten los casos violentos de racismo,
discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, y que inclu-
so hoy en día se siguen proponiendo, de una u otra forma, las teorías de la su-
perioridad de ciertas razas y culturas que fueron fomentadas y practicadas
durante la era colonial,

Alarmados por el resurgimiento y la persistencia del racismo, la discrimi-
nación racial, la xenofobia y las manifestaciones conexas de intolerancia en sus
formas y manifestaciones contemporáneas más insidiosas, así como de otras
ideologías y prácticas basadas en la discriminación o la superioridad racial o
étnica,

Rechazando enérgicamente toda doctrina basada en la superioridad racial,
así como las teorías que pretenden demostrar la existencia de razas humanas
presuntamente distintas,

Reconociendo que el hecho de no combatir y denunciar el racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, que es
tarea de todos, especialmente de las autoridades públicas y los políticos a to-
dos los niveles, es un factor que alienta su perpetuación,

Reafirmando que los Estados tienen el deber de proteger y promover los
derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las víctimas, y que
deberían aplicar una perspectiva de género1 que reconozca las múltiples for-
mas de discriminación que pueden afectar a las mujeres, y que el disfrute de
sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales es indispen-
sable para el desarrollo de las sociedades en todo el mundo,

1 A los efectos de la presente Declaración y del Programa de Acción, queda entendido que
el término género se refiere a ambos sexos, varón y mujer, en el contexto de la sociedad. El
término “género” no indica ningún otro significado distinto del expuesto.
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Reconociendo los retos y las oportunidades que presenta un mundo cada vez
más globalizado en relación con la lucha por erradicar el racismo, la discrimi-
nación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia,

Resueltos, en una época en que la globalización y la tecnología han contri-
buido considerablemente a unir a los pueblos, a llevar a la práctica el concep-
to de una familia humana basada en la igualdad, la dignidad y la solidaridad y
a hacer del siglo XXI un siglo de los derechos humanos, la erradicación del
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia y la realización de una auténtica igualdad de oportunidades y de tra-
to para todos los individuos y pueblos,

Reafirmando los principios de la igualdad de derechos y de la libre deter-
minación de los pueblos y recordando que todos los seres humanos nacen igua-
les en dignidad y en derechos, subrayando que esa igualdad debe ser protegi-
da como asunto de la máxima prioridad y reconociendo el deber de los Estados
de adoptar medidas rápidas, decisivas y apropiadas para eliminar todas las
formas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de in-
tolerancia,

Dedicados a combatir el flagelo del racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia de manera plena y eficaz y con
carácter prioritario, sacando al mismo tiempo las lecciones de las manifesta-
ciones de racismo y las experiencias del pasado en todas las partes del mundo
con miras a evitar que vuelvan a repetirse,

Uniéndonos en un espíritu de compromiso y de renovada voluntad política
respecto de la igualdad, la justicia y la dignidad universales para rendir home-
naje a todas las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y
las formas conexas de intolerancia en todo el mundo, y adoptar solemnemen-
te la Declaración y Programa de Acción de Durban,

CUESTIONES GENERALES

1. Declaramos que, a los efectos de la presente Declaración y Programa de
Acción, las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia son los individuos o grupos de individuos que
son o han sido afectados negativamente por esas plagas, sometidos a ellas o
blanco de las mismas;
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2. Reconocemos que el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia se producen por motivos de raza, color, linaje
u origen nacional o étnico y que las víctimas pueden sufrir formas múltiples o
agravadas de discriminación por otros motivos conexos, como el sexo, el idio-
ma, la religión, las opiniones políticas o de otra índole, el origen social, la si-
tuación económica, el nacimiento u otra condición;

3. Reconocemos y afirmamos que al comenzar el tercer milenio la lucha
mundial contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las for-
mas conexas de intolerancia, en todas sus formas y manifestaciones odiosas
y en constante evolución, es un asunto prioritario para la comunidad inter-
nacional, y que esta Conferencia ofrece una oportunidad única e histórica de
evaluar y determinar todas las dimensiones de esos males devastadores de la
humanidad con vistas a lograr su eliminación total, entre otras cosas mediante
la adopción de enfoques innovadores y holísticos y el fortalecimiento y la pro-
moción de medidas prácticas y eficaces a los niveles nacional, regional e
internacional;

4. Expresamos nuestra solidaridad con los pueblos de África en su lucha
incesante contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia y reconocemos los sacrificios que han hecho y los
esfuerzos que realizan para crear conciencia pública de estas tragedias inhu-
manas en el plano internacional;

5. Afirmamos también la gran importancia que atribuimos a los valores de
solidaridad, respeto, tolerancia y multiculturalismo, que constituyen el funda-
mento moral y la inspiración de nuestra lucha mundial contra el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, tra-
gedias inhumanas que durante demasiado tiempo han afectado a los pueblos
de todo el mundo, especialmente en África;

6. Afirmamos asimismo que todos los pueblos e individuos constituyen una
única familia humana rica en su diversidad. Han contribuido al progreso de las
civilizaciones y las culturas que constituyen el patrimonio común de la huma-
nidad. La preservación y el fomento de la tolerancia, el pluralismo y el respe-
to de la diversidad pueden producir sociedades más abiertas;

7. Declaramos que todos los seres humanos nacen libres e iguales en digni-
dad y derechos y están dotados de la posibilidad de contribuir constructi-
vamente al desarrollo y al bienestar de sus sociedades. Toda doctrina de supe-
rioridad racial es científicamente falsa, moralmente condenable, socialmente
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injusta y peligrosa y debe rechazarse, junto con las teorías que tratan de deter-
minar la existencia de razas humanas separadas;

8. Reconocemos que la religión, la espiritualidad y las creencias desempe-
ñan un papel central en la vida de millones de mujeres y hombres, en el modo
en que viven y en el modo en que tratan a otras personas. La religión, la espi-
ritualidad y las creencias pueden contribuir a la promoción de la dignidad y el
valor inherentes de la persona humana y a la erradicación del racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

9. Observamos con preocupación que el racismo, la discriminación racial,
la xenofobia y las formas conexas de intolerancia pueden verse agravadas, entre
otras cosas, por una distribución no equitativa de la riqueza, la marginación y
la exclusión social;

10. Reafirmamos que toda persona tiene derecho a un orden social e inter-
nacional en el que puedan realizarse todos los derechos humanos de todos, sin
discriminación de ningún tipo;

11. Observamos que el proceso de globalización es una fuerza potente y
dinámica que debería ser aprovechada para el beneficio, desarrollo y prospe-
ridad de todos los países, sin exclusión. Reconocemos que los países en desa-
rrollo tienen especiales dificultades para hacer frente a este problema funda-
mental. Aunque la globalización brinda grandes oportunidades, en la actualidad
sus beneficios se distribuyen de forma muy desigual, lo mismo que sus costos.
Así, expresamos nuestra determinación de prevenir y mitigar los efectos nega-
tivos de la globalización. Esos efectos pueden agravar, en particular, la pobreza,
el subdesarrollo, la marginación, la exclusión social, la homogeneización cul-
tural y las desigualdades económicas que pueden producirse conforme a cri-
terios raciales, dentro de los Estados y entre ellos, con consecuencias negati-
vas. Expresamos también nuestra determinación de ampliar al máximo los
beneficios de la globalización, entre otras cosas mediante el fortalecimiento y
el mejoramiento de la cooperación internacional para promover la igualdad de
oportunidades para el comercio, el crecimiento económico y el desarrollo soste-
nible, las comunicaciones mundiales gracias al empleo de nuevas tecnolo-
gías, y el incremento de los intercambios interculturales mediante la preser-
vación y la promoción de la diversidad cultural, lo que puede contribuir a la
erradicación del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia. Sólo desplegando esfuerzos amplios y sostenidos
para crear un futuro común, basado en nuestra común humanidad y en toda
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su diversidad, se podrá lograr que la globalización sea plenamente incluyente
y equitativa;

12. Reconocemos que la migración interregional e intrarregional, en par-
ticular del Sur al Norte, ha aumentado como consecuencia de la globalización
y subrayamos que las políticas relativas a la migración no deben basarse en el
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia;

ORÍGENES, CAUSAS, FORMAS Y MANIFESTACIONES CONTEMPORÁNEAS

DE RACISMO, DISCRIMINACIÓN RACIAL, XENOFOBIA

E INTOLERANCIA CONEXA

13. Reconocemos que la esclavitud y la trata de esclavos, en particular la tra-
ta transatlántica, fueron tragedias atroces en la historia de la humanidad, no sólo
por su aborrecible barbarie, sino también por su magnitud, su carácter organi-
zado y, especialmente, su negación de la esencia de las víctimas, y reconoce-
mos asimismo que la esclavitud y la trata de esclavos, especialmente la trata
transatlántica de esclavos, constituyen, y siempre deberían haber constituido,
un crimen de lesa humanidad y son una de las principales fuentes y manifes-
taciones de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de
intolerancia, y que los africanos y afrodescendientes, los asiáticos y las perso-
nas de origen asiático y los pueblos indígenas fueron víctimas de esos actos y
continúan siéndolo de sus consecuencias;

14. Reconocemos que el colonialismo ha llevado al racismo, la discrimina-
ción racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, y que los afri-
canos y los afrodescendientes, las personas de origen asiático y los pueblos
indígenas fueron víctimas del colonialismo y continúan siéndolo de sus con-
secuencias. Reconocemos los sufrimientos causados por el colonialismo y
afirmamos que, dondequiera y cuandoquiera que ocurrieron, deben ser conde-
nados y ha de impedirse que ocurran de nuevo. Lamentamos también que los
efectos y la persistencia de esas estructuras y prácticas se cuenten entre los fac-
tores que contribuyen a desigualdades sociales y económicas duraderas en
muchas partes del mundo de hoy;

15. Reconocemos que el apartheid y el genocidio, en derecho internacional,
constituyen crímenes de lesa humanidad y son fuentes y manifestaciones prin-
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cipales de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de in-
tolerancia, reconocemos los indecibles males y sufrimientos causados por esos
actos, y afirmamos que dondequiera y cuandoquiera que ocurrieron, deben ser
condenados y ha de impedirse que ocurran de nuevo;

16. Reconocemos que la xenofobia contra los no nacionales, en particu-
lar los migrantes, los refugiados y los solicitantes de asilo, constituye una de
las principales fuentes del racismo contemporáneo, y que las violaciones de los
derechos humanos cometidas contra los miembros de esos grupos se produ-
cen ampliamente en el contexto de prácticas discriminatorias, xenófobas y
racistas;

17. Observamos la importancia de prestar especial atención a las nuevas
manifestaciones de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas
de intolerancia a las que pueden estar expuestos los jóvenes y otros grupos
vulnerables;

18. Recalcamos que la pobreza, el subdesarrollo, la marginación, la exclu-
sión social y las desigualdades económicas están estrechamente vinculadas con
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las prácticas conexas de
intolerancia y contribuyen a la persistencia de actitudes y prácticas racistas, que
a su vez generan más pobreza;

19. Reconocemos las consecuencias económicas, sociales y culturales ne-
gativas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia que han contribuido en forma significativa al subdesarrollo de
los países en desarrollo y, en particular, de África, y resolvemos liberar a to-
dos los hombres, mujeres y niños de las condiciones abyectas y deshumani-
zadoras de la pobreza extrema a la que en la actualidad están sometidos más
de mil millones de seres humanos, hacer realidad para todos el derecho al
desarrollo y librar a toda la humanidad de la necesidad;

20. Reconocemos que el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia se encuentran entre las causas básicas de con-
flicto armado, y muchas veces son una de sus consecuencias, y recordamos que
la no discriminación es un principio fundamental del derecho internacional
humanitario. Subrayamos la necesidad de que todas las partes en los conflic-
tos armados respeten escrupulosamente ese principio y de que los Estados y la
comunidad internacional permanezcan especialmente alerta durante los perío-
dos de conflicto armado y sigan combatiendo todas las formas de discrimina-
ción racial;
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21. Expresamos nuestra profunda preocupación porque el desarrollo
socioeconómico esté siendo obstaculizado por conflictos internos generaliza-
dos que se deben, entre otras causas, a violaciones manifiestas de los derechos
humanos, incluidas las derivadas del racismo, la discriminación racial, la xe-
nofobia y las formas conexas de intolerancia, y a la falta de un gobierno demo-
crático, inclusivo y participatorio;

22. Expresamos nuestra preocupación porque en algunos Estados las estruc-
turas o instituciones políticas y jurídicas, algunas de ellas heredadas y que hoy
persisten, no corresponden a las características multiétnicas, pluriculturales y
plurilingües de la población y, en muchos casos, constituyen un factor impor-
tante de discriminación en la exclusión de los pueblos indígenas;

23. Reconocemos plenamente los derechos de los pueblos indígenas, de
conformidad con los principios de la soberanía y la integridad territorial de los
Estados, y recalcamos por lo tanto que deben adoptarse las apropiadas medi-
das constitucionales, administrativas, legislativas y judiciales, incluidas las que
resulten de los instrumentos internacionales aplicables;

24. Declaramos que la expresión “pueblos indígenas” en la Declaración y el
Programa de Acción de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discrimi-
nación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia se utiliza en
el contexto de negociaciones internacionales en curso sobre textos que tratan
específicamente de esta cuestión, y sin prejuzgar el resultado de esas negociacio-
nes, y no debe interpretarse en el sentido de que tiene repercusión alguna en
cuanto a los derechos reconocidos por las normas jurídicas internacionales;

25. Expresamos nuestro profundo repudio del racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia que persisten en al-
gunos Estados en el funcionamiento de los sistemas penales y en la aplicación
de la ley, así como en las medidas y actitudes de las instituciones y las perso-
nas encargadas de hacer cumplir la ley, especialmente en los casos en que esto
ha contribuido a que algunos grupos estén excesivamente representados entre
los detenidos o presos;

26. Afirmamos la necesidad de poner fin a la impunidad de las violaciones
de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas y los
grupos que son víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y
las formas conexas de intolerancia;

27. Expresamos nuestra preocupación porque, más allá del hecho de que el
racismo esté ganando terreno, las formas y manifestaciones contemporáneas
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del racismo y la xenofobia están tratando de volver a adquirir reconocimiento
político, moral e incluso jurídico en muchas formas, entre otras mediante las
plataformas de algunas organizaciones y partidos políticos y la difusión de
ideas basadas en el concepto de la superioridad racial mediante las modernas
tecnologías de la comunicación;

28. Recordamos que la persecución de todo grupo, colectividad o comuni-
dad con una identidad propia por motivos raciales, nacionales, étnicos o de otra
índole, que están universalmente reconocidos como inaceptables en el derecho
internacional, así como el crimen de apartheid, constituyen graves violaciones
de los derechos humanos y, en algunos casos, pueden ser calificados de críme-
nes de lesa humanidad;

29. Condenamos enérgicamente el hecho de que la esclavitud y las prácti-
cas análogas a la esclavitud sigan existiendo hoy en algunas partes del mundo
e instamos a los Estados a que tomen con carácter prioritario medidas inme-
diatas para poner fin a dichas prácticas, que constituyen violaciones manifiestas
de los derechos humanos;

30. Afirmamos la urgente necesidad de prevenir, combatir y eliminar todas
las formas de trata de personas, en particular de mujeres y niños, y reconoce-
mos que las víctimas de esa trata están especialmente expuestas al racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

VÍCTIMAS DEL RACISMO, LA DISCRIMINACIÓN RACIAL,
LA XENOFOBIA Y LAS FORMAS CONEXAS DE INTOLERANCIA

31. También expresamos nuestra profunda preocupación por los casos en que
los indicadores en esferas como la educación, el empleo, la salud, la vivienda,
la mortalidad infantil y la esperanza de vida de muchos pueblos revelan una
situación de desventaja, en particular cuando entre los factores que contribu-
yen a ello factores como el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia;

32. Reconocemos el valor y la diversidad del patrimonio cultural de los
africanos y los afrodescendientes y afirmamos la importancia y necesidad de
asegurar su completa integración en la vida social, económica y política con
miras a facilitar su plena participación en todos los niveles del proceso de
adopción de decisiones;
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33. Consideramos esencial que todos los países de la región de las Améri-
cas y todas las demás zonas de la diáspora africana reconozcan la existencia de
su población de origen africano y las contribuciones culturales, económicas,
políticas y científicas que ha hecho esa población, y que admitan la persisten-
cia del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia que la afectan de manera específica, y reconocemos que, en mu-
chos países, la desigualdad histórica en lo que respecta, entre otras cosas, al
acceso a la educación, la atención de salud y la vivienda ha sido una causa
profunda de las disparidades socioeconómicas que la afectan;

34. Reconocemos que los afrodescendientes han sido durante siglos vícti-
mas del racismo, la discriminación racial y la esclavización, y de la denegación
histórica de muchos de sus derechos, y afirmamos que deben ser tratados con
equidad y respeto de su dignidad, y que no deben sufrir discriminación de nin-
gún tipo. Por lo tanto, se deben reconocer sus derechos a la cultura y a la pro-
pia identidad; a participar libremente y en igualdad de condiciones en la vida
política, social, económica y cultural; al desarrollo en el marco de sus propias
aspiraciones y costumbres; a tener, mantener y fomentar sus propias formas de
organización, su modo de vida, cultura, tradiciones y manifestaciones religiosas;
a mantener y usar sus propios idiomas; a la protección de sus conocimientos
tradicionales y su patrimonio cultural y artístico; al uso, disfrute y conserva-
ción de los recursos naturales renovables de su hábitat y a participar activamen-
te en el diseño, la aplicación y el desarrollo de sistemas y programas de edu-
cación, incluidos los de carácter específico y propio; y, cuando proceda, a las
tierras que han habitado desde tiempos ancestrales;

35. Reconocemos que, en muchas partes del mundo, los africanos y los
afrodescendientes tienen que hacer frente a obstáculos como resultado de pre-
juicios y discriminaciones sociales que prevalecen en las instituciones públi-
cas y privadas y nos comprometemos a trabajar para erradicar todas las formas
de racismo, discriminación racial, xenofobia e intolerancia conexa con que se
enfrentan los africanos y los afrodescendientes;

36. Reconocemos que, en muchas partes del mundo, los asiáticos y las per-
sonas de origen asiático tienen que hacer frente a obstáculos como resultado
de prejuicios y discriminaciones sociales que prevalecen en las instituciones
públicas y privadas y nos comprometemos a trabajar para erradicar todas las
formas de racismo, discriminación racial, xenofobia e intolerancia conexa con
que se enfrentan los asiáticos y las personas de origen asiático;
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37. Observamos con reconocimiento que, a pesar del racismo, la discrimi-
nación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia con que se han
enfrentado durante siglos, las personas de origen asiático han aportado y siguen
aportando una contribución importante a la vida económica, social, política,
científica y cultural de los países en que viven;

38. Instamos a todos los Estados a que examinen y, de ser necesario, revi-
sen todas las políticas de inmigración que sean incompatibles con los instru-
mentos internacionales de derechos humanos, a fin de eliminar todas las polí-
ticas y prácticas discriminatorias contra los migrantes, incluidos los asiáticos
y los de origen asiático;

39. Reconocemos que los pueblos indígenas han sido víctimas de discrimi-
nación durante siglos y afirmamos que son libres e iguales en dignidad y de-
rechos y no deberían sufrir ningún tipo de discriminación, particularmente por
su origen e identidad indígenas, y destacamos la necesidad de tomar constan-
temente medidas para luchar contra la persistencia del racismo, la discrimina-
ción racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia que los afectan;

40. Reconocemos el valor y la diversidad de las culturas y el patrimonio de
los pueblos indígenas, cuya singular contribución al desarrollo y pluralismo
cultural de la sociedad y cuya plena participación en todos los aspectos de la so-
ciedad, en particular en temas que les preocupan, son fundamentales para la
estabilidad política y social y para el desarrollo de los Estados en que viven;

41. Reiteramos nuestra convicción de que la plena realización por los pue-
blos indígenas de sus derechos humanos y libertades fundamentales es indis-
pensable para eliminar el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia. Reiteramos firmemente nuestra determinación
de promover el pleno disfrute, en condiciones de igualdad, de sus derechos
civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como de los beneficios
del desarrollo sostenible, con pleno respeto de sus características distintivas y
de sus propias iniciativas;

42. Insistimos en que para que los pueblos indígenas puedan expresar libre-
mente su propia identidad y ejercer sus derechos no deben ser objeto de nin-
gún tipo de discriminación, lo que necesariamente implica el respeto de sus
derechos humanos y libertades fundamentales. Se está haciendo actualmente
un esfuerzo por garantizar el reconocimiento universal de estos derechos en las
negociaciones acerca del proyecto de declaración sobre los derechos de los
pueblos indígenas, incluidos los derechos siguientes: a ser llamados por su
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propio nombre; a participar libremente y en condiciones de igualdad en el
desarrollo político, económico, social y cultural de un país; a mantener sus
propias formas de organización, sus estilos de vida, culturas y tradiciones; a
mantener y utilizar su propio idioma; a mantener su propia estructura econó-
mica en las zonas en que habitan; a participar en el desarrollo de sus sistemas
y programas de educación; a administrar sus tierras y recursos naturales, inclui-
dos los derechos de caza y pesca; y a tener acceso a la justicia en condiciones
de igualdad;

43. Reconocemos también la relación especial que tienen los pueblos indí-
genas con la tierra como base de su existencia espiritual, física y cultural, y
alentamos a los Estados a que, siempre que sea posible, velen por que los pue-
blos indígenas puedan mantener la propiedad de sus tierras y de los recursos
naturales a que tienen derecho conforme a la legislación interna;

44. Celebramos la decisión de crear dentro del sistema de las Naciones
Unidas el Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas, que da expresión
concreta a los principales objetivos del Decenio Internacional de las Poblacio-
nes Indígenas del Mundo y de la Declaración y Programa de Acción de Viena;

45. Celebramos el nombramiento por las Naciones Unidas del Relator Es-
pecial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales de los indígenas y nos comprometemos a colaborar con el Relator
Especial;

46. Reconocemos las positivas contribuciones económicas, sociales y cul-
turales de los migrantes, tanto para los países de origen como para los de des-
tino;

47. Reafirmamos el derecho soberano de los Estados a formular y aplicar su
propio régimen jurídico y políticas de migración, y afirmamos asimismo que
esas políticas deben ser congruentes con los instrumentos, normas y principios
de derechos humanos aplicables y deben estar formuladas de modo que se
asegure que no están contaminados por el racismo, la discriminación racial,
xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

48. Observamos con preocupación y condenamos enérgicamente las mani-
festaciones y actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas
conexas de intolerancia contra los migrantes y los estereotipos que corriente-
mente se les aplican, reafirmamos la responsabilidad de los Estados de prote-
ger los derechos humanos de los migrantes que se hallan bajo su jurisdicción
y la responsabilidad de los Estados de salvaguardar y proteger a los migrantes
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contra los actos ilícitos o violentos, en particular los actos de discriminación
racial y los delitos cometidos por motivos racistas o xenófobos por individuos
o grupos, y estacamos la necesidad de que se les dé un trato justo, imparcial y
equitativo en la sociedad y en el lugar de trabajo;

49. Destacamos la importancia de crear condiciones que favorezcan una
mayor armonía, tolerancia y respeto entre los migrantes y el resto de la socie-
dad del país en que se encuentran, a fin de eliminar las manifestaciones de
racismo y xenofobia contra los migrantes. Subrayamos que la reunificación de las
familias tiene un efecto positivo en la integración y destacamos la necesidad
de que los Estados faciliten esa reunificación;

50. Tenemos presente la situación de vulnerabilidad en que con frecuencia
se hallan los migrantes, entre otras cosas porque están fuera de sus países
de origen y por las dificultades con que tropiezan en razón de las diferencias de
idioma, costumbres y cultura, así como las dificultades y obstáculos económi-
cos y sociales para el retorno de migrantes indocumentados o en situación irre-
gular;

51. Reafirmamos la necesidad de eliminar la discriminación racial contra los
migrantes, en particular los trabajadores migrantes, en cuestiones tales como el
empleo, los servicios sociales, incluidos los de educación y salud, así como en
el acceso a la justicia, y que el trato que se les da debe ajustarse a los instru-
mentos internacionales de derechos humano, sin racismo, discriminación ra-
cial, xenofobia ni formas conexas de intolerancia;

52. Observamos con preocupación que el racismo, la discriminación racial,
la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, entre otros factores, contri-
buyen al desplazamiento forzado y a la salida de personas de sus países de
origen como refugiados y solicitantes de asilo;

53. Reconocemos también con preocupación que, pese a los esfuerzos por
combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia, sigue habiendo casos de distintas formas de racismo, discrimi-
nación racial, xenofobia e intolerancia conexa contra los refugiados, los soli-
citantes de asilo y las personas internamente desplazadas, entre otros;

54. Ponemos de relieve la urgencia de hacer frente a las causas básicas del
desplazamiento y de hallar soluciones duraderas para los refugiados y las per-
sonas desplazadas, en particular el regreso voluntario en condiciones de segu-
ridad y dignidad a los países de origen, así como el reasentamiento en terce-
ros países y la integración local, cuando resulte apropiado y factible;
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55. Reafirmamos nuestro compromiso de respetar y aplicar nuestras obliga-
ciones humanitarias relacionadas con la protección de los refugiados, los so-
licitantes de asilo, los repatriados y las personas internamente desplazadas, y
señalamos a este respecto la importancia de la solidaridad internacional, la
distribución de la carga y la cooperación internacional para compartir la res-
ponsabilidad de la protección de los refugiados, a la vez que reafirmamos que
la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refu-
giados siguen siendo la base del régimen internacional de los refugiados y
reconocemos la importancia de su plena aplicación por los Estados Partes;

56. Reconocemos la existencia en muchos países de una población mesti-
za con diversos orígenes étnicos y raciales y su valiosa contribución a la pro-
moción de la tolerancia y el respeto en esas sociedades, y condenamos la dis-
criminación de que es víctima, especialmente porque la naturaleza sutil de esa
discriminación puede hacer que se niegue su existencia;

57. Somos conscientes de que la historia de la humanidad está repleta de
grandes atrocidades resultantes de violaciones manifiestas de los derechos
humanos y pensamos que puede aprenderse de la historia, rememorándola, para
evitar futuras tragedias;

58. Recordamos que jamás debe olvidarse el Holocausto;
59. Reconocemos con profunda preocupación la intolerancia religiosa contra

algunas comunidades religiosas, así como la aparición de actos hostiles y de
violencia contra esas comunidades a causa de sus creencias religiosas y su
origen racial o étnico en diversas partes del mundo, que limitan en particular
su derecho a practicar libremente sus creencias;

60. También reconocemos con honda preocupación la existencia en varias
partes del mundo de intolerancia religiosa contra comunidades religiosas y
sus miembros, en particular la limitación de su derecho a practicar libremen-
te sus creencias, así como la aparición cada vez más frecuente de estereotipos
negativos, actos de hostilidad y violencia contra esas comunidades a causa de
sus creencias religiosas y de su origen étnico o de su presunto origen racial;

61. Reconocemos con profunda preocupación el creciente antisemitismo e
islamofobia en diversas partes del mundo, así como la aparición de movimien-
tos raciales y violentos basados en el racismo e ideas discriminatorias contra
las comunidades judía, musulmana y árabe;

62. Somos conscientes de que la historia de la humanidad está repleta de
terribles injusticias infligidas por la falta de respeto a la igualdad de los seres
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humanos, observamos con alarma la intensificación de esas prácticas en diver-
sas partes del mundo e instamos a las personas, sobre todo en situaciones de
conflicto, a que desistan de la incitación al racismo y del uso de expresiones
despectivas y de estereotipos negativos;

63. Nos preocupan los padecimientos del pueblo palestino sometido a ocu-
pación extranjera. Reconocemos el derecho inalienable del pueblo palestino a
la libre determinación y al establecimiento de un Estado independiente, recono-
cemos el derecho a la seguridad de todos los Estados de la región, incluido
Israel, y hacemos un llamamiento a todos los Estados para que apoyen el pro-
ceso de paz y lo lleven a una pronta conclusión;

64. Pedimos una paz justa, general y duradera en la región, en la que todos
los pueblos coexistan y disfruten de igualdad, justicia y derechos humanos
internacionalmente reconocidos, y seguridad;

65. Reconocemos el derecho de los refugiados a regresar voluntariamente
a sus hogares y bienes en condiciones de dignidad y seguridad, e instamos a
todos los Estados a que faciliten ese retorno;

66. Afirmamos que debe protegerse la identidad étnica, cultural, lingüísti-
ca y religiosa de las minorías, cuando las haya, y que las personas pertene-
cientes a esas minorías deben ser tratadas en pie de igualdad y deben disfrutar
de sus derechos humanos y sus libertades fundamentales sin discriminación de
ningún tipo;

67. Reconocemos que los miembros de algunos grupos con una identidad
cultural propia se enfrentan a obstáculos atribuibles a un complejo conjunto de
factores étnicos, religiosos o de otra índole, así como a sus tradiciones y cos-
tumbres, e instamos a los Estados a que se aseguren de que las medidas, polí-
ticas y programas destinados a erradicar el racismo, la discriminación racial,
la xenofobia y las formas conexas de intolerancia aborden los obstáculos que
crea este conjunto de factores;

68. Reconocemos con honda preocupación las actuales manifestaciones de
racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, así
como de violencia, a que hacen frente los romaníes, gitanos, sintis y nómadas,
y reconocemos la necesidad de elaborar políticas eficaces y mecanismos de
aplicación para lograr su plena igualdad;

69. Estamos convencidos de que el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia se manifiestan en forma dife-
renciada para las mujeres y las niñas, y pueden ser factores que llevan al dete-
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rioro de sus condiciones de vida, a la pobreza, la violencia, las formas múlti-
ples de discriminación y la limitación o denegación de sus derechos humanos.
Reconocemos la necesidad de integrar una perspectiva de género en las perti-
nentes políticas, estrategias y programas de acción contra el racismo, la discri-
minación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia a fin de hacer
frente a las formas múltiples de discriminación;

70. Reconocemos la necesidad de elaborar un enfoque más coherente y sis-
temático para evaluar y vigilar la discriminación racial contra las mujeres, así
como las desventajas, obstáculos y dificultades a que hacen frente las mujeres
para el pleno ejercicio y disfrute de sus derechos civiles, políticos, económi-
cos, sociales y culturales como consecuencia del racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

71. Deploramos los intentos de obligar a mujeres que pertenecen a ciertas
religiones y minorías religiosas a renunciar a su identidad cultural y religiosa
o a limitar su expresión legítima, o de discriminar contra ellas en lo que se
refiere a las oportunidades de educación y empleo;

72. Observamos con preocupación el gran número de menores y jóvenes,
particularmente niñas, que figuran entre las víctimas del racismo, la discrimi-
nación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia y destacamos
la necesidad de incorporar medidas especiales, de conformidad con el princi-
pio del interés superior del niño y el respeto de sus opiniones, en los progra-
mas contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia, a fin de prestar atención prioritaria a los derechos y
a la situación de los menores y los jóvenes que son víctimas de esas prácticas;

73. Reconocemos que a un niño que pertenece a una minoría étnica, religiosa
o lingüística o que es indígena no debe negársele el derecho, individualmen-
te o en comunidad con otros miembros de su grupo, a disfrutar de su propia cul-
tura, a profesar y practicar su propia religión y a utilizar su idioma;

74. Reconocemos que el trabajo infantil está relacionado con la pobreza, la
falta de desarrollo y las condiciones socioeconómicas conexas y que, en algu-
nos casos, podría perpetuar la pobreza y la discriminación racial, al privar de
manera desproporcionada a los niños de los grupos afectados de la posibilidad
de adquirir las aptitudes humanas necesarias para la vida productiva y para
beneficiarse del crecimiento económico;

75. Observamos con profunda preocupación que en muchos países las perso-
nas infectadas o afectadas por el VIH/SIDA, así como las presuntamente infec-
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tadas, pertenecen a grupos vulnerables al racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia, lo que incide negativamente
sobre su acceso a la atención de salud y los medicamentos y lo obstaculiza;

MEDIDAS DE PREVENCIÓN, EDUCACIÓN Y PROTECCIÓN DESTINADAS A
ERRADICAR EL RACISMO, LA DISCRIMINACIÓN RACIAL, LA XENOFOBIA

Y LAS FORMAS CONEXAS DE INTOLERANCIA EN LOS ÁMBITOS NACIONAL,
REGIONAL E INTERNACIONAL

76. Reconocemos que las condiciones políticas, económicas, culturales y so-
ciales no equitativas pueden engendrar y fomentar el racismo, la discrimina-
ción racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, que a su vez
exacerban la desigualdad. Creemos que una auténtica igualdad de oportunida-
des para todos en todos los campos, incluido el desarrollo, es fundamental para
la erradicación del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia;

77. Afirmamos que la adhesión universal a la Convención Internacional
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial y su ple-
no cumplimiento tienen importancia primordial para la promoción de la igual-
dad y la no discriminación en el mundo;

78. Reafirmamos el compromiso solemne de todos los Estados de fomentar
el respeto universal, la observancia y la protección de todos los derechos huma-
nos, económicos, sociales, culturales, civiles y políticos, incluido el derecho al
desarrollo, como factor fundamental para la prevención y eliminación del racis-
mo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

79. Estamos firmemente convencidos de que los obstáculos para vencer la
discriminación racial y conseguir la igualdad racial radican principalmente en
la falta de voluntad política, la legislación deficiente, y la falta de estrategias
de aplicación y de medidas concretas por los Estados, así como en la prevalen-
cia de actitudes racistas y estereotipos negativos;

80. Creemos firmemente que la educación, el desarrollo y la aplicación cabal
de todas las normas y obligaciones de derechos humanos internacionales, en
particular la promulgación de leyes y estrategias políticas, sociales y económi-
cas, son fundamentales para combatir el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia;
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81. Reconocemos que la democracia y un gobierno transparente, responsa-
ble y participativo que responda a las necesidades y aspiraciones de la pobla-
ción, y el respeto de los derechos humanos, las libertades fundamentales y el
estado de derecho son esenciales para la prevención y la eliminación efectivas
del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de in-
tolerancia. Reafirmamos que toda forma de impunidad por delitos motivados
por actitudes racistas y xenófobas contribuye a debilitar el Estado de derecho
y la democracia y tiende a fomentar la repetición de tales actos;

82. Afirmamos que el Diálogo entre Civilizaciones constituye un proceso
para lograr la identificación y la promoción de bases comunes entre las civili-
zaciones, el reconocimiento y la promoción de la dignidad inherente a todos
los seres humanos y de la igualdad de derechos de éstos y el respeto de los
principios fundamentales de justicia; de este modo, puede disipar los concep-
tos de superioridad racial basados en el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia, y facilitar la construcción de
un mundo reconciliado para la familia humana;

83. Destacamos la función clave que los dirigentes y los partidos políticos
pueden y deben desempeñar en la lucha contra el racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, y alentamos a los
partidos políticos a que tomen medidas concretas para promover la solidaridad,
la tolerancia y el respeto;

84. Condenamos la persistencia y la reaparición del neonazismo, neofascis-
mo y de ideologías nacionalistas violentas basadas en prejuicios raciales o
nacionales y declaramos que esos fenómenos no se pueden justificar en nin-
gún caso ni bajo ninguna circunstancia;

85. Condenamos las plataformas y organizaciones políticas basadas en el
racismo, la xenofobia o las doctrinas de la superioridad y la discriminación racia-
les, así como la legislación y las prácticas basadas en el racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, por ser incompatibles
con la democracia y la gobernanza transparente y responsable. Reafirmamos que
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia permitidos por las políticas gubernamentales violan los derechos huma-
nos y pueden poner en peligro las relaciones de amistad entre los pueblos, la
cooperación entre las naciones y la paz y la seguridad internacionales;

86. Recordamos que la difusión de todas las ideas basadas en la superiori-
dad o en el odio racial deberá ser declarada delito punible por ley, teniendo
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debidamente en cuenta los principios consagrados en la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos y los derechos expresamente enunciados en el artícu-
lo 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación Racial;

87. Observamos el párrafo b) del artículo 4 de la Convención Internacional
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial impone a
los Estados la obligación de mostrarse vigilantes y de tomar medidas contra las
organizaciones que difunden ideas basadas en la superioridad o el odio racial,
cometen actos de violencia o incitan a cometer tales actos. Esas organizacio-
nes deberán ser condenadas y desalentadas;

88. Reconocemos que los medios de comunicación deben representar la
diversidad de la sociedad multicultural y desempeñar su función en la lucha
contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia. A este respecto destacamos la fuerza de la publicidad;

89. Tomamos nota con pesar de que algunos medios de comunicación, al
promover imágenes falsas y estereotipos negativos de grupos y personas vul-
nerables, en particular migrantes y refugiados, han contribuido a la difusión de
sentimientos racistas y xenófobos entre el público y, en algunos casos, han
alentado la violencia por parte de individuos y grupos racistas;

90. Reconocemos la contribución positiva que el ejercicio del derecho a la
libertad de expresión, en particular por los medios de comunicación y las nue-
vas tecnologías, incluida Internet, y el pleno respeto de la libertad de buscar,
recibir y comunicar información pueden hacer a la lucha contra el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia. Rei-
teramos la necesidad de respetar la independencia de la prensa y la autonomía
de los medios de comunicación a este respecto;

91. Expresamos nuestra profunda preocupación por el uso de las nuevas
tecnologías de la información, como Internet, con fines contrarios al respeto
de los valores humanos, la igualdad, la no discriminación, el respeto por los
demás y la tolerancia, en particular para propagar el racismo, el odio racial, la
xenofobia, la discriminación racial y las formas conexas de intolerancia, y,
sobre todo, por la posibilidad de que los niños y los jóvenes que tienen acce-
so a esa información se vean negativamente influidos por ella;

92. Reconocemos también la necesidad de promover la utilización de nue-
vas tecnologías de la información y las comunicaciones, particularmente
Internet, para contribuir a la lucha contra el racismo, la discriminación racial,
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la xenofobia y las formas conexas de intolerancia; las nuevas tecnologías pue-
den ayudar a promover la tolerancia y el respeto de la dignidad humana, así
como los principios de la igualdad y la no discriminación;

93. Afirmamos que todos los Estados deberían reconocer la importancia de
los medios de información de la comunidad que permiten expresarse a las víc-
timas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia;

94. Reafirmamos que la estigmatización de las personas de diferentes orí-
genes mediante actos u omisiones de las autoridades públicas, las institucio-
nes, los medios de información, los partidos políticos o las organizaciones
nacionales o locales no sólo es un acto de discriminación racial, sino que ade-
más puede incitar a la repetición de tales actos, resultando así en la creación
de un círculo vicioso que refuerza las actitudes y los prejuicios racistas, y que
debe condenarse;

95. Reconocemos que la educación a todos los niveles y a todas las edades,
inclusive dentro de la familia, en especial la educación en materia de derechos
humanos, es la clave para modificar las actitudes y los comportamientos ba-
sados en el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia y para promover la tolerancia y el respeto de la diversidad en
las sociedades. Afirmamos además que una educación de este tipo es un fac-
tor determinante en la promoción, difusión y protección de los valores demo-
cráticos de justicia y equidad, que son fundamentales para prevenir y comba-
tir el avance del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia;

96. Reconocemos que la calidad de la educación, la eliminación del analfa-
betismo y el acceso a la enseñanza primaria gratuita para todos pueden contri-
buir a promover sociedades menos excluyentes, la equidad, unas relaciones es-
tables y armoniosas y la amistad entre las naciones, los pueblos, los grupos y los
individuos, y una cultura de paz, favoreciendo la comprensión mutua, la solida-
ridad, la justicia social y el respeto de todos los derechos humanos para todos;

97. Hacemos hincapié en los vínculos entre el derecho a la educación y la
lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia y en la función esencial de la educación, en particular
la educación sobre los derechos humanos y la educación que reconozca y res-
pete la diversidad cultural, especialmente entre los niños y los jóvenes, para
prevenir y erradicar todas las formas de intolerancia y discriminación;
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ESTABLECIMIENTO DE RECURSOS Y MEDIDAS EFICACES DE REPARACIÓN,
RESARCIMIENTO, INDEMNIZACIÓN Y DE OTRA ÍNDOLE A NIVEL NACIONAL,
REGIONAL E INTERNACIONAL

98. Subrayamos la importancia y la necesidad de enseñar los hechos y la ver-
dad de la historia de la humanidad, desde la antigüedad hasta el pasado reciente,
así como de enseñar los hechos y la verdad de la historia, las causas, la natu-
raleza y las consecuencias del racismo, la discriminación racial, la xenofobia
y las formas conexas de intolerancia, a fin de llegar a conocer de manera am-
plia y objetiva las tragedias del pasado;

99. Reconocemos y lamentamos profundamente los masivos sufrimientos
humanos y el trágico padecimiento de millones de hombres, mujeres y niños
causados por la esclavitud, la trata de esclavos, la trata transatlántica de escla-
vos, el apartheid, el colonialismo y el genocidio, hacemos un llamamiento a
los Estados interesados para que honren la memoria de las víctimas de pasa-
das tragedias, y afirmamos que dondequiera y cuando quiera que hubieran
ocurrido deben ser condenados y ha de impedirse que ocurran de nuevo. La-
mentamos que esas prácticas y estructuras, políticas, socioeconómicas y cul-
turales, hayan causado el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia;

100. Reconocemos y lamentamos profundamente los indecibles sufrimien-
tos y males infligidos a millones de hombres, mujeres y niños como resultado
de la esclavitud, la trata de esclavos, la trata transatlántica de esclavos, el
apartheid, el genocidio y pasadas tragedias. Observamos también que algunos
Estados han tomado la iniciativa de pedir perdón y han pagado una indemni-
zación, en los casos procedentes, por las graves y masivas violaciones perpe-
tradas;

101. Con miras a dar por clausurados estos negros capítulos de la historia
y como medio de reconciliación y cicatrización de las heridas, invitamos a la
comunidad internacional y a sus miembros a que honren la memoria de las
víctimas de esas tragedias. La Conferencia observa también que algunos han
tomado la iniciativa de lamentar lo sucedido, expresar remordimiento o pedir
perdón, y hace un llamamiento a quienes todavía no hayan contribuido a res-
tablecer la dignidad de las víctimas para que encuentren la manera adecuada
de hacerlo y, en este sentido, expresa su agradecimiento a los Estados que ya
lo han hecho;
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102. Somos conscientes de la obligación moral que tienen todos los Esta-
dos interesados, y hacemos un llamamiento a esos Estados a fin de que adop-
ten medidas adecuadas y eficaces para hacer cesar e invertir las consecuencias
duraderas de esas prácticas;

103. Reconocemos las consecuencias de las formas pasadas y contemporá-
neas de racismo, discriminación racial, xenofobia e intolerancia conexas como
graves desafíos a la paz y la seguridad mundiales, la dignidad humana y el goce
de los derechos humanos y las libertades fundamentales de muchas personas
en el mundo, en particular africanos, afrodescendientes, personas de origen
asiático y pueblos indígenas;

104. Reafirmamos enérgicamente también que es requisito ineludible de
justicia que se dé acceso a la justicia a las víctimas de violaciones de los dere-
chos humanos resultantes del racismo, la discriminación racial, la xenofobia
y las formas conexas de intolerancia, especialmente a la luz de su situación
vulnerable social, cultural y económicamente, así como asistencia jurídica si
procede, y protección y recursos eficaces y apropiados, incluso el derecho a
pedir y recibir justa y adecuada indemnización o satisfacción por los daños
sufridos de resultas de esa discriminación, de acuerdo con lo consagrado en
numerosos instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos,
en particular la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
Racial;

105. Inspirada en los principios enunciados en la Declaración del Milenio
y en el reconocimiento de que tenemos la responsabilidad colectiva de defen-
der los principios de la dignidad humana, la igualdad y la equidad y de garan-
tizar que la mundialización llegue a ser una fuerza positiva para todos los
pueblos del mundo, la comunidad internacional se compromete a trabajar en
pro de la beneficiosa integración de los países en desarrollo en la economía
mundial y a combatir su marginación determinada a lograr el crecimiento eco-
nómico acelerado y el desarrollo sostenible y a erradicar la pobreza, la desigual-
dad y las privaciones;

106. Subrayamos que recordar los crímenes e injusticias del pasado, cuan-
do quiera y dondequiera que ocurrieron, condenar inequívocamente las trage-
dias racistas y decir la verdad sobre la historia son elementos esenciales para
la reconciliación internacional y la creación de sociedades basadas en la jus-
ticia, la igualdad y la solidaridad;
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ESTRATEGIAS PARA LOGRAR UNA IGUALDAD  PLENA Y EFECTIVA

QUE ABARQUEN LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y EL FORTALECIMIENTO

DE LAS NACIONES UNIDAS Y OTROS MECANISMOS INTERNACIONALES

EN LA LUCHA CONTRA EL RACISMO, LA DISCRIMINACIÓN RACIAL,
LA XENOFOBIA Y LAS FORMAS CONEXAS DE INTOLERANCIA

107. Destacamos la necesidad de diseñar, promover y aplicar en el plano na-
cional, regional e internacional estrategias, programas y políticas, así como
legislación adecuada, que puede incluir medidas especiales y positivas, para
promover un desarrollo social equitativo y la realización de los derechos civiles
y políticos, económicos, sociales y culturales de todas las víctimas del racis-
mo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intoleran-
cia, particularmente dándoles un acceso más efectivo a las instituciones polí-
ticas, judiciales y administrativas, así como la necesidad de incrementar el
acceso efectivo a la justicia, y de garantizar que los beneficios del desarrollo,
la ciencia y la tecnología contribuyan efectivamente a mejorar la calidad de
vida de todos, sin discriminación;

108. Reconocemos la necesidad de adoptar medidas afirmativas o medidas
especiales a favor de las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia para promover su plena integración
en la sociedad. Esas medidas de acción efectiva, que han de incluir medidas
sociales, deben estar destinadas a corregir las condiciones que menoscaban el
disfrute de los derechos y a introducir medidas especiales para alentar la par-
ticipación igual de todos los grupos raciales y culturales, lingüísticos y religio-
sos en todos los sectores de la sociedad y para situarlos en pie de igualdad.
Entre estas medidas deberían figurar medidas especiales para lograr una repre-
sentación apropiada en las instituciones de enseñanza, la vivienda, los partidos
políticos, los parlamentos y el empleo, en particular en los órganos judiciales,
la policía, el ejército y otros servicios civiles, lo que en algunos casos puede
exigir reformas electorales, reformas agrarias y campañas en pro de la parti-
cipación equitativa;

109. Recordamos la importancia de fomentar la cooperación internacional
para promover a) la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia; b) la aplicación efectiva de los tra-
tados e instrumentos internacionales que prohíben esas prácticas; c) los obje-
tivos de la Carta de las Naciones Unidas a este respecto; d) el logro de las metas
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establecidas por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente
y el Desarrollo celebrada en Río de Janeiro en 1992, la Conferencia Mundial
de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993, la Conferencia Internacio-
nal sobre la Población y el Desarrollo celebrada en El Cairo en 1994, la Cumbre
Mundial sobre Desarrollo Social celebrada en Copenhague en 1995, la Cuar-
ta Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en Beijing en 1995, la Con-
ferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat II)
celebrada en Estambul en 1996 y la Cumbre Mundial sobre la Alimentación ce-
lebrada en Roma en 1996, velando por que esas metas beneficien en forma
equitativa a todas las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia;

110. Reconocemos la importancia de la cooperación entre los Estados, las
organizaciones internacionales y regionales pertinentes, las instituciones finan-
cieras internacionales, las organizaciones no gubernamentales y los particulares
en la lucha mundial contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y
las formas conexas de intolerancia, y que para el éxito de esta lucha se requiere
específicamente tener en cuenta las quejas, opiniones y exigencias de las víc-
timas de esa discriminación;

111. Reiteramos que la respuesta y la política internacionales, incluida la
asistencia financiera con respecto a los refugiados y las personas desplazadas
en diferentes partes del mundo, no deben basarse en la discriminación por
motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico de los refugiados y las
personas desplazadas de que se trate y, en este contexto, exhortamos a la co-
munidad internacional a prestar asistencia suficiente, y equitativa a los países
de acogida, en particular cuando se trate de países en desarrollo o de países en
transición;

112. Reconocemos la importancia de unas instituciones nacionales indepen-
dientes de derechos humanos que se ajusten a los Principios relativos al esta-
tuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos
humanos, anexos a la resolución 48/134 de la Asamblea General, de 20 de
diciembre de 1993, y de otras instituciones especializadas pertinentes creadas
por ley para la promoción y protección de los derechos humanos, como la del
defensor del pueblo, en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia, así como para la promoción de
valores democráticos y el Estado de derecho. Alentamos a los Estados a que
establezcan tales instituciones, según proceda, y exhortamos a las autoridades
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y a la sociedad en general de los países en que esas instituciones están desem-
peñando sus funciones de promoción, protección y prevención a que cooperen
en la mayor medida posible con dichas instituciones, respetando al mismo tiem-
po su independencia;

113. Reconocemos el importante papel que pueden desempeñar los órganos
regionales competentes, incluidas las asociaciones regionales de instituciones
nacionales de derechos humanos, en la lucha contra el racismo, la discrimi-
nación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, y la función
crucial de supervisión y sensibilización de la opinión pública respecto de la
intolerancia y la discriminación que pueden desempeñar en el plano regional,
y reafirmamos el apoyo a esos órganos donde existen y recomendamos su crea-
ción;

114. Reconocemos la importancia fundamental que tienen los parlamentos
en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las for-
mas conexas de intolerancia en la tarea de adoptar legislación apropiada, su-
pervisar su aplicación y asignar los recursos financieros necesarios;

115. Destacamos la importancia de la participación de los agentes sociales
y otras organizaciones no gubernamentales en el diseño y la aplicación de pro-
gramas de formación y desarrollo;

116. Reconocemos el importante papel que desempeña la sociedad civil en
la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia, en particular en la asistencia a los gobiernos para
desarrollar reglamentos y estrategias, así como adoptar medidas y desplegar
actividades contra esas formas de discriminación y observar su aplicación;

117. Reconocemos también que la promoción de un mayor respeto y con-
fianza entre los diferentes grupos de la sociedad debe ser una responsabilidad
compartida pero diferenciada de las instituciones gubernamentales, los dirigen-
tes políticos, las organizaciones de base y los ciudadanos. Subrayamos que la
sociedad civil desempeña un papel importante en la promoción de los intere-
ses públicos, especialmente en la lucha contra el racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

118. Acogemos complacidos la función catalítica que desempeñan las orga-
nizaciones no gubernamentales promoviendo la enseñanza de los derechos
humanos y sensibilizando al público acerca del racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia. Esas instituciones
también pueden desempeñar una función importante en la tarea de señalar esas
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cuestiones a la atención de los órganos pertinentes de las Naciones Unidas,
sobre la base de sus experiencias nacionales, regionales o internacionales.
Teniendo presentes las dificultades a que hacen frente, nos comprometemos a
establecer un clima propicio al funcionamiento eficaz de las organizaciones no
gubernamentales de derechos humanos, en particular las organizaciones no gu-
bernamentales antirracistas, en la lucha contra el racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia. Reconocemos la pre-
caria situación de las organizaciones no gubernamentales de derechos huma-
nos, incluidas las que luchan contra el racismo, en muchas partes del mundo
y expresamos nuestro compromiso de cumplir nuestras obligaciones interna-
cionales y de eliminar todo obstáculo ilícito que entorpezca su funcionamien-
to eficaz;

119. Alentamos la plena participación de las organizaciones no gubernamen-
tales en el seguimiento de la Conferencia Mundial;

120. Reconocemos que el intercambio y el diálogo internacional y nacional
y el desarrollo de una red mundial entre los jóvenes son elementos importan-
tes y fundamentales en la formación de la comprensión intercultural y el res-
peto y contribuirán a la eliminación del racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

121. Destacamos la utilidad de hacer participar a los jóvenes en el desarro-
llo de estrategias y políticas nacionales, regionales e internacionales orienta-
das hacia el futuro para luchar contra el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

122. Afirmamos que nuestro esfuerzo mundial por lograr la eliminación total
del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia, así como las recomendaciones contenidas en el Programa de Ac-
ción, se hacen en un espíritu de solidaridad y cooperación internacional y se
inspiran en los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y
otros instrumentos internacionales pertinentes. Esas recomendaciones se for-
mulan teniendo debidamente en cuenta el pasado, el presente y el futuro, y con
un enfoque constructivo y orientado al futuro. Reconocemos que la formula-
ción y aplicación de esas estrategias, políticas, programas y medidas, que de-
berían ponerse en práctica con rapidez y eficiencia, son responsabilidad de
todos los Estados, con la plena participación de la sociedad civil a nivel nacio-
nal, regional e internacional.
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PROGRAMA DE ACCIÓN

Reconociendo la necesidad urgente de convertir los objetivos de la Declaración
en un Programa de Acción práctico y aplicable, la Conferencia Mundial con-
tra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas
de Intolerancia:

I. Orígenes, causas, formas y manifestaciones contemporáneas del racismo,
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia

1. Insta a los Estados a que, en el marco de sus iniciativas nacionales y en
cooperación con otros Estados y con organizaciones e instituciones financie-
ras regionales e internacionales, promuevan la utilización de inversiones pú-
blicas y privadas en consulta con las comunidades afectadas a fin de erradicar
la pobreza, en particular en las zonas donde viven predominantemente las víc-
timas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia;

2. Exhorta a los Estados a que adopten todas las disposiciones necesarias y
apropiadas para poner fin a la esclavitud y a las formas contemporáneas de
prácticas análogas a la esclavitud y a que inicien un diálogo constructivo en-
tre Estados y apliquen medidas con el fin de remediar los problemas y reparar
los daños que ocasionan;

II. Las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia
y las formas conexas de intolerancia

Víctimas en general

3. Insta a los Estados a que trabajen a nivel nacional y en cooperación con otros
Estados y con las organizaciones y los programas regionales e internacionales
pertinentes para fortalecer los mecanismos nacionales de promoción y protec-
ción de los derechos humanos de las víctimas del racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia que estén contagia-
das, o presuntamente contagiadas, con enfermedades pandémicas como el VIH/
SIDA y a que adopten medidas concretas, en particular de prevención y de
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facilitación del acceso a medicamentos y tratamientos y programas de educa-
ción, capacitación e información pública, con el fin de eliminar la violencia,
la estigmatización, la discriminación, el desempleo y otras consecuencias ne-
gativas de esas pandemias;

Africanos y afrodescendientes

4. Insta a los Estados a que faciliten la participación de los afrodescendientes
en todos los aspectos políticos, económicos, sociales y culturales de la socie-
dad y en el adelanto y el desarrollo económico de sus países, y a que promue-
van el conocimiento y el respeto de su patrimonio y su cultura;

5. Pide a los Estados que, apoyados en su caso por la cooperación interna-
cional, consideren favorablemente la posibilidad de concentrar nuevas inver-
siones en sistemas de atención sanitaria, educación, salud pública, electricidad,
agua potable y control del medio ambiente, así como en otras medidas de ac-
ción afirmativa o positiva en las comunidades integradas principalmente por
afrodescendientes;

6. Pide a las Naciones Unidas, a las instituciones financieras y de desarro-
llo internacionales y a otros mecanismos internacionales competentes que ela-
boren programas de fomento de la capacidad destinados a los africanos y a los
afrodescendientes de las Américas y de todo el mundo;

7. Pide a la Comisión de Derechos Humanos que considere la posibilidad
de establecer un grupo de trabajo u otro mecanismo en las Naciones Unidas
para que estudie los problemas de discriminación racial a que hacen frente los
afrodescendientes que viven en la diáspora africana y haga propuestas para la
eliminación de la discriminación racial contra esas personas;

8. Exhorta a las instituciones financieras y de desarrollo y a los programas
operacionales y organismos especializados de las Naciones Unidas a que, de
conformidad con sus presupuestos ordinarios y los procedimientos de sus ór-
ganos rectores:

a) Atribuyan especial prioridad y destinen suficientes recursos financieros,
dentro de sus esferas de competencia y en sus presupuestos, a la mejora
de la situación de los africanos y los afrodescendientes, prestando espe-
cial atención a las necesidades de estas poblaciones en los países en de-
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sarrollo, entre otras cosas mediante la preparación de programas de ac-
ción específicos;

b) Realicen proyectos especiales, por los conductos apropiados y en cola-
boración con los africanos y los afrodescendientes, para prestar apoyo a
sus iniciativas comunitarias y facilitar el intercambio de información y
de conocimientos técnicos entre estas poblaciones y los expertos en es-
tas esferas;

c) Elaboren programas destinados a los afrodescendientes por los que se
inviertan recursos adicionales en sistemas de salud, educación, vivienda,
electricidad, agua potable y medidas de control del medio ambiente, y que
promuevan la igualdad de oportunidades en el empleo, así como otras
iniciativas de acción afirmativa o positiva;

9. Pide a los Estados que refuercen las medidas y políticas públicas a favor
de las mujeres y los jóvenes afrodescendientes, tendiendo presente que el ra-
cismo los afecta más profundamente, poniéndolos en situación de mayor mar-
ginación y desventaja;

10. Insta a los Estados a que garanticen el acceso a la educación y promue-
van el acceso a las nuevas tecnologías de modo que los africanos y los afro-
descendientes, en particular las mujeres y los niños, dispongan de suficientes
recursos para la educación, el desarrollo tecnológico y el aprendizaje a distan-
cia en las comunidades locales, y los insta también a que hagan lo necesario
para que en los programas de estudios se incluya la enseñanza cabal y exacta
de la historia y la contribución de los africanos y los afrodescendientes;

11. Alienta a los Estados a que determinen los factores que impiden el igual
acceso y la presencia equitativa de los afrodescendientes en todos los niveles
del sector público, incluida la administración pública, y en particular la admi-
nistración de justicia; a que adopten las medidas apropiadas para eliminar los
obstáculos identificados, y a que alienten a su vez al sector privado a promo-
ver la igualdad de acceso y la presencia equitativa de los afrodescendientes en
todos los niveles de sus organizaciones;

12. Hace un llamamiento a los Estados para que adopten medidas concre-
tas que garanticen el acceso pleno y efectivo de todas las personas, en particular
los afrodescendientes, al sistema judicial;

13. Insta a los Estados a que, con arreglo a la normativa internacional de los
derechos humanos y a sus respectivos ordenamientos jurídicos, resuelvan
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los problemas de la propiedad respecto de las tierras habitadas desde épocas
ancestrales por afrodescendientes y promuevan la utilización productiva de la
tierra y el desarrollo integral de esas comunidades, respetando su cultura y sus
modalidades particulares de adopción de decisiones;

14. Insta a los Estados a que reconozcan los problemas particularmente
graves del prejuicio y la intolerancia religiosos con que tropiezan muchos
afrodescendientes y a que apliquen políticas y medidas encaminadas a preve-
nir y eliminar toda discriminación basada en la religión y las creencias que,
combinada con ciertas otras formas de discriminación, constituye una forma
de discriminación múltiple;

Pueblos indígenas

15. Insta a los Estados a:

a) Que adopten o sigan aplicando, en concierto con ellos, medidas consti-
tucionales, administrativas, legislativas y judiciales y todas las disposi-
ciones necesarias para promover, proteger y garantizar el ejercicio por los
pueblos indígenas de sus derechos, así como para garantizarles el ejerci-
cio de los derechos humanos y las libertades fundamentales sobre la base
de la igualdad, la no discriminación y la participación plena y libre en
todas las esferas de la sociedad, en particular en los asuntos que les afec-
tan o interesan;

b) Que promuevan el conocimiento y el respeto de las culturas y el patrimo-
nio indígenas; y celebra las medidas ya adoptadas por los Estados a este
respecto;

16. Insta a los Estados a que trabajen con los pueblos indígenas para esti-
mular su acceso a la actividad económica e incrementar sus índices de empleo,
cuando proceda, mediante el establecimiento, la adquisición o la expansión de
empresas por los pueblos indígenas y medidas como capacitación, prestación
de asistencia técnica y servicios de crédito;

17. Insta a los Estados a que trabajen con los pueblos indígenas para esta-
blecer y poner en marcha programas que les brinden acceso a medios de for-
mación y a servicios que puedan contribuir al desarrollo de sus comunidades;
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18. Pide a los Estados que adopten políticas públicas y den impulso a pro-
gramas a favor de las mujeres y las niñas indígenas y en concierto con ellas con
el fin de promover sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y cul-
turales; poner fin a su situación de desventaja por razones de género y origen
étnico; resolver los apremiantes problemas que las afectan en materia de edu-
cación, salud física y mental y vida económica y el problema de la violencia
contra la mujer, comprendida la violencia en el hogar; y eliminar la situación
de discriminación exacerbada que padecen las mujeres y las niñas indígenas
al combinarse el racismo y la discriminación sexual;

19. Recomienda que los Estados examinen, de conformidad con los instru-
mentos y normas internacionales de derechos humanos pertinentes, sus cons-
tituciones, leyes, ordenamientos jurídicos y políticas con el fin de identificar
y erradicar el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas cone-
xas de intolerancia, ya sean implícitos, explícitos o inherentes, contra los pue-
blos y las personas indígenas;

20. Invita a los Estados interesados a cumplir y respetar los tratados y acuer-
dos concertados con los pueblos indígenas y a reconocerlos y observarlos
debidamente;

21. Pide a los Estados que consideren cabal y debidamente las recomenda-
ciones formuladas por los pueblos indígenas en sus propios foros sobre la
Conferencia Mundial;

22. Pide a los Estados que:

a) Creen mecanismos institucionales, y cuando ya existan les den su apoyo,
para promover el logro de los objetivos y medidas relativos a los pueblos
indígenas acordados en el presente Plan de Acción;

b) Promuevan, en colaboración con las organizaciones indígenas, las auto-
ridades locales y las organizaciones no gubernamentales, medidas enca-
minadas a superar el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia contra los pueblos indígenas y efectúen
evaluaciones periódicas de los progresos logrados a este respecto;

c) Promuevan la comprensión en la sociedad en general de la importancia
de las medidas especiales para superar las desventajas a que hacen fren-
te los pueblos indígenas;

d) Consulten a los representantes indígenas en el proceso de adopción de
decisiones relativas a las políticas y medidas que les afecten directamente;
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23. Invita a los Estados a que reconozcan los problemas particulares a que
hacen frente los pueblos y personas indígenas que viven en un entorno urba-
no y los exhorta a aplicar estrategias eficaces para combatir el racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia con que
tropiezan, prestando especial atención a las oportunidades para que continúen
practicando sus modos de vida tradicionales, culturales, lingüísticos y espiri-
tuales;

Migrantes

24. Pide a todos los Estados que luchen contra las manifestaciones de recha-
zo generalizado de los migrantes y que se opongan activamente a todas las
manifestaciones racistas y actos que engendren conductas xenófobas y senti-
mientos negativos hacia los migrantes o su rechazo;

25. Invita a las organizaciones no gubernamentales internacionales y nacio-
nales a que incorporen la vigilancia y la protección de los derechos humanos de
los migrantes en sus programas y actividades y a que sensibilicen a los gobier-
nos y aumenten la conciencia pública en todos los Estados respecto de la nece-
sidad de prevenir los actos racistas, las manifestaciones de discriminación racial,
xenofobia y las formas conexas de intolerancia contra los migrantes;

26. Pide a los Estados que promuevan y protejan cabal y efectivamente los
derechos humanos y las libertades fundamentales de todos los migrantes, de
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y sus obli-
gaciones en virtud de los instrumentos internacionales de derechos humanos,
prescindiendo de la situación de inmigración de los migrantes;

27. Alienta a los Estados a promover la educación sobre los derechos huma-
nos de los migrantes y organizar campañas de información para velar por que
el público esté debidamente informado de los migrantes y de los asuntos de los
migrantes, incluida la contribución positiva de éstos a sus sociedades de aco-
gida y su vulnerabilidad, particularmente la de quienes están en una situación
irregular;

28. Invita a los Estados a que faciliten la reunión de familias en forma rá-
pida y eficaz, la cual favorece la integración de los migrantes, tomando debi-
damente en cuenta el deseo de muchos miembros de las familias de ser inde-
pendientes;
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29. Insta a los Estados a que adopten medidas concretas que eliminen el
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia en el lugar de trabajo contra todos los trabajadores, en particular los
migrantes, y aseguren la plena igualdad de todos ante la ley, incluida la legis-
lación laboral, e insta además a los Estados a que eliminen los obstáculos, según
proceda, a: la participación en la formación profesional, la negociación colec-
tiva, el empleo, los contratos y las actividades sindicales; el acceso a los tribu-
nales judiciales y administrativos para plantear quejas; el derecho a buscar
empleo en diferentes partes del país de residencia, y el trabajo en condiciones
seguras y saludables;

30. Insta a los Estados a que:

a) Elaboren y pongan en práctica políticas y planes de acción, y refuercen
y apliquen medidas preventivas, para promover la armonía y la toleran-
cia entre los migrantes y las sociedades que los acogen con el fin de eli-
minar las manifestaciones de racismo, discriminación racial, xenofobia
y formas conexas de intolerancia, incluidos actos de violencia, por par-
te de personas o grupos en muchas sociedades;

b) Revisen y modifiquen, según proceda, sus leyes, políticas y procedimien-
tos de inmigración a fin de eliminar de ellos todo elemento de discrimi-
nación racial y hacerlos compatibles con las obligaciones de los Estados
en virtud de los instrumentos internacionales de derechos humanos;

c) Apliquen medidas concretas que abarquen a la comunidad de acogida y
a los migrantes para fomentar el respeto de la diversidad cultural, promo-
ver el trato equitativo de los migrantes y desarrollar programas, según
proceda, que faciliten su integración en la vida social, cultural, política
y económica;

d) Garanticen que los migrantes, independientemente de su situación, que
hayan sido detenidos por las autoridades públicas sean tratados de forma
humana e imparcial y reciban protección jurídica y, en su caso, la asisten-
cia de un intérprete competente de acuerdo con las normas pertinentes del
derecho internacional y de derechos humanos, particularmente durante
los interrogatorios;

e) Velen por que la policía y las autoridades de inmigración traten a los
migrantes de forma digna y no discriminatoria de acuerdo con las normas
internacionales mediante, entre otros cosas, la organización de cursos de
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formación especializada para administradores, policías, funcionarios de
inmigración y otros grupos interesados;

f) Consideren la cuestión de promover el reconocimiento de las credenciales
educacionales, profesionales y técnicas de los migrantes con miras a au-
mentar al máximo su contribución a sus nuevos Estados de residencia;

g) Adopten todas las medidas posibles para promover el pleno disfrute por
todos los migrantes de todos los derechos humanos, en particular los re-
lacionados con los sueldos justos y la remuneración equitativa por trabajo
de igual valor sin distinción de ninguna especie, y el derecho a seguridad
en caso de desempleo, enfermedad, discapacidad, viudedad, vejez u otra
falta de medios de subsistencia en circunstancias ajenas a su voluntad,
la seguridad social, incluido el seguro social, el acceso a la educación, la
atención sanitaria, los servicios sociales y el respeto a su identidad cul-
tural;

h) Consideren la posibilidad de adoptar y aplicar políticas y programas de
inmigración que permitan a los inmigrantes, en particular a las mujeres
y los niños que son víctimas de la violencia conyugal o doméstica, esca-
par de unas relaciones opresivas;

31. Insta a los Estados, en vista de que aumenta la proporción de las muje-
res migrantes, a que presten una atención especial a las cuestiones de género,
en especial a la discriminación sexual, y en particular cuando los múltiples
obstáculos con que tropiezan las mujeres migrantes se combinan; a que realicen
investigaciones exhaustivas, no sólo sobre las violaciones perpetradas contra
los derechos humanos de las mujeres migrantes sino también sobre la contri-
bución que esas mujeres hacen a las economías de sus países de origen y de sus
países de acogida, y a que incluyan los resultados de esas investigaciones en
los informes destinados a los órganos creados en virtud de tratados;

32. Exhorta a los Estados a que reconozcan las mismas oportunidades y
responsabilidades económicas a los migrantes documentados que son residen-
tes a largo plazo que a los demás miembros de la sociedad;

33. Recomienda que los países de acogida de los migrantes consideren la
posibilidad de prestar servicios sociales adecuados, en particular en materia
de salud, educación y una vivienda adecuada, como cuestión prioritaria, en
cooperación con los organismos de las Naciones Unidas, las organizaciones
regionales y las instituciones financieras internacionales; pide también que
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estos organismos den una respuesta adecuada a las solicitudes de tales ser-
vicios;

Refugiados

34. Exhorta a los Estados a cumplir sus obligaciones dimanantes de la norma-
tiva internacional de los derechos humanos y del derecho de los refugiados y
humanitario que se refieren a los refugiados, los solicitantes de asilo y las
personas desplazadas e insta a la comunidad internacional a que les brinde
protección y asistencia de forma equitativa y teniendo debidamente en cuenta
sus necesidades en diversas partes del mundo, de conformidad con los princi-
pios de la solidaridad internacional, el reparto de la carga y la cooperación in-
ternacional, para compartir las responsabilidades;

35. Insta a los Estados a que reconozcan el racismo, la discriminación ra-
cial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia a que están expuestos
los refugiados al intentar integrarse en la vida de las sociedades de sus países
de acogida y alienta a los Estados a que preparen estrategias para hacer frente
a esta discriminación y a que faciliten el pleno disfrute de los derechos huma-
nos de los refugiados, de acuerdo con sus obligaciones y compromisos inter-
nacionales. Los Estados Partes deberían procurar que todas las medidas rela-
cionadas con los refugiados estén en perfecta consonancia con la Convención
sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967;

36. Insta a los Estados a que adopten medidas eficaces para proteger a las
mujeres y las niñas internamente desplazadas o refugiadas contra actos de
violencia, para investigar ese tipo de violaciones y enjuiciar a los responsables,
en colaboración con las organizaciones competentes, según corresponda;

Otras víctimas

37. Insta a los Estados a que adopten todas las medidas posibles para garanti-
zar que todas las personas, sin discriminación, estén inscritas en el registro y
tengan acceso a la documentación necesaria que refleje su identidad jurídica
y les permita beneficiarse de los procedimientos y recursos legales disponibles y
las oportunidades de desarrollo, así como para reducir la trata de personas;
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38. Reconoce que las víctimas de la trata están particularmente expuestas al
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia. Los Estados garantizarán que todas las medidas adoptadas contra la
trata de personas, en particular las que afectan a las víctimas de la trata, corres-
pondan a los principios internacionalmente reconocidos de la no discrimina-
ción, incluida la prohibición de la discriminación racial y la existencia de un
resarcimiento jurídico apropiado;

39. Hace un llamamiento a los Estados para que garanticen a los niños y los
jóvenes romaníes, gitanos, sintis y nómadas, en particular las niñas, igualdad
de oportunidades de acceso a la educación y que los programas de estudio a
todos los niveles, incluidos programas complementarios para la educación
intercultural, que puedan, entre otras cosas, incluir la oportunidad de aprender
el idioma oficial en la etapa preescolar, la contratación de maestros y ayudan-
tes de clase romaníes, gitanos, sintis y nómadas y oportunidades para estos
niños y jóvenes de aprendizaje en la lengua materna, respondan a sus necesi-
dades;

40. Alienta a los Estados a que adopten políticas y medidas apropiadas y
concretas, desarrollen mecanismos de aplicación, en los casos en que todavía
no existan, e intercambien experiencias, en cooperación con representantes de
los romaníes, los gitanos, los sintis y los nómadas, para erradicar la discrimi-
nación contra ellos, permitirles lograr la igualdad y asegurar su pleno disfrute
de todos los derechos humanos, según recomendó el Comité para la Elimina-
ción de la Discriminación Racial en el caso de los romaníes en su Recomen-
dación general XXVII, con objeto de atender sus necesidades;

41. Recomienda que las organizaciones intergubernamentales aborden de-
bidamente en sus proyectos de cooperación con diversos Estados y de asisten-
cia a ellos la situación de las comunidades romaníes, gitanas, sintis y nómadas
y promuevan su desarrollo económico, social y cultural;

42. Insta a los Estados y alienta a las organizaciones no gubernamentales a
que aumenten la conciencia sobre el racismo, la discriminación racial, la xe-
nofobia y las formas conexas de intolerancia que experimentan los romaníes,
los gitanos, los sintis y los nómadas y a que promuevan el conocimiento y el
respeto de su cultura e historia;

43. Alienta a los medios de comunicación a que promuevan el acceso igual
y la participación de los romaníes, los gitanos, los sintis y los nómadas en los
medios de información y a que los protejan de informaciones racistas, este-
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reotipadas y discriminatorias e insta a los Estados a que faciliten los esfuerzos
de los medios de comunicación al respecto;

44. Invita a los Gobiernos a formular políticas encaminadas a combatir el
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia basadas en datos estadísticos fiables que reconozcan los motivos de
preocupación existentes determinados en consulta con los propios romaníes,
gitanos, sintis y nómadas y que reflejen con la mayor precisión posible su si-
tuación en la sociedad. Toda esa información deberá reunirse de conformidad
con las disposiciones relativas con los derechos humanos y las libertades fun-
damentales, como la reglamentación sobre la protección de datos y las garan-
tías de respeto de la intimidad, y en consulta con las personas interesadas;

45. Alienta a los Estados a que aborden los problemas del racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia contra las
personas de ascendencia asiática y los exhorta a que adopten todas las medi-
das necesarias para eliminar las barreras con que tropiezan esas personas para
participar en la vida económica, social, cultural y política;

46. Insta a los Estados a que garanticen dentro de su jurisdicción que las
personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y
lingüísticas puedan ejercer plena y efectivamente todos los derechos humanos
y libertades fundamentales sin discriminación alguna y en condiciones de plena
igualdad ante la ley, y también exhorta a los Estados y a la comunidad inter-
nacional a que promuevan y protejan los derechos de esas personas;

47. Exhorta a los Estados a garantizar el derecho de las personas pertene-
cientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, individual-
mente o en comunidad con otros miembros de sus grupos, a disfrutar de su
propia cultura, a profesar y a practicar su propia religión y a utilizar su propio
idioma, en privado y en público, libremente y sin injerencia, y a participar
efectivamente en la vida cultural, social, económica y política del país en que
viven, a fin de protegerlos de cualquier forma de racismo, discriminación ra-
cial, xenofobia o intolerancia conexa de que sean objeto o puedan serlo;

48. Insta a los Estados a que reconozcan el efecto que la discriminación, la
marginación y la exclusión social han tenido y siguen teniendo para muchos
grupos raciales que viven en una situación numéricamente minoritaria dentro
de un Estado; a que se cercioren de que las personas pertenecientes a esos
grupos puedan, como miembros individuales de ellos, ejercer plena y efecti-
vamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales sin ninguna
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distinción y en condiciones de plena igualdad ante la ley, y a que, si procede,
tomen medidas apropiadas con respecto al empleo, la vivienda y la educación
con miras a evitar la discriminación racial;

49. Insta a los Estados a que adopten, según proceda, medidas apropiadas
para prevenir la discriminación racial contra las personas pertenecientes a
minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas con respecto al empleo,
la atención sanitaria, la vivienda, los servicios sociales y la educación y a que,
en este contexto, tengan en cuenta las formas de discriminación múltiple;

50. Insta a los Estados a que incorporen una perspectiva de género en todos
los programas de acción contra el racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia y a que consideren la carga de dis-
criminación que recae particularmente en las mujeres indígenas, africanas y
asiáticas, las de ascendencia africana o asiática, las migrantes y las mujeres de
otros grupos desfavorecidos, de manera que se asegure su acceso a los recur-
sos de producción en condiciones de igualdad con los hombres, como medio
de promover su participación en el desarrollo económico y productivo de sus
comunidades;

51. Insta a los Estados a que, en sus esfuerzos por erradicar la discrimina-
ción, incluyan a las mujeres, especialmente a las víctimas de racismo, discri-
minación, xenofobia y formas conexas de intolerancia, en los procesos de
decisión a todo nivel, y a que adopten medidas concretas para incorporar las
consideraciones relativas a la raza y el género en la aplicación de todos los
aspectos del Programa de Acción y en los planes de acción nacionales, en
particular en los programas y servicios de empleo y la asignación de recursos;

52. Reconoce que la pobreza determina la situación económica y social y
crea obstáculos a la participación política efectiva de mujeres y hombres de
maneras diferentes y en distinta medida, e insta a los Estados a que emprendan
análisis basados en el género de todos los programas y medidas económicos y
sociales, especialmente de las medidas de erradicación de la pobreza, inclui-
das las concebidas y aplicadas en beneficio de personas o grupos que son víc-
timas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de into-
lerancia;

53. Insta a los Estados y alienta a todos los sectores de la sociedad a que
potencien a las mujeres y las niñas que son víctimas de racismo, discrimina-
ción racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, a fin de que puedan
ejercitar plenamente sus derechos en todas las esferas de la vida pública y
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privada, y aseguren la participación plena, efectiva y en pie de igualdad de la
mujer en los procesos de decisión a todo nivel, en particular en la formulación,
aplicación y evaluación de las políticas y medidas que les conciernen;

54. Exhorta a los Estados:

a) A que reconozcan que la violencia sexual que se ha utilizado sistemá-
ticamente como arma de guerra, a veces con la aquiescencia o a instiga-
ción del Estado, es una grave violación del derecho internacional huma-
nitario que, en determinadas circunstancias, constituye un crimen de lesa
humanidad y/o un crimen de guerra, y que la incidencia de la discrimi-
nación por motivos de raza y de género hace especialmente vulnerables
a las mujeres y las niñas a este tipo de violencias que a menudo está re-
lacionada con el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia;

b) A que pongan fin a la impunidad y enjuicien a los responsables de críme-
nes de lesa humanidad y crímenes de guerra, incluidos los delitos de vio-
lencia sexual u otro tipo de violencia basada en el género contra las muje-
res y las niñas, y a que velen por que se identifique, investigue, enjuicie
y castigue a las autoridades que sean responsables de esos delitos por el
hecho de cometer, ordenar, solicitar, inducir a la comisión, apoyar, encu-
brir o a ayudar de cualquier manera a la comisión de esos delitos o la ten-
tativa de cometerlos;

55. Pide a los Estados que, en colaboración de ser necesario con organiza-
ciones internacionales y teniendo presente ante todo el interés superior del niño,
ofrezcan protección contra los actos de racismo, discriminación racial, xeno-
fobia y formas conexas de intolerancia a los niños, en particular los que se
encuentran en situación de especial vulnerabilidad, y presten una atención
especial a esos niños al formular las políticas, estrategias y programas perti-
nentes;

56. Insta a los Estados a que, de conformidad con su legislación nacional
y sus obligaciones dimanantes de los instrumentos internacionales pertinen-
tes, tomen todas las medidas, utilizando al máximo los recursos disponibles,
para garantizar sin discriminación alguna el derecho equitativo de todos los
niños a la inscripción inmediata en el registro al nacer, para permitirles ejer-
cer sus derechos humanos y libertades fundamentales. Los Estados concede-
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rán a las mujeres iguales derechos que a los hombres en lo que respecta a la
nacionalidad;

57. Insta a los Estados y a las organizaciones internacionales y regionales
y alienta a las organizaciones no gubernamentales y al sector privado a que se
ocupen de la situación de las personas con discapacidades que también están
sometidas al racismo, la discriminación racial, la xenofobia y formas conexas
de intolerancia; insta también a los Estados a que adopten las medidas nece-
sarias para garantizar su pleno disfrute de todos los derechos humanos y para
facilitar su plena integración en todos los ámbitos de la vida;

III. Medidas de prevención, educación y protección destinadas a erradicar
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia en los ámbitos nacional, regional e internacional

58. Insta a los Estados a adoptar y aplicar, en los ámbitos nacional e interna-
cional, medidas y políticas eficaces, además de la legislación nacional vigen-
te de lucha contra la discriminación y los instrumentos y mecanismos interna-
cionales pertinentes, que alienten a todos los ciudadanos e instituciones a
oponerse al racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia, y a reconocer, respetar y maximizar los beneficios de la diver-
sidad dentro de todas las naciones y entre ellas al aunar sus esfuerzos para
construir un futuro armonioso y productivo poniendo en práctica y promovien-
do valores y principios como la justicia, la igualdad y la no discriminación, la
democracia, la lealtad y la amistad, la tolerancia y el respeto dentro de las
comunidades y naciones y entre ellas, en particular mediante programas de
información pública y educación destinados a mejorar el conocimiento y la
comprensión de los beneficios de la diversidad cultural, incluidos programas
en que las autoridades públicas actúen en asociación con organizaciones inter-
nacionales y no gubernamentales y otros sectores de la sociedad civil;

59. Insta a los Estados a que incorporen una perspectiva de género en la
formulación y preparación de medidas de prevención, educación y protec-
ción encaminadas a la erradicación del racismo, la discriminación racial,
la xenofobia y las formas conexas de intolerancia a todos los niveles, a fin
de poder hacer frente con eficacia a las distintas situaciones de las mujeres
y los hombres;
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60. Insta a los Estados a que adopten o refuercen, según proceda, programas
nacionales destinados a erradicar la pobreza y reducir la exclusión social en que
se tengan en cuenta las necesidades y experiencias de las personas o grupos
víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia, e insta también a los Estados a que intensifiquen sus
esfuerzos por fomentar la cooperación bilateral, regional e internacional al
aplicar esos programas;

61. Insta a los Estados a que traten de garantizar que sus sistemas políticos
y legales reflejen la diversidad multicultural de la sociedad y, de ser necesario,
mejorar las instituciones democráticas a fin de que éstas sean más participativas
y evitar la marginación, la exclusión y la discriminación de determinados sec-
tores de la sociedad;

62. Insta a los Estado s a que adopten todas las medidas necesarias para
hacer frente específicamente, mediante políticas y programas, al racismo y a
la violencia de motivación racial contra las mujeres y las niñas, y para incre-
mentar la cooperación, las respuestas normativas y la aplicación efectiva de la
legislación nacional y de sus obligaciones con arreglo a los instrumentos in-
ternacionales pertinentes, y las demás medidas de protección y prevención
destinadas a eliminar todas las formas de discriminación y violencia de moti-
vación racial contra las mujeres y las niñas;

63. Alienta al sector empresarial, en particular a la industria turística y a los
proveedores de servicios de Internet, a que elaboren códigos de conducta con
el fin de impedir la trata de seres humanos y de proteger a las víctimas de esa
trata, especialmente las implicadas en la prostitución, contra la discriminación
motivada por el género y la raza y promover sus derechos, su dignidad y su se-
guridad;

64. Insta a los Estados a que elaboren y apliquen, y en su caso refuercen, en
los planos nacional, regional e internacional, las medidas encaminadas a pre-
venir, combatir y eliminar eficazmente todas las formas de trata de mujeres y
niños, en particular niñas, mediante estrategias integrales contra la trata que in-
cluyan medidas legislativas, campañas de prevención e intercambios de infor-
mación. Exhorta también a los Estados a que habiliten los recursos necesarios
para poner en marcha programas integrales de asistencia, protección, tratamien-
to, reinserción y rehabilitación social de las víctimas. Los Estados deberán
establecer o reforzar la capacitación en ese ámbito de los funcionarios de las
fuerzas del orden, los funcionarios de inmigración y los demás funcionarios que
se ocupan de las víctimas de tal trata;
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65. Alienta a los órganos, los organismos y los programas pertinentes del
sistema de las Naciones Unidas y a los Estados a que promuevan y utilicen los
Principios rectores aplicables a los desplazamientos internos (E/CN.4/1998/53/
Add.2), en particular las disposiciones relativas a la no discriminación;

A. Medidas en el plano nacional

1. Medidas legislativas, judiciales, normativas, administrativas y de otro tipo
para la prevención y protección contra el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia

66. Insta a los Estados a establecer y ejecutar sin demora políticas y planes de
acción nacionales para combatir el racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia, en particular las manifestaciones
basadas en el género;

67. Insta a los Estados a que conciban, promuevan y apliquen medidas le-
gislativas y administrativas eficaces, así como otras medidas preventivas, o
refuercen las existentes, para remediar la grave situación en que se encuentran
ciertos grupos de trabajadores, como los migrantes, que son víctimas del racis-
mo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intoleran-
cia. Debe prestarse especial atención a la protección de los trabajadores domés-
ticos extranjeros y a las víctimas de trata contra la discriminación y la violencia,
así como a la lucha contra los prejuicios de que son objeto;

68. Insta a los Estados a que adopten y apliquen leyes y medidas adminis-
trativas a nivel nacional o refuercen las existentes, con miras a combatir expresa
y específicamente el racismo y prohibir la discriminación racial, la xenofo-
bia y las formas conexas de intolerancia, directas o indirectas, en todas las es-
feras de la vida pública, de conformidad con sus obligaciones dimanantes de
la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación Racial, velando por que sus reservas no sean contrarias al objeto
y propósito de la Convención;

69. Insta a los Estados a que aprueben y apliquen, según proceda, leyes para
reprimir la trata de personas, en especial mujeres y niños, y el tráfico de mi-
grantes, teniendo en cuenta las prácticas que ponen en peligro vidas humanas
o provocan diversas formas de servidumbre y explotación, como la servidum-
bre por deudas, la esclavitud y la explotación sexual o laboral; también alien-
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ta a los Estados a que creen, si todavía no los hay, mecanismos para combatir
tales prácticas y a que asignen recursos suficientes para garantizar la aplicación
de la ley y la protección de los derechos de las víctimas, y a que refuercen la
cooperación bilateral, regional e internacional, en particular con las organiza-
ciones no gubernamentales que prestan asistencia a las víctimas, para comba-
tir la trata de personas y el tráfico de migrantes;

70. Insta a los Estados a que adopten las medidas constitucionales, legisla-
tivas y administrativas necesarias para fomentar la igualdad entre las personas
y los grupos víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia o las
formas conexas de intolerancia, y a que reexaminen las medidas vigentes para
enmendar o derogar las leyes nacionales y las disposiciones administrativas que
puedan dar lugar a esas formas de discriminación;

71. Insta a los Estados, incluidos los organismos encargados de hacer cum-
plir la ley, a que elaboren y apliquen cabalmente políticas y programas efica-
ces para prevenir y detectar los casos de faltas graves de los funcionarios de
policía y otros miembros de las fuerzas del orden motivadas por el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, y a que
enjuicien a los autores de esas faltas;

72. Insta a los Estados a que elaboren, apliquen y hagan cumplir medidas
eficaces para eliminar el fenómeno conocido comúnmente como “estableci-
miento de perfiles raciales” y que comprende la práctica de los agentes de
policía y otros funcionarios encargados de hacer cumplir la ley de basarse, en
uno u otro grado, en la raza, el color, la ascendencia o el origen nacional o
étnico como motivo para someter a las personas a actividades de investigación
o para determinar si una persona realiza actividades delictivas;

73. Insta a los Estados a que adopten medidas a fin de impedir que la inves-
tigación genética o sus aplicaciones se utilicen para promover el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, de
proteger la confidencialidad de la información contenida en el código genético
de las personas y de evitar que esa información se utilice con fines discrimi-
natorios o racistas;

74. Insta a los Estados, las organizaciones no gubernamentales y el sector
privado a que:

a) Establezcan y apliquen políticas que promuevan una policía variada, de
gran calidad y exenta de toda discriminación por motivos de raza, y a que
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se esfuercen por contratar a personas de todos los grupos, incluidas las
minorías, para la administración pública, en particular en la policía y otros
organismos del sistema de justicia penal, como las fiscalías;

b) Traten de reducir la violencia, en particular la violencia por el racismo,
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia:

i) elaborando material docente para enseñar a los jóvenes la importan-
cia de la tolerancia y el respeto;

ii) combatiendo los prejuicios antes de que éstos den lugar a activida-
des delictivas violentas;

iii) estableciendo grupos de trabajo compuestos, entre otras personas, por
dirigentes comunitarios locales y agentes de orden público nacionales
y locales, para mejorar la coordinación, la participación comunitaria,
la capacitación, la educación y la reunión de datos, a fin de prevenir
las actividades delictivas violentas;

iv) garantizando que las leyes de derechos civiles que prohíben las ac-
tividades delictivas violentas se apliquen con rigor;

v) mejorando la reunión de datos sobre la violencia motivada por el ra-
cismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia;

vi) prestando asistencia apropiada a las víctimas e impartiendo educa-
ción pública para impedir futuros incidentes de violencia motivada
por el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia;

Ratificación y aplicación efectiva de los instrumentos jurídicos internaciona-
les y regionales pertinentes relativos a los derechos humanos y a la no discri-
minación

75. Insta a los Estados que aún no lo hayan hecho a que consideren la posibi-
lidad de ratificar los instrumentos internacionales de derechos humanos de
lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia, o a que se adhieran a esos instrumentos, y en particular,
a que se adhieran con carácter urgente a la Convención Internacional sobre la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, con miras a su
ratificación universal para el año 2005; los insta también a que consideren la
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posibilidad de hacer la declaración prevista en el artículo 14, a que cumplan su
obligación de presentar informes y a que publiquen y apliquen las observacio-
nes finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial. Tam-
bién insta a los Estados a que retiren las reservas contrarias a los propósitos y
objetivos de la Convención y a que consideren la posibilidad de retirar otras
reservas;

76. Insta a los Estados a tener debidamente en cuenta las observaciones y
recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.
A tal fin, los Estados deberían considerar la posibilidad de establecer mecanis-
mos nacionales adecuados de supervisión y evaluación para asegurar que se
adopten todas las medidas apropiadas para el seguimiento de esas observacio-
nes y recomendaciones;

77. Insta a los Estados que aún no lo hayan hecho a que consideren la posi-
bilidad de hacerse partes en el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos, así como de acceder a los Protocolos Facultativos del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos;

78. Insta a los Estados que aún no lo hayan hecho a que consideren la posi-
bilidad de firmar y ratificar los siguientes instrumentos, o de adherirse a ellos:

a) Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, de
1948;

b) Convenio (Nº 97) sobre los trabajadores migrantes (revisado), 1949, de
la OIT;

c) Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de
la prostitución ajena, de 1949;

d) Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, de 1951, y su Protocolo
de 1967;

e) Convenio (Nº 111) sobre la discriminación (empleo y ocupación), de
1958, de la OIT;

f) Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la esfe-
ra de la enseñanza, aprobada el 14 de diciembre de 1960 por la Confe-
rencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura;

g) Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer, de 1979, con miras a lograr su ratificación universal en
el plazo de cinco años, y su Protocolo Facultativo de 1999;
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h) Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, y sus dos Protocolos
Facultativos de 2000, y Convenio (Nº 138) sobre la edad mínima, 1973,
y Convenio (Nº 182) sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999,
de la OIT;

i) Convenio (Nº 143) sobre los trabajadores migrantes (disposiciones su-
plementarias), 1975, de la OIT;

j) Convenio (Nº 169) sobre pueblos indígenas y tribales, 1989, de la OIT,
y Convenio sobre la Diversidad Biológica, de 1992;

k) Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos
los trabajadores migratorios y de sus familias, de 1990;

l) Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, de 1998;
m) Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada

Transnacional y Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de
personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Conven-
ción y el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar
y aire, que complementa la Convención de 2000;

Insta además a los Estados partes en estos instrumentos a que los apliquen
plenamente;

79. Exhorta a los Estados a que protejan y promuevan el ejercicio de los
derechos enunciados en la Declaración sobre la eliminación de todas las for-
mas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convic-
ciones, proclamada por la Asamblea General en su resolución 36/55, de 25
de noviembre de 1981, para evitar la discriminación religiosa que, combinada
con otros tipos de discriminación, constituye una forma de discriminación
múltiple;

80. Insta a los Estados a que traten de que se respete plenamente y se cum-
pla la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de 1963, especial-
mente en lo relacionado con el derecho de los extranjeros, cualquiera que sea
su condición jurídica y su situación en materia de inmigración, a ponerse en
contacto con el funcionario consular de su propio Estado en caso de detención
o encarcelamiento;

81. Insta a todos los Estados a que prohíban el trato discriminatorio basa-
do en la raza, el color, la ascendencia o el origen nacional o étnico de los extran-
jeros y los trabajadores migrantes, entre otras cosas, y en su caso, en lo que se
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refiere a la concesión de visados y permisos de trabajo, la vivienda, la atención
de la salud y el acceso a la justicia;

82. Subraya la importancia de luchar contra la impunidad, incluso en los
casos de delitos de motivación racista o xenófoba, también en el ámbito inter-
nacional, y señala que la impunidad por las violaciones de los derechos huma-
nos y del derecho internacional humanitario es un grave obstáculo para un
sistema de justicia justo y equitativo y, en última instancia, para la reconcilia-
ción y la estabilidad; apoya también plenamente la labor de los tribunales
penales internacionales existentes y la ratificación del Estatuto de Roma de la
Corte Penal Internacional, e insta a todos los Estados a que cooperen con es-
tos tribunales penales internacionales;

83. Insta a los Estados a que hagan todo lo posible para aplicar plenamente
las disposiciones pertinentes de la Declaración relativa a los principios y de-
rechos fundamentales en el trabajo, 1998, de la Organización Internacional del
Trabajo, a fin de combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y
las formas conexas de intolerancia;

Enjuiciamiento de los autores de actos racistas

84. Insta a los Estados a que adopten medidas eficaces para combatir los deli-
tos motivados por el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las for-
mas conexas de intolerancia, a que adopten medidas para que esas motivacio-
nes se consideren circunstancia agravante al imponer la pena, a que impidan
que esos delitos queden impunes y a que garanticen el imperio de la ley;

85. Insta a los Estados a que efectúen investigaciones para examinar las
posibles vinculaciones entre el enjuiciamiento penal, la violencia policial y
las sanciones penales, por un lado, y el racismo, la discriminación racial, la xe-
nofobia y las formas conexas de intolerancia, por el otro, a fin de disponer de
pruebas que permitan adoptar las medidas necesarias para eliminar esas vin-
culaciones y prácticas discriminatorias;

86. Exhorta a los Estados a que promuevan medidas para desalentar la apa-
rición y contrarrestar las ideologías nacionalistas neofascistas y violentas que
promueven el odio racial y la discriminación racial, así como los sentimientos
racistas y xenófobos, incluidas medidas para combatir la influencia negativa
de esas ideologías, especialmente entre los jóvenes, a través de la educación
académica y no académica, los medios de comunicación y los deportes;



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 271

87. Insta a los Estados Partes a promulgar la legislación necesaria para
cumplir las obligaciones que hayan contraído de enjuiciar y castigar a las per-
sonas que hayan cometido u ordenado que se cometan violaciones graves de
los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y del Primer Protocolo
Adicional, así como otras violaciones graves de las leyes y usos de la guerra,
en particular en relación con el principio de no discriminación;

88. Exhorta a los Estados a que tipifiquen como delito la trata de personas,
en particular de mujeres y niños, en todas sus formas y a que condenen y san-
cionen a los tratantes e intermediarios, garantizando a la vez protección y asis-
tencia a las víctimas de la trata, en el pleno respeto de sus derechos humanos;

89. Insta a los Estados a que lleven a cabo sin demora y a fondo investiga-
ciones exhaustivas e imparciales sobre todos los actos de racismo y discrimi-
nación racial, y que persigan de oficio los delitos de carácter racista o xenófobo,
cuando proceda, o promuevan o faciliten los procedimientos pertinentes ins-
truidos respecto de los delitos de carácter racista o xenófobo, a que garanticen
que se dé alta prioridad, de forma coherente y enérgica, a las investigaciones
penales y civiles y al enjuiciamiento por los delitos de carácter racista o xenó-
fobo y a que garanticen el derecho a la igualdad de trato ante los tribunales y
todos los demás órganos de administración de justicia. A este respecto, la
Conferencia Mundial subraya la importancia de sensibilizar a los diversos
agentes del sistema de justicia penal y de capacitarlos para que la ley se apli-
que de manera equitativa e imparcial. En este contexto, recomienda que se
establezcan servicios de vigilancia para luchar contra la discriminación;

Establecimiento y consolidación de instituciones nacionales especializadas e
independientes y de procedimientos de medicación

90. Insta a los Estados a que, cuando proceda, establezcan, fortalezcan, exa-
minen y promuevan la eficacia de instituciones nacionales independientes de
derechos humanos, en particular sobre cuestiones de racismo, discriminación
racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, de conformidad con los
Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y
protección de los derechos humanos anexos a la resolución 48/134 de la Asam-
blea General, de 20 de diciembre de 1993, y los doten de adecuados recursos
financieros, competencia y capacidad de encuesta, investigación, educación y
actividades de sensibilización del público para combatir esos fenómenos;
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91. Insta asimismo a los Estados a:

a) Promover la cooperación entre esas instituciones y otras instituciones
nacionales;

b) Adoptar medidas para asegurar que las personas y grupos que sean víc-
timas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia puedan participar plenamente en esas institu-
ciones;

c) Apoyar esas instituciones y órganos análogos, entre otras cosas, mediante
la publicación y divulgación de la legislación y la jurisprudencia nacio-
nales vigentes y la cooperación con instituciones de otros países a fin de
poder obtener conocimientos sobre las manifestaciones, el funcionamien-
to y los mecanismos de esas prácticas y sobre las estrategias destinadas
a prevenirlas, luchar contra ellas y erradicarlas;

2. POLÍTICAS Y PRÁCTICAS

Reunión y desglose de datos, investigación y estudios

92. Insta a los Estados a que recojan, recopilen, analicen, difundan y publiquen
datos estadísticos fidedignos a nivel nacional y local y a que tomen todas las
demás medidas conexas necesarias para evaluar periódicamente la situación de
los individuos y los grupos que son víctimas de racismo, discriminación racial,
xenofobia y formas conexas de intolerancia:

a) Esos datos estadísticos deberían estar desglosados de conformidad con
la legislación nacional; toda esta información se recogerá, según proce-
da, con el consentimiento explícito de las víctimas, teniendo en cuenta la
forma en que se definan a sí mismos y de conformidad con las normas
relativas a los derechos humanos y las libertades fundamentales, como las
disposiciones sobre protección de datos y las garantías de la intimidad;
esta información no deberá utilizarse indebidamente;

b) Los datos estadísticos y la información deberían reunirse con el objeti-
vo de vigilar la situación de los grupos marginados, y el desarrollo y la
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evaluación de la legislación, las políticas, las prácticas y otras medidas
encaminadas a prevenir y combatir el racismo, la discriminación racial,
la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, así como con el fin de
determinar si algunas medidas tienen un impacto involuntario desigual
sobre las víctimas; con ese fin, recomienda la elaboración de estrategias
voluntarias, consensuales y participatorias en el proceso de reunión, ela-
boración y utilización de la información;

c) La información debería tener en cuenta los indicadores económicos y
sociales tales como, cuando resulte apropiado, la salud y la situación de
salud, la mortalidad infantil y materna, la esperanza de vida, la tasa de al-
fabetización, la educación, el empleo, la vivienda, la propiedad de la tie-
rra, los servicios de salud mental y física, el agua, el saneamiento, la
energía y los servicios de comunicaciones, la pobreza y el ingreso dispo-
nible medio, a fin de elaborar políticas de desarrollo social y económico
con miras a reducir las disparidades existentes en las condiciones socia-
les y económicas;

93. Invita a los Estados, las organizaciones intergubernamentales, las orga-
nizaciones no gubernamentales, las instituciones académicas y el sector privado
a que mejoren los conceptos y métodos de recogida y análisis de datos; a que
promuevan la investigación, intercambien experiencias, se comuniquen las
prácticas que hayan tenido éxito y conciban actividades de promoción en esta
esfera; y a que elaboren indicadores de los progresos y de la participación de
los individuos y los grupos de la sociedad que son objeto de racismo, discri-
minación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia;

94. Reconoce que las políticas y los programas encaminados a combatir el
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia deben basarse en investigaciones cuantitativas y cualitativas en que se
incorpore una perspectiva de género; en esas políticas y programas se deben
tener en cuenta las prioridades identificadas por las personas y los grupos que
sean víctimas u objeto de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas
conexas de intolerancia;

95. Insta a los Estados a que lleven a cabo una fiscalización periódica de los
actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de into-
lerancia en los sectores público y privado, incluidos los cometidos por las fuer-
zas del orden público;
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96. Invita a los Estados a que promuevan y lleven a cabo estudios y adop-
ten un objetivo integral y un criterio a largo plazo respecto de todas las etapas
y aspectos de la migración, que aborden de forma eficaz tanto sus causas como
manifestaciones; estos estudios y criterios deben prestar especial atención a las
causas profundas de las corrientes migratorias, tales como la falta de pleno
disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales y los efectos
de la globalización económica sobre las tendencias migratorias;

97. Recomienda que se hagan nuevos estudios sobre la manera en que el
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia pueden reflejarse en las leyes, las políticas, las instituciones y las
prácticas y de qué forma pueden haber contribuido a la victimización y la ex-
clusión de los migrantes, en particular las mujeres y los niños;

98. Recomienda que los Estados incluyan, según proceda, en sus informes
periódicos a los órganos de las Naciones Unidas creados en virtud de tratados
de derechos humanos, en una forma apropiada, información estadística rela-
tiva a las personas, los miembros de los grupos y las comunidades dentro de
su jurisdicción, en particular datos estadísticos sobre la participación en la vida
política y sobre su situación económica, social y cultural; toda esta informa-
ción se reunirá de acuerdo con las disposiciones sobre derechos humanos y
libertades fundamentales, tales como las normas de protección de la informa-
ción y las garantías de la intimidad;

Políticas orientadas a la adopción de medidas y planes de acción, incluidas
las medidas positivas para garantizar la no discriminación, en particular
sobre el acceso a los servicios sociales, el empleo, la vivienda,
la educación, la atención de la salud, etc.

99. Reconoce que la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia es una responsabilidad primordial
de los Estados. Por consiguiente, alienta a los Estados a elaborar o desarrollar
planes de acción nacional para promover la diversidad, la igualdad, la equidad,
la justicia social, la igualdad de oportunidades y la participación de todos. Con
ayuda de, entre otras cosas, medidas y estrategias afirmativas o positivas, esos
planes deberían tener por finalidad crear las condiciones necesarias para que
todos participaran efectivamente en el proceso de adopción de decisiones y
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ejercieran los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales en
todas las esferas de la vida sobre la base de la no discriminación. La Conferen-
cia Mundial alienta a los Estados a que, al elaborar y desarrollar dichos planes,
establezcan, o refuercen, un diálogo con las organizaciones no gubernamenta-
les a fin de hacerlas participar más estrechamente en la formulación, aplicación
y evaluación de las políticas y programas;

100. Insta a los Estados a que establezcan, sobre la base de información
estadística, programas nacionales, con inclusión de medidas afirmativas o
positivas, para promover el acceso de personas y grupos que sean o puedan ser
víctimas de la discriminación racial a los servicios sociales básicos, incluidas
la enseñanza primaria, la atención primaria de salud y la vivienda adecuada;

101. Insta a los Estados a que establezcan programas para promover el ac-
ceso, sin discriminación alguna, de las personas que son víctimas del racismo,
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia a la
atención de salud, y promover que se hagan enérgicos esfuerzos para eliminar
las diferencias, entre otras cosas, en las tasas de mortalidad infantil y mater-
na, la inmunización infantil, el VIH/SIDA, las enfermedades cardíacas, el
cáncer y las enfermedades contagiosas;

102. Insta a los Estados a que promuevan la integración en cuanto a residen-
cia de todos los miembros de la sociedad en la etapa de planificación de los
planes de ordenación urbana y otros asentamientos humanos, y cuando se re-
nueven las zonas abandonadas de las viviendas públicas, para contrarrestar la
exclusión social y la marginación;

Empleo

103. Insta a los Estados a que promuevan y apoyen, cuando proceda, la orga-
nización y el funcionamiento de empresas propiedad de personas que sean
víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia promoviendo el acceso en pie de igualdad al crédito
y a los programas de capacitación;

104. Insta a los Estados y alienta a las organizaciones no gubernamentales
y al sector privado a:

a) Apoyar la creación de lugares de trabajo en que no haya discriminación
mediante una estrategia múltiple que incluya el cumplimiento de los de-
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rechos civiles, la enseñanza pública y la comunicación en el lugar de tra-
bajo, y a promover y proteger los derechos de los trabajadores que son
objeto de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de
intolerancia;

b) Promover la creación, el crecimiento y la ampliación de empresas dedi-
cadas a mejorar las condiciones económicas y educacionales en zonas con
pocos servicios y desfavorecidas, aumentando el acceso al capital me-
diante, entre otras cosas, bancos de desarrollo comunitario, reconocien-
do que las nuevas empresas pueden tener una repercusión positiva y di-
námica en las comunidades necesitadas, y trabajar con el sector privado
para crear puestos de trabajo, ayudar a mantener los puestos existentes
y estimular el crecimiento industrial y comercial en las zonas económi-
camente deprimidas;

c) Mejorar las posibilidades de los grupos fijados como objetivo que tropie-
zan, entre otras cosas, con los mayores obstáculos para encontrar, conser-
var o recuperar un trabajo, en particular un empleo cualificado; deberá
prestarse especial atención a las personas que son objeto de discrimina-
ción múltiple;

105. Insta a los Estados a que, al formular y aplicar leyes y políticas desti-
nadas a aumentar la protección de los derechos de los trabajadores, presten
especial atención a la grave situación de falta de protección, y, en algunos casos,
de explotación, como en el caso de las personas objeto de trata y los migrantes
entrados clandestinamente, que los hace más vulnerables a los malos tratos,
como el confinamiento en el caso de los empleados domésticos, y también a
ser empleados en trabajos peligrosos y mal remunerados;

106. Insta a los Estados a que eviten los efectos negativos de las prácticas
discriminatorias, el racismo y la xenofobia en el empleo y la ocupación median-
te la promoción de la aplicación y la observancia de los instrumentos y las
normas internacionales sobre los derechos de los trabajadores;

107. Exhorta a los Estados y alienta a los representantes de los sindicatos
y el sector empresarial a promover prácticas no discriminatorias en el lugar de
trabajo y a proteger los derechos de los trabajadores, en particular, los de las
víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia;
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108. Exhorta a los Estados a que proporcionen un acceso efectivo a los
procedimientos administrativos y jurídicos, así como a otros recursos, a las víc-
timas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia en el lugar de trabajo;

Salud, medio ambiente

109. Insta a los Estados a que, individualmente y mediante la cooperación
internacional, mejoren las medidas encaminadas a satisfacer el derecho de cada
persona a disfrutar el máximo nivel alcanzable de salud física y mental, con
miras a eliminar las diferencias en el estado de salud, que se reflejan en los
índices de salud normalizados, que puedan ser resultado del racismo, la discri-
minación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

110. Insta a los Estados y alienta a las organizaciones no gubernamentales
y el sector privado a:

a) Establecer mecanismos eficaces para la vigilancia y eliminación del ra-
cismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de in-
tolerancia en el sistema de atención de la salud, tales como la aprobación
y aplicación de leyes eficaces contra la discriminación;

b) Adoptar medidas para asegurar a todas las personas el acceso en pie de
igualdad a servicios de salud completos, asequibles y de calidad, inclui-
da la atención primaria de la salud de las personas con acceso deficiente
a servicios médicos; facilitar la capacitación de una fuerza de trabajo en
el sector de la salud que tenga diversidad y esté motivada para trabajar
en comunidades con pocos servicios; y procurar aumentar la diversidad en
la profesión de atención de la salud contratando a mujeres y hombres de
todos los grupos, sobre la base del mérito y del potencial, que represen-
ten la diversidad de sus sociedades, para las profesiones de atención de
la salud, y manteniéndolos en esas profesiones;

c) Trabajar con profesionales de la salud, personal de atención de la salud
de la comunidad, organizaciones no gubernamentales, investigadores
científicos y la industria privada como medio de mejorar el estado de la
salud de las comunidades marginalizadas, en particular de las víctimas del
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia;
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d) Trabajar con profesionales de la salud, investigadores científicos y orga-
nizaciones regionales de salud para estudiar las diferentes consecuencias
de los tratamientos médicos y las estrategias de salud en las distintas
comunidades;

e) Adoptar y aplicar políticas y programas para mejorar la prevención del
VIH/SIDA en comunidades de alto riesgo y hacer lo posible para ampliar
la disponibilidad de atención, tratamiento y otros servicios de apoyo en
relación con el VIH/SIDA;

111. Invita a los Estados a estudiar medidas no discriminatorias para garan-
tizar un entorno seguro y saludable para los individuos y los miembros de gru-
pos víctimas u objeto de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas
conexas de intolerancia, y en particular a:

a) Mejorar el acceso a la información pública sobre cuestiones de salud y
medio ambiente;

b) Velar por que se tengan en cuenta los intereses pertinentes en el proceso
público de adopción de decisiones sobre el medio ambiente;

c) Compartir las tecnologías y las prácticas que hayan dado mejores resul-
tados para promover la salud de las personas y el medio ambiente en todas
las zonas;

d) Adoptar las medidas correctivas apropiadas para limpiar, reutilizar y re-
habilitar en lo posible los lugares contaminados y, cuando corresponda,
trasladar a los interesados a otras zonas con carácter voluntario y después
de consultarlos;

Participación, en pie de igualdad, en la adopción de decisiones políticas, eco-
nómicas, sociales y culturales

112. Insta a los Estados y alienta al sector privado y a las instituciones finan-
cieras y de desarrollo internacionales, como el Banco Mundial y los bancos
regionales de desarrollo, a promover la participación de las personas o grupos
que son víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las for-
mas conexas de intolerancia en la adopción de decisiones económicas, cultu-
rales y sociales en todas las fases, en particular en la elaboración y aplicación
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de estrategias de alivio de la pobreza, proyectos de desarrollo y programas de
asistencia en la esfera del comercio y acceso a los mercados;

113. Insta a los Estados a que promuevan, cuando proceda, el acceso efec-
tivo en pie de igualdad de todos los miembros de la comunidad, en especial los
que son víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las for-
mas conexas de intolerancia, al proceso de adopción de decisiones de la socie-
dad a todos los niveles y, en particular, en el plano local, e insta también a los
Estados y alienta al sector privado a que faciliten la participación efectiva de
esas personas en la vida económica;

114. Insta a todas las instituciones financieras y de desarrollo multilaterales,
en particular al Banco Mundial, al Fondo Monetario Internacional, a la Orga-
nización Mundial del Comercio y a los bancos regionales de desarrollo, a que
promuevan, con cargo a su presupuesto ordinario y con arreglo a los procedi-
mientos de sus órganos rectores, la participación de todos los miembros de la
comunidad internacional en los procesos de adopción de decisiones en todas
las fases y a todos los niveles con objeto de facilitar la realización de proyec-
tos de desarrollo y, en su caso, de programas de comercio y de acceso a los
mercados;

Papel de los políticos y los partidos políticos

115. Destaca el papel clave que pueden desempeñar los políticos y los parti-
dos políticos en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia, y las formas conexas de intolerancia, y alienta a los partidos políticos a
que tomen medidas concretas para promover la igualdad, la solidaridad y la no
discriminación en la sociedad, entre otras cosas mediante el establecimiento de
códigos voluntarios de conducta que incluyan medidas disciplinarias internas
por las violaciones de esos códigos, de manera que sus miembros se abstengan
de hacer declaraciones o de realizar acciones públicas que alienten o inciten
al racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de in-
tolerancia;

116. Invita a la Unión Interparlamentaria a que aliente la realización de
debates y la adopción de decisiones por los parlamentos sobre diversas medi-
das, incluidas leyes y políticas, para luchar contra el racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;
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3. EDUCACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN

117. Insta a los Estados a que, cuando proceda en colaboración con otros ór-
ganos pertinentes, asignen recursos financieros a la educación contra el racis-
mo y a campañas de información que promuevan los valores de la aceptación,
la tolerancia, la diversidad y el respeto por las culturas de todos los pueblos
indígenas que viven dentro de sus fronteras nacionales. En particular, los Es-
tados deberían promover la comprensión cabal de la historia y la cultura de los
pueblos indígenas;

118. Insta a las Naciones Unidas, a otras organizaciones internacionales y
regionales competentes y a los Estados a que contrarresten la minimización de
la contribución de África a la historia y la civilización mundiales, desarrollando
y aplicando a tal efecto un programa específico y amplio de investigación,
educación y comunicación social a fin de difundir ampliamente una visión
equilibrada y objetiva de la fundamental y valiosa contribución de África a la
humanidad;

119. Invita a los Estados y a las organizaciones internacionales y no guber-
namentales pertinentes a que aprovechen las actividades del Proyecto “La Ruta
del Esclavo” de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura, así como su tema “Romper el Silencio”, preparando tex-
tos y testimonios creando programas y/o centros multimedia sobre la esclavi-
tud que reúnan, organicen, expongan y publiquen los datos existentes que
guarden relación con la historia de la esclavitud y con la trata de esclavos
transatlántica, mediterránea y del Océano Índico, prestando especial atención
a los pensamientos y actos de las víctimas de la esclavitud y la trata de escla-
vos, en su búsqueda de la libertad y la justicia;

120. Encomia los esfuerzos que la Organización de las Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura realiza en el marco del Proyecto de “La
Ruta del Esclavo”, y pide que los resultados se pongan lo antes posible a dis-
posición de la comunidad internacional;

Acceso a la educación sin discriminación

121. Insta a los Estados a que se comprometan a garantizar el acceso a la en-
señanza, en particular el acceso de todos los niños, tanto hembras como varo-
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nes, a la enseñanza primaria gratuita y el acceso de los adultos al aprendizaje
y la enseñanza permanentes, sobre la base del respeto de los derechos huma-
nos, la diversidad y la tolerancia, sin discriminación de ningún tipo;

122. Insta a los Estados a que garanticen a todos la igualdad de acceso a la
enseñanza en la legislación y en la práctica, y a que se abstengan de adoptar
medidas jurídicas o de otro tipo que contribuyan a imponer cualquier forma de
segregación racial en el acceso a las instituciones docentes;

123. Insta a los Estados a que:

a) Adopten y apliquen leyes que prohíban la discriminación por motivos de
raza, color, ascendencia u origen nacional o étnico a todos los niveles de la
enseñanza, tanto académica como no académica;

b) Adopten todas las medidas apropiadas para eliminar los obstáculos que
limitan el acceso de los niños a la educación;

c) Garanticen que todos los niños tengan acceso, sin discriminación algu-
na, a una enseñanza de buena calidad;

d) Elaboren y apliquen métodos estandarizados para evaluar y controlar el
rendimiento académico de los niños y jóvenes marginados;

e) Asignen recursos para eliminar, cuando exista, toda desigualdad en el
rendimiento académico de los niños y los jóvenes;

f) Apoyen las medidas para garantizar un entorno seguro en las escuelas, en
que no haya violencia ni hostigamiento motivados por el racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia; y

g) Consideren la posibilidad de poner en marcha programas de asistencia
financiera para que todos los estudiantes, independientemente de su raza,
color, ascendencia u origen étnico o nacional, puedan asistir a las insti-
tuciones de enseñanza superior;

124. Insta a los Estados a que, cuando proceda, adopten medidas adecuadas
para garantizar que las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas,
religiosas y lingüísticas tengan acceso a la educación sin discriminación de
ningún tipo y que, cuando sea posible, tengan oportunidad de aprender su pro-
pia lengua a fin de protegerlas de toda forma de racismo, discriminación racial,
xenofobia e intolerancia conexa de la que puedan ser objeto;
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Educación sobre los derechos humanos

125. Pide a los Estados que incluyan la lucha contra el racismo, la discrimina-
ción racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia entre las activi-
dades del Decenio de las Naciones Unidas para la Educación sobre los Dere-
chos Humanos (1995-2004) y tengan en cuenta las recomendaciones del
informe de evaluación de mitad de período del Decenio;

126. Alienta a todos los Estados a que, en cooperación con las Naciones
Unidas, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y la Cultura y otras organizaciones internacionales competentes, inicien y
desarrollen programas culturales y educativos de lucha contra el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, con
objeto de garantizar el respeto de la dignidad humana y el valor de todos los
seres humanos, así como de aumentar la comprensión mutua entre todas las
culturas y civilizaciones. Insta además a los Estados a que apoyen y lleven a
cabo campañas de información pública y programas concretos de formación
en la esfera de los derechos humanos, formulados, cuando proceda, en las len-
guas locales, para combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia
y las formas conexas de intolerancia y promover el respeto de los valores de la
diversidad, el pluralismo, la tolerancia, el respeto mutuo, la sensibilidad cultu-
ral, la integración y la cohesión. Esos programas y campañas deberán dirigir-
se a todos los sectores de la sociedad, en particular los niños y los jóvenes;

127. Insta a los Estados a que intensifiquen sus esfuerzos en la esfera de la
enseñanza, incluida la enseñanza de los derechos humanos, a fin de promover
el conocimiento y la comprensión de las causas, las consecuencias y los ma-
les del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia, e insta también a los Estados, en consulta con las autoridades
educativas y el sector privado, cuando proceda, y alienta a las autoridades edu-
cativas y al sector privado a que, cuando proceda, elaboren material didácti-
co, en particular libros de texto y diccionarios, dirigidos a luchar contra esos
fenómenos, y, en ese contexto, exhorta a los Estados a que den importancia, si
procede, a la revisión y modificación de los libros de texto y los programas de
estudio a fin de eliminar todo elemento que pueda promover el racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia o pueda
reforzar estereotipos negativos, y a que incluyan material que invalide esos
estereotipos;
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128. Insta a los Estados, si procede en cooperación con las organizaciones
competentes, incluidas las organizaciones juveniles, a que apoyen y apliquen
programas oficiales de enseñanza académica y no académica destinados a
promover el respeto de la diversidad cultural;

Educación sobre derechos humanos para niños y jóvenes

129. Insta a los Estados a que introduzcan y, en su caso, refuercen los elementos
de lucha contra la discriminación y el racismo en los programas de derechos
humanos de los planes de estudio escolares, preparen o mejoren los materia-
les didácticos pertinentes, tales como manuales de historia y otros libros de
texto, y se aseguren de que todos los maestros estén bien formados y debida-
mente motivados para inculcar actitudes y pautas de comportamiento, basados
en los principios de la no discriminación, el respeto mutuo y la tolerancia;

130. Exhorta también a los Estados a que emprendan y faciliten actividades
para educar a los jóvenes en materia de derechos humanos, valores democrá-
ticos y civismo, y a que les inculquen la solidaridad, el respeto y el aprecio de
la diversidad, en particular el respeto a los grupos diferentes. Debe hacerse un
esfuerzo especial por enseñar a los jóvenes a respetar los valores democráti-
cos y los derechos humanos, y sensibilizarlos al respecto, a fin de luchar con-
tra las ideologías basadas en la falaz teoría de la superioridad racial;

131. Insta a los Estados a que alienten a todas las escuelas a que conside-
ren la posibilidad de desarrollar actividades educacionales incluso de carácter
no académico para aumentar la concienciación sobre el racismo, la discrimi-
nación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, entre otras
cosas, mediante la conmemoración del Día Internacional de la Eliminación de
la Discriminación Racial (21 de marzo);

132. Recomienda a los Estados que, en los programas de estudios y en las
instituciones de enseñanza superior, introduzcan o fortalezcan la enseñanza de
los derechos humanos, con el fin de eliminar los prejuicios que propician la
discriminación racial y de promover la comprensión, la tolerancia y la amis-
tad entre los distintos grupos raciales o étnicos, y que apoyen los programas de
enseñanza académica y no académica concebidos para promover la diversidad
cultural y fomentar la autoestima de las víctimas;
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Educación sobre derechos humanos para los funcionarios públicos y los
profesionales

133. Insta a los Estados a que organicen y refuercen las actividades de capa-
citación sobre los derechos humanos con enfoque antirracista y antisexista,
para los funcionarios públicos, incluido el personal de la administración de
justicia, especialmente el de los servicios de seguridad, penitenciarios y de po-
licía, así como entre las autoridades de salud, enseñanza y migración;

134. Insta a los Estados a que presten especial atención a los efectos nega-
tivos del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia en la administración de justicia y la imparcialidad de los juicios
y a que realicen campañas a nivel nacional, entre otras medidas, a fin de dar a
conocer a los órganos estatales y a los funcionarios públicos las obligaciones
que les corresponden en virtud de la Convención Internacional sobre la Elimi-
nación de todas las Formas de Discriminación Racial y otros instrumentos
pertinentes;

135. Pide a los Estados que organicen y faciliten, cuando proceda en cola-
boración con organizaciones intergubernamentales, instituciones nacionales,
organizaciones no gubernamentales y el sector privado, actividades de capa-
citación, en particular cursos o seminarios, sobre las normas internacionales
que prohíben la discriminación racial y su aplicación en el derecho interno, y
sobre sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos para
fiscales, miembros de la judicatura y otros funcionarios públicos;

136. Exhorta a los Estados a que velen por que en la enseñanza y la capaci-
tación, especialmente en la capacitación de maestros, se promueva el respeto
de los derechos humanos, y la lucha contra el racismo, la discriminación racial
y otras formas conexas de intolerancia, y que las instituciones de enseñanza
apliquen la igualdad de oportunidades y programas acordados por las autori-
dades pertinentes sobre la igualdad entre los sexos y la diversidad cultural,
religiosa y de otra índole, y velen por su aplicación, con la participación de los
maestros, los padres y los alumnos. Insta además a todos los educadores, in-
cluidos los profesores de los distintos niveles de educación, las comunidades
religiosas y la prensa escrita y electrónica, a que desempeñen una labor eficaz
en el ámbito de la educación de los derechos humanos y también como medio
de lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia;
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137. Alienta a los Estados a considerar la posibilidad de adoptar medidas
para aumentar la contratación, la retención y el ascenso de mujeres y hombres
perteneciente a los grupos que estén actualmente insuficientemente represen-
tados en el sector de la enseñanza como consecuencia del racismo, la discri-
minación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, y a garan-
tizarles un acceso efectivo en pie de igualdad a ese sector. Se debe hacer todo
lo posible por contratar a mujeres y hombres que tengan capacidad para in-
terrelacionarse de modo eficaz con todos los grupos;

138. Insta a los Estados a que refuercen las actividades de capacitación y
sensibilización en materia de derechos humanos destinadas a los funciona-
rios de inmigración, la policía de fronteras, el personal de los centros de de-
tención y las cárceles, las autoridades locales y otros funcionarios de orden
público, así como los maestros, prestando especial atención a los derechos
humanos de los migrantes, los refugiados y los solicitantes de asilo, con el
fin de prevenir actos de discriminación racial y xenofobia y evitar situacio-
nes en que los prejuicios puedan hacer que se adopten decisiones basadas en
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y otras formas conexas de
intolerancia;

139. Insta a los Estados a que impartan o intensifiquen la capacitación a las
fuerzas del orden, los funcionarios de inmigración y otros funcionarios com-
petentes sobre la prevención de la trata de personas. La capacitación debería
centrarse en los métodos de prevención de la trata, el enjuiciamiento de los
responsables y la protección de los derechos de las víctimas, en particular pro-
tegiéndolas de los tratantes. En la capacitación también debería tenerse en
cuenta la necesidad de prestar atención a los derechos humanos y las cuestio-
nes relacionadas con los derechos del niño y de la mujer, y se debería fomen-
tar la cooperación con las organizaciones no gubernamentales, otras organiza-
ciones pertinentes y otros sectores de la sociedad civil;

4. INFORMACIÓN, COMUNICACIONES Y MEDIOS DE DIFUSIÓN,
INCLUIDAS LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS

140. Acoge favorablemente la positiva contribución que aportan las nuevas
tecnologías de la información y las comunicaciones, inclusive Internet, a la
lucha contra el racismo gracias a una comunicación rápida y de gran alcance;
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141. Señala las posibilidades de aumentar la utilización de las nuevas tec-
nologías de la información y las comunicaciones, inclusive Internet, para crear
redes educativas y de sensibilización contra el racismo, la discriminación ra-
cial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, en las escuelas y fue-
ra de ellas, y el potencial de Internet para promover el respeto universal de los
derechos humanos, así como el respeto del valor de la diversidad cultural;

142. Subraya la importancia de reconocer el valor de la diversidad cultural
y de adoptar medidas concretas para que las comunidades marginadas tengan
acceso a los medios de comunicación tradicionales y alternativos, en particu-
lar mediante la presentación de programas que reflejen sus culturas e idiomas;

143. Expresa preocupación por el aumento del racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, incluidas sus formas
y manifestaciones contemporáneas, como la utilización de las nuevas tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones, inclusive Internet, para difundir
ideas de superioridad racial;

144. Insta a los Estados y alienta al sector privado a que promuevan la ela-
boración por los medios de difusión, incluidos la prensa y los medios electró-
nicos, entre ellos Internet y los medios de comunicación, inclusive las publi-
caciones impresas y los medios electrónicos, Internet y la publicidad, teniendo
en cuenta su independencia y a través de sus asociaciones y organizaciones
pertinentes a nivel nacional, regional e internacional, de un código de conducta
de carácter voluntario y medidas de autorregulación y de políticas y prácticas
encaminados a:

a) Luchar contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia;

b) Promover una representación justa, equilibrada y equitativa de la diver-
sidad de sus sociedades, así como garantizar que esa diversidad se refleje
en su personal;

c) Luchar contra la proliferación de ideas de superioridad racial y la justi-
ficación del odio racial y de toda forma de discriminación;

d) Promover el respecto, la tolerancia y la comprensión entre todas las per-
sonas, pueblos, naciones y civilizaciones, por ejemplo apoyando las cam-
pañas de sensibilización de la opinión pública;

e) Evitar toda clase de estereotipos, y en particular la promoción de falsas
imágenes de los migrantes, incluidos los trabajadores migrantes y refu-
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giados, a fin de prevenir la difusión de sentimientos xenófobos entre el
público y de fomentar una representación objetiva y equilibrada de las
personas, los acontecimientos y la historia;

145. Insta a los Estados a que, de conformidad con el derecho internacio-
nal relativo a los derechos humanos pertinente, apliquen sanciones legales
contra la incitación al odio racial mediante las nuevas tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones, inclusive Internet, y les insta asimismo a que
apliquen todos los instrumentos de derechos humanos pertinentes en los que sean
Partes, en particular la Convención Internacional para la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación Racial, a fin de luchar contra el racismo en In-
ternet;

146. Insta a los Estados a que alienten a los medios de comunicación a que
eviten los estereotipos basados en el racismo, la discriminación racial, la xe-
nofobia y las formas conexas de intolerancia;

147. Pide a los Estados que, teniendo plenamente en cuenta las normas in-
ternacionales y regionales existentes en relación con la libertad de expresión,
y al tiempo que adoptan todas las medidas necesarias para garantizar el dere-
cho a la libertad de opinión y expresión, consideren la posibilidad de:

a) Alentar a los proveedores de servicios de Internet a que establezcan y
difundan códigos de conducta específicos de carácter voluntario y medi-
das de autorregulación contra la difusión de mensajes racistas y mensa-
jes que promuevan la discriminación racial, la xenofobia o toda forma de
intolerancia y discriminación; a esos efectos, se alienta a los proveedo-
res de servicios de Internet a que establezcan órganos mediadores en los
planos nacional e internacional, en los que participen las instituciones
pertinentes de la sociedad civil;

b) Adoptar y, en la medida de lo posible, aplicar leyes apropiadas para en-
juiciar a los responsables de la incitación al odio o la violencia racial por
medio de las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones,
inclusive Internet;

c) Hacer frente al problema de la difusión de material racista por medio de
las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones, inclusi-
ve Internet, entre otras cosas impartiendo capacitación al personal de las
fuerzas de orden público;
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d) Denunciar y desalentar activamente la transmisión de mensajes racistas
y xenófobos a través de todos los medios de comunicación, incluidas las
nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones, como In-
ternet;

e) Estudiar la posibilidad de una respuesta internacional pronta y coordinada
al fenómeno, en rápida evolución, de la difusión de mensajes de odio y
material racista mediante las tecnologías de la información y las comu-
nicaciones, en particular Internet, y, en este contexto, fortalecer la coope-
ración internacional;

f) Alentar el acceso de todos a Internet y el uso por todos de ese medio como
foro internacional e imparcial, teniendo presente que hay disparidades en
la utilización de Internet y en el acceso a ésta;

g) Examinar formas de mejorar la contribución positiva que aportan las
nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones, como In-
ternet, reproduciendo buenas prácticas para combatir el racismo, la discri-
minación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

h) Alentar la representación de la diversidad de sociedades entre el perso-
nal de las organizaciones de medios de difusión y las nuevas tecnologías
de la información y las comunicaciones, como Internet, mediante la pro-
moción de una presencia adecuada de los distintos sectores de las socie-
dades a todos los niveles de su estructura organizacional;

B. Medidas en el plano internacional

148. Insta a todos los que actúan en el plano internacional a que establezcan
un orden internacional basado en la inclusión, la justicia, la igualdad y la equi-
dad, la dignidad humana, la comprensión mutua y la promoción y el respeto de
la diversidad cultural y los derechos humanos universales, y rechacen todas las
doctrinas de la exclusión basada en el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

149. Considera que todos los conflictos y controversias deberían ser resuel-
tos por medios pacíficos y el diálogo político. La Conferencia hace un llama-
miento a todas las partes implicadas en esos conflictos a que hagan muestra de
moderación y respeten los derechos humanos y el derecho internacional huma-
nitario;
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150. Exhorta a los Estados a que, en la lucha contra todas las formas de
racismo, reconozcan la necesidad de oponerse al antisemitismo, el antiarabismo
y la islamofobia en todo el mundo e insta a todos los Estados a que adopten
medidas eficaces para prevenir la aparición de movimientos basados en el
racismo y en ideas discriminatorias contra esas comunidades;

151. En cuanto a la situación en el Oriente Medio, pide el fin de la violen-
cia y la pronta reanudación de las negociaciones, el respeto del derecho inter-
nacional humanitario y de los derechos humanos, el respeto del principio a la
libre determinación y el fin de todos los sufrimientos, permitiendo así a Israel
y a los palestinos reanudar el proceso de paz y crecer y prosperar en un clima
de seguridad y libertad;

152. Alienta a los Estados y a las organizaciones regionales e internaciona-
les, entre ellas las instituciones financieras, así como a la sociedad civil a que
traten los aspectos de la globalización que puedan propiciar el racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia en el seno
de los mecanismos existentes o, en caso necesario, establezcan o elaboren
mecanismos para tratar esos problemas;

153. Recomienda que el Departamento de Operaciones de Mantenimiento
de la Paz, de la Secretaría, y otros organismos, órganos y programas pertinen-
tes de las Naciones Unidas fortalezcan su coordinación con objeto de percibir
mejor las pautas de violaciones graves de los derechos humanos y del derecho
humanitario para poder evaluar el riesgo de que siga empeorando la situación
hasta llegar al genocidio, a crímenes de guerra o a crímenes de lesa humanidad;

154. Alienta a la Organización Mundial de la Salud y a otras organizacio-
nes internacionales pertinentes a que promuevan y realicen las actividades que
permitan reconocer el impacto del racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia como importantes determinantes
sociales del estado de salud física y mental, incluida la pandemia del VIH/
SIDA, y el acceso a la atención de salud, y a que preparen proyectos específi-
cos, en particular de investigación, para que las víctimas tengan acceso a sis-
temas de salud equitativos;

155. Alienta a la Organización Internacional del Trabajo a que efectúe ac-
tividades y programas para combatir el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia en el mundo del trabajo, y a que
respalde las medidas de los Estados, las organizaciones de empleadores y los
sindicatos en esta esfera;
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156. Exhorta a la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura a que preste apoyo a los Estados en la preparación de
materiales e instrumentos didácticos con el fin de fomentar la enseñanza, la
formación y las actividades educacionales relacionadas con los derechos hu-
manos y la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia;

IV. Establecimiento de remedios, recursos, vías de reparación
y otras medidas eficaces en los ámbitos nacional,
regional e internacional

157. Reconoce los esfuerzos de los países en desarrollo, y en particular el com-
promiso y la determinación de los dirigentes africanos para abordar seriamente
los desafíos de la pobreza, el subdesarrollo, la marginalización, la exclusión
social, las disparidades económicas, la inestabilidad y la inseguridad, mediante
iniciativas tales como la Nueva Iniciativa africana y otros mecanismos inno-
vadores como el Fondo Mundial de Solidaridad para la Erradicación de la
Pobreza, e insta a los países desarrollados, las Naciones Unidas y sus organis-
mos especializados, así como a las instituciones financieras internacionales, a
que proporcionen, por conducto de sus programas operacionales, los recursos
financieros nuevos y adicionales que convenga en apoyo de esas iniciativas;

158. Reconoce que estas injusticias históricas han contribuido innegable-
mente a la pobreza, el subdesarrollo, la marginalización, la exclusión social,
las desigualdades económicas, la inestabilidad y la inseguridad que afectan a
muchas personas en diferentes partes del mundo, sobre todo en los países en
desarrollo. La Conferencia reconoce la necesidad de elaborar programas para
el desarrollo social y económico de esas sociedades y la diáspora, en el mar-
co de una nueva asociación basada en un espíritu de solidaridad y respeto
mutuo, en las siguientes esferas:

—Alivio de la deuda;
—Erradicación de la pobreza;
—Creación o fortalecimiento de instituciones democráticas;
—Fomento de las inversiones extranjeras directas;
—Acceso a los mercados;
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—Intensificación de los esfuerzos para alcanzar las metas convenidas in-
ternacionalmente para las transferencias de asistencia oficial para el de-
sarrollo a los países en desarrollo;

—Nuevas tecnologías de información y comunicación para cerrar la brecha
digital;

—Agricultura y seguridad alimentaria;
—Transferencia de tecnología;
—Gobernanza transparente y responsable;
—Inversión en las infraestructuras de salud para hacer frente al VIH/SIDA,

la tuberculosis y el paludismo, en particular a través del Fondo Mundial
contra el SIDA y para la Salud;

—Desarrollo de las infraestructuras;
—Desarrollo de los recursos humanos, incluido el fomento de la capacidad;
—Educación, capacitación y desarrollo cultural;
—Asistencia jurídica mutua para la repatriación de fondos obtenidos y

transferidos (acumulados) ilegalmente, de conformidad con los instru-
mentos nacionales e internacionales;

—Tráfico ilícito de armas pequeñas y armas ligeras;
—Restitución de objetos de arte, artefactos históricos y documentos a sus

países de origen, de conformidad con los acuerdos bilaterales o instru-
mentos internacionales;

—Trata de personas, en particular de mujeres y niños;
—Facilitación del ansiado regreso y reasentamiento de los descendientes de

los esclavos africanos;

159. Insta a las instituciones financieras y de desarrollo internacionales y a
los programas operacionales y organismos especializados de las Naciones
Unidas a que den mayor prioridad y asignen recursos financieros adecuados a
los programas destinados a hacer frente a los problemas del desarrollo de los
Estados y sociedades afectados, en particular los del continente africano y la
diáspora;

Asistencia legal

160. Insta a los Estados a que adopten todas las medidas indispensables para
atender, con urgencia, la necesidad apremiante de justicia en favor de las víc-
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timas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia y garantizarles que tengan pleno acceso a la información, el
apoyo, la protección efectiva y los remedios administrativos y judiciales nacio-
nales, incluido el derecho de solicitar una reparación o satisfacción justa y
adecuada por los daños sufridos, así como la asistencia legal, cuando sea ne-
cesario;

161. Insta a los Estados a que faciliten el acceso de las víctimas de la dis-
criminación racial, incluidas las víctimas de torturas y malos tratos, a todos los
procedimientos judiciales apropiados y les proporcionen gratuitamente asisten-
cia jurídica en una forma que se adapte a sus necesidades específicas y su
vulnerabilidad, en particular mediante la representación legal;

162. Insta a los Estados a que garanticen la protección de los denunciantes
y los testigos de actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas
conexas de intolerancia contra la victimización y a que, cuando proceda, con-
sideren la adopción de medidas tales como proporcionar asistencia legal, in-
cluida asistencia letrada, a los denunciantes que buscan amparo legal y, si fuera
factible, dar a las organizaciones no gubernamentales la posibilidad de propor-
cionar apoyo a los denunciantes de actos de racismo, previo consentimiento de
éstos, en los procedimientos legales incoados;

Leyes y programas nacionales

163. A los efectos de luchar eficazmente contra el racismo y la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, la Conferencia reco-
mienda a todos los Estados que en sus marcos legislativos nacionales se prohíba
expresa y específicamente la discriminación racial y se proporcionen remedios
o vías de reparación eficaces, judiciales y de otro tipo, entre otras cosas me-
diante la designación de órganos nacionales independientes y especializados;

164. Insta a los Estados a que, en relación con los recursos procesales previstos
en su legislación interna, tengan en cuenta las siguientes consideraciones:

a) El acceso a estos recursos debe ser lo más amplio posible, sobre una base
de igualdad y no discriminatoria;

b) Los recursos procesales existentes deben darse a conocer en el contexto de
las acciones pertinentes, y debe ayudarse a las víctimas de discriminación
racial a que utilicen estos recursos de acuerdo con cada caso particular;
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c) Debe procederse a la investigación de las denuncias de discriminación
racial y al examen judicial de esas denuncias con la mayor rapidez posi-
ble;

d) Las personas que sean víctimas de discriminación racial deberían recibir
asistencia letrada y ayuda, en forma gratuita cuando proceda, para la tra-
mitación de las denuncias y, en caso necesario, deberá facilitárseles la
ayuda de intérpretes competentes para la tramitación de dichas denuncias
o en cualquier acción civil o penal derivada de ellas o conexa con ellas;

e) La creación de órganos nacionales competentes para investigar eficaz-
mente las denuncias de discriminación racial y brindar protección a los
denunciantes contra todo acto de intimidación u hostigamiento es una
medida conveniente y debe adoptarse; deben tomarse medidas para pro-
mulgar leyes que prohíban las prácticas discriminatorias por motivos de
raza, color, ascendencia u origen nacional o étnico, y que prevean la apli-
cación de castigos adecuados a los infractores y la existencia de recursos,
incluida la indemnización adecuada de las víctimas;

f) Debe facilitarse el acceso de las víctimas de discriminación a los recur-
sos legales y, a este respecto, debe considerarse seriamente la innovación
de conferir a instituciones nacionales u otras instituciones, así como a las
organizaciones no gubernamentales pertinentes, la capacidad de prestar
asistencia a esas víctimas, y deben elaborarse programas para que los
grupos más vulnerables tengan acceso al sistema legal;

g) Deben estudiarse y, cuando sea posible, establecerse métodos y procedi-
mientos nuevos e innovadores de solución de conflictos, mediación y
conciliación entre las partes involucradas en conflictos o controversias
basados en el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia;

h) La elaboración de políticas y programas de justicia reparadora en bene-
ficio de las víctimas de las formas de discriminación correspondientes es
una medida conveniente que debe considerarse seriamente;

i) Los Estados que han hecho la declaración con arreglo al artículo 14 de
la Convención Internacional para la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Racial deben hacer mayores esfuerzos para informar a la
opinión pública de la existencia del mecanismo de denuncia previsto en
el artículo 14;
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Remedios, reparaciones e indemnizaciones

165. Insta a los Estados a que refuercen la protección contra el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia, y las formas conexas de intolerancia ga-
rantizando a todas las personas el acceso a remedios eficaces y adecuados y el
derecho a dirigirse a los tribunales nacionales competentes y otras institucio-
nes nacionales para pedir una reparación o satisfacción justa y adecuada por
los perjuicios que les ocasionen esas formas de discriminación. Asimismo
subraya la importancia de que los denunciantes víctimas de actos de racismo y
discriminación racial tengan acceso a la protección de la ley y de los tribuna-
les, y señala la necesidad de dar a conocer ampliamente los recursos judiciales
y otros remedios legales existentes y de que éstos sean fácilmente accesibles,
rápidos y no excesivamente complicados;

166. Insta a los Estados a que adopten las medidas necesarias, conforme a
lo previsto en la legislación nacional, para garantizar el derecho de las vícti-
mas a obtener una reparación o satisfacción justa y adecuada a fin de comba-
tir los actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de
intolerancia, y a que adopten medidas efectivas para impedir la repetición de esos
actos;

V. Estrategias para lograr una igualdad plena y efectiva que abarquen
la cooperación internacional y el fortalecimiento de las Naciones Unidas
y otros mecanismos internacionales en la lucha contra el racismo,
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia, y su seguimiento

167. Exhorta a los Estados a que apliquen con diligencia todos los compromi-
sos asumidos por ellos en las declaraciones y planes de acción de las conferen-
cias regionales en las que hayan participado, y a que formulen políticas y planes
de acción nacionales para luchar contra el racismo, la discriminación racial, la
xenofobia y las formas conexas de intolerancia de conformidad con los objeti-
vos establecidos en dichas declaraciones y planes y según se prevé en otros ins-
trumentos y decisiones pertinentes, y les pide también que, en caso de contar ya
con dichas políticas y planes de acción nacionales para luchar contra el racismo,
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, in-
cluyan en ellos los acuerdos emanados de las conferencias regionales;
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168. Insta a los Estados que todavía no lo hayan hecho a que consideren la
posibilidad de adherirse a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949
y sus dos Protocolos adicionales de 1977, así como a otros tratados de derecho
humanitario internacional, y a que promulguen, con la máxima prioridad, la
legislación apropiada, adoptando a tal efecto las medidas necesarias para cum-
plir plenamente las obligaciones que les incumben en virtud del derecho hu-
manitario internacional, en particular en lo que se refiere a las normas que
prohíben la discriminación;

169. Insta a los Estados a que elaboren programas de cooperación para pro-
mover la igualdad de oportunidades a favor de las víctimas del racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia y les
alienta a que propongan la creación de programas multilaterales de coopera-
ción con el mismo objetivo;

170. Invita a los Estados a que incluyan en los programas de trabajo de los
organismos de integración regional y de los foros de diálogo regional transfron-
terizo el tema de la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia;

171. Insta a los Estados a que reconozcan los obstáculos con que tropiezan
las personas de razas, colores, ascendencias, orígenes nacionales o étnicos,
religiones o idiomas socialmente diferentes que tratan de vivir juntos y esta-
blecer sociedades multirraciales y multiculturales armoniosas; insta también
a los Estados a que reconozcan que deben estudiarse y analizarse los ejemplos
positivos de las sociedades multirraciales y multiculturales que han tenido
relativo éxito, como algunas de las sociedades de la región del Caribe, y que
también deben estudiarse y fomentarse sistemáticamente las técnicas, meca-
nismos, políticas y programas para solucionar los conflictos basados en factores
relacionados con la raza, el color, la ascendencia, el idioma, la religión o el
origen nacional o étnico y establecer sociedades multirraciales y multicultura-
les armoniosas, y pide en consecuencia a las Naciones Unidas y a sus organis-
mos especializados competentes que consideren la posibilidad de establecer un
centro internacional de estudios multirraciales y multiculturales y de elabora-
ción de políticas en esta esfera que se encargaría de llevar a cabo esta labor de
importancia crítica en provecho de la comunidad internacional;

172. Insta a los Estados a que protejan la identidad nacional o étnica, cul-
tural, religiosa y lingüística de las minorías en sus respectivos territorios y a que
adopten las medidas legislativas y de otra índole apropiadas para fomentar
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condiciones que permitan promover dicha identidad, a fin de protegerlas de
cualquier tipo de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas
de intolerancia. En este contexto, deben tenerse plenamente en cuenta las for-
mas de discriminación múltiples;

173. Insta además a los Estados a que garanticen la igual protección y pro-
moción de la identidad de las comunidades históricamente desfavorecidas en
las circunstancias particulares en que proceda;

174. Insta a los Estados a que tomen medidas o refuercen las existentes, en
particular mediante la cooperación bilateral o multilateral, para atacar causas
fundamentales, como la pobreza, el subdesarrollo y la falta de igualdad de opor-
tunidades, algunas de las cuales pueden estar vinculadas a prácticas discrimi-
natorias, que hacen que haya personas, especialmente mujeres y niños, que
están expuestas a la trata, lo que puede ser motivo de racismo, discriminación
racial, xenofobia y otras formas conexas de intolerancia;

175. Alienta a los Estados a que, en cooperación con las organizaciones no
gubernamentales, realicen campañas destinadas a explicar las oportunidades,
las limitaciones y los derechos en caso de migración, para ayudar a todas las
personas, en particular las mujeres, a tomar decisiones con conocimiento de
causa e impedir que lleguen a ser víctimas del tráfico de migrantes;

176. Insta a los Estados a que aprueben y apliquen políticas de desarrollo
social basadas en datos estadísticos fiables y centradas en el logro, antes del
año 2015, de los compromisos de atender las necesidades básicas de todos,
establecidos en el párrafo 36 del Programa de Acción de la Cumbre Mundial
sobre Desarrollo Social, celebrada en Copenhague en 1995, con el fin de su-
perar de forma significativa los desfases existentes en las condiciones de vida
a que hacen frente las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia, en particular en lo que respecta a
las tasas de analfabetismo, la enseñanza primaria universal, la mortalidad in-
fantil, la mortalidad de los niños menores de 5 años, la salud, la atención de
salud reproductiva para todos y el acceso al agua potable. En la aprobación y
aplicación de esas políticas también se tendrá en cuenta la promoción de la
igualdad entre los géneros;

Marco jurídico internacional

177. Insta a los Estados a que sigan cooperando con el Comité para la Elimi-
nación de la Discriminación Racial y otros órganos de vigilancia creados en
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virtud de tratados de derechos humanos, a fin de promover, en particular me-
diante un diálogo constructivo y transparente, la aplicación efectiva de los
instrumentos correspondientes y la debida consideración de las recomendacio-
nes aprobadas por esos órganos respecto de las denuncias de racismo, discri-
minación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia;

178. Solicita recursos adecuados para el Comité para la Eliminación de la
Discriminación Racial a fin de que pueda desempeñar cabalmente su manda-
to y subraya la importancia de proporcionar recursos suficientes a todos los
órganos de las Naciones Unidas creados en virtud de tratados de derechos
humanos;

Instrumentos internacionales generales

179. Apoya los esfuerzos de la comunidad internacional, en particular las
medidas tomadas con los auspicios de la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, por promover el respeto y preser-
var la diversidad cultural dentro de las comunidades y las naciones y entre ellas,
con miras a crear un mundo multicultural armonioso, en particular mediante
la elaboración de un posible instrumento internacional sobre la materia de
forma compatible con los instrumentos internacionales de derechos humanos;

180. Invita a la Asamblea General de las Naciones Unidas a que considere
la posibilidad de elaborar una convención internacional integral y amplia para
proteger y promover los derechos y la dignidad de las personas discapacitadas,
que comprenda especialmente disposiciones para abordar las prácticas y tra-
tos discriminatorios que las afectan;

Cooperación regional a internacional

181. Invita a la Unión Interparlamentaria a que contribuya a las actividades del
Año Internacional de la Movilización contra el Racismo, la Discriminación
Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia animando a los
parlamentos nacionales a debatir los progresos hechos en la realización de
los objetivos de la Conferencia;

182. Alienta a los Estados a que participen en diálogos regionales sobre los
problemas de la migración y les invita a que consideren la posibilidad de ne-
gociar acuerdos bilaterales y regionales sobre los trabajadores migrantes y a
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que elaboren y pongan en práctica programas con los Estados de otras regio-
nes con el fin de proteger los derechos de los migrantes;

183. Insta a los Estados a que, en consulta con la sociedad civil, apoyen los
amplios diálogos regionales que estén en marcha sobre las causas y consecuen-
cias de la migración, o si no existen a que los establezcan, para debatir no sólo
los temas de la aplicación de la ley y el control en las fronteras sino también
las cuestiones de la promoción y protección de los derechos humanos de los
migrantes y la relación entre migración y desarrollo;

184. Alienta a las organizaciones internacionales que se ocupan específi-
camente de las cuestiones relativas a la migración a que, con el apoyo de la
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos, intercambien información y coordinen sus actividades en asuntos re-
lacionados con el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas
conexas de intolerancia contra los migrantes, incluidos los trabajadores mi-
grantes;

185. Expresa su profunda preocupación por la gravedad de los sufrimien-
tos humanitarios de las poblaciones civiles afectadas y por la carga que tienen
que soportar muchos países de acogida, particularmente países en desarrollo
y países en transición, y pide a las instituciones internacionales competentes
que aseguren que se mantenga a un nivel suficiente la asistencia financiera y
humanitaria urgente a los países de acogida para que éstos puedan ayudar a las
víctimas y hacer frente, de manera equitativa, a las dificultades de las pobla-
ciones expulsadas de sus hogares, y pide que se adopten salvaguardias suficien-
tes para permitir a los refugiados ejercer libremente su derecho a regresar
voluntariamente a sus países de origen, en condiciones de seguridad y dignidad;

186. Alienta a los Estados a que adopten acuerdos bilaterales, subregionales,
regionales e internacionales para combatir el problema de la trata de mujeres
y niños, en particular de niñas, así como el tráfico clandestino de migrantes;

187. Pide a los Estados que promuevan, cuando proceda, intercambios en
los planos regional e internacional entre instituciones nacionales independien-
tes y, según los casos, otros órganos independientes pertinentes con miras a
fomentar la cooperación en la lucha contra el racismo, la discriminación racial,
la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

188. Insta a los Estados a que apoyen las actividades de los órganos o cen-
tros regionales que combaten el racismo, la discriminación racial, la xenofo-
bia y las formas conexas de intolerancia cuando existan en su región, y reco-
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mienda la creación de tales órganos o centros allí donde no existan. Esos ór-
ganos o centros pueden llevar a cabo, entre otras, las actividades siguientes:
evaluar y seguir la situación del racismo, la discriminación racial, la xenofo-
bia y las formas conexas de intolerancia y de los grupos que sean víctimas de
estas prácticas o vulnerables a ellas; identificar las tendencias, cuestiones y
problemas; reunir, difundir e intercambiar información relativa, entre otras
cosas, a los resultados de las conferencias regionales y de la Conferencia Mun-
dial y crear redes con ese fin; dar a conocer ejemplos de buenas prácticas;
organizar campañas de sensibilización; elaborar propuestas, soluciones y
medidas preventivas, cuando sea posible y procedente, mediante un esfuerzo
conjunto en coordinación con las Naciones Unidas, las organizaciones regio-
nales y los Estados, así como con las instituciones nacionales de derechos hu-
manos;

189. Insta a las organizaciones internacionales a que, en el ámbito de sus
mandatos, contribuyan a combatir el racismo, la discriminación racial, la xe-
nofobia y las formas conexas de intolerancia;

190. Alienta a las instituciones financieras y de desarrollo y a los programas
operacionales y organismos especializados de las Naciones Unidas a que, de
conformidad con sus presupuestos ordinarios y los procedimientos de sus ór-
ganos rectores:

a) Concedan particular prioridad y asignen fondos suficientes, dentro de sus
esferas de competencia y de sus presupuestos, al mejoramiento de la si-
tuación de las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofo-
bia y las formas conexas de intolerancia a fin de combatir las manifesta-
ciones de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de
intolerancia y las incluyan en la elaboración y ejecución de proyectos que
les conciernan;

b) Integren los principios y normas de derechos humanos en sus políticas y
programas;

c) Consideren la inclusión, en los informes que presentan periódicamente
a sus consejos de administración, de información sobre su contribución
al fomento de la participación de las víctimas del racismo, la discrimina-
ción racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia en sus pro-
gramas y actividades, así como información sobre los esfuerzos realiza-
dos para facilitar dicha participación y asegurar que esas políticas y
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prácticas contribuyan a la erradicación del racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

d) Examinar de qué manera sus políticas y prácticas afectan a las víctimas
del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas
de intolerancia y se cercioren de que esas políticas y prácticas contribu-
yan a la erradicación de esos fenómenos;

191. La Conferencia Mundial:

a) Exhorta a los Estados a que, en consulta con las instituciones nacionales
de derechos humanos, otras instituciones creadas por ley para combatir
el racismo y la sociedad civil, elaboren y proporcionen al Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos planes de ac-
ción y otro material pertinente sobre las medidas emprendidas para apli-
car las disposiciones de la presente Declaración y el Programa de Acción;

b) Pide al Alto Comisionado para los Derechos Humanos que, como segui-
miento de la Conferencia Mundial, coopere con cinco eminentes exper-
tos independientes, uno de cada región, nombrados por el Secretario Ge-
neral entre los candidatos propuestos por el Presidente de la Comisión de
Derechos Humanos, tras consultar a los grupos regionales, para que su-
pervisen la aplicación de las disposiciones de la Declaración y el Pro-
grama de Acción. El Alto Comisionado presentará a la Comisión de
Derechos Humanos y a la Asamblea General un informe anual sobre la
marcha de la aplicación de estas disposiciones, teniendo en cuenta la in-
formación y las opiniones proporcionadas por los Estados, los órganos
competentes creados en virtud de tratados de derechos humanos, los pro-
cedimientos especiales y otros mecanismos de la Comisión de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas, organizaciones internacionales, regio-
nales y no gubernamentales y las instituciones nacionales de derechos
humanos;

c) Celebra la intención de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para
los Derechos Humanos de establecer, como parte de la Oficina del Alto
Comisionado para los Derechos Humanos, una dependencia de lucha
contra la discriminación para combatir el racismo, la discriminación ra-
cial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia y para promover
la igualdad y la no discriminación, e invita a la Alta Comisionada a que
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considere la posibilidad de incluir en el mandato de esa dependencia,
entre otras cosas, la recogida de información sobre la discriminación
racial y su desarrollo, la prestación de apoyo y asesoramiento jurídico y
administrativo a las víctimas de discriminación racial y la reunión de
material de antecedentes proporcionado por los Estados, las organizacio-
nes internacionales, regionales y no gubernamentales y las instituciones
nacionales de derechos humanos conforme el mecanismo de seguimiento
de la Conferencia Mundial;

d) Recomienda que la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos
Humanos, en cooperación con los Estados, las organizaciones internacio-
nales, regionales y no gubernamentales y las instituciones nacionales de
derechos humanos, cree una base de datos que contenga información
sobre los medios prácticos de hacer frente al racismo, la discriminación ra-
cial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, en particular los
instrumentos internacionales y regionales y la legislación nacional, inclui-
da la legislación contra la discriminación, así como los medios legales
existentes para combatir la discriminación racial; los recursos que brin-
dan los mecanismos internacionales a las víctimas de discriminación
racial, así como los recursos existentes en el ámbito nacional; los progra-
mas de educación y prevención aplicados en los distintos países y regio-
nes; las mejores prácticas para luchar contra el racismo, la discriminación
racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia; las posibilida-
des de cooperación técnica; y los estudios académicos y documentos
especializados, y que vele por que las autoridades y el público en gene-
ral tengan el máximo acceso posible a esa base de datos, a través del si-
tio de la Oficina en la Web y por otros medios apropiados;

192. Invita a las Naciones Unidas y a la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura a seguir organizando reuniones
de alto nivel y otras reuniones sobre el Diálogo entre Civilizaciones y a movi-
lizar fondos y promover asociaciones con ese fin;

Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos

193. Alienta a la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos a que continúe y amplíe el nombramiento y la designación de emba-
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jadores de buena voluntad en todos los países del mundo con el fin, entre otras
cosas, de promover el respeto de los derechos humanos y una cultura de tole-
rancia y de aumentar la sensibilización acerca de la lacra del racismo, la dis-
criminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

194. Insta a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos
a que continúe sus esfuerzos encaminados a dar a conocer mejor la labor del
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial y de otros órganos de
las Naciones Unidas creados en virtud de tratados de derechos humanos;

195. Invita a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos
a que celebre consultas periódicas con la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura y las organizaciones no guber-
namentales que desempeñan actividades en la esfera de la promoción y protec-
ción de los derechos humanos y a que aliente las actividades de investigación
encaminadas a reunir, mantener y actualizar la información y los materiales
técnicos, científicos y educacionales producidos por todas las culturas del
mundo con objeto de combatir el racismo;

196. Pide a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos
que preste especial atención a las violaciones de los derechos humanos de las
víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas co-
nexas de intolerancia, en particular de los migrantes, incluidos los trabajado-
res migrantes, que promueva la cooperación internacional en la lucha contra
la xenofobia y que, a tal fin, elabore programas que se puedan aplicar en los
países sobre la base de acuerdos de cooperación apropiados;

197. Invita a los Estados a que presten ayuda a la Oficina del Alto Comisio-
nado para los Derechos Humanos a fin de elaborar y financiar, a petición de los
Estados, proyectos específicos de cooperación técnica destinados a combatir
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de in-
tolerancia;

198. La Conferencia Mundial:

a) Invita a la Comisión de Derechos Humanos a que incluya en los manda-
tos de los Relatores Especiales y de los grupos de trabajo de la Comisión
de Derechos Humanos, en particular el Relator Especial sobre las Formas
Contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y for-
mas conexas de intolerancia, recomendaciones para que, en el ejercicio



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 303

de sus mandatos, examinen las disposiciones de la Declaración y el Pro-
grama de Acción, en especial presentando informes a la Asamblea Gene-
ral y a la Comisión de Derechos Humanos y a que consideren asimismo
la utilización de cualquier otro medio apropiado para seguir los resulta-
dos de la Conferencia Mundial;

b) Hace un llamamiento a los Estados para que cooperen con los procedi-
mientos especiales pertinentes de la Comisión de Derechos Humanos y
otros mecanismos de las Naciones Unidas en cuestiones relacionadas con
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia, en particular con los relatores especiales, los expertos inde-
pendientes y los representantes especiales;

199. Recomienda que la Comisión de Derechos Humanos que prepare nor-
mas internacionales complementarias que fortalezcan y actualicen los instru-
mentos internacionales contra el racismo, la discriminación racial, la xenofo-
bia y las formas conexas de intolerancia, en todos sus aspectos;

Decenios

200. Insta a los Estados y a la comunidad internacional a que apoyen las acti-
vidades del Tercer Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación
Racial;

201. Recomienda que la Asamblea General considere la posibilidad de pro-
clamar un año o decenio de las Naciones Unidas contra el tráfico de personas,
especialmente de mujeres, jóvenes y niños, a fin de proteger su dignidad y sus
derechos humanos;

202. Insta a los Estados a que, en estrecha cooperación con la Organización
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, promuevan
la aplicación de la Declaración y Plan de Acción sobre una Cultura de la Paz
y los objetivos del Decenio Internacional de una Cultura de Paz y No Violen-
cia para los Niños del Mundo, que comenzó el año 2001, e invita a la Organi-
zación de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura a que
contribuya a esas actividades;
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Pueblos indígenas

203. Recomienda que el Secretario General de las Naciones Unidas efectúe una
evaluación de los resultados del Decenio Internacional de las Poblaciones In-
dígenas del Mundo (1995-2004) y formule recomendaciones respecto de la
forma de celebrar el final de este decenio, incluidas medidas de seguimiento
apropiadas;

204. Pide a los Estados que garanticen financiación suficiente para estable-
cer un marco operacional y crear unas bases firmes para el desarrollo futuro del
Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas en el sistema de las Naciones
Unidas;

205. Insta a los Estados a que cooperen con la labor del Relator Especial
sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de
los indígenas y pide al Secretario General y al Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos que tomen las disposiciones del caso
para que el Relator Especial sea dotado de los recursos humanos, técnicos y
financieros necesarios para que el desempeño de sus funciones;

206. Exhorta a los Estados a que concluyan las negociaciones y aprueben
cuanto antes el texto del proyecto de declaración de la Naciones Unidas sobre
los derechos de los pueblos indígenas, objeto de debates en el grupo de traba-
jo de la Comisión de Derechos Humanos establecido para elaborar un proyecto
de declaración, de conformidad con la resolución 1995/32 de la Comisión de
3 de marzo de 1995;

207. Insta a los Estados a que, teniendo presente la relación que hay entre
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de in-
tolerancia y la pobreza, la marginación y la exclusión social de los pueblos y
las personas tanto en el plano nacional como en el internacional, refuercen sus
políticas y medidas destinadas a reducir la desigualdad de ingresos y de riqueza
y adopten medidas apropiadas, individualmente o mediante la cooperación
internacional, para promover y proteger los derechos económicos, sociales y
culturales sin discriminación alguna;

208. Insta a los Estados y a las instituciones financieras y de desarrollo a que
mitiguen los efectos negativos de la globalización examinando, entre otras
cosas, de qué forma sus políticas y prácticas afectan a las poblaciones nacio-
nales en general y a los pueblos indígenas en particular; asegurándose de que
sus políticas y prácticas contribuyan a erradicar el racismo mediante la parti-



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 305

cipación de las poblaciones nacionales y, en particular, de los pueblos indíge-
nas en los proyectos de desarrollo; democratizando las instituciones financie-
ras internacionales, y consultando a los pueblos indígenas sobre cualquier
asunto que pueda afectar a su integridad física, espiritual o cultural;

209. Invita a las instituciones financieras y de desarrollo y a los programas
operacionales y los organismos especializados de las Naciones Unidas a que,
de conformidad con su presupuesto ordinario y con los procedimientos vigen-
tes de sus órganos rectores:

a) Den especial prioridad y asignen recursos suficientes, en sus ámbitos de
competencia, al mejoramiento de la situación de los pueblos indígenas,
prestando especial atención a las necesidades de esas poblaciones en los
países en desarrollo, en particular mediante la preparación de programas
de acción específicos con miras a lograr los objetivos del Decenio Inter-
nacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo;

b) Realicen proyectos especiales, por los conductos apropiados y en cola-
boración con los pueblos indígenas, para apoyar sus iniciativas a nivel co-
munitario y facilitar el intercambio de información y de conocimientos
técnicos entre los pueblos indígenas y los expertos en la materia;

Sociedad civil

210. Exhorta a los Estados a que estrechen la cooperación, establezcan aso-
ciaciones y consulten regularmente a las organizaciones no gubernamentales
y todos los demás sectores de la sociedad civil a fin de aprovechar su expe-
riencia y sus conocimientos y contribuir así a la elaboración de leyes, polí-
ticas y otras iniciativas gubernamentales, de asociarlas más estrechamente a
la formulación y aplicación de políticas y programas encaminados a combatir
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia;

211. Insta a los líderes de las comunidades religiosas a que sigan combatien-
do el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de
intolerancia mediante, entre otras cosas, la promoción y el patrocinio de diá-
logos y asociaciones para conseguir la reconciliación, la concordia y la armo-
nía en el seno de las sociedades y entre las sociedades, invita a las comunida-
des religiosas a participar en la tarea de fomentar la revitalización económica
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y social, y alienta a los líderes religiosos a que promuevan una mayor coope-
ración y un mayor contacto entre los diversos grupos raciales;

212. Insta a los Estados a que establezcan formas eficaces de colaboración
con todos los actores pertinentes de la sociedad civil, incluidas las organiza-
ciones no gubernamentales que se esfuerzan en promover la igualdad de género
y el adelanto de la mujer, especialmente de las mujeres víctimas de discrimi-
nación múltiple, a que refuercen las formas de colaboración existentes y a que
les proporcionen, según proceda, el apoyo necesario, con el fin de promover
la aplicación de un enfoque integrado y global a la eliminación de todas las
formas de discriminación contra las mujeres y las jóvenes;

Organizaciones no gubernamentales

213. Insta a los Estados a que creen un medio abierto y propicio para que las
organizaciones no gubernamentales puedan funcionar libre y abiertamente en
el seno de sus sociedades, y contribuyan así de manera efectiva a eliminar el
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia en todo el mundo y a promover una mayor participación de las orga-
nizaciones de base;

214. Exhorta a los Estados a que exploren los medios de potenciar el papel
de las organizaciones no gubernamentales en la sociedad mediante, entre otras
cosas, el estrechamiento de los lazos de cooperación entre los ciudadanos, el
fomento de una mayor confianza por encima de las divisiones de raza y de clase
y la promoción de una mayor participación y cooperación voluntaria de los
ciudadanos;

Sector privado

215. Insta a los Estados a que adopten medidas, incluidas cuando proceda
medidas legislativas, para asegurar que las empresas transnacionales y otras
empresas extranjeras que operen dentro de sus territorios nacionales respeten
principios y prácticas que excluyan el racismo y la discriminación, y alienta
además al sector empresarial, incluidas las empresas transnacionales y las
empresas extranjeras, a colaborar con los sindicatos y otros sectores pertinentes
de la sociedad civil en la elaboración de códigos de conducta voluntarios para
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todas las empresas destinados a prevenir, combatir y erradicar el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

Jóvenes

216. Insta a los Estados a que fomenten la participación plena y activa y una
colaboración más estrecha de los jóvenes en la elaboración, planificación y
realización de actividades para combatir el racismo, la discriminación racial,
la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, y exhorta a los Estados a que,
en asociación con organizaciones no gubernamentales y otros sectores de la
sociedad, faciliten el diálogo nacional e internacional de la juventud sobre el
racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia a través del Foro Mundial de la Juventud del sistema de las Naciones
Unidas y mediante la utilización de nuevas tecnologías, los intercambios y otros
conductos;

217. Insta a los Estados a fomentar y facilitar el establecimiento de meca-
nismos juveniles, establecidos por organizaciones de jóvenes y por los propios
hombres y mujeres jóvenes, con el espíritu de la lucha contra el racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, me-
diante actividades como las siguientes: difusión e intercambio de información
y creación de redes con tal fin; organización de campañas de sensibilización y
participación en programas multiculturales de educación; elaboración de pro-
puestas y soluciones cuando resulte posible y apropiado; cooperación y con-
sultas regulares con las organizaciones no gubernamentales y otros agentes de
la sociedad civil para la elaboración de iniciativas y programas destinados a
promover los intercambios y el diálogo interculturales;

218. Insta a los Estados a que, en cooperación con las organizaciones
intergubernamentales, el Comité Olímpico Internacional y las federaciones
deportivas internacionales y regionales, intensifiquen la lucha contra el racis-
mo en los deportes, en particular educando a los jóvenes del mundo en la prác-
tica de los deportes sin discriminación de ningún tipo y en el espíritu olímpi-
co, lo que requiere la comprensión humana, la tolerancia, el juego limpio y la
solidaridad;

219. Reconoce que para que el presente Programa de Acción tenga éxito se
necesitarán voluntad política y fondos suficientes en los ámbitos nacional, re-
gional e internacional, así como la cooperación internacional.
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ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El 14 de agosto de 2001 se publicó en el Diario Oficial de la Fede-
ración el decreto por el cual se adicionó un segundo y un tercer pá-
rrafos al artículo 1o., se reformó el artículo 2o., se derogó el párra-
fo primero del artículo 4o., y se adicionaron un sexto párrafo al
artículo 18 y un último párrafo a la fracción tercera del artículo 115
de la Constitución Política de los Estrados Unidos Mexicanos. Este
decreto entró en vigor al día siguiente de su publicación, esto es, el
15 de agosto del año mencionado.

Estas reformas y adiciones a la Constitución Federal se realiza-
ron con la finalidad primordial de reconocer y proteger los derechos
de los pueblos indígenas. En este marco, el proyecto de decreto fue
aprobado originalmente por el Senado de la República y éste lo en-
vió posteriormente a la Cámara de Diputados, la cual procedió a su
aprobación el 28 de abril de 2001. Una vez que también la mayo-
ría de las Legislaturas estatales manifestaron su acuerdo, la Comi-
sión Permanente del Honorable Congreso de la Unión lo aprobó fi-
nalmente el 18 de julio de 2001.

La adición de un párrafo tercero al artículo 1o. constitucional tuvo
como finalidad establecer de manera expresa la prohibición de la
discriminación, toda vez que es una práctica contraria a la dignidad
de la persona y que afecta sus derechos fundamentales.

De esta forma, el artículo 1o., en su párrafo tercero, al referirse
a los diversos motivos de la discriminación incorpora a la Consti-
tución los principios contenidos en diferentes tratados y declaracio-
nes internacionales.

* * *
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CAPÍTULO I
DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las
garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni
suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los escla-
vos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo
hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacio-
nal, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular
o menoscabar los derechos y libertades de las personas.



[313]

LEY FEDERAL PARA PREVENIR
Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

El 27 de marzo de 2001, el Presidente de la República instaló la
Comisión Ciudadana de Estudios contra la Discriminación con el
objetivo de que procediera a proponer reformas legislativas para
proteger los derechos de los grupos vulnerables y para revertir las
condiciones sociales, laborales y culturales que propician la discri-
minación.

Como resultado de su trabajo, en el que participaron representan-
tes de los grupos más afectados por la discriminación, organizacio-
nes de la sociedad civil, servidores públicos, partidos políticos, aca-
démicos y público en general, el 14 de noviembre del mismo año la
Comisión Ciudadana hizo entrega al Presidente de la República de
un anteproyecto de Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación, el cual fue enviado al Congreso de la Unión.

La iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo Federal fue apro-
bada por el Congreso de la Unión en el mes de abril de 2003. El 9 de
junio siguiente el Presidente de la República encabezó la ceremonia
de firma del decreto de la Ley, la cual fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 11 de junio del mismo año, y entró en vi-
gor al día siguiente de su publicación, es decir, el día 12 de junio.

La Ley, acatando el mandato del artículo 1o. constitucional, tie-
ne por objeto la prevención y eliminación de todas las formas de dis-
criminación, así como la promoción de la igualdad de oportunida-
des. Prevé medidas en favor de las mujeres, las niñas y los niños, los
indígenas, las personas mayores de 60 años y de aquellas con dis-
capacidad.
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Con el fin de realizar las actividades objeto de la Ley, este orde-
namiento crea el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación,
el cual está facultado para recibir quejas y reclamaciones en contra
de servidores públicos federales por presuntos actos y prácticas dis-
criminatorias. De conformidad con la Ley, cualquier persona pue-
de presentar una queja o una reclamación. Además, el Consejo
Nacional puede conocer de quejas en contra de particulares, pero en
este caso el asunto es sometido a conciliación con el consentimiento
de las partes.

* * *

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de interés
social. El objeto de la misma es prevenir y eliminar todas las formas de discri-
minación que se ejerzan contra cualquier persona en los términos del Artícu-
lo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
promover la igualdad de oportunidades y de trato.

Artículo 2. Corresponde al Estado promover las condiciones para que la
libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas. Los poderes
públicos federales deberán eliminar aquellos obstáculos que limiten en los
hechos su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de las personas así como su
efectiva participación en la vida política, económica, cultural y social del país
y promoverán la participación de las autoridades de los demás órdenes de
Gobierno y de los particulares en la eliminación de dichos obstáculos.

Artículo 3. Cada una de las autoridades y de los órganos públicos federales
adoptará las medidas que estén a su alcance, tanto por separado como coordi-
nadamente, de conformidad con la disponibilidad de recursos que se haya
determinado para tal fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación del
ejercicio correspondiente, para que toda persona goce, sin discriminación al-
guna, de todos los derechos y libertades consagrados en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, en las leyes y en los Tratados Interna-
cionales de los que México sea parte.



PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE DISCRIMINACIÓN 315

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para cada ejercicio fiscal, se
incluirán, las asignaciones correspondientes para promover las medidas posi-
tivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades a que se refie-
re el Capítulo III de esta Ley.

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por discriminación toda
distinción, exclusión o restricción que, basada en el origen étnico o nacional,
sexo, edad, discapacidad, condición social o económica, condiciones de salud,
embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o
cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejer-
cicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas.

También se entenderá como discriminación la xenofobia y el antisemitismo
en cualquiera de sus manifestaciones.

Artículo 5. No se considerarán conductas discriminatorias las siguientes:
I. Las acciones legislativas, educativas o de políticas públicas positivas o

compensatorias que sin afectar derechos de terceros establezcan tratos diferen-
ciados con el objeto de promover la igualdad real de oportunidades;

II. Las distinciones basadas en capacidades o conocimientos especializados
para desempeñar una actividad determinada;

III. La distinción establecida por las instituciones públicas de seguridad
social entre sus asegurados y la población en general;

IV. En el ámbito educativo, los requisitos académicos, de evaluación y los
límites por razón de edad;

V. Las que se establezcan como requisitos de ingreso o permanencia para el
desempeño del servicio público y cualquier otro señalado en los ordenamientos
legales;

VI. El trato diferenciado que en su beneficio reciba una persona que padezca
alguna enfermedad mental;

VII. Las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que se hagan
entre ciudadanos y no ciudadanos, y

VIII. En general, todas las que no tengan el propósito de anular o menosca-
bar los derechos, y libertades o la igualdad de oportunidades de las personas
ni de atentar contra la dignidad humana.

Artículo 6. La interpretación del contenido de esta Ley, así como la actua-
ción de las autoridades federales será congruente con los instrumentos inter-
nacionales aplicables en materia de discriminación de los que México sea parte,
así como con las recomendaciones y resoluciones adoptadas por los organis-
mos multilaterales y regionales y demás legislación aplicable.
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Artículo 7. Para los efectos del artículo anterior, cuando se presenten dife-
rentes interpretaciones, se deberá preferir aquella que proteja con mayor efi-
cacia a las personas o a los grupos que sean afectados por conductas discrimi-
natorias.

Artículo 8. En la aplicación de la presente Ley intervendrán las autoridades
y los órganos públicos federales, así como el Consejo Nacional para Prevenir
la Discriminación.

CAPÍTULO II
MEDIDAS PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 9. Queda prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por obje-
to impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad
real de oportunidades.

A efecto de lo anterior, se consideran como conductas discriminatorias:
I. Impedir el acceso a la educación pública o privada, así como a becas e

incentivos para la permanencia en los centros educativos, en los términos de
las disposiciones aplicables;

II. Establecer contenidos, métodos o instrumentos pedagógicos en que se
asignen papeles contrarios a la igualdad o que difundan una condición de sub-
ordinación;

III. Prohibir la libre elección de empleo, o restringir las oportunidades de
acceso, permanencia y ascenso en el mismo;

IV. Establecer diferencias en la remuneración, las prestaciones y las condi-
ciones laborales para trabajos iguales;

V. Limitar el acceso a los programas de capacitación y de formación profe-
sional;

VI. Negar o limitar información sobre derechos reproductivos o impedir el
libre ejercicio de la determinación del número y espaciamiento de los hijos e
hijas;

VII. Negar o condicionar los servicios de atención médica, o impedir la
participación en las decisiones sobre su tratamiento médico o terapéutico den-
tro de sus posibilidades y medios;

VIII. Impedir la participación en condiciones equitativas en asociaciones
civiles, políticas o de cualquier otra índole;
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IX. Negar o condicionar el derecho de participación política y, específica-
mente, el derecho al sufragio activo o pasivo, la elegibilidad y el acceso a to-
dos los cargos públicos, así como la participación en el desarrollo y ejecución
de políticas y programas de gobierno, en los casos y bajo los términos que
establezcan las disposiciones aplicables;

X. Impedir el ejercicio de los derechos de propiedad, administración y dis-
posición de bienes de cualquier otro tipo;

XI. Impedir el acceso a la procuración e impartición de justicia;
XII. Impedir que se les escuche en todo procedimiento judicial o adminis-

trativo en que se vean involucrados, incluyendo a las niñas y los niños en los
casos que la ley así lo disponga, así como negar la asistencia de intérpretes en
procedimientos administrativos o judiciales, de conformidad con las normas
aplicables;

XIII. Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que atente contra la digni-
dad e integridad humana;

XIV. Impedir la libre elección de cónyuge o pareja;
XV. Ofender, ridiculizar o promover la violencia en los supuestos a que se

refiere el artículo 4 de esta Ley a través de mensajes e imágenes en los medios
de comunicación;

XVI. Limitar la libre expresión de las ideas, impedir la libertad de pensa-
miento, conciencia o religión, o de prácticas o costumbres religiosas, siempre
que éstas no atenten contra el orden público;

XVII. Negar asistencia religiosa a personas privadas de la libertad, que pres-
ten servicio en las fuerzas armadas o que estén internadas en instituciones de
salud o asistencia;

XVIII. Restringir el acceso a la información, salvo en aquellos supuestos que
sean establecidos por las leyes nacionales e instrumentos jurídicos internacio-
nales aplicables;

XIX. Obstaculizar las condiciones mínimas necesarias para el crecimiento
y desarrollo saludable, especialmente de las niñas y los niños;

XX. Impedir el acceso a la seguridad social y a sus beneficios o establecer
limitaciones para la contratación de seguros médicos, salvo en los casos que
la ley así lo disponga;

XXI. Limitar el derecho a la alimentación, la vivienda, el recreo y los ser-
vicios de atención médica adecuados, en los casos que la ley así lo prevea;
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XXII. Impedir el acceso a cualquier servicio público o institución privada
que preste servicios al público, así como limitar el acceso y libre desplazamien-
to en los espacios públicos;

XXIII. Explotar o dar un trato abusivo o degradante;
XXIV. Restringir la participación en actividades deportivas, recreativas o

culturales;
XXV. Restringir o limitar el uso de su lengua, usos, costumbres y cultura, en

actividades públicas o privadas, en términos de las disposiciones aplicables;
XXVI. Limitar o negar el otorgamiento de concesiones, permisos o autori-

zaciones para el aprovechamiento, administración o usufructo de recursos
naturales, una vez satisfechos los requisitos establecidos en la legislación apli-
cable;

XXVII. Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, difamación, injuria, perse-
cución o la exclusión;

XXVIII. Realizar o promover el maltrato físico o psicológico por la aparien-
cia física, forma de vestir, hablar, gesticular o por asumir públicamente su
preferencia sexual, y

XXIX. En general cualquier otra conducta discriminatoria en términos del
artículo 4 de esta Ley.

CAPÍTULO III
MEDIDAS POSITIVAS Y COMPENSATORIAS

A FAVOR DE LA IGUALDAD  DE OPORTUNIDADES

Artículo 10. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito
de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas posi-
tivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para las mu-
jeres:

I. Incentivar la educación mixta, fomentando la permanencia en el sistema
educativo de las niñas y las mujeres en todos los niveles escolares;

II. Ofrecer información completa y actualizada, así como asesoramiento
personalizado sobre salud reproductiva y métodos anticonceptivos;

III. Garantizar el derecho a decidir sobre el número y espaciamiento de sus
hijas e hijos, estableciendo en las instituciones de salud y seguridad social las
condiciones para la atención obligatoria de las mujeres que lo soliciten, y
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IV. Procurar la creación de centros de desarrollo infantil y guarderías ase-
gurando el acceso a los mismos para sus hijas e hijos cuando ellas lo soliciten.

Artículo 11. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito
de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas positi-
vas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades de las niñas y los
niños:

I. Instrumentar programas de atención médica y sanitaria para combatir la
mortalidad y la desnutrición infantiles;

II. Impartir educación para la preservación de la salud, el conocimiento
integral de la sexualidad, la planificación familiar, la paternidad responsable
y el respeto a los derechos humanos;

III. Promover el acceso a centros de desarrollo infantil, incluyendo a meno-
res con discapacidad;

IV. Promover las condiciones necesarias para que los menores puedan con-
vivir con sus padres o tutores, incluyendo políticas públicas de reunificación
familiar para migrantes y personas privadas de la libertad;

V. Preferir, en igualdad de circunstancias, a las personas que tengan a su
cargo menores de edad en el otorgamiento de becas, créditos u otros beneficios;

VI. Alentar la producción y difusión de libros para niños y niñas;
VII. Promover la creación de instituciones que tutelen a los menores priva-

dos de su medio familiar, incluyendo hogares de guarda y albergues para es-
tancias temporales;

VIII. Promover la recuperación física, psicológica y la integración social de
todo menor víctima de abandono, explotación, malos tratos o conflictos arma-
dos, y

IX. Proporcionar, en los términos de la legislación en la materia, asistencia
legal y psicológica gratuita e intérprete en los procedimientos judiciales o
administrativos, en que sea procedente.

Artículo 12. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito
de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas positi-
vas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para las perso-
nas mayores de 60 años:

I. Garantizar el acceso a los servicios de atención médica y seguridad social,
según lo dispuesto en la normatividad en la materia;

II. Procurar un nivel mínimo y decoroso de ingresos a través de programas,
conforme a las reglas de operación que al efecto se establezcan:
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a) De apoyo financiero directo y ayudas en especie y
b) De capacitación para el trabajo y de fomento a la creación de empleos, y

III. Garantizar, conforme a la legislación aplicable, asesoría jurídica gratuita
así como la asistencia de un representante legal cuando el afectado lo requiera.

Artículo 13. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito
de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas positi-
vas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para las perso-
nas con discapacidad:

I. Promover un entorno que permita el libre acceso y desplazamiento;
II. Procurar su incorporación, permanencia y participación en las activida-

des educativas regulares en todos los niveles;
III. Promover el otorgamiento, en los niveles de educación obligatoria, de

las ayudas técnicas necesarias para cada discapacidad;
IV. Crear programas permanentes de capacitación para el empleo y fomen-

to a la integración laboral;
V. Crear espacios de recreación adecuados;
VI. Procurar la accesibilidad en los medios de transporte público de uso

general;
VII. Promover que todos los espacios e inmuebles públicos o que presten

servicios al público, tengan las adecuaciones físicas y de señalización para su
acceso, libre desplazamiento y uso;

VIII. Procurar que las vías generales de comunicación cuenten con
señalamientos adecuados para permitirles el libre tránsito;

IX. Informar y asesorar a los profesionales de la construcción acerca de los
requisitos para facilitar el acceso y uso de inmuebles, y

X. Promover que en las unidades del sistema nacional de salud y de seguri-
dad social reciban regularmente el tratamiento y medicamentos necesarios para
mantener y aumentar su capacidad funcional y su calidad de vida.

Artículo 14. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito
de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas positi-
vas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para la población
indígena:

I. Establecer programas educativos bilingües y que promuevan el intercam-
bio cultural;
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II. Crear un sistema de becas que fomente la alfabetización, la conclusión
de la educación en todos los niveles y la capacitación para el empleo;

III. Crear programas permanentes de capacitación y actualización para los
funcionarios públicos sobre la diversidad cultural;

IV. Emprender campañas permanentes de información en los medios de
comunicación que promuevan el respeto a las culturas indígenas en el marco
de los derechos humanos y las garantías individuales;

V. En el marco de las leyes aplicables, cuando se fijen sanciones penales a
indígenas, procurar que tratándose de penas alternativas, se imponga aquella
distinta a la privativa de la libertad, así como promover la aplicación de sus-
titutivos penales y beneficios de preliberación, de conformidad con las normas
aplicables;

VI. Garantizar que en todos los juicios y procedimientos en que sean parte,
individual o colectivamente, se tomen en cuenta sus costumbres y especifi-
cidades culturales, respetando los preceptos de la Constitución, y

VII. Garantizar, a lo largo de cualquier proceso legal, el derecho a ser asis-
tidos, si así lo solicitan, por intérpretes y defensores que tengan conocimien-
to de su lengua.

Artículo 15. Los órganos públicos y las autoridades federales adoptarán las
medidas que tiendan a favorecer la igualdad real de oportunidades y a preve-
nir y eliminar las formas de discriminación de las personas a que se refiere el
artículo 4 de esta Ley.

CAPÍTULO IV
DEL CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN

Sección Primera
Denominación, Objeto, Domicilio y Patrimonio

Artículo 16. El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, en adelan-
te el Consejo, es un organismo descentralizado sectorizado a la Secretaría de
Gobernación, con personalidad jurídica y patrimonio propios. Para el desarro-
llo de sus atribuciones, el Consejo gozará de autonomía técnica y de gestión;
de igual manera, para dictar las resoluciones que en términos de la presente Ley
se formulen en los procedimientos de reclamación o queja, el Consejo no es-
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tará subordinado a autoridad alguna y adoptará sus decisiones con plena inde-
pendencia.

Artículo 17. El Consejo tiene como objeto:
I. Contribuir al desarrollo cultural, social y democrático del país;
II. Llevar a cabo, las acciones conducentes para prevenir y eliminar la dis-

criminación;
III. Formular y promover políticas públicas para la igualdad de oportuni-

dades y de trato a favor de las personas que se encuentren en territorio nacio-
nal, y

IV. Coordinar las acciones de las dependencias y entidades del Poder Eje-
cutivo Federal, en materia de prevención y eliminación de la discriminación.

Artículo 18. El domicilio del Consejo es la Ciudad de México, Distrito
Federal, pero podrá establecer delegaciones y oficinas en otros lugares de la
República Mexicana.

Artículo 19. El patrimonio del Consejo se integrará con:
I. Los recursos presupuestales que le asigne la Cámara de Diputados del

Congreso de la Unión a través del Presupuesto de Egresos de la Federación
correspondiente;

II. Los bienes muebles e inmuebles que le sean asignados;
III. Los bienes que adquiera por cualquier otro título lícito;
IV. Los fondos que obtenga por el financiamiento de programas específicos, y
V. Las aportaciones, donaciones, legados y demás liberalidades que reciba

de personas físicas y morales.

Sección Segunda
De las Atribuciones

Artículo 20. Para el cumplimiento de su objeto, el Consejo tendrá las atribu-
ciones siguientes:

I. Diseñar estrategias e instrumentos, así como promover programas, pro-
yectos y acciones para prevenir y eliminar la discriminación;

II. Proponer y evaluar la ejecución del Programa Nacional para Prevenir y
Eliminar la Discriminación conforme a la legislación aplicable;

III. Verificar la adopción de medidas y programas para prevenir y eliminar
la discriminación en las instituciones y organizaciones públicas y privadas, así
como expedir los reconocimientos respectivos;
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IV. Desarrollar, fomentar y difundir estudios sobre las prácticas discrimina-
torias en los ámbitos político, económico, social y cultural;

V. Realizar estudios sobre los ordenamientos jurídicos y administrativos
vigentes en la materia, y proponer, en su caso, de conformidad con las dispo-
siciones aplicables, las modificaciones que correspondan;

VI. Emitir opinión en relación con los proyectos de reformas en la materia
que envíe el Ejecutivo Federal al Congreso de la Unión, así como los proyec-
tos de reglamentos que elaboren las instituciones públicas;

VII. Divulgar los compromisos asumidos por el estado mexicano en los
instrumentos internacionales que establecen disposiciones en la materia; así
como promover su cumplimiento en los diferentes ámbitos de Gobierno;

VIII. Difundir y promover contenidos para prevenir y eliminar las prácticas
discriminatorias en los medios de comunicación;

IX. Investigar presuntos actos y prácticas discriminatorias, en el ámbito de
su competencia;

X. Tutelar los derechos de los individuos o grupos objeto de discriminación
mediante asesoría y orientación, en los términos de este ordenamiento;

XI. Promover la presentación de denuncias por actos que puedan dar lugar
a responsabilidades previstas en ésta u otras disposiciones legales;

XII. Conocer y resolver los procedimientos de queja y reclamación señala-
dos en esta Ley;

XIII. Establecer relaciones de coordinación con instituciones públicas fede-
rales, locales y municipales, así como con personas y organizaciones sociales
y privadas. Asimismo, podrá coordinarse con las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal y demás órganos públicos, con el propósi-
to de que en los programas de gobierno, se prevean medidas positivas y com-
pensatorias para cualquier persona o grupo;

XIV. Solicitar a las instituciones públicas o a particulares, la información
para verificar el cumplimiento de este ordenamiento, en el ámbito de su com-
petencia, con las excepciones previstas por la legislación;

XV. Aplicar las medidas administrativas establecidas en esta Ley;
XVI. Asistir a las reuniones internacionales en materia de prevención y eli-

minación de discriminación;
XVII. Elaborar y suscribir convenios, acuerdos, bases de coordinación y

demás instrumentos jurídicos con órganos públicos o privados, nacionales o
internacionales en el ámbito de su competencia;
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XVIII. Diseñar y aplicar el servicio de carrera como un sistema de adminis-
tración de personal basado en el mérito y la igualdad de oportunidades que
comprende los procesos de Reclutamiento, Selección, Ingreso, Sistema de
Compensación, Capacitación, Evaluación del Desempeño, Promoción y Sepa-
ración de los Servidores Públicos, y

XIX. Las demás establecidas en esta Ley, en el Estatuto Orgánico y demás
disposiciones aplicables.

Artículo 21. El Consejo difundirá periódicamente los avances, resultados e
impactos de las políticas, programas y acciones en materia de prevención y
eliminación de la discriminación, a fin de mantener informada a la sociedad.

Sección Tercera
De los Órganos de Administración

Artículo 22. La Administración del Consejo corresponde a:
I. La Junta de Gobierno, y
II. La Presidencia del Consejo.
Artículo 23. La Junta de Gobierno estará integrada por cinco representan-

tes del Poder Ejecutivo Federal, y cinco integrantes designados por la Asam-
blea Consultiva.

Los representantes del Poder Ejecutivo Federal son los siguientes:
I. Uno de la Secretaría de Gobernación;
II. Uno de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;
III. Uno de la Secretaría de Salud;
IV. Uno de la Secretaría de Educación Pública, y
V. Uno de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.
Los representantes del Ejecutivo Federal deberán tener nivel de Subsecre-

tario y sus respectivos suplentes el nivel inferior jerárquico inmediato.
Los integrantes designados por la Asamblea Consultiva durarán en su encar-

go tres años, pudiendo ser ratificados por otro periodo igual. Este cargo tendrá
el carácter de honorífico.

Asimismo, serán invitados permanentes a la Junta de Gobierno con derecho
a voz, pero no a voto, un representante de cada uno de los siguientes órganos
públicos: Instituto Nacional de las Mujeres, Instituto Mexicano de la Juventud,
Instituto Nacional Indigenista, Instituto Nacional de las Personas Adultas
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Mayores, Consejo Nacional para la Prevención y Control del VIH/SIDA y
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral dela Familia.

Artículo 24. La Junta de Gobierno tendrá, además de aquellas que estable-
ce el artículo 58 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, las siguien-
tes atribuciones:

I. Aprobar su reglamento de sesiones y el Estatuto Orgánico del Consejo, con
base en la propuesta que presente la Presidencia;

II. Establecer las políticas generales para la conducción del Consejo en
apego a este ordenamiento, al Estatuto Orgánico, al Programa Nacional para
Prevenir y Eliminar la Discriminación y a los demás instrumentos administra-
tivos que regulen su funcionamiento;

III. Aprobar el proyecto de presupuesto que someta a su consideración la
Presidencia del Consejo y conocer los informes sobre el ejercicio del mismo;

IV. Aprobar el informe anual de actividades que remitirá la Presidencia del
Consejo a los Poderes de la Unión;

V. Nombrar y remover, a propuesta de la Presidencia del Consejo, a los ser-
vidores públicos de éste que ocupen cargos en las dos jerarquías administrati-
vas inferiores a la de aquél, y

VI. Acordar con base en los lineamientos y prioridades que establezca el
Ejecutivo Federal, la realización de todas las operaciones inherentes al obje-
to del organismo con sujeción a las disposiciones aplicables y delegar discre-
cionalmente en el Presidente del Consejo sus facultades, salvo las que sean
indelegables de acuerdo con la legislación aplicable, conforme a lo estableci-
do en este artículo;

VII. Aprobar el tabulador de salarios del Consejo;
VIII. Expedir y publicar un informe anual de la Junta, y
IX. Las demás que le confieran éste u otros ordenamientos.
Artículo 25. La Junta de Gobierno sesionará válidamente cuando en la se-

sión se encuentren presentes más de la mitad de los miembros, siempre que
entre ellos esté el Presidente de la Junta.

Las resoluciones se tomarán por mayoría de los miembros presentes y en
caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

Las sesiones que celebre la Junta de Gobierno serán ordinarias y extraordi-
narias; las ordinarias se llevarán a cabo por lo menos cada tres meses, y las
extraordinarias se celebrarán cuando lo convoque el Presidente.
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Artículo 26. El Presidente del Consejo, quien presidirá la Junta de Gobier-
no, será designado por el Titular del Poder Ejecutivo Federal.

Artículo 27. Durante su encargo el Presidente del Consejo no podrá desem-
peñar algún otro empleo, cargo o comisión distinto, que sea remunerado, con
excepción de los de carácter docente o científico.

Artículo 28. El Presidente del Consejo durará en su cargo tres años, y po-
drá ser ratificado hasta por un periodo igual.

Artículo 29. El Presidente del Consejo podrá ser removido de sus funciones
y, en su caso, sujeto a responsabilidad, sólo por las causas y mediante los pro-
cedimientos establecidos por el Título Cuarto de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 30. El Presidente del Consejo tendrá, además de aquellas que es-
tablece el artículo 59 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, las si-
guientes atribuciones:

I. Planear, organizar, coordinar, dirigir, controlar y evaluar el funcionamiento
del Consejo, con sujeción a las disposiciones aplicables;

II. Presentar a la consideración de la Junta de Gobierno el proyecto del
Programa Nacional para Prevenir y Eliminar la Discriminación;

III. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno el informe anual de
actividades y el informe sobre el ejercicio presupuestal;

IV. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones de la Junta de Gobierno, así
como supervisar su cumplimiento por parte de las unidades administrati-
vas competentes del Consejo;

V. Enviar a los Poderes de la Unión el informe anual de actividades; así como
el ejercicio presupuestal, este último previa opinión de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público;

VI. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno el proyecto del Esta-
tuto Orgánico;

VII. Nombrar a los servidores públicos del Consejo, a excepción de aque-
llos que ocupen los dos niveles jerárquicos inferiores inmediatos al Presi-
dente;

VIII. Ejercer la representación legal del Consejo, así como delegarla cuan-
do no exista prohibición expresa para ello;

IX. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos nacionales e inter-
nacionales para el desarrollo de las atribuciones del Consejo, de conformidad
con las normas aplicables;
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X. Proponer a la Junta de Gobierno el tabulador salarial del Consejo, y
XI. Las demás que le confieran éste u otros ordenamientos.

Sección Cuarta
De la Asamblea Consultiva

Artículo 31. La Asamblea Consultiva es un órgano de opinión y asesoría de
las acciones, políticas públicas, programas y proyectos que desarrolle el Con-
sejo en Materia de Prevención y Eliminación de la Discriminación.

Artículo 32. La Asamblea Consultiva estará integrada por un número no
menor de diez ni mayor de veinte ciudadanos, representantes de los sectores
privado, social y de la comunidad académica que por su experiencia en mate-
ria de prevención y eliminación de la discriminación puedan contribuir al lo-
gro de los objetivos del Consejo.

Los miembros de esta Asamblea Consultiva serán propuestos por los secto-
res y comunidad señalados y nombrados por la Junta de Gobierno en términos
de lo dispuesto por el Estatuto Orgánico.

Artículo 33. Los integrantes de la Asamblea Consultiva, no recibirán retri-
bución, emolumento, o compensación alguna por su participación, ya que su
carácter es honorífico.

Artículo 34. Son facultades de la Asamblea Consultiva:
I. Presentar opiniones ante la Junta de Gobierno, sobre el desarrollo de los

programas y actividades que realice el Consejo;
II. Asesorar a la Junta de Gobierno y al Presidente del Consejo, en cuestio-

nes relacionadas con la prevención y eliminación de todos los actos discrimi-
natorios;

III. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por
la Junta de Gobierno o por el Presidente del Consejo;

IV. Contribuir en el impulso de las acciones, políticas públicas, programas
y proyectos en materia de prevención y eliminación de la discriminación;

V. Nombrar cinco personas que formarán parte de la Junta de Gobierno;
VI. Participar en las reuniones y eventos que convoque el Consejo, para

realizar el intercambio de experiencias e información tanto de carácter nacio-
nal como internacional sobre temas relacionados con la materia de prevención
y eliminación de la discriminación;
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VII. Presentar ante la Junta de Gobierno un informe anual de la actividad de
su encargo, y

VIII. Las demás que señalen las disposiciones aplicables.
Artículo 35. Los integrantes de la Asamblea Consultiva durarán en su car-

go tres años, y podrán ser ratificados por un periodo igual, en términos de lo
dispuesto en el Estatuto Orgánico.

Artículo 36. Las reglas de funcionamiento y organización de la Asamblea
Consultiva se establecerán en el Estatuto Orgánico.

Artículo 37. El Consejo proveerá a la Asamblea Consultiva de los recursos
necesarios para el desempeño de sus actividades.

Sección Quinta
De los Órganos de Vigilancia

Artículo 38. El Consejo contará con una contraloría, órgano de control inter-
no, al frente de la cual estará la persona designada en los términos de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

Corresponderá a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo
por sí o a través del órgano interno de control del Consejo, el ejercicio de las
atribuciones que en materia de control, inspección, vigilancia y evaluación
le confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, sin per-
juicio de las facultades que corresponden a la Auditoría Superior de la Fe-
deración.

El órgano de vigilancia del Consejo estará integrado por un Comisario Pú-
blico propietario y un suplente, designados por la Secretaría de Contraloría y
Desarrollo Administrativo, quienes ejercerán sus funciones de acuerdo con las
disposiciones legales aplicables.

El Comisario acudirá con voz pero sin voto, a las sesiones de la Junta de
Gobierno.

Artículo 39. El Comisario Público, tendrá las siguientes facultades:
I. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales, así como de las re-

glamentarias, administrativas y de política general que se emitan;
II. Promover y vigilar que el Consejo establezca indicadores básicos de

gestión en materia de operación, productividad, de finanzas y de impacto so-
cial, que permitan medir y evaluar su desempeño;
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III. Vigilar que el Consejo proporcione con la oportunidad y periodicidad
que se señale, la información que requiera en cuanto a los ingresos y gastos
públicos realizados;

IV. Solicitar a la Junta de Gobierno o al Presidente del Consejo, la informa-
ción que requiera para el desarrollo de sus funciones, y

V. Las demás inherentes a su función y las que le señale expresamente la Secre-
taría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, en el ámbito de su competencia.

Sección Sexta
Prevenciones Generales

Artículo 40. El Consejo se regirá por lo dispuesto en esta Ley y su Estatuto
Orgánico en lo relativo a su estructura, funcionamiento, operación, desarrollo
y control. Para tal efecto contará con las disposiciones generales a la natura-
leza y características del organismo, a sus órganos de administración, a las
unidades que integran estos últimos, a la vigilancia, y demás que se requieran
para su regulación interna, conforme a lo establecido en la legislación de la
materia y por esta Ley.

Artículo 41. Queda reservado a los Tribunales Federales el conocimiento y
resolución de todas las controversias en que sea parte el Consejo.

Sección Séptima
Régimen de Trabajo.
Artículo 42. Las relaciones de trabajo del organismo y su personal se regi-

rán por la Ley Federal del Trabajo, reglamentaria del apartado “A” del artícu-
lo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

CAPÍTULO V
DE LOS PROCEDIMIENTOS

Sección Primera
Disposiciones Generales

Artículo 43. Toda persona podrá denunciar presuntas conductas discrimina-
torias y presentar ante el Consejo reclamaciones o quejas respecto a dichas
conductas, ya sea directamente o por medio de su representante.
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Las organizaciones de la sociedad civil podrán presentar reclamaciones o
quejas en los términos de esta Ley, designando un representante.

Artículo 44. Las reclamaciones y quejas que se presenten ante el Consejo
por presuntas conductas discriminatorias, sólo podrán admitirse dentro del
plazo de un año, contado a partir de que el reclamante o quejoso tengan cono-
cimiento de dichas conductas, o en dos años fuera de esta circunstancia.

Artículo 45. El Consejo proporcionará a las personas que presuntamente
hayan sido discriminadas, asesoría respecto a los derechos que les asisten y los
medios para hacerlos valer y, en su caso, orientará en la defensa de los citados
derechos ante las instancias correspondientes, en los términos establecidos en
el Estatuto Orgánico.

Artículo 46. El Consejo, dentro del ámbito de su competencia, iniciará sus
actuaciones a petición de parte; también podrá actuar de oficio en aquellos
casos en que la Presidencia así lo determine.

Artículo 47. En todo lo no previsto en esta Ley respecto a los procedimien-
tos que la misma establece, se estará a lo dispuesto en el Código Federal de
Procedimientos Civiles.

Artículo 48. Los servidores públicos y las autoridades federales a que se
refiere el artículo 3 de esta Ley están obligados a auxiliar al personal del Con-
sejo en el desempeño de sus funciones y rendir los informes que se les solici-
ten en el término establecido por la misma.

Artículo 49. Las reclamaciones y quejas, a que se refiere esta Ley, no reque-
rirán más formalidad que presentarse por escrito con firma o huella digital y
datos de identificación del interesado.

Las reclamaciones y quejas también podrán ser verbales, por vía telefóni-
ca o por cualquier otro medio electrónico, sin más señalamiento que el asunto
que las motivó y los datos generales de quien las presente, debiendo ratificar-
se con las formalidades establecidas en el párrafo anterior dentro de los cinco
días hábiles siguientes, de lo contrario se tendrán por no presentadas.

Artículo 50. Cuando el Consejo considere que la reclamación o queja no
reúne los requisitos señalados para su admisión o sea evidentemente improce-
dente o infundada, se rechazará mediante acuerdo motivado y fundado que
emitirá en un plazo máximo de cinco días hábiles. El Consejo deberá notificarle
al interesado dentro de los cinco días siguientes a la resolución. No se admiti-
rán quejas o reclamaciones anónimas.
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Artículo 51. Cuando la reclamación o queja no sea competencia del Consejo,
se proporcionará al interesado la orientación para que acuda a la autoridad o
servidor público que deba conocer del asunto.

Artículo 52. Cuando el contenido de la reclamación o queja sea poco claro,
no pudiendo deducirse los elementos que permitan la intervención del Consejo,
se notificará por escrito al interesado para que la aclare en un término de cinco
días hábiles posteriores a la notificación; en caso de no hacerlo, después del
segundo requerimiento, se archivará el expediente por falta de interés.

Artículo 53. En ningún momento la presentación de una queja o reclamación
ante el Consejo interrumpirá la prescripción de las acciones judiciales o recur-
sos administrativos previstos por la legislación correspondiente.

Artículo 54. El Consejo, por conducto de su Presidente, de manera excep-
cional y previa consulta con la Junta de Gobierno, podrá excusarse de conocer
de un determinado caso si éste puede afectar su autoridad moral o autonomía.

Artículo 55. En el supuesto de que se presenten dos o más reclamaciones o
quejas que se refieran al mismo acto u omisión presuntamente discriminatorio,
el Consejo podrá acumular los asuntos para su trámite en un solo expediente.
En este caso el último expediente se acumulará al primero.

Artículo 56. En caso de que la reclamación o queja presentada ante el Con-
sejo involucre tanto a los servidores públicos o autoridades como a particula-
res, se procederá a efectuar la separación correspondiente, de manera que las
conductas presuntamente discriminatorias cometidas por los primeros, se si-
gan, a través del procedimiento de reclamación. Las cometidas por los parti-
culares serán atendidas conforme a lo dispuesto por la Sección Sexta del
Capítulo V de este ordenamiento.

Artículo 57. Contra las resoluciones y actos del Consejo los interesados
podrán interponer el recurso de revisión, de conformidad con la Ley Federal
del Procedimiento Administrativo.

Sección Segunda
De la Reclamación

Artículo 58. La reclamación es el procedimiento que se sigue ante el Consejo
por conductas presuntamente discriminatorias cometidas por los servidores
públicos federales en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas.
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Artículo 59. Una vez presentada la reclamación, el Consejo deberá, dentro
de los cinco días siguientes, resolver si se admite la reclamación.

Una vez admitida y registrada la reclamación, dentro de los siguientes cin-
co días hábiles el Consejo deberá notificar a las autoridades o servidores pú-
blicos señalados como presuntos responsables, así como al titular del órgano
del que dependan; asimismo, se solicitará un informe por escrito sobre los actos
u omisiones de carácter discriminatorio que les atribuyan en la reclamación.

Artículo 60. El informe solicitado a los servidores públicos presuntamente
responsables, deberá rendirse en un plazo no mayor a 10 días hábiles, conta-
dos a partir de la fecha en que surta efectos la notificación.

Artículo 61. En el informe mencionado en el artículo anterior, la autoridad
o servidor público señalado como presunto responsable, debe hacer constar los
antecedentes del asunto, los fundamentos y motivaciones de los actos u omi-
siones que se le imputan, la existencia de los mismos, en su caso, así como los
elementos de información que considere necesarios.

Artículo 62. En caso de no haber respuesta por parte de las autoridades o ser-
vidores públicos requeridos, dentro del plazo señalado para tal efecto, se tendrán
por ciertos los hechos mencionados en la reclamación, salvo prueba en contra-
rio. El Consejo podrá, si lo estima necesario, realizar las investigaciones proce-
dentes en el ámbito de su competencia, ejerciendo las acciones pertinentes.

Artículo 63. Los particulares que consideren haber sido discriminados por
actos de autoridades o de servidores públicos en el ejercicio de sus funciones
o con motivo de ellas que acudan en queja ante la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos y si ésta fuera admitida, el Consejo estará impedido para
conocer de los mismos hechos que dieron fundamento a la queja.

Sección Tercera
De la Conciliación

Artículo 64. La conciliación es la etapa del procedimiento de reclamación por
medio de la cual el Consejo buscará avenir a las partes involucradas a resol-
verla, a través de alguna de las soluciones que les presente el conciliador.

Artículo 65. Una vez admitida la reclamación, lo cual se hará del conoci-
miento del presunto agraviado por conductas discriminatorias, se le citará para
que se presente en la fecha y hora señalada a la audiencia de conciliación, la
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cual deberá llevarse a cabo en los quince días hábiles siguientes a aquel en que
se notificó a las partes dicha celebración. Esta audiencia tendrá verificativo en
las instalaciones del Consejo.

Por lo que se refiere al o a los presuntos responsables de conductas discri-
minatorias, se les citará a la audiencia de conciliación a que se refiere el párrafo
anterior, bajo apercibimiento que de no hacerlo se tendrán por ciertos los he-
chos discriminatorios imputados en su contra, salvo prueba en contrario.

Artículo 66. Al preparar la audiencia, el conciliador designado solicitará a
las partes los elementos de juicio que considere convenientes para ejercer
adecuadamente sus atribuciones, pudiendo aquéllas ofrecer los medios de prue-
ba que estimen necesarios.

Artículo 67. En caso de que el reclamante no comparezca a la audiencia de
conciliación y justifique la causa de su inasistencia dentro del plazo de tres días
hábiles posteriores a la fecha de la misma, se señalará por única ocasión nue-
va fecha para su celebración. En el supuesto de no justificar su inasistencia, se
le tendrá por desistido de su reclamación, archivándose el expediente como
asunto concluido.

Artículo 68. El conciliador, en la audiencia de conciliación, expondrá a las
partes un resumen de la reclamación y de los elementos de juicio que se hayan
integrado y los exhortará a resolver sus diferencias, para cuyo efecto propon-
drá opciones de solución.

Artículo 69. La audiencia de conciliación podrá ser suspendida por el con-
ciliador o por ambas partes de común acuerdo hasta en una ocasión, debién-
dose reanudar, en su caso, dentro de los cinco días hábiles siguientes.

Artículo 70. Cuando las partes lleguen a un acuerdo, se celebrará el conve-
nio respectivo, que será revisado por el área competente del Consejo; si está
apegado a derecho, lo aprobará y dictará el acuerdo correspondiente sin que sea
admisible recurso alguno.

Artículo 71. El convenio suscrito por las partes y aprobado por el Consejo
tiene fuerza de cosa juzgada y trae aparejada ejecución, lo que podrá pro-
moverse ante los tribunales competentes en la vía de apremio o en juicio eje-
cutivo, a elección del interesado o por la persona que designe el Consejo, a
petición de aquél.

Artículo 72. En caso de que el servidor público no acepte la conciliación, o
de que las partes no lleguen a acuerdo alguno, el Consejo hará de su conoci-
miento que investigará los hechos motivo de la reclamación, en los términos
de esta Ley e impondrá, en su caso, las medidas administrativas para prevenir
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y eliminar la discriminación previstas en la misma; asimismo, el Consejo pro-
moverá el fincamiento de las responsabilidades que resulten de la aplicación
de otros ordenamientos.

Sección Cuarta
De la Investigación

Artículo 73. Cuando la reclamación no se resuelva en la etapa de conciliación,
el Consejo iniciará las investigaciones del caso, para lo cual tendrá las siguien-
tes facultades:

I. Solicitar a las autoridades o servidores públicos a los que se imputen con-
ductas discriminatorias, la presentación de informes o documentos complemen-
tarios;

II. Solicitar de otros particulares, autoridades o servidores públicos docu-
mentos e informes relacionados con el asunto materia de la investigación;

III. Practicar inspecciones a las autoridades a las que se imputen conductas
discriminatorias, mediante personal técnico o profesional;

IV. Citar a las personas que deben comparecer como testigos o peritos, y
V. Efectuar todas las demás acciones que juzgue convenientes para el me-

jor conocimiento del asunto.
Artículo 74. Para documentar debidamente las evidencias, el Consejo podrá

solicitar la rendición y desahogo de todas aquellas pruebas que estime nece-
sarias, con la única condición de que éstas se encuentren previstas como tales
por el orden jurídico mexicano.

Artículo 75. Las pruebas que se presenten, por los interesados, así como las
que de oficio se allegue el Consejo, serán valoradas en su conjunto, de acuer-
do con los principios de la lógica, la experiencia y la legalidad, a fin de que
puedan producir convicción sobre los hechos denunciados.

Artículo 76. Las resoluciones estarán basadas en la documentación y prue-
bas que consten en el expediente de reclamación.

Artículo 77. El Consejo puede dictar acuerdos de trámite en el curso de las
investigaciones que realice, los cuales serán obligatorios para los servidores
públicos federales que deban comparecer o aportar información o documen-
tos; su incumplimiento traerá aparejadas las medidas administrativas y respon-
sabilidades señaladas en este ordenamiento.
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Sección Quinta
De la Resolución

Artículo 78. Si al concluir la investigación, no se comprobó que las autorida-
des federales o servidores públicos hayan cometido las conductas discrimi-
natorias imputadas, el Consejo dictará la resolución por acuerdo de no discri-
minación, atendiendo a los requisitos a que se refiere el Estatuto Orgánico del
Consejo.

Artículo 79. Si al finalizada la investigación, el Consejo comprueba que los
servidores públicos o autoridades federales denunciadas cometieron alguna
conducta discriminatoria, formulará la correspondiente resolución por dispo-
sición, en la cual se señalarán las medidas administrativas a que se refiere el
Capítulo VI de esta Ley, así como los demás requisitos que prevé el Estatuto
Orgánico del Consejo.

Sección Sexta
Del Procedimiento Conciliatorio

entre Particulares

Artículo 80. Cuando se presente una queja por presuntas conductas discrimi-
natorias de particulares, el Consejo iniciará el procedimiento conciliatorio.

Artículo 81. El Consejo notificará al particular que presuntamente haya
cometido conductas discriminatorias, el contenido de la queja, haciéndole saber
que, si así lo desea, podrá someter la misma al procedimiento conciliatorio. En
caso de que las partes lo acepten, deberá celebrarse la audiencia principal de
conciliación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la notifi-
cación al particular.

Si cualquiera de las partes o ambas no aceptan el procedimiento conciliatorio
del Consejo, éste atenderá la queja correspondiente y brindará orientación al
quejoso para que acuda ante las instancias judiciales o administrativas corres-
pondientes.

Artículo 82. En este procedimiento se estará a lo dispuesto por los artículos
66, 67, 68, 69 y 70 de este ordenamiento.
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CAPÍTULO VI
DE LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS

PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 83. El Consejo dispondrá la adopción de las siguientes medidas ad-
ministrativas para prevenir y eliminar la discriminación:

I. La impartición, a las personas o a las instituciones que sean objeto de una
resolución por disposición dictada por el Consejo, de cursos o seminarios que
promuevan la igualdad de oportunidades;

II. La fijación de carteles en cualquier establecimiento de quienes incumplan
alguna disposición de esta Ley, en los que se promueva la modificación de
conductas discriminatorias;

III. La presencia del personal del Consejo para promover y verificar la adop-
ción de medidas a favor de la igualdad de oportunidades y la eliminación de
toda forma de discriminación en cualquier establecimiento de quienes sean
objeto de una resolución por disposición, por el tiempo que disponga el orga-
nismo;

IV. La publicación íntegra de la Resolución por Disposición emitida en el
órgano de difusión del Consejo, y

V. La publicación o difusión de una síntesis de la Resolución por Disposi-
ción en los medios impresos o electrónicos de comunicación.

La imposición de estas medidas administrativas a los particulares, se suje-
tará a que éstos se hayan sometido al convenio de conciliación correspondiente.

Artículo 84. Para determinar el alcance y la forma de adopción de las me-
didas administrativas dispuestas por el Consejo se tendrán en consideración:

I. El carácter intencional de la conducta discriminatoria;
II. La gravedad del hecho, el acto o la práctica discriminatoria, y
III. La reincidencia.
Se entiende que existe reincidencia cuando la misma persona incurra en

nueva violación a la prohibición de discriminar.
Artículo 85. El Consejo podrá otorgar un reconocimiento a las instituciones

públicas o privadas, así como a los particulares que se distingan por llevar a
cabo programas y medidas para prevenir la discriminación en sus prácticas,
instrumentos organizativos y presupuestos.

El reconocimiento será otorgado previa solicitud de parte interesada.
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La Junta de Gobierno, a propuesta de la Presidencia del Consejo, ordenará
verificar el cumplimiento de los requisitos señalados.

El reconocimiento será de carácter honorífico, tendrá una vigencia de un año
y podrá servir de base para la obtención de beneficios que, en su caso, establez-
ca el Estado, en los términos de la legislación aplicable.

TRANSITORIOS

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. La designación del Presidente del Consejo deberá rea-
lizarse dentro de los 30 días siguientes a la entrada en vigor del presente de-
creto.

La primera designación del Presidente del Consejo durará hasta el treinta de
diciembre del año 2006 pudiendo ser ratificado sólo por un periodo de tres
años.

Artículo Tercero. La designación de la Junta de Gobierno deberá realizarse
dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la Ley. En tanto se instala
la Asamblea Consultiva, la Junta de Gobierno dará inicio a sus funciones con
la presencia de los representantes del Poder Ejecutivo Federal y de cinco in-
tegrantes designados por única vez por el Presidente del Consejo, quienes
durarán en dicho cargo seis meses, pudiendo ser ratificados por la Asamblea
Consultiva, una vez instalada, en cuyo caso sólo ejercerán el cargo hasta com-
pletar los tres años desde su primera designación.

Artículo Cuarto. La Presidencia del Consejo someterá a la aprobación de la
Junta de Gobierno el proyecto del Estatuto Orgánico dentro de los 120 días
siguientes a su nombramiento.

Los procedimientos a que alude el Capítulo V de este decreto, empezarán
a conocerse por parte del Consejo, después de los 150 días de haber entrado en
vigor la presente Ley.

Artículo Quinto. Una vez designada la persona titular de la Presidencia del
Consejo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público proveerá, con sujeción
a las previsiones que para tal efecto estén contenidas en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, los recursos necesarios para dar inicio a las activi-
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dades de la institución y la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administra-
tivo llevará a cabo las acciones necesarias en su ámbito de competencia.

México, D.F., a 29 de abril de 2003.- Dip. Armando Salinas Torre, Presiden-
te.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Rodolfo Dorador Pérez
Gavilán, Secretario.- Sen. Yolanda E. González Hernández, Secretaria.- Rú-
bricas”.

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publica-
ción y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia del Poder
Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los diez días del
mes de junio de dos mil tres.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario
de Gobernación, Santiago Creel Miranda.- Rúbrica.



Principales instrumentos internacionales sobre
discriminación y racismo, editado por la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, se ter-
minó de imprimir en enero de 2004 en los talleres
de OFFSET UNIVERSAL, S. A., Calle 2, núm. 113,
Col. Granjas San Antonio, C. P. 09070, México,
D. F. El cuidado de la edición estuvo a cargo de
la Dirección de Publicaciones de esta Comisión
Nacional. El tiraje consta de 1,000 ejemplares.
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